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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Barahona y de Defensa Nacional, don  José Goñi Carrasco, y la señora Ministra de Educación, doña Yasna Provoste Campillay.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 66ª, especial, y 67ª, ordinaria, en 20 de noviembre; 68ª, especial, y 69 ordinaria, en sus partes pública y secreta, en 21 de noviembre, y 70ª, especial, en 22 de noviembre, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veinte de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero inicia un proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletín N° 5.522-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los doce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín Nº 669-01).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (boletín Nº 3.975-13).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables (boletín Nº 4.030-04).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (boletín N° 4.438-07).



6.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial; al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y a otros cuerpos legales (boletín Nº 4.813-06).



7.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (boletín N° 4.814-13).



8.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce enmiendas a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto a la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales (boletín Nº 4.977-08).



9.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Complementación Económica entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Cuba, suscrito en Montevideo el 20 de diciembre de 1999 (boletín N° 5.273-10).



10.- Proyecto que modifica la ley N° 20.022 y otros cuerpos legales con el objeto de reforzar la judicatura laboral (boletín N° 5.316-07).



11.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales (boletín N° 5.383-04).



12.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes N°s 19.378 y 20.157 y concede beneficios al personal de la atención primaria de salud (boletín N° 5.393-11).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los siete restantes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero sufragar en la elección de Presidente de la República (boletín N° 268-07).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que regula el lobby (boletín Nº 3.407-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, concerniente a pesca recreativa (boletín N° 3.424-21).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (boletín Nº 3.773-06).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).



6.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).



7.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825 con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios (boletín N° 4.928-26).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero comunica que se ausentará del territorio nacional el día 11 de diciembre de 2007 con ocasión de una visita de trabajo que efectuará a la ciudad de La Paz, República de Bolivia.



Informa además que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Belisario Velasco Baraona.



--Se toma conocimiento.



Con el segundo solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Sebastián Claro Edwards como integrante del Consejo del Banco Central por un período de 10 años (boletín N° S 1.030-05) (Véase en los Anexos, documento 2), haciendo presente asimismo, para el despacho de esta materia, la urgencia establecida en el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Constitución Política de la República.



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional: 



Con los dos primeros remite copia de las sentencias dictadas en relación con igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad interpuestos en contra de los artículos 6°, letra b), N° 7, y 116 del Código del Trabajo y 20 de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos.



--Se toma conocimiento.



Con los dos siguientes envía copia autorizada de las sentencias dictadas en relación con el control preventivo de constitucionalidad ejercido respecto de los siguientes asuntos: proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta asignaciones familiar y maternal y subsidio familiar, y concede otros beneficios que indica (boletín N° 5.498-05), y proyecto de ley que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos (boletín Nº 4.981-14).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los tres últimos envía copia de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra del inciso segundo del artículo 387 del Código Procesal Penal; del artículo 4° de la ley N° 20.000, y de los artículos 2°, 11, 15, 16, 19, 26 y 29 del decreto ley N° 2.695, de 1979.



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Tres del señor Contralor General de la República:



Con los dos primeros contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor García, referidos al resultado de la auditoría practicada en el Instituto Nacional de Deportes y a la construcción de “Canchas de Tenis del Estadio Municipal de Freire”.



Con el tercero da respuesta a una consulta formulada por los  Senadores señores Ávila y Navarro, relativa a la ejecución del contrato suscrito entre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y el Administrador Financiero de Transantiago S.A.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del  Senador señor Espina, referente a delitos de robos ocurridos en las fechas que indica en la Región Metropolitana. 



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del  Senador señor Bianchi por el que solicita que el Gobierno evalúe la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que incremente los días de pago del subsidio por incapacidad laboral.



De la señora Ministra de Educación, con el que responde un oficio enviado en nombre del  Senador señor Frei, atinente a las exigencias establecidas para obtener el título de ingeniero.



Ocho del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor Espina, referidos a la licitación del puente Lolén, en la Novena Región, y al alcantarillado para la localidad de Loncotriuque, comuna de Melipeuco.



Con el tercero responde un oficio dirigido en nombre del  Senador señor Pérez Varela, atinente a la construcción del embalse Diguillín, en la Octava Región.



Con los tres siguientes da respuesta a igual número de oficios cursados en nombre del Senador señor Horvath, referidos a obras de alcantarillado en la localidad de Villa Amengual; a tratamiento de aguas servidas en la localidad de La Tapera, comuna de Lago Verde, en la Undécima Región, y a mejora de la infraestructura portuaria en la Ruta Cordillera.



Con los dos últimos contesta igual número de oficios remitidos en nombre del  Senador señor Navarro, concernientes a la tramitación de las solicitudes de inscripción de derechos de aprovechamiento de aguas y a la construcción de un camino en Isla Santa María.



De la señora Ministra de Salud, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre mejoramiento integral del Hospital de Puerto Aisén y otorgamiento de incentivos para la radicación de especialistas médicos en dicho establecimiento.



Siete del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Con los tres primeros responde igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Horvath, relativos a carencias que afectan a los puertos de la Ruta Cordillera, vía que une a la Décima y Undécima Regiones; a la situación que afecta al transporte en Lago General Carrera, y a las bases del concurso público para la asignación del proyecto de Fibra Óptica Austral.



Con los dos siguientes da respuesta a igual número de oficios cursados en nombre del  Senador señor Navarro, concernientes a contratos de concesiones que regulan a las empresas que desarrollan el servicio de transporte público remunerado de pasajeros desde y hacia el aeropuerto Arturo Merino Benítez, y a normas que reglarán la televisión digital en Chile.



Con el sexto da contestación a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Ávila, Coloma, Chadwick, Espina, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Prokurica, Romero y Vásquez, atinente a plena aplicación de ley N° 19.733 a la compra, por un grupo empresarial extranjero, de radioemisoras nacionales.



Con el último responde un oficio enviado en nombre del  Senador señor Frei, relativo a la compatibilidad de los proyectos energéticos diseñados para el área de Mejillones y el desarrollo de un complejo portuario en dicha zona del país.



Dos del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del  Senador señor Núñez, referente a los proyectos de generación eólica que se desarrollarían en la Región de Atacama.



Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del  Senador señor Horvath, relativo a las soluciones que se pueden establecer para reducir los plazos de otorgamiento de derechos de agua para pequeñas centrales de generación hídrica.



Dos de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero da respuesta a un oficio cursado en nombre de los  Senadores señores Horvath y Navarro, referido a declaración de desembocadura del río Lluta como Santuario de la Naturaleza.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del  Senador señor Horvath, tocante a la instalación de tres centrales termoeléctricas en la Región de Coquimbo.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, atinente a la solicitud de destinar fondos para generar empleos de emergencia en las comunas de Petorca, Cabildo, La Ligua, Nogales e Hijuelas.



Dos del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo subrogante, mediante el cual contesta igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Horvath, concernientes a la evaluación socioeconómica de proyectos  sanitarios en las localidades de Valle Simpson y Villa Ortega, de la comuna de Coihaique, y a iniciativas de saneamiento en los distintos poblados en la Región de Aisén.



Del señor Subsecretario de Pesca, por el que contesta un oficio enviado en nombre del  Senador señor Horvath, relativo a petición formulada por la Asociación Gremial SURPESCA A.G.



De la señora Subsecretaria de Minería, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del  Senador señor Romero, atinente a los servicios que otorga ENAMI a los pequeños y medianos mineros de Nogales, Catemu, San Felipe, Cabildo y Petorca.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, por el que responde un oficio cursado en nombre del  Senador señor Cantero, sobre venta ilegal de bencina y petróleo en la Villa Oro Blanco, de la ciudad de Antofagasta.



De la señora Directora del Trabajo, por el que contesta un oficio enviado en nombre del  Senador señor Ávila, relativo a fiscalización de empresas que operan en el muelle del puerto de San Antonio.



Del señor Director Nacional de INDAP, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del  Senador señor Pizarro, referente a obras de riego menor que financia ese Instituto en los municipios declarados en Emergencia Agrícola y Zona de Catástrofe como consecuencia de los daños ocasionados por las heladas ocurridas durante el invierno.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, por el que contesta un oficio enviado en nombre del  Senador señor Naranjo, tocante a gastos en que debió incurrir dicha Institución con motivo de la detención del señor Alberto Fujimori.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, por el que contesta un oficio enviado en nombre del  Senador señor Pérez Varela, relativo a la dotación de carabineros en la provincia de Arauco.



De la señora Intendenta de Antofagasta, por el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del  Senador señor Cantero, referido a los aspectos técnicos vinculados con la declaración de “Área Costera, Zona Protegida y de Desarrollo e Interés Turístico” del sector del Complejo Portuario de Mejillones.



Del señor Fiscal del Ministerio Público de la Región de La Araucanía, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del  Senador señor Espina, concerniente a información sobre robos con fuerza en las cosas ocurridos en la Villa Cordillera, de la comuna de Angol.



De la Secretaria  Ministerial de Bienes Nacionales de la Cuarta Región, por el que contesta un oficio enviado en nombre de la  Senadora señora Matthei, relativo a estudio de las propiedades existentes en la localidad de La Isla, en Combarbalá. 



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del  Senador señor Vásquez, con respecto a la mantención de la salubridad en el canal ubicado en el sector de Vista Verde, comuna de Temuco.



De la señora Directora subrogante del Servicio de Salud de Antofagasta, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del  Senador señor Cantero, relativo a denuncia de venta clandestina de bencina y petróleo en la Villa Oro Blanco, de aquella ciudad.



De la señora Directora Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región de Antofagasta, por el que contesta un oficio dirigido en nombre del  Senador señor Cantero, relativo a fiscalización de la venta clandestina de bencina y petróleo en la Villa Oro Blanco, de la ciudad de Antofagasta.



Del señor Alcalde de Temuco, por el que responde un oficio enviado en nombre del  Senador señor Vásquez, referente a los problemas que ha creado el abandono de las dependencias del ex Supermercado La Reina, ubicado en la referida ciudad.



Del señor Gerente General de la Empresa Portuaria Chacabuco, por el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la situación en que se encuentran las empresas que forman parte del sistema de puertos estatales.



Del señor Presidente del Directorio de la Empresa Portuaria de Antofagasta, con el que responde un oficio cursado en nombre del  Senador señor Navarro, referido a la situación en que se encuentran las empresas que forman parte del sistema de puertos estatales.



Informe de la Delegación de Parlamentarios que concurrió a la Audiencia Parlamentaria Anual en Naciones Unidas los días 20 y 21 de noviembre de 2007.



--Quedan a disposición de los  señores Senadores.

Informes



Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe complementario de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.030-04) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de Salud que se desempeña en los servicios que indica (boletín N° 5.431-11) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto a la generación de energía eléctrica con fuentes renovables no convencionales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.977-08) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.



Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes proyectos de acuerdo:


1.- De los Honorables Senadores señores Romero, Coloma, Muñoz Barra y Sabag, mediante el cual proponen que el Senado manifieste su rechazo a las expresiones y actuaciones que el señor Presidente de Venezuela realizó con ocasión de las sesiones de la última Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno y, asimismo, reitere la adhesión del país a las libertades civiles y políticas en el continente (boletín N° S 1.020-12) (Véase en los Anexos, documento 7).



2.- De los Senadores señores Horvath y Prokurica y señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Girardi, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una nota de protesta diplomática contra el programa japonés de caza científica de ballenas e informar de esta medida a todos los países miembros de la Comisión Ballenera Internacional (boletín N° S 1.027-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



De los  Senadores señores Horvath, Prokurica y Sabag, con la que inician un proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones, para regular la consulta a los ciudadanos en relación con la aprobación de los planes reguladores comunales (boletín N° 5.525-14) (Véase en los Anexos, documento 9).


De los Honorables Senadores señores Horvath, Prokurica y Sabag, con la que inician un proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones, en lo relativo a la participación de la ciudadanía en la elaboración de los planes reguladores intercomunales (boletín N° 5.526-14) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasan a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



De los  Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.856, que creó un sistema de reinserción social de los condenados que observen buena conducta, estableciendo una nueva causal para limitar beneficios a las personas que indica (boletín N° 5.533-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Orpis con la que inicia un proyecto de ley que modifica la organización del Consejo Nacional de Pesca y la atribución del Presidente de la República para nombrar a parte de sus integrantes.



--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Larraín, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que transmita a Su Majestad el Rey de Arabia Saudita la protesta del Senado por la injustificada condena que sufre una mujer que fue víctima de una violación en dicho país (boletín N° S 1.029-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Dos de los Honorables señores Naranjo y Muñoz Aburto:



Con el primero proponen que el Senado adhiera a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad”, destinada a capturar a criminales nazis aún prófugos, y, asimismo, que manifieste al Estado de Israel sus disculpas por la negativa de la Corte Suprema a conceder la extradición del señor Walter Rauff (boletín N° S 1.031-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Con el segundo solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga llegar al Gobierno de los Estados Unidos de América una protesta por la decisión de seguir construyendo un muro en su frontera con la República Mexicana, y que respalde las reclamaciones que sobre esta materia efectúen otros países ante la Organización de las Naciones Unidas (boletín N° S 1.032-12) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Navarro para ausentarse del país a contar del 29 de noviembre del presente año.



--Se accede.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y a otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.813-06) (Véase en los Anexos, documento 15).



--Queda para tabla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor NARANJO.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, solo quiero reiterar una inquietud que vengo planteando desde hace dos meses y medio.



En agosto los Comités resolvieron que los proyectos de acuerdo fueran a las Comisiones técnicas, y ahora nos encontramos con situaciones verdaderamente lamentables.



Por ejemplo, desde el 5 de septiembre -es decir, desde hace tres meses- un proyecto de acuerdo que presenté se halla radicado en la Comisión de Hacienda.



La única Comisión que ha actuado con agilidad es la de Relaciones Exteriores.



Entonces, señor Presidente, pienso que la Comisión de Régimen Interior debe modificar el procedimiento. Ya se estableció un plazo de quince días para que dichos proyectos fueran vistos por la Sala; empero, transcurre dicho lapso y esta no los recibe.



En consecuencia, nos encontramos ante una situación bastante incómoda.



Entiendo que algunos proyectos de acuerdo puedan no gustarles a ciertos Senadores o generarles incomodidad; porque a veces las resoluciones sobre determinadas situaciones son muy fuertes, muy duras, y a lo mejor quieren dilatarlas. No obstante, creo que esos instrumentos son eficaces cuando uno quiere conseguir objetivos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señor Senador, en la reunión de Comités de hoy analizamos el punto. Y lo tenemos en tabla para la próxima sesión, porque se trata de una cuestión bastante delicada.



Aquí hay, por ejemplo, un proyecto de acuerdo donde se propone que el Senado manifieste al Estado de Israel sus disculpas por la negativa de la Corte Suprema a conceder una extradición. Es decir, ya se está sugiriendo expresar disculpas por el actuar de la Corte Suprema, institución que pertenece a otro Poder del Estado.



Entonces, el problema es complejo.



Por eso lo discutimos hoy en la reunión de Comités, y el próximo martes le daremos una solución definitiva.

)---------(

El señor ROMERO.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor ROMERO.- ¡Romero!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Perdón: Senador señor Romero.

El señor ROMERO.- ¡No sé si agradecerle o exigirle explicaciones...! En todo caso, le señalo que ¡estamos en Chile y que hoy es martes 4 de diciembre…!



Señor Presidente, el plazo para presentar indicaciones al proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas venció ayer, 3 de diciembre. 



Entonces, quiero plantear el establecimiento de un nuevo término a tales efectos. Y la idea del Presidente de la Comisión es fijar el lunes 10 de diciembre, como última fecha.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se ampliará el referido plazo hasta el 10 de diciembre, a las 12.



--Así se acuerda.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente.



1.- Abrir un nuevo plazo, hasta el 7 del mes en curso, a las 12, para presentar indicaciones al proyecto sobre nuevo procedimiento laboral.



2.- Poner en segundo lugar de la tabla de esta sesión la iniciativa que introduce modificaciones a la ley Nº 19.464 y otorga los beneficios que indica, con informes de las Comisiones de Educación y de Hacienda.



3.- Colocar en el Orden del Día de la sesión de mañana el proyecto de acuerdo (signado con el número 5 en la tabla de hoy) que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Panamá, informado por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



4.- Abrir un nuevo plazo, hasta las 9 de mañana, para presentar indicaciones a los siguientes proyectos de ley:



a) El que otorga subvención estatal a establecimientos educacionales, y



b) El referente a los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual.



Debe tenerse en cuenta que las indicaciones, precisamente por lo breve del plazo, deben ser presentadas en la Comisión pertinente, no en Secretaría.



5.- Tratar sin informe de la Comisión de Hacienda el proyecto sobre rentas municipales, debiendo, no obstante, dicho órgano informarlo en el trámite de la discusión particular.



6.- Abrir un nuevo plazo, hasta el lunes 10, a las 12, para presentar indicaciones a la iniciativa sobre factorización de facturas.



7.- Votar hoy el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto de acuerdo relativo a las ballenas.



8.- Abrir un nuevo plazo, hasta el 17 del mes en curso, a las 12, para presentar indicaciones al proyecto sobre tribunales de familia.



9.- Pasar a la Comisión de Economía, luego de que esté informado por la de Educación, el proyecto sobre propiedad intelectual.



10.- Abrir un nuevo plazo, hasta el 10 de este mes, a las 12, para formular indicaciones al proyecto que establece beneficios para el personal de la atención primaria de salud.

El señor CHADWICK.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, uno de los acuerdos de que se dio cuenta se refiere a la apertura de un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual.



En la última sesión se solicitó ampliar el término original, pero la Sala no dio su asentimiento.



Por lo tanto, mediando esa situación, no veo razón para que una vez más se esté pidiendo abrir un nuevo plazo a tales efectos. Y no existe razón alguna para formular indicaciones a una iniciativa de dos artículos y cuya tramitación será muy rápida.

)---------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el señor Secretario dio cuenta de que los Comités fijaron un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre tribunales de familia.



¿Cuál es la nueva fecha?



Porque solo se necesitaría hasta el próximo martes, a las 12. El Ejecutivo ya trató las indicaciones que permiten continuar la discusión.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, los Comités acordaron unánimemente abrir un nuevo plazo, hasta el 17 del mes en curso, a las 12. Es el lunes subsiguiente.

El señor GÓMEZ.- Constituye un plazo excesivo, señor Presidente.



Repito que con el Ejecutivo se consideró el martes próximo, a las 12.



No sé si es posible recabar el asentimiento de la Sala en ese sentido.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tendría que ser unánime, pues media un acuerdo de la misma índole tomado por los Comités.



Si no se formulan objeciones, se fijará como plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre los tribunales de familia hasta el martes 11 del mes en curso, a las 12.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA


NORMAS SOBRE PESCA RECREATIVA.


INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, en segundo trámite, recaído en el proyecto de ley sobre pesca recreativa, con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 3424-21) (Véase en los Anexos, documento 16).

--Los antecedentes sobre el proyecto (3424-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Informes de Comisión:


I. Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 18ª, en 17 de mayo de 2006.


I. Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo), sesión 15ª, en 8 de mayo de 2007.


Hacienda, sesión 15ª, en 8 de mayo de 2007.


Mixta, sesión 72ª, en 4 de diciembre de 2007.


Discusión:



Sesiones 22ª, en 13 de junio de 2006 (se aprueba en general); 18ª, en 9 de mayo de 2007 (queda para segunda discusión); 19ª, en 15 de mayo de 2007 (se aprueba en particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo por parte de la Cámara de Diputados del artículo 19, nuevo, que el Senado agregó en el segundo trámite constitucional. Esa norma entregaba a las municipalidades, en primera opción, la administración del área preferencial para la pesca recreativa.



La Comisión Mixta formula en su informe la proposición destinada a resolver la divergencia, lo que, en síntesis, consiste en agregar al artículo despachado por el Senado un inciso segundo que dispone la licitación de las áreas preferenciales por las municipalidades cuando exista cualquier interesado que cumpla los requisitos establecidos en la ley y que garantice, mediante boleta bancaria de garantía, su participación en la respectiva licitación.



Ello fue acordado por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores señores Arancibia, Bianchi y Gazmuri, y Diputados señores Alinco, De Urresti, Galilea, Recondo y Vallespín.



Cabe tener en cuenta que el artículo 19, en los términos en que se plantea, reviste el carácter de norma orgánica constitucional, de modo que para aprobar el informe se requiere el voto de 21 señores Senadores.



La Cámara Baja acogió en sesión del 21 del mes pasado lo propuesto por la Comisión Mixta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión el informe.



Si le parece a la Sala, se aprobará.

El señor NOVOA.- ¿Tenemos quórum, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, Su Señoría.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron favorablemente 24 señores Senadores.

MODIFICACIÓN DE LEY Nº 19.464 Y OTORGAMIENTO DE


BENEFICIOS A PERSONAL ASISTENTE DE EDUCACIÓN
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que introduce modificaciones a la ley Nº 19.464 y otorga otros beneficios que indica, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda. La urgencia ha sido calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5085-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 58ª, en 16 de octubre de 2007.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 67ª, en 20 de noviembre de 2007.


Hacienda, sesión 67ª, en 20 de noviembre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, el objetivo principal de la iniciativa es reconocer la labor del sector no docente de trabajadores en los establecimientos educacionales subvencionados, personal cuya denominación cambia por la de "asistentes de la educación", y establecer una serie de requisitos para el desempeño de dicha función. Asimismo, se les concede un aumento de remuneraciones.



La Comisión de Educación discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, en virtud del acuerdo adoptado por Sus Señorías en sesión de 17 de octubre del año en curso, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus integrantes (Honorables señores Cantero, Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda también acogió la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros (Honorables señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag). 



En cuanto a la discusión particular, este último órgano técnico le introdujo dos modificaciones al texto despachado por la Comisión de Educación, las que fueron acordadas por unanimidad.



Con todo, cabe tener presente que la letra b) del número 2) del artículo 1º fue aprobada con el voto en contra del Honorable señor García; la letra d) del número 2) del artículo 1º, luego de un doble empate, fue aprobada con el voto en contra del Senador señor Escalona; y los artículos primero y segundo transitorios fueron aprobados con el voto en contra del Honorable señor García.



Finalmente, el inciso tercero del artículo 3º tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere el pronunciamiento conforme de 21 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Señor Presidente, el proyecto de ley que hoy día se presenta en la Sala se inscribe en el esfuerzo permanente por mejorar las condiciones laborales de quienes son actores relevantes del sistema educativo.



En el caso en examen se trata de un sector de trabajadores integrado por aproximadamente 79 mil personas, de las cuales más de 36 mil se desempeñan en el sector municipal, 42 mil en el particular subvencionado y mil 400 en establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166.



Las tareas de los asistentes de la educación son muy diversas: van desde los servicios de aseo y mantención de escuelas, liceos e internados, pasando por la multiplicidad de formas que adquieren los trabajos administrativos y de inspectoría, hasta el desarrollo de labores profesionales de apoyo a la función pedagógica, de cuidado de la salud o de refuerzo de la gestión, como las que realizan psicopedagogos, bibliotecarios, nutricionistas y otros. 



El proyecto de ley expresa el compromiso del Gobierno por dignificar el trabajo de este sector y cambiar su denominación de "personal no docente" por la de "personal asistente de la educación", perfeccionando, por cierto, su marco regulatorio.



Hasta el día de hoy, la labor de esos miles de personas carece de reconocimiento y no se ha valorado adecuadamente el aporte que implica cotidianamente al funcionamiento de un sistema de educación de calidad.



Por eso, el texto que presentamos a vuestra consideración introduce modificaciones a la actual normativa y dispone también otros beneficios. Además del cambio de denominación, se establecen funciones, inhabilidades y requisitos para desempeñarlas y una asignación por desempeño de excelencia. Asimismo, el sector formará parte de los consejos escolares. También se incorpora dentro del proyecto de ley un bono para el personal que se indica, así como una bonificación por retiro voluntario, lo que se enmarca en el esfuerzo desplegado por el Gobierno respecto de todos los actores del sistema educativo.



La iniciativa es fruto del acuerdo alcanzado entre el Gobierno, a través del Ministerio a mi cargo, y los distintos gremios que componen las organizaciones de asistentes de la educación, y representa la consolidación de lo que hemos señalado como un principio fundamental: el diálogo es el mejor camino para alcanzar los acuerdos que todos queremos en el ámbito de esa actividad.



Por último, es doblemente especial que el proyecto llegue a la Sala en un día tan importante para la educación chilena, en cuanto a la calidad. En efecto, hoy se han dado a conocer los resultados de la prueba PISA, aplicada por la OCDE, donde nuestro país se ubicó en el lugar más alto en Latinoamérica, lo cual le permite acortar distancias con los Estados miembros de dicho organismo. Y, sin lugar a dudas, los asistentes de la educación han sido y seguirán siendo un soporte muy importante en la educación de calidad.



Eso es todo.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el miércoles 7 de junio del año recién pasado varios Senadores -entre otros, los Honorables señores Cantero, Ávila, Núñez, Horvath, García, Girardi, Kuschel, Muñoz Barra, Orpis, Zaldívar y quien habla- presentamos un proyecto de acuerdo del siguiente tenor:



“Solicitar a S.E. la Sra. Presidenta de la República, el envío a la brevedad al Congreso Nacional de un proyecto de ley que establezca un “Estatuto de los Asistentes de la Educación de Chile” que permita al sector No Docente de nuestro país, el contar con un marco legal que regule este importante sector de la educación.”.



Celebro que nos encontremos debatiendo un proyecto de ley que ha sido fruto del trabajo perseverante del gremio que agrupa al personal asistente de la educación y que finalmente viene en reconocer la labor insustituible de este en nuestro sistema educacional.



Entre los esfuerzos para mejorar la calidad de la educación y que se han materializado en diversas iniciativas legales -por ejemplo, la relativa al aumento de las subvenciones o a la creación de una Superintendencia de Educación-, resultaba indispensable ocuparse de la situación de miles de personas que llevan a cabo una labor insustituible al interior de los establecimientos educacionales en áreas que no siempre suelen ser objeto de mucho reconocimiento, como las de aseo, inspectoría, seguridad, etcétera.



Quiero destacar, entre los distintos beneficios que se contemplan en el texto en debate, aquellos que equiparan en sus derechos a los asistentes de la educación con el resto del personal de los planteles de enseñanza y, en especial, aquellos que los igualan en el goce de beneficios económicos: la asignación por desempeño de excelencia, regida por la ley Nº 19.410; un bono anual por desempeño individual, y una bonificación por retiro a quienes, cumpliendo la edad requerida, opten voluntariamente a una jubilación en el plazo de 12 meses a partir de la publicación de la ley.



Es indudable que tales estímulos pecuniarios contribuirán a la prestación de un mejor servicio en favor de los niños que asisten a esos establecimientos educacionales.



Aprovecho la oportunidad para plantear un importante punto pendiente con relación a esos trabajadores. En las zonas extremas, a diferencia de los docentes y, en general, de quienes laboran en el sector público, ellos continúan sin tener derecho a una bonificación que compense el mayor costo de la vida por habitar en tales lugares.



La demanda por ese beneficio viene desde hace mucho tiempo. De hecho, el entonces Presidente Lagos y su Ministro de Educación Sergio Bitar se comprometieron a estudiarlo cuando el gremio les expuso su inquietud. Sin embargo, hasta el momento ello no se ha logrado.



Por mi parte, no pretendo entrabar en lo más mínimo el proyecto: es más, voy a apoyarlo fervientemente. Pero, dado que se halla presente la señora Ministra de Educación, anuncio que le haré entrega de un documento con la indicación pertinente, para que ojalá el día de mañana sea analizada y se pueda, en alguna medida, compensar a los codocentes que se desempeñan en las zonas extremas.



Votaré a favor, en razón de la trascendente labor que cumplen esos trabajadores.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quiero confirmar lo planteado tanto por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra como por la señora Ministra.



La Comisión estudió el articulado y, en general, hubo consenso en a lo menos cuatro aspectos.



Primero, la iniciativa en discusión forma parte de un esfuerzo compartido en el ánimo de generar un cambio en toda la educación chilena.



Segundo, respecto de ese cambio se consideraron dos puntos que tienen que ver con la relación del alumno y el resto de la sociedad: uno, que son muchos más factores que la sola entrega de enseñanza o de ciertos conocimientos los que influyen en la educación integral que queremos poner en marcha; y dos, que aquellos grupos, instancias, personas y labores vinculados con esa formación integral se hallan constituidos también, de modo muy principal, por elementos y actores que hasta la fecha no se habían tomado en cuenta. Tal es el caso de los asistentes de docencia. Y, como expresión de ese reconocimiento, incluso se cambia tal denominación.



Tercero, si queremos hacer las cosas bien, debemos tener claro, además de lo que corresponde llevar a cabo, que se necesitan mayores recursos para poner en orden las finanzas de quienes trabajan en la educación.



En esta materia no es posible pensar que una persona puede realizar bien su labor si se encuentra permanentemente con la espada sobre su cabeza de que en cualquier instante será sancionada con la aplicación de algún sistema de cobro. En tales condiciones no se puede hacer clases ni ayudar en otras tareas vinculadas con los niños.



Y, cuarto, el conjunto de los elementos termina generando energías negativas o positivas en los establecimientos educacionales. 



Hoy día ya nadie niega que lo anterior existe; que si se genera una relación adecuada entre los alumnos y las personas que participan en su educación también se forma un ambiente acogedor para el desarrollo de la enseñanza.



Ese es el tema general y, en términos globales, el motivo por el cual estamos trabajando en esta línea.



El proyecto cobra mayor fuerza cuando lo incorporamos a las siete u ocho iniciativas de ley a que están dando lugar las reformas a la educación, que en el país generan un pensamiento mayoritario tendiente a llevarlas adelante.



Y aprovecho para señalarlo porque hemos recibido innumerables invectivas en el sentido de que lo que se está haciendo en esta área rompe los cánones, las propuestas o la forma que tenemos de ver la educación los distintos sectores políticos representados en el Parlamento.



Estoy convencido de que cuando se logra un acuerdo ninguna de las partes puede materializar ciento por ciento de lo que desea. Sin embargo, creo que respecto de la materia en análisis llegamos a una solución noble, correcta, adecuada, de buena fe. En consecuencia, ello vale la pena mencionarlo a propósito del proyecto, pues es uno de los tantos que vamos a traer a la Sala.



Por otra parte, conviene tener presente lo que la iniciativa significa en términos de dinero, ya que el esfuerzo no es menor. En el punto 6 del primer informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos se consigna que el mayor gasto fiscal estimado que generará en 2007, 2008, 2009, 2010 y siguientes supera los 19 mil millones de pesos.



Por último, señor Presidente, en atención a que el texto fue acogido por unanimidad tanto en la Comisión de Educación como en la de Hacienda y a que al parecer aquí hay buena disposición acerca de sus términos, propongo que lo aprobemos en igual forma de inmediato.



Así daríamos un paso importante en beneficio de personas que nunca han recibido un reconocimiento por su participación en la educación, no obstante constituir parte importante en la formación integral de los menores en las distintas escuelas. Estoy seguro de que todos recordamos a algunas de ellas como figuras muy paradigmáticas de nuestra niñez o juventud.



Por eso, señor Presidente, le pido recabar el acuerdo de la Sala a fin de aprobar el proyecto, sin perjuicio…

La señora MATTHEI.- ¿Su Señoría quiere que nadie más hable?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- … del resto de las intervenciones. 

La señora MATTHEI.- ¿Esa es la idea de pedir al tiro la votación?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No, señora Senadora.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego evitar los diálogos. 



Cualquier consulta debe formularse a través de la Mesa.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero decirle a mi Honorable colega que lo único que hice fue formular una propuesta, como la que se realiza muchas veces, a fin de aprobar el proyecto lo más rápido posible. ¡Sería el último en promover una idea que impidiera escuchar los nobles y bellos discursos de la señora Senadora!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, sin duda, vamos a aprobar la iniciativa en esta sesión. Y esperamos que sea pronto y ojalá en forma unánime. 



Los Senadores de la Alianza votamos favorablemente en las Comisiones y lo mismo haremos ahora en la Sala, pues consideramos que el texto en estudio, si bien es insuficiente -aún queda mucho por hacer-, constituye un avance importante y necesario. Es importante porque es un paso positivo en cuanto a dignificar la función y la labor de los asistentes de la educación al darles un reconocimiento jurídico. Ya no serán los "auxiliares" o "codocentes", ya que legalmente pasan a ser denominados "asistentes de la educación", nombre que busca reflejar el rol que ellos cumplen, relacionado de modo fundamental y directo con la actividad educativa. Se trata de un personal muy relevante en el esfuerzo que el país, el Congreso y el Gobierno están efectuando para mejorar la calidad de la educación.



Por eso, el proyecto implica un paso significativo en la dignificación de ese grupo de personas y un reconocimiento en cuanto a que la labor que estas realizan se halla vinculada directamente con la función educacional.



La iniciativa, además, es necesaria, dado que recoge un acuerdo largamente buscado por los dirigentes del Consejo Nacional y los Consejos Regionales de los asistentes de la educación, que desde hace mucho tiempo vienen pidiendo -de ahí la necesidad de despachar el proyecto en forma rápida y urgente- una mejoría en los ingresos de ese personal.



Aquí se ha optado por acoger tal demanda a través de bonos (de excelencia, de desempeño). ¡Bienvenidos sean! Pero, sin duda, se requiere un esfuerzo aún mayor.



Vamos a concurrir con nuestros votos favorables, precisamente por la necesidad de que el mencionado acuerdo prospere, porque ¡por Dios que los asistentes de la educación necesitan en este momento un incremento de sus ingresos!



Todavía quedan temas pendientes. Y es bueno que el Senado los consigne, a fin de que el paso que estamos dando no nos deje satisfechos, sino que nos motive a seguir avanzando y trabajando por mejorar las condiciones laborales de los asistentes de la educación.



Uno de ellos se refiere a la mayor profesionalización de estos trabajadores. Es bueno que el Senado sepa que todas las personas que hoy desempeñan las funciones correspondientes se encuentran a honorarios o a contrata. Por lo tanto, la labor que realizan en los diferentes municipios adolece de falta de solidez y estabilidad, puesto que año a año se ven expuestas a perder su fuente laboral de no mediar otra circunstancia que no sea la voluntad del alcalde de turno.



En segundo lugar, se propone mejorar los ingresos a través de bonos, pero el Congreso y el Gobierno deben abocarse a la tarea de hacerlo, además, mediante un aumento de las remuneraciones.



Sostuve distintas reuniones con dirigentes de los asistentes de la educación de la Sexta Región, donde una parte muy significativa no solo se halla a honorarios o a contrata, sino que además gana el sueldo mínimo. En consecuencia, si bien es cierto que con estos bonos damos un paso importante y necesario para mejorar sus ingresos, tenemos que realizar un esfuerzo mayor para subir sus sueldos en forma estable y permanente, ya que -repito- muchos perciben el ingreso mínimo.



Por último, señor Presidente, hay algo que me preocupa -lo hice ver en la Comisión de Educación- y que deberíamos tener presente en el futuro. En algunos municipios el alcalde utiliza los cupos de asistentes de la educación para contratar, por razones de carácter político, compadrazgo o amistad, a personas que no cumplen los requisitos y no tienen ni la experiencia, ni la capacidad, ni la preparación para ejercer los cargos. Y eso, señor Presidente, tiene que terminar.



--(Aplausos en tribunas).



Nosotros debemos regular esa materia. Porque, si estamos hablando de dignificar la función de asistente de la educación, debemos hacerlo profesionalizando su carrera, mejorando sus remuneraciones y, al mismo tiempo, generando condiciones para que los alcaldes no ingresen a fin de año, “por la ventana”, a personas que no reúnen las condiciones para ejercer los cargos.



Votamos y votaremos a favor del proyecto, pero en el entendido de que hay que continuar trabajando para hacer realidad los puntos señalados y para otorgar una real dignificación a estos funcionarios, que se la merecen, y a quienes la ley debe proteger.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la bancada de Senadores socialistas va a apoyar el proyecto y, consecuentemente, lo votará a favor…



--(Aplausos en tribunas).


… porque tiene gran importancia para un sector largamente postergado.



Desde la década anterior, los casi 80 mil asistentes de la educación vienen esperando un mejoramiento de sus remuneraciones y de sus condiciones de trabajo.



No puedo dejar de mencionar que por allá por el año 1995 se discutió en la Cámara de Diputados un estatuto para los trabajadores no docentes a través de una iniciativa que lamentablemente fue retirada y, por ende, no se pudieron regular ni mejorar las condiciones laborales de ese personal.



Este proyecto da cuenta de la enorme deuda que nuestra sociedad tiene con un sector importante de la educación. Si bien es cierto que se ha realizado una gran inversión en este ámbito -en especial en infraestructura, subvenciones, equipamiento y material de apoyo, así como en las remuneraciones del magisterio-, los antiguos codocentes, hoy asistentes de la educación, no habían obtenido, hasta ahora, una respuesta significativa a sus demandas.



Como ya indicaron algunos señores Senadores que me precedieron en el uso de la palabra, la presente iniciativa viene a concretar algunos de los acuerdos logrados en la mesa de trabajo constituida entre el Gobierno y las principales organizaciones de estos trabajadores.



Debo manifestar que dirigentes como los señores Arturo Escárez, José Núñez y Lorenzo Meneses lograron que el Ejecutivo incluyera en el proyecto contenidos importantes que deseo destacar.



Un aspecto simbólico pero significativo es el cambio de denominación a "asistentes de la educación", ya que nadie quiere ser conocido como una negación de algo. Con la nueva terminología se resalta la contribución esencial que estos funcionarios realizan al proceso educativo. Las expresiones "no docente", "codocente" o "paradocente" no decían mucho. En cambio, resulta indudable que la palabra "asistente"  da la idea de una persona que presta una colaboración importante a quienes capacitan y enseñan a nuestros niños y jóvenes.



Se contemplan, asimismo, cursos de capacitación y perfeccionamiento, nivelación escolar y becas para los hijos de estos trabajadores.



Se incorpora la evaluación de algunos requisitos técnicos y de idoneidad sicológica para acceder a los empleos, al tiempo que se establece la prohibición de acceder a ellos para los condenados por delitos sexuales contra menores.



En el plano económico, se prevén el pago de una subvención por desempeño de excelencia y de un bono por desempeño individual, además de un bono especial por la incorporación al sistema de evaluación y la creación de un mecanismo de incentivo al retiro.



Sin duda, señor Presidente, todos estos aspectos constituyen un gran avance, largamente esperado, que viene a hacer algo de justicia con este grupo de personas.



Sin embargo, no puedo dejar de señalar la molestia de los trabajadores asistentes de la educación de Magallanes y de otras zonas apartadas de nuestro territorio, como Aisén, Coihaique, Palena, Chaitén.

El señor NÚÑEZ.- Y del norte.

El señor MUÑOZ ABURTO.- También del norte del país, como Putre, Parinacota.

El señor GÓMEZ.- Ollagüe.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Sabemos que el costo de la vida no es igual en todo el territorio nacional, que las remuneraciones no tienen el mismo poder adquisitivo en Santiago, en Arica o en Magallanes.



Por lo anterior, cada vez que se entregan bonos, incrementos de remuneraciones, asignaciones o incentivos como los contenidos en el proyecto, si no se contempla la aplicación de la asignación de zona, se estará produciendo una enorme discriminación. Primero, porque a los funcionarios de las zonas extremas, y en particular de Magallanes, se les otorgan menos beneficios que a los del resto del país. Y en segundo lugar, porque no parece justo que algunos trabajadores de un establecimiento educacional reciban una cosa y otros no. Un viejo principio jurídico señala que donde existe la misma razón debe existir la misma disposición. Por ello, solicito a la señora Ministra que a futuro nos acompañe en la consideración de esta materia.



Como dije en un principio, voy a votar a favor, igual que todos los Senadores socialistas.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, el Honorable señor Chadwick dejó en claro la postura y la visión de la UDI frente al proyecto en análisis y las razones por las cuales lo vamos a aprobar.



Sin embargo, creo que se ha perdido una gran oportunidad para avanzar de manera más significativa en resolver los problemas de un sector de la educación chilena, como es el de los asistentes de la educación.



En el ámbito municipal, en un mismo establecimiento hay personas que trabajan bajo estatutos jurídicos distintos, con sistemas remuneracionales diferentes, con una relación laboral absolutamente diversa. Y eso genera desigualdades, dificultades mayores que no se resuelven de modo adecuado.



Indudablemente, para un vasto sector de los asistentes de la educación, los dos bonos y la perspectiva de un mejoramiento en el momento de retirarse constituyen una situación bastante superior a la que hoy poseen. Porque, tal como decía el Senador señor Chadwick, dentro del mundo municipal este es el sector con mayor precariedad en cuanto a remuneraciones -que son bajísimas- y a estatuto jurídico.



¿Qué hacemos hoy? Digámoslo con claridad: establecemos bonos. Pero ¿mejoramos sustancialmente las remuneraciones de los asistentes de la educación? Creo que no. ¿Mejoramos de modo sustancial las condiciones laborales de estos trabajadores? Es un tema opinable, aunque pienso que avanzamos muy poco.



Por ejemplo, no se progresa en la regulación de las vacaciones. No cabe duda de que quienes laboran en la educación, ya sean profesores o asistentes de la educación, se desempeñan en un sistema con ciertas modalidades en cuanto a sus funciones, a su trabajo. No obstante, mientras el cuerpo docente y otros tienen enero y febrero de vacaciones, los asistentes de la educación son citados permanentemente a los establecimientos y solo tienen derecho a quince días de vacaciones, pese a que la naturaleza de sus labores hace que en esos meses la actividad no sea la misma que la que se les presenta entre marzo y diciembre.



En segundo lugar, no se resuelve el problema de los funcionarios del mismo nivel que trabajan en los departamentos de administración de educación municipal.



--(Aplausos en tribunas).



Aún más: respecto a este personal no solo no se avanza, sino que ni siquiera se le entregarán los beneficios que se consideran para otros trabajadores de establecimientos educacionales. No van a percibir ninguno de los bonos. Tampoco -ello se desprende de la lectura de la normativa- van a verse beneficiados con la posibilidad de recibir una indemnización especial al momento de retirarse.



Por ende, si bien vamos en la línea correcta en cuanto a generar una política para dotar de mejores condiciones a quienes se desempeñan en los establecimientos educacionales, creo con sinceridad que hemos perdido una ocasión para avanzar más sustancialmente.



Reconocemos -pienso que nadie está en condiciones de no hacerlo- que quienes colaboran con la educación de nuestros hijos, de nuestros jóvenes, a lo largo de todos los establecimientos, juegan un rol fundamental. Pero la normativa en análisis no les está otorgando una retribución adecuada. Vamos a seguir teniendo personas con sueldos mínimos, con precariedad laboral; vamos a seguir teniendo un sistema que se utilizará para favores políticos, de amistad.



Por lo tanto, estimamos que queda mucho por realizar. Seguimos sin una política de mejoramiento de remuneraciones. ¿Qué pasa año a año cuando se discute el reajuste del sector público? Quienes se rigen por el Código del Trabajo en los establecimientos educacionales -en los municipales, a lo menos-, ¿entran o no en el reajuste que beneficia al conjunto de los funcionarios públicos?



Por lo expuesto, señor Presidente, vamos a votar a favor del proyecto, pero hacemos un llamado al Gobierno con el objeto de que el acuerdo que se firmó entre el Ministerio de Educación y los dirigentes de las organizaciones gremiales que representan a los asistentes de la educación avance mucho más rápido, de manera más eficaz, para obtener incluso rendimientos que redunden en una mejor educación para nuestros hijos.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quisiera asociarme al júbilo por la aprobación del proyecto en debate y, naturalmente, hacerme parte de la alegría de quienes nos acompañan en las tribunas.



Sin embargo -y pido un poco de paciencia-, quiero referirme a dos aspectos que, desde el punto de vista particular, considero importante tratar en este proyecto. De lo contrario, no cumpliríamos eficientemente nuestro rol legislativo. Estamos acá para lo bueno y para lo malo.



A mi juicio, la iniciativa contiene dos aspectos críticos que deseo mencionar.



El primero, ya señalado por varios parlamentarios, se refiere a que no se considera la bonificación para zonas apartadas. En el caso de la Región que represento, se trata de la provincia de Palena, donde, por sus condiciones de aislamiento, el costo de la vida resulta muy alto. Allí todos los funcionarios de la Administración Pública cuentan con la bonificación correspondiente, no así los trabajadores asistentes, a quienes se les hace muy difícil, con un ingreso de alrededor de 140 mil pesos mensuales, sostener una vida en condiciones de dignidad en una zona tan aislada y apartada.



Esta materia ha sido planteada reiteradas veces. Incluso, en las últimas semanas la conversé personalmente con el Subdirector de Presupuestos, don Julio Valladares, quien, como representante del Ministerio de Hacienda, había asumido el compromiso de presentar una alternativa con relación a este tema. Lamento que ello no haya ocurrido, pues se trata de uno de los puntos que quedaron pendientes en la mesa de trabajo constituida entre los asistentes de la educación y el Ministerio. La Dirección de Presupuestos había avanzado un principio de solución que lamento que no se haya concretado en el presente proyecto por la vía de la indicación. 



Quiero reiterar que la situación remuneracional del personal asistente de la educación de las Regiones Duodécima y Undécima, de la provincia de Palena especialmente y, también, de la de Chiloé -aunque tal vez no con el dramatismo de la  provincia de Palena por su extremo aislamiento-, amerita una urgente preocupación para que se otorgue similar beneficio en las zonas apartadas del país. Ese es un punto que quedará pendiente.



Nuestra obligación es tratar todos los temas, no solo los que sacan aplausos, sino también aquellos que no los generan. Digo esto porque siento que ese aspecto, lamentablemente, no se va a solucionar ahora.



El segundo asunto que, en mi opinión, no ha sido bien abordado en la presente iniciativa legal se refiere a exigir enseñanza media a los asistentes de la educación. 



Sobre el particular, debo señalar que en la Comisión voté en contra de esa idea, porque creo que el Estado se debe obligar a que tales trabajadores adquieran ese nivel educacional por vía de la capacitación, pero sin que ello constituya una barrera que impida el acceso a tal labor, por cuanto muchas personas no cuentan con ella, no por responsabilidad propia, sino debido a las condiciones económicas, geográficas, climáticas y sociales del país. 



Cabe señalar que para gran parte de quienes carecen de esos estudios desempeñarse como asistente de la educación es, en realidad, una alternativa laboral importante, sobre todo ahora que la presente iniciativa también va a darle dignidad. Ciertamente, el Parlamento se la reconoce -como bien lo expresó el Senador señor Muñoz Aburto-, no al definirla como labor no docente, sino que al avalarla por el hecho de que ella cumple una función social muy importante.



Sin embargo, considero que es un error establecer la obligatoriedad de haber cursado la enseñanza media para quienes postulen a cumplir dicha tarea.



El proyecto consagra -lo hemos votado a favor- un conjunto de mecanismos para capacitar a esos funcionarios. En tal sentido, me parece bien que, respecto de una persona que no terminó los estudios de enseñanza media, el Estado se obligue a capacitarla para que pueda adquirirlos, a través de los diferentes mecanismos de que dispone. Porque los niños necesitan un personal calificado y que los asistentes de la educación tengan un elevado nivel de cultura y de conocimientos. 



Por lo tanto, estoy de acuerdo en que dichos servidores cuenten con enseñanza media. Pero que ello no sea un impedimento para su ingreso, sino que el propio Estado tiene que proporcionarles los medios para obtenerla mediante capacitación.



--(Manifestaciones en tribunas).



A quienes están en las tribunas les digo que, en todo caso, no se preocupen porque este no es un requisito para los que actualmente se desempeñan como asistentes de la educación, pues se trata de una exigencia a futuro.



Sin embargo, debo manifestar que en nuestro país, a pesar de todo lo que se ha avanzado en cobertura educacional y de los enormes logros en educación,…



--(Manifestaciones en tribunas).



…un porcentaje importante de muchachos y muchachas no terminan la enseñanza media, a los que el Estado debería entregársela mediante su capacitación.



Por eso, aunque sé que a algunos Honorables colegas les gustaría que el proyecto fuese aprobado por unanimidad, en determinados momentos hay que tener la fuerza para oponerse cuando se va en contra del interés común. 



Este es un punto que, a mi juicio, quedará pendiente para el perfeccionamiento futuro de la ley.



Naturalmente que quienes se hallan en las tribunas desean que él se apruebe en forma inmediata. Y eso es lo que ocurrirá, ya que nadie se ha manifestado en su contra. Pero ello no significa que no podamos advertir ciertos problemas, respecto de los cuales es  nuestra obligación buscar perfeccionamientos. 



Considero que, en este ámbito, quedan elementos que se pueden perfeccionar en el transcurso del tiempo y que van a mejorar la labor de los asistentes de la educación, independientemente  de las distintas opiniones que  haya en este momento sobre la materia.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito guardar silencio a las personas que se encuentran en las tribunas, porque no están permitidas las manifestaciones. Ya han aplaudido bastante y se debe respetar la opinión y el voto de los Senadores. 



En consecuencia, les ruego mantener una actitud pasiva para hacer posible el despacho del proyecto hoy día.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, por cierto, la bancada de la Democracia Cristiana apoyará la iniciativa legal en estudio. 



Sobre el particular, quiero destacar lo que a mi juicio constituyen los aspectos sustantivos que ameritan la aprobación del proyecto, la que al parecer -así lo espero- será unánime en el Senado.



La primera razón es, sin duda, de carácter económico. 



Me parece de la mayor relevancia incrementar las condiciones económicas de los asistentes de la educación, por cuanto les significará una mejoría en su calidad de vida y un aumento de las  remuneraciones al 35 por ciento de los establecimientos municipales y subvencionados, beneficios que solo se daban a los docentes.



Segunda, también habrá un mejoramiento en razón de la evaluación de desempeño individual, conforme a un acuerdo entre el Ministerio de Educación, los sostenedores y los codocentes, fijándose un plazo para esos efectos. Y en el intertanto se entregaría  una solución hasta el año 2010, fecha en que entrará a regir una nueva forma de incentivo.



En tercer término, estimo muy importante el haber establecido una bonificación para aquellas personas que, habiendo cumplido la edad, decidan jubilar, sobre todo cuando sus funciones implican un desgaste enorme. 



Todos sabemos lo que significa trabajar en establecimientos educacionales con niños, adolescentes o jóvenes durante muchos años, por cuanto, como es natural, todos ellos tienen energía en abundancia, lo que resulta extraordinariamente agotador. Conozco una cantidad importante de codocentes como también de profesoras y profesores que, una vez terminada su jornada, llegan a sus casas verdaderamente extenuados.



En consecuencia, si hay alguna labor u oficio que requiere un apoyo o un estímulo para el retiro, ella es la de los paradocentes.



Por último, señor Presidente, la cuarta razón que considero fundamental para aprobar la iniciativa en debate no es de carácter económico, pero, a mi juicio, es primordial.



Todos necesitamos contar con los recursos económicos adecuados para vivir y mantener a nuestras familias, lo que es muy importante; sin embargo, lo es más la dignidad de las personas. Y me parece que en el proyecto se da un paso muy importante en esa dirección. En efecto, no solo se mejoran las condiciones laborales -como se señaló-, sino que se introduce un cambio en la denominación de estos funcionarios, que pasan a ser asistentes de la educación. Y, en mi opinión, eso es lo que son. 



Sabemos -y aquí está presente la señora Ministra de Educación, quien ha encabezado una reforma muy relevante- que la apuesta en la calidad de la educación es básicamente una herramienta necesaria para generar la igualdad de oportunidades. Pero, además, nos hemos impuesto que quienes trabajan con niños y niñas requieren no solo condiciones económicas convenientes, sino también un reconocimiento al trabajo que cumplen.



Hay muchas razones para estimar que este es un paso muy importante. En tal sentido, quiero valorar un punto que me parece sustantivo: cuando se da dignidad a los profesores y a los auxiliares de la educación, la sociedad está dando un paso clave a fin de que las otras decisiones que se tomen en el ámbito educacional sean coherentes con lo que he señalado.



Señor Presidente, aunque valoro la presente iniciativa legal, comparto la visión de que siempre va a haber elementos que se pueden perfeccionar. 



Sin embargo, creo que, si aprobamos el proyecto hoy -ojalá unánimemente-, estaremos logrando un excelente avance en el Senado.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quienes me han antecedido en el uso de la palabra ya hicieron un análisis del proyecto, y no voy a repetir sus argumentos, sin perjuicio de señalar que me parece un progreso importante.



Los Senadores radicales votaremos con mucho gusto a favor de la iniciativa, por considerar que con ella se da un paso adelante pero no suficiente. 



Para nosotros, la responsabilidad de la educación recae en el Estado. Por ello, las personas que se desempeñan como profesores o como asistentes deben estar siempre protegidas por aquel, tanto en su trabajo como en su previsión, debiendo velar además por el desarrollo del proceso educativo en los municipios, donde tienen, como dijo el Senador señor Chadwick, estatutos y remuneraciones diferentes. 



La educación en Chile debe ser igualitaria para todos los niños. Y eso solo lo puede garantizar el Estado.



--(Aplausos en tribunas).



Por eso los Senadores radicales hemos sido -y seguiremos siendo- insistentes en ese aspecto. 



El sistema de educación municipalizada no debería existir en nuestro país. En Chile debería haber una enseñanza asumida en todos sus niveles como obligación del Estado.



En tal sentido, el acuerdo a que se ha llegado es importante y significa un avance. No obstante, todavía hay diversos elementos no considerados, como la capacitación, el trabajo pesado y otros.



Mientras no discutamos un proyecto que disponga un sistema refrendado, establecido y dirigido por el Estado, no vamos a lograr cambiar lo que finalmente a nosotros nos interesa: la educación.



Por eso, cuando hace algún tiempo se firmó el acuerdo, expresamos que lo suscribíamos por incluir una serie de factores importantes. Pero también señalamos que había otros que faltaban, relacionados con la estructura educacional, lo que determinó que el sistema municipalizado colapsara. 



Ese sistema es tremendamente injusto, porque, como algunos municipios tienen recursos y otros carecen de ellos, hay distintas políticas de capacitación, diferencias en las remuneraciones y en los beneficios para quienes trabajan en ellos, como consecuencia de las desiguales capacidades económicas de cada uno. 



Y mientras aquello no se resuelva; mientras la intención del Estado no sea la de dirigir la educación -no estoy hablando de centralizarla ni de buscar términos antiguos-; mientras no se establezcan criterios que solucionen realmente tales problemas, que también alcanzan a las Regiones; mientras no se entreguen a las zonas extremas los beneficios correspondientes a las condiciones de vida distintas de quienes habitan en ellas; mientras no existan mallas curriculares que hagan innecesario que los jóvenes tengan que venir a Santiago o trasladarse a zonas de mayor capacidad económica para desarrollar sus capacidades, porque donde están radicados no se les permite, el sistema educativo tendrá que seguir inyectando recursos sin atacar el fondo del problema.



Señor Presidente, sin perjuicio de las críticas que siempre hemos expresado los Senadores radicales, en esta oportunidad votaremos favorablemente, y lo haremos muy contentos, porque finalmente el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet ha respondido al Protocolo de Acuerdo que se venía discutiendo desde hace mucho tiempo. 



Lo aprobaremos con mucho gusto, pero creemos que, mientras no se modifique el sistema municipalizado vigente, no habrá cambios profundos en la educación chilena.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, recuerdo la frustración que sentimos hace varios años los Diputados que acompañábamos en sus demandas a los no docentes -se encontraban bastante menos organizados de lo que están hoy- cuando, por falta de voluntad política, no del Gobierno de turno sino de sectores representados en el Congreso Nacional, se “tiró la cadena” a un estatuto especial para esos trabajadores. 



Fue un momento de gran insatisfacción. 



No hubo voluntad para solucionar la situación de casi 80 mil trabajadores, que están en tierra de nadie y que se rigen por el Código del Trabajo, aunque sus empleadores sean los alcaldes, autoridades que también tienen a su cargo a los acogidos al Estatuto de los Funcionarios Municipales, al Docente y al de los Funcionarios de la Salud Municipalizada. 



Y, por el hecho de haber estado hasta ahora en tierra de nadie, esos servidores han sufrido una gran frustración. Incluso más, los afecta una situación de inequidad tremenda, por cuanto, en el fondo, pese a asumir que estamos hablando de empleados que colaboran en una función estatal, deberían ser tratados como funcionarios del sector público. Porque eso son. 



Años atrás, en momentos en que se discutía el reajuste de remuneraciones del sector público, se logró que se les reconociera ese carácter. Y cuando se otorgaban bonos, también estos se hacían extensivos a ellos. 



En la actualidad, gracias a una labor muy importante de sus dirigentes gremiales y del Gobierno, representado por la Ministra de Educación, señora Yasna Provoste, se alcanzó un acuerdo que permite dar un paso tremendamente importante, pues se los valora socialmente y se les reconoce su calidad de asistentes de la educación. 



Ellos cumplen diversas funciones en los establecimientos educacionales, sean como secretarias, inspectores, asesores en las bibliotecas, auxiliares. Todos son agentes fundamentales para el proceso formativo. Y muchos de ellos tienen la posibilidad de compartir con los alumnos más tiempo que el que les entregan sus propios padres.



Son personas que acaparan un cariño tremendo de parte de los jóvenes, de niños y niñas. Se las mantiene en la memoria constantemente. Todos nos acordamos muy bien de los inspectores, de los auxiliares y de los bibliotecarios de nuestros respectivos planteles, porque nos entregaron afecto constante y fueron, efectivamente, asistentes o acompañantes de un proceso importante.



En el presente proyecto, se entrega una asignación por desempeño de excelencia, muy importante para quienes son responsables de cuanto ocurre en un establecimiento educacional; se asigna un bono anual por desempeño individual, también muy significativo; se instituye el derecho a un bono de reconocimiento para la labor de este año, y se concede una bonificación por retiro para quienes jubilen. 



Además, se disponen requisitos de ingreso, lo cual consideramos pertinente. Sobre este punto, queremos entender que, cuando se exija la enseñanza media, eso solo representa un deseo, sin duda. Esperamos que no sea una barrera para el ingreso a estas labores en algunas localidades, donde no todas las personas tienen ese nivel de estudios. 



Me pregunto: ¿en lugares aislados del país todos tienen acceso a la educación media? Las personas que quieran trabajar en ese ámbito, ¿van a poder cumplir ese requisito? 



Entonces, espero que esta norma no implique un impedimento de ingreso en algunas localidades.



Señor Presidente, nosotros vamos a votar a favor de este proyecto de ley. Pero quiero decir lo siguiente: valoro tremendamente la lucha dada por los trabajadores ayer llamados “no docentes” y hoy “asistentes de la educación”. Ellos han venido a Valparaíso en numerosas ocasiones; estuvieron a las puertas del Senado en varias oportunidades en demanda de que legisláramos sobre la materia. Y yo creo que hoy deben sentirse orgullosos, porque el proyecto que estamos despachando es fruto, por sobre todo, de su propio esfuerzo y de su tremendo trabajo.



Sin embargo, también debo señalar que queda algo pendiente. A mi juicio, es preciso que estos trabajadores y trabajadoras sean tratados como funcionarios públicos, con reconocimiento de la carrera funcionaria, y no sometidos al Código del Trabajo como en la actualidad, donde dependen de los alcaldes de turno de cada municipio. 



Eso lleva a una cierta precarización de su actividad, a diferencia de lo que ocurre con otros trabajadores subordinados al mismo empleador. 



Por lo tanto, aunque quizás les moleste a algunos alcaldes o a quienes administran fondos públicos, no cabe duda de que cuando modifiquemos la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades deberemos también contemplar de una vez por todas, al momento de otorgar facultades a los alcaldes -de acuerdo con el artículo 121 del Texto Fundamental- para fijar sus políticas de personal, la posibilidad de que a esos funcionarios -que no deben ser olvidados por la tremenda labor que desarrollan en cada establecimiento de nuestro territorio- no solo se les reconozca que cumplen una función pública, sino que tienen derecho a la estabilidad laboral y a la carrera profesional cuando corresponda, transformándolos en funcionarios municipales con todas las garantías de otras personas que trabajan en la educación pública. 



Por eso, votaremos a favor del proyecto. 



--(Aplausos en tribunas). 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, ya señalaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra que en estas bancadas nos pronunciaremos favorablemente sobre tan importante iniciativa. 



Debo señalar que, después de largo tiempo, los trabajadores de la educación han logrado en conjunto con el Gobierno -capacidad que agradezco- establecer un proceso de negociación que ojalá continúe y se mantenga, porque hay materias trascendentes -como las que ya se han manifestado de manera reiterada- que deberán ser revisadas por el Ejecutivo y por quienes representan a los cerca de 80 mil trabajadores del sistema educativo nacional. 



Asimismo, deseo referirme a dos materias que encuentro significativas, las cuales no han sido mencionadas en las intervenciones que he escuchado. 



Desde luego, el proyecto avanza bastante al establecer que podrán desempeñarse como asistentes de la educación quienes acrediten idoneidad psicológica, conforme a lo señalado en el Nº 3), letra c), de su artículo 1º. 



Considero muy importante que se mantenga en la iniciativa que nos ocupa tal idea, pero mi problema radica en el organismo que debe acreditar dicha idoneidad psicológica, pues de acuerdo con el referido precepto será el “Servicio de Salud correspondiente”. 



Como se sabe, el sistema educativo abarca todos los rincones de nuestra patria, desde el norte hasta el sur, y no en todas partes los servicios de salud se encuentran en condiciones o capacitados para acreditar la denominada idoneidad psicológica, la cual, por cierto, nosotros valoramos bastante por el hecho -conocido por todos- de que gran parte de dicho personal tiene una relación muy directa con los estudiantes y, en consecuencia, resulta fundamental que posean tal aptitud.



Entonces, mi primera preocupación se refiere -aunque se progrese lo suficiente en cuanto a establecer para esos trabajadores exigencias de idoneidad en ese plano- al problema de saber quién está en condiciones de valorar tal idoneidad. No será el servicio de salud correspondiente, porque no en todas partes existe capacidad para hacer ese tipo de exámenes que nos permita evaluar a ese personal.



Por lo demás, a través de esa vía -si nosotros la perfeccionamos bien y el reglamento así lo establece- lograremos evitar lo que ha sido denunciado tanto en la Comisión respectiva como también en las intervenciones que hemos escuchado, en el sentido de que gran parte de esos trabajadores ingresa a los municipios gracias a los compadrazgos y a las amistades que tienen con los alcaldes o con algunos concejales.



Esa es una primera observación que me parece importante señalar para efectos de que, si se mantiene la capacidad de negociación manifestada por los nuevos directivos del personal asistente de la educación, ese tema ojalá sea concretamente especificado. 



Luego, señor Presidente, en el artículo 3º se establece que cada municipio deberá contar con un sistema de evaluación de desempeño. Y aquí entra en discusión lo señalado por el Senador señor Gómez -que yo comparto- en el sentido de que no todos los municipios están en condiciones de evaluar adecuadamente el desempeño, particularmente por el hecho de que cada uno de ellos será el que deberá llevarlo a cabo para los efectos de que trabajadores y trabajadoras tengan posibilidades de acceder a todos los beneficios que establece la ley en proyecto. 



Además, la misma norma antes referida preceptúa que el concejo municipal, en su caso, será el que conozca esos criterios de evaluación. 



Entonces, resulta que podemos llegar a tener 345 criterios distintos. Porque cada municipio tendrá que generar las condiciones para evaluar a sus trabajadores, y algunos no pertenecen a las plantas, pues, como se ha denunciado acá -y todos lo sabemos-, muchos de ellos están a honorarios o a contrata. 



Esas son las dificultades que existen.



Sin embargo, es factible que por lo señalado en el referido artículo 3º se produzca una situación bastante complicada. Vale decir, puede haber ciertos municipios con un sistema muy flexible o con muy bajas exigencias, y otros con altísimos niveles de requerimientos para ese personal. 



Lo lógico es que exista un solo criterio que rija en todo el sistema municipal chileno, y no que cada uno de los municipios determine su propio mecanismo de evaluación. 



Eso no lo encuentro aceptable. Y así lo hice presente en la Comisión de Educación. 



Sin embargo, queremos avanzar, y para ello se requiere aprobar este proyecto de ley. 



A mi juicio, los dos aspectos que he señalado deben ser considerados. Ojalá se mantenga la negociación entre los trabajadores y el Ministerio de Educación para que, por lo menos desde mi punto de vista, se solucionen esos y otros temas aquí mencionados, como el de las zonas extremas, el de los empleados a contrata, el del personal de los DAEM. 



Por ejemplo, los funcionarios de los DAEM no se encuentran sujetos al Estatuto Docente, algunos de ellos no están regidos por el Código del Trabajo. O sea, se hallan en tierra de nadie. Se debe resolver el tema, pues se trata de un personal numeroso. Hoy día se me informó que miles de personas trabajan directamente en tales Departamentos.



Esas dos observaciones quería hacer para los efectos de que ojalá podamos seguir perfeccionando el proyecto -que ahora con seguridad se transformará en ley-, a objeto de dar garantía de que al personal en cuestión efectivamente se le reconozca su dignidad y su capacidad profesional en el desempeño de sus funciones. 



He dicho. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la modificación de la ley Nº 19.464 es una deuda pendiente desde hace muchos años cuando en el Congreso analizamos el Estatuto Docente y en forma paralela se planteó el problema de los codocentes. 



La verdad es que en esa etapa el Gobierno dejó pendiente la enmienda de dicho cuerpo legal prácticamente hasta hoy. 



Por lo tanto, en primer lugar hay que hacer un reconocimiento a la negociación realizada por los trabajadores codocentes con el Ministerio de la Educación, pues debido a ella se nos presenta la actual iniciativa en debate.



Nosotros hicimos presente con motivo del estudio del proyecto sobre reajuste de remuneraciones de los trabajadores del sector público, a través de una indicación parlamentaria, que se debía considerar no solo dicho reajuste para el sector en cuestión, sino todos los bonos que en esa normativa se entregaban. Sin embargo, como en ese momento el proyecto que ahora analizamos en la Sala estaba en las Comisiones de Gobierno y de Educación, el tema quedó pendiente. 



Por otro lado -aunque las denominaciones no son fundamentales-, toda vez que se hace referencia al personal no docente, dado que por la vía de la negación no se explica exactamente a qué se refiere, resulta mucho más claro y digno colocar “personal codocente” o “personal asistente de la educación”, tal como figura en la normativa. 



Sin embargo, no entraré en detalle respecto de los beneficios para este importante sector de nuestra sociedad, sino que deseo resaltar los temas pendientes. 



Desde luego, los bonos de las zonas extremas deberían haberse incorporado en esta etapa. Los perciben todos los trabajadores municipales, y también los funcionarios públicos. No vemos por qué los asistentes de la educación no lo reciben.



Asimismo, ha sido relevado el tema de las vacaciones. La verdad es que el trabajo que realizan profesores y asistentes de la educación con jóvenes reviste gran complejidad y exhibe un nivel de estrés muy superior al de otras actividades. Por lo tanto, estos últimos merecen y deben gozar de las mismas vacaciones que el sector docente.



--(Aplausos en tribunas).



Otra materia que acordamos con el sector público, el cual cabría extender a los asistentes de la educación, se refiere a que los bonos sean reajustables, permanentes e imponibles; si no, en el fondo, les estaríamos entregando algo que, a la larga, no se traduciría en un beneficio de por vida para ellos.



En realidad, como sociedad debemos hacer un reconocimiento a la delicada labor que realiza el personal asistente de la educación en nuestro país. Ellos trabajan en los internados, en las zonas donde se dan los alimentos y cuidando los baños, y se preocupan de las relaciones sanas entre los niños. En fin, se trata de una función que la sociedad debe respaldar y valorar.



Por lo tanto, como Senadores de Renovación Nacional aprobaremos el proyecto, pero vamos a plantear los temas que quedan pendientes en un claro compromiso con este importante sector de nuestra sociedad.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, si bien el Reglamento señala que no se pueden hacer manifestaciones en el Senado, las personas que ahora ocupan las tribunas merecen que se les permita llevarlas a cabo.  Porque, si mal no recuerdo, desde 1994 han estado esperado una solución a sus aspiraciones de dignidad en el trabajo que realizan en más de 11 mil colegios del país. Se trata de un grupo de funcionarios, de los cuales más de 36 mil laboran en el sector municipal y 42 mil en el particular subvencionado.



Este personal está demostrando fuerza y vitalidad gremial-sindical. Cuando comenzaron con sus aspiraciones, tenían una orgánica sumamente débil, incluso diversos grupos del país pretendían alcanzar la meta que hoy se observa más cercana. Y el titular que a muchos nos convencía era que ellos querían un estatuto para los denominados “no docentes”.



Pero el tiempo se encargó de llegar a la verdad, porque el término “no docente” -como señaló un señor Senador- era la negación de una realidad, de una función que desempeñaban esas personas. Y me alegro de que ahora se les reconozca como “asistentes de la educación”.



Por lo tanto, su planteamiento de entonces no era una utopía, ni un exceso. Ellos merecían haber sido considerados en el Estatuto Docente o que se les creara el Estatuto de los No Docentes, como hoy día se está analizando con una nueva denominación.



--(Aplausos en tribunas).


La verdad es que, con el transcurrir del tiempo, a las inquietudes planteadas por esos profesionales -hoy asistentes de la educación, respondiendo así a un hecho real-, los diferentes Gobiernos y los distintos Parlamentos les entregaban soluciones como una forma de calmarlos.



Por eso, acepto hoy día esta exuberante actitud de aplaudir todas las frases de reconocimiento formuladas desde las diferentes bancadas.



A este personal se entregaba un bono no imponible en diciembre, el cual debían renegociar cada año. Y, entonces, concurrían al Senado los dirigentes de estas organizaciones codocentes a recordarnos que no olvidáramos que había que actualizar ese beneficio o compensación que se les daba hasta el día en que pudieran contar con un estatuto propio.



Me agrada el proyecto, pues está planteado en la medida de lo posible y de lo alcanzable, y que también haya surgido de un acuerdo con el Consejo Nacional de Codocentes de Chile.



Si tuviera algo que decir, les instaría a fortalecer su organización, a que respalden a sus dirigentes, porque de esa manera, en democracia, podrán alcanzar objetivos como los que hoy día están presenciando.



Cabe señalar que, en esta materia, la iniciativa apunta hacia tres hitos.



En primer término, a dignificar -y en buena hora- al personal asistente de la educación, porque en el establecimiento tiene tanta importancia como el docente. Son los funcionarios los  que de una u otra manera, aun recorriendo los pasillos, tienen contacto con los alumnos y se van impregnando de una calidad profesional que en lo económico no les es reconocido.



En segundo lugar, se incorpora efectivamente la evaluación docente para la entrega de un bono de reconocimiento al desempeño.



¡Y cuánta razón tienen algunos señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra! Porque hay 346 municipalidades en el país, lo que en la práctica significa que existe igual número de Ministros de Educación; pues eso son en cada comuna el alcalde con su concejo municipal. Entonces, habrá visiones diferentes sobre cómo aplicar un análisis tan clínico y científico para evaluar una actividad tan delicada como la educación. Por eso, también me sumo a la aprobación del proyecto.



Por último, no quiero señalar que el esfuerzo hecho por la actual Ministra, señora Yasna Provoste, no sea rico en cuanto a lo que se ha avanzado. Pero mientras el Estado chileno no asuma de una vez por todas la responsabilidad que le corresponde en la educación pública, siempre vamos a estar legislando para tratar de remediar, en alguna medida, los efectos negativos que se produzcan en un sistema educacional del que tanto hablamos y que es tan necesario para que Chile pueda actuar y participar en este siglo XXI científico y tecnológico, donde se requiere capacitación para competir en el ámbito de la economía mundial.



Señor Presidente, no deseo alargar mi intervención. Soy profesor y por eso hablo con un gran sentimiento. Porque me tocó trabajar con auxiliares, inspectores, administrativos y bibliotecarios, quienes eran singularmente colaboradores para la función que nosotros desempeñábamos en los sectores rural y urbano.



Por eso, con gran alegría, anuncio mi voto favorable al proyecto y también el del Honorable colega que me acompaña en el Senado en representación del Partido Por la Democracia.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional estamos de acuerdo en la gran mayoría de las disposiciones del proyecto de ley. Sin embargo, durante su trámite en la Comisión de Hacienda presentamos algunas indicaciones que, a nuestro juicio, harían que fuera todavía mucho más justo.



Me refiero concreta y específicamente al hecho de que se excluye de la bonificación por retiro voluntario al personal administrativo y auxiliar que se desempeña en los Departamentos de Administración de Educación Municipal.



Pensamos que no existe razón alguna para excluir a esos funcionarios, ya que, muchas veces, precisamente por razones de confianza y de buen desempeño durante años en los establecimientos educacionales, son llamados a cumplir su tarea en el Departamento de Educación Municipal.



Por lo tanto, es injusto que, cumpliendo la edad legal para jubilar, esas personas no tengan derecho a ningún estímulo al retiro.



Esperamos que el Ejecutivo envíe una indicación para reparar dicha situación.



Tampoco estamos de acuerdo, señor Presidente, con la forma de financiamiento de la bonificación por retiro, ya que una vez más se recurre a la fórmula de pedir anticipos de la subvención estatal de educación.



Quiero recordar a mis estimados colegas que hemos autorizado del orden de 70 mil millones de pesos por concepto de anticipos de aquella subvención para posibilitar a las municipalidades pagar perfeccionamiento docente y solventar otros compromisos con los profesores. Luego se les permitió endeudarse, también con cargo a esa subvención, por aproximadamente 80 mil millones de pesos a fin de pagar el estímulo al retiro de los docentes. Y ahora vamos a autorizarles otro endeudamiento para financiar el bono que incentiva el retiro del personal no docente.



En definitiva, eso va a significar que los municipios dispongan de menos recursos y que se afecte a los funcionarios que permanezcan trabajando.



Me parece que lo razonable es que el Gobierno central se haga cargo del financiamiento de los estímulos al retiro. De lo contrario, aquello solo implicará “pan para hoy y hambre para mañana”. Porque lo que se hace es anticipar subvención estatal de educación y, por ende, restar recursos a futuro para la mejor educación de nuestros niños y, también, para la más adecuada atención a profesores y codocentes.



En esta materia deberíamos concordar en que el Estado solventara los beneficios otorgados. Porque he de recordar que todos firmamos un acuerdo en orden a no imponer a las municipalidades nuevas responsabilidades y compromisos económicos sin el financiamiento respectivo.



En mi concepto, el endeudamiento no es la forma correcta de financiar.



Por otro lado, el artículo Segundo transitorio expresa: “El personal que se acoja a la bonificación por retiro voluntario a que se refiere el artículo precedente tendrá derecho, por una sola vez, a un incremento de la referida bonificación de $1.000.000.-, en la medida que renuncie voluntariamente al total de horas que sirve dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de esta ley.”.



Considero profundamente injusta esa norma, señor Presidente, en comparación con lo que ha sido el tratamiento del Estado frente a otros trabajadores del sector público.



Me explico.



En el acuerdo ANEF-Gobierno, por ejemplo, aparte de que los valores son muy superiores a un millón de pesos -incluso para funcionarios que cumplen tareas administrativas y auxiliares-, en el caso de las mujeres establecimos para acogerse al beneficio un lapso que va desde los 60 a los 65 años de edad, de tal manera que sea la trabajadora quien decida el momento de retirarse.



En el caso que nos ocupa les decimos a los funcionarios no docentes o codocentes que, o se van dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de la ley en proyecto para recibir el bono de un millón de pesos, o simplemente se quedan sin ese beneficio adicional.



¡Eso nos parece absolutamente injusto!



Pensemos que se trata de funcionarios con muy bajos sueldos; la mayoría de ellos, endeudados en varias veces su ingreso mensual. ¿Qué van a hacer con un millón de pesos? Pagarán lo que deben y no les sobrará nada. Se quedarán de brazos cruzados y -peor aún-, en numerosos casos, con una pensión tremendamente baja, debido al daño previsional.



Entonces, ¿dónde está la congruencia?



Si son trabajadores que cumplen labores administrativas y auxiliares iguales que las realizadas en otros servicios públicos, deberíamos establecer un monto equivalente.



¿Por qué los trabajadores de la educación van a ser menos?



--(Aplausos en tribunas).



¿Por qué los trabajadores que ayudan a formar y a educar a nuestros niños y jóvenes recibirán un incentivo menor?



Peor aún: ¿por qué los vamos a obligar a que dentro de noventa días de publicada la ley en proyecto renuncien para percibir un millón de pesos adicionales?



Eso no es justo, señor Presidente. Y así lo señalamos en la Comisión de Hacienda.



No sé si está presente la Ministra Yasna Provoste. Pero yo quiero respuestas a las siguientes interrogantes.



Considero absolutamente necesario formular indicaciones para que incorporemos a los trabajadores de los Departamentos de Educación Municipal. Porque ellos no tienen la culpa de laborar en esas dependencias, a las que fueron llamados por sus empleadores.



Además, debemos darles a esos servidores la oportunidad de acomodarse con sus remuneraciones, pagar sus actuales compromisos y decidir -por último dentro del plazo que establece la ley en proyecto, que es bastante corto; porque entiendo que su vigencia es solo hasta 2009- en qué momento se retiran y percibiendo el millón de pesos.



Pero no los obliguemos a irse a los 90 días, pues este mecanismo es especialmente dañino para las mujeres. Tan dañino es que por unanimidad, y a proposición de la Senadora señora Matthei, cuando se trató la iniciativa derivada del acuerdo Gobierno-ANEF, concordamos en que las trabajadoras tuvieran derecho a elegir el momento de retirarse sin perder beneficio alguno y sin modificar la edad legal de jubilación.



¡Todos estuvimos de acuerdo en esa oportunidad! ¿Y por qué no podemos estarlo ahora, cuando se trata de los paradocentes, que en su mayoría son mujeres?



Pienso, señor Presidente, que aquí se debe cumplir el viejo adagio de que “Donde existe la misma razón debe existir la misma disposición”.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).-  Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).-  Señor Presidente, quiero hacer algunas precisiones acerca de los comentarios formulados en la Sala.



Primero, en cuanto a los requisitos e inhabilidades, debo precisar que no rigen para quienes se desempeñan actualmente como asistentes de la educación. Siempre hemos señalado que se aplicarán en el futuro y, además, que respecto de esos funcionarios, en el marco de lo que aprobó el Senado a propósito de la reforma constitucional que estableció doce años de educación obligatoria gratuita, se dispondrán apoyos para posibilitar la nivelación de estudios y la participación en procesos de alfabetización digital.



Sobre ese particular, entonces, no hay retroactividad; o sea, no se alcanza a quienes hoy cumplen  la tarea tan importante de asistente de la educación.



Segundo, con relación a lo señalado aquí sobre los sistemas de evaluación de desempeño, es mi deber aclarar que esta materia será objeto de un proyecto de ley y que mientras este no se concrete instalaremos una mesa técnica conformada por el Ministerio de Educación, la Asociación Chilena de Municipalidades y, ciertamente, los gremios representados en el acuerdo alcanzado entre dicha Secretaría de Estado y los asistentes de la educación.



Por lo tanto, la iniciativa en debate establece un sistema  transitorio, provisional, entre 2008 y 2009.



Siempre se ha pensado que, al igual como existe un mecanismo de evaluación en el mundo docente, debe haber un sistema único para los asistentes de la educación. Pero este tiene que establecerse, tal como se hizo en el caso de los docentes, con acuerdo del gremio y de cada uno de los sectores involucrados.



Por último, reconociendo la labor de los asistentes de la educación que se desempeñan en tareas administrativas en los DAEM o en las corporaciones, deseo mencionar que el acuerdo correspondiente se origina en el proceso de mejoramiento de la calidad de la educación y, por lo tanto, de las condiciones laborales y remuneracionales de los codocentes que trabajan en sala. Son ellos, como lo han señalado aquí distintos señores Senadores, quienes primero reciben a los estudiantes, los animan y comparten día a día sus dificultades y aspiraciones.



Es a ese mundo al que está dirigido este proyecto de ley, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, quiero partir recordando que la última sesión celebrada por el Senado en el mes de noviembre tuvo por finalidad despachar el proyecto de Ley de Presupuesto de la Nación, que contempló ¡3,5 billones de pesos! -¡7 mil millones de dólares!- para la educación, gracias a lo cual el Ministerio del ramo pasó a llevarse, por primera vez, la cantidad más grande de recursos del erario, desplazando al del Trabajo. Y hoy, en la primera sesión de diciembre, estamos tratando esta iniciativa, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 19.464, la cual se refiere precisamente a los antiguos codocentes, quienes a partir de ahora se llamarán “asistentes de la educación”.



¿Cuál es el mensaje? ¡La tremenda inversión que hemos estado haciendo en educación! ¡Pero no tan solo en los profesores, sino también en infraestructura, en equipamiento, en computadores, en alimento para los niños, en tantas cosas!



¿Y qué pasaba con los asistentes de la educación? Los teníamos olvidados, con sueldos poco dignos para la importante función que desempeñan.



Sin esos servidores públicos no podría haber normalidad en la vida escolar, donde se destacan sus labores, que van desde los servicios de aseo y mantención de escuelas, liceos e internados, hasta trabajos de administración e inspectoría, o de apoyo a la función pedagógica, como los que realizan los psicopedagogos, las bibliotecarias y las nutricionistas.



Por eso es relevante que, cuando hablamos de la destinación de grandes recursos para la educación, nos acordemos también de ese estamento de 79 mil trabajadores que se desempeñan en el sector municipal, en el particular subvencionado y en el de la administración delegada.



El proyecto que estamos aprobando hoy forma parte del acuerdo a que llegaron el Consejo Nacional de Codocentes y el Ministerio de Educación -representado por su titular, señora Yasna Provoste-, a los cuales felicito por el trabajo desplegado, que lleva justicia a los referidos servidores públicos.



Entre los acuerdos alcanzados destacan: cambio en la denominación del personal no docente, que, sin duda alguna, dará a este mayor dignidad; inhabilidades para laborar en el sector; perfeccionamiento para los funcionarios, con escolaridad completa y/o con posesión de títulos profesionales o técnicos; alfabetización digital y una línea de capacitación a través del SENCE; bonificación por retiro voluntario; asignación de desempeño por excelencia -¡esto es muy significativo, pues ese beneficio se les daba solo a los maestros!; ¡los asistentes de la educación siempre quedaban fuera de él!-; información de los sostenedores, en cuanto al desempeño de este personal, directamente al MINEDUC, y bono por desempeño individual.



Entonces, existe una serie de beneficios que han sido plenamente concordados entre el Ministerio y el Consejo Nacional de Codocentes. 



Por tanto, señor Presidente, no nos queda sino aprobar con agrado este proyecto, tal cual lo hicimos, como democratacristianos, el Senador señor Ruiz-Esquide en la Comisión de Educación y yo en la de Hacienda, donde todos los artículos fueron acogidos por unanimidad. Y en el mismo sentido procederemos en la Sala todos los miembros de esta bancada, porque consideramos de justicia darles dignidad y mejores remuneraciones a esos servidores públicos.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención las intervenciones de los señores Senadores,…

El señor ÁVILA.- ¡Mire qué bien…!

El señor ESPINA.-…quienes han puesto énfasis, fundamentalmente, en los tres aspectos que contempla esta iniciativa.



Pero quiero señalar que la expresión más repetida en este debate ha sido “quedará pendiente”. Y sucede que, para los codocentes, la palabra “pendiente” ha adquirido carácter perpetuo, porque han pasado ya demasiados años y siempre las cosas vinculadas con ellos quedan en ese estado.



El proyecto contiene en la práctica tres normas, que dicen relación a dos mejoramientos transitorios de remuneraciones y a un estímulo al retiro: una subvención por desempeño de excelencia; un bono que solo regirá por dos años -el 2008 y el 2009- y que se halla vinculado a los resultados de la aplicación de un sistema de evaluación de desempeño, y una bonificación por retiro voluntario.



Sin embargo, el problema de los codocentes no radica ahí, sino en que ganan sueldos miserables desde hace demasiado tiempo. Y la realidad es que mientras no seamos capaces de reajustárselos, para que reciban una remuneración digna y acorde con el cargo que desempeñan, todos estos esfuerzos resultarán absolutamente insuficientes.



¿De quiénes estamos hablando? De funcionarios que, al igual que los profesores, se encuentran a cargo de la educación de nuestros hijos.



Ni hablar de las zonas rurales o apartadas, donde con frecuencia cumplen una función que va bastante más allá de simplemente colaborar en la educación: muchas veces son prácticamente el padre o la madre de niñitos que deben recorrer largas distancias para llegar a su escuela, a su internado o al lugar donde estudian.



Y resulta difícil comprender que en un país que recibe enormes ingresos, donde hemos estado discutiendo la destinación de millones y millones de dólares para el Transantiago, para EFE y para muchas instituciones, simplemente nos limitemos hoy día a congratularnos porque entregamos dos bonos y una bonificación por retiro, la cual, además, tiene un plazo de vencimiento de doce meses.



Ello me parece absolutamente insuficiente y una nueva solución de parche.



Entonces, uno no puede tener un discurso cuando ve a los codocentes de su Región o de su Circunscripción y otro distinto aquí. Porque, sin duda, estos trabajadores van a estar contentos debido a que, entre no recibir nada y lo que se les dará, van a preferir esto último. Pero el problema de fondo estriba en que su nivel remuneracional es por completo insuficiente ante la importancia de la labor que desempeñan. 



No es admisible, señor Presidente, que pasemos años constituyendo mesas técnicas, equipos de estudio, comisiones, para que finalmente las remuneraciones de dichos servidores se mantengan en el nivel actual.



Tampoco es aceptable que transcurran años sin que se incorpore a los codocentes a la planta de las municipalidades. Todos los años tienen que estar sujetos a la incertidumbre de si los contratan o no. En muchos casos, a algunos de ellos no se les paga durante los meses de verano, por lo que deben realizar otras actividades. 



Me gustaría que alguien me explicara por qué esos trabajadores, si cumplen una función -reconocida aquí por todos como de extraordinaria relevancia- complementaria de la del profesor, quien sí tiene derecho a pertenecer a la planta de un establecimiento educacional, no pueden estar en ella. 



Y la solución de ambos problemas depende, única y exclusivamente, de la voluntad del Gobierno, porque se halla entre sus atribuciones exclusivas.



Por lo tanto, debo puntualizar que no hemos resuelto las cuestiones de fondo de los codocentes; que ellas continúan pendientes; que seguimos sin otorgarles a dichos servidores remuneraciones razonables, sin incorporarlos en la planta permanente; que se plantea un bono de retiro sumamente injusto, porque, cuando pasen doce meses a contar de la fecha de la publicación de la ley en proyecto, aquellos a los que les corresponda jubilar no lo van a recibir y tendrán que empezar a pelear de nuevo por un beneficio similar. O sea, las mujeres que hoy día tienen 57 ó 58 años, transcurridos los doce meses, no van a poder recibir el bono de retiro y quedarán con una jubilación absolutamente desmejorada con respecto a su remuneración.



Entonces, frente a un proyecto así, uno no tiene más alternativa que votarlo a favor, porque, obviamente, es preferible lo previsto en él a nada.



Sin embargo, quiero al menos dejar testimonio de que, a mi parecer, las insuficiencias que se arrastran en el caso de los codocentes constituyen una vergüenza desde hace muchos años. No se les puede pedir que trabajen y cuiden a los niños con lealtad, con afecto, y, a la hora de retribuir sus esfuerzos, proceder de manera totalmente inconveniente, insuficiente y no a la altura de la responsabilidad que les estamos asignando.



Por esas razones, junto con manifestar que aprobaré la idea de legislar, dejo constancia de mis prevenciones, porque el proyecto no resolverá los problemas de fondo que hoy día afectan al personal codocente.



He dicho.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, deseo protestar fuertemente por el hecho de que se obligará a las codocentes a irse a los sesenta años.



Nosotros siempre hemos defendido el derecho de las mujeres a jubilarse a los sesenta años, si quieren o si necesitan hacerlo. Pero, al mismo tiempo, hemos dicho que, si una afiliada a una administradora de fondos de pensiones tiene empleo y está en condiciones de seguir desempeñándolo hasta los 65 años, ello puede significarle una pensión 30 por ciento superior a la que obtendría si se retirase a los sesenta años.



Por lo tanto, lo que se está ofreciendo a través del proyecto es una burla para las no docentes.



El Honorable señor Naranjo está arrugando la frente y asume una expresión interrogante. Quisiera explicarle que ese porcentaje obedece a que son cinco años más en que la trabajadora cotiza y gana intereses y reajustes, y a que no se pagarán sesenta pensiones.



Cuando una persona tiene un promedio esperado de vida, después de jubilarse, de 17 o de 20 años, pagar 20 ó 25 años hace mucha diferencia.



Sobre esa base, invito a Su Señoría a revisar las cifras, pues se trata, aproximadamente, de 30 por ciento más en la pensión.



Por lo tanto, en el caso de las mujeres, la iniciativa en debate es una burla, porque todo lo que las no docentes podrán ganar por la vía del bono lo perderán por jubilarse a los 60 años, en vez de los 65.



En consecuencia, protesto de la forma más enérgica, porque ello representa una discriminación inaceptable.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



--(Durante el fundamento de voto).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, la gente que ha venido hoy, con mucho entusiasmo, a ver cómo esta Corporación aprobará el proyecto ha podido escuchar también “ofertones” verdaderamente impresionantes. Pocas veces el Senador que habla había presenciado tantos a raíz de la discusión de una iniciativa de ley.



Al analizar la historia de la vida laboral del personal no docente, recuerdo muy bien que cuando usted encabezó el Gobierno, señor Presidente, existió la intención de dictar un estatuto para dichos trabajadores. Y quienes hoy día están realizando todos estos “ofertones” de jubilación y de estabilidad en el empleo se opusieron.

El señor LETELIER.- Así es.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor NARANJO.- ¡Entonces, por favor, digamos las cosas como son y no nos acomodemos a las situaciones políticas que vive el país!



¡Los que estamos por mejorar y dignificar la labor de los no docentes hemos sido siempre quienes apoyamos, en su momento, esa iniciativa planteada por el Gobierno del actual Presidente del Senado!



Por ello, la situación llama la atención. ¡Claro! ¡Cuando se presentan las oportunidades, es preciso aprovecharlas!



Pero, por mi parte, le brindo mi reconocimiento, señor Presidente, porque usted impulsó en su Administración la dignificación de los no docentes. 



Y quienes hoy día lanzan el “ofertón” de mejores jubilaciones, de estabilidad laboral, de mayores ingresos nada hicieron en su momento y se opusieron a dicho proyecto.



Por lo tanto, me alegro de que hoy día hayan recapacitado y se hayan dado cuenta de que era necesario dignificar a esos trabajadores. Y ojalá que el día de mañana, con el mismo entusiasmo y con los permanentes aplausos de la tribuna, se atrevan a legislar verdaderamente en favor del sector mencionado y no se limiten a señalar: "El texto me parece mezquino. ¡Qué poca plata!”. Y esto y aquello.



¡No! ¡Estas personas vinieron porque quieren ver cómo el Senado reconoce su labor! ¡Y hoy día estamos dando un tremendo paso en favor de su dignidad! Mañana daremos otros, porque se lo merecen.



Votaré que sí.



--(Aplausos en las tribunas).
La señora MATTHEI.- ¡Ese proyecto lo retiró el Gobierno de entonces!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emiten pronunciamiento 29 señores Senadores.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei, y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.


--(Aplausos en las tribunas).

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente a la Sala que el proyecto también debería ser aprobado en particular.

El señor LETELIER.- Con la misma votación.

El señor MUÑOZ BARRA.- Con la misma votación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no existen objeciones, será acogido con la misma votación.



--Se aprueba en particular el proyecto, con la misma votación anterior.

El señor HORVATH.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo dejar en claro que el último discurso que se escuchó se encuentra absolutamente fuera de contexto: el estatuto del personal no docente fue retirado por el Ministro de Educación de la época, señor Ricardo Lagos.

El señor LONGUEIRA.- Así es.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra de Educación.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ya se cerró el debate, Su Señoría.

El señor ESPINA.- ¿Usted aprobó el proyecto también en particular, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es. Dije...

El señor LONGUEIRA.- ¡No!

El señor ESPINA.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero preguntarle a la señora Ministra de Educación lo siguiente.



En la Sala se ha expresado que varias materias quedan pendientes: aumento de remuneraciones, incorporación a la planta, etcétera. Como la iniciativa podría resolver cuestiones muy de fondo -han sido recordadas por un señor Senador que ha pertenecido durante muchos años a las filas de Gobierno y que no ha sido capaz de intervenir para que sean superadas-, ¿por qué no se aclara si existe la disposición para solucionar ahora los problemas de la planta y de las bajas remuneraciones de los codocentes?.



--(Manifestaciones en las tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente que el proyecto ya fue acogido en general y en particular.

El señor LONGUEIRA.- No es así, señor Presidente.

La señora MATTHEI.- No.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Al consultar a la Sala señalé que la aprobación en particular sería con la misma votación. Ningún señor Senador se opuso.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El ministro de fe es el señor Secretario.

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Un momento, Su Señoría.



Dejé establecido que se había efectuado la votación en general y que procedía, por lo tanto, pronunciarse en particular.

El señor LONGUEIRA.- Perdón, señor Presidente,...

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Al anunciar que se consideraría la misma votación -repito-, ningún señor Senador se opuso.

El señor LONGUEIRA.- No, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Eso es lo que ocurrió. Y el ministro de fe es el señor Secretario.

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

La señora MATTHEI.- ¿Acaso no quieren que votemos? ¿Quieren ganarnos “por secretaría”?

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, cuando usted formuló su planteamiento, levanté la mano y señalé que "no". No me parece procedente una votación en particular en la forma como usted la ha llevado a cabo.



Y la discusión terminó con una intervención que es inexacta. ¡Fue el Gobierno de la época el que retiró el proyecto al cual se hizo referencia!



Solo digo, como Senador -porque no he votado en particular la iniciativa-, que quiero que el Ejecutivo, en este trámite, responda a lo que todos los miembros de esta Corporación hemos expuesto, para que veamos, frente al país, quiénes desean avanzar en los derechos para los trabajadores no docentes. Entonces, en la discusión particular -que no hemos realizado- percibiremos si actúa para mejorar la normativa.



Por eso, no acepto el procedimiento aplicado, ya que no he votado en particular, repito, en la medida en que usted, señor Presidente, no ha sometido el proyecto a ese pronunciamiento.



Por lo tanto, pido que la iniciativa vuelva a la Comisión y que el Gobierno la mejore, como todos los señores Senadores lo hemos sugerido en la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ya he dado a conocer mi posición, señores Senadores. El ministro de fe es el señor Secretario, a quien le ofrezco la palabra.

El señor LONGUEIRA.-  Perdón, señor Presidente,...

El señor NÚÑEZ.- ¡Si quieren votar en contra, háganlo!

El señor LONGUEIRA.- Por mi parte, no voy a votar en contra. Pido que se vote en particular como corresponde. La aprobación solo fue en general.



Si usted finalmente va a actuar como lo ha expresado, señor Presidente -lo que lamentaría profundamente, porque esa no ha sido la actitud habitual de la Mesa-, solo quiero dejar constancia de que no he votado en particular.

El señor ESCALONA.- ¿Me permite, señor Presidente? Es para un asunto de Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cuando estaban terminando los aplausos en la tribuna, el señor Presidente, en efecto, advirtió que el proyecto solo quedaba aprobado en general.



Luego de varias voces, planteó que si le parecía a la Sala también se daría por aprobado en particular,...

El señor LONGUEIRA.- Y el Senador que habla dijo que no.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ... con la misma votación.



Hasta donde vi, no hubo ninguna oposición.

El señor LONGUEIRA.- Se debe considerar todo el espectro.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Y en seguida el señor Presidente anunció la aprobación en particular de la iniciativa.



Sus Señorías podrán revisar la Versión Taquigráfica en un rato más.

La señora MATTHEI.- ¡Esa no es forma de votar!

El señor COLOMA.- ¿Puedo hacer una sugerencia, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra.

El señor COLOMA.- ¿Por qué no se aplica el criterio de la buena fe? Claramente, el Senador señor Longueira se encontraba presente en la Sala. No es cuestión de que se haya ido y de que después volviera. Toda la situación se dio en un escenario de aplausos para todos.



¿Por qué no se acoge la petición de mi Honorable colega y discutimos la iniciativa en particular? Me parece que ello sería sano y legítimo. Y podríamos resolver de mejor forma un problema que, de otra manera, nos enredará en suspicacias carentes de sentido.



Esa es mi sugerencia.

El señor NARANJO.- ¡Ya se votó el proyecto!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si el Senador señor Longueira dice que no se pronunció, acepto que quede registrada su oposición. Pero no puedo cambiar lo resuelto.



Además, el señor Secretario, como ministro de fe, ha dejado constancia de lo ocurrido.



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, lamento que estemos legislando de esta manera, porque lo cierto es que correspondía fijar un plazo para la presentación de indicaciones. Y no escuché -y no creo que ello aparezca en la Versión Taquigráfica- que se haya consultado a la Sala por una fecha para tal efecto. Porque lo anterior debió preguntarse si efectivamente se quería aprobar la iniciativa en particular.



Por lo tanto, señor Presidente, espero que reflexione respecto del punto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- También media el antecedente de que la Sala, en una sesión anterior, resolvió que la Comisión discutiera el proyecto en general y en particular.

El señor NÚÑEZ.- Así es.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Dado ese acuerdo, esperé a que concluyeran los aplausos y precisé que la iniciativa se hallaba aprobada solo en general, por lo que era necesario pronunciarse sobre ella en particular.



El Secretario, como ministro de fe, así lo ha consignado.



Si el Senador señor Longueira lo solicita, quedará constancia de que en el segundo caso votó en contra.



Pero reitero que no puedo cambiar lo resuelto.

El señor NÚÑEZ.- En efecto, señor Presidente, los informes de las Comisiones de Hacienda y de Educación consignan que el proyecto fue discutido en general y en particular.

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no quiero insistir en el incidente, pero una buena práctica -me parece que usted, en lo personal, ha realizado siempre una buena conducción del Senado- y el espíritu que debe animarnos es legislar bien.



Cuando Su Señoría planteó la votación en particular, en forma inmediata señalé que no podíamos aceptarlo. Porque lo único que he escuchado en todas las intervenciones efectuadas -y existe un enorme consenso al respecto- es que resulta fundamental atender una serie de necesidades de estos trabajadores.



Entiendo y sé, como todos, que ellos esperan, por la postergación que han sufrido, que el proyecto sea despachado lo antes posible. Todos queremos eso. Sin embargo, al final se podrían lograr los mismos beneficios y, adicionalmente, muchos otros. 



Ahora bien, resulta inaceptable terminar la discusión con lo señalado por un Senador oficialista y que se nos asigne a nosotros la responsabilidad de no haber otorgado ciertos derechos, en circunstancias de que fue el propio Gobierno de la época el que retiró la iniciativa correspondiente.



Por nuestra parte, queremos expresarles a todos los asistentes de la educación que estamos dispuestos ahora a darles la estabilidad y la mejoría de remuneraciones que necesitan. No tengo ninguna duda de que preferirán que nos demoremos un par de semanas más -incluso me atrevo a afirmar que se requeriría mucho menos tiempo- con tal de sacar adelante todos los beneficios a los que aspiran.



El país cuenta hoy con los recursos para hacerlo y -como ha quedado claro en el debate- existe la voluntad mayoritaria en el Senado para tal efecto.



En consecuencia, señor Presidente, no me parece correcto aprobar en particular un proyecto de esta relevancia en la forma como usted lo ha hecho. Y, por cierto, si insiste en ello, dejo constancia de que efectivamente no era partidario de que la votación en particular se efectuara del modo en que ocurrió. Habría preferido que el Ejecutivo presentara un conjunto de indicaciones para que los asistentes de la educación tuvieran la iniciativa que verdaderamente sueñan.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.



Hago presente que resta un minuto para concluir el Orden del Día.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo respaldar su punto de vista. Los informes de las Comisiones consignan claramente que se discutió en general y en particular el proyecto en virtud del acuerdo que el Senado adoptó en sesión del 17 de octubre pasado. Y nosotros fuimos convocados a la votación respectiva. Por lo tanto, no se puede contradecir lo que resulta evidente en los informes que se encuentran sobre nuestros pupitres.



Ahora, si la Oposición se molesta por lo expresado por un Senador -en este caso, por el Honorable señor Naranjo- al ejercer su legítimo derecho de hacer uso de la palabra en el tiempo de fundamentación de voto, tiene todo el derecho de dar una conferencia de prensa posterior, de hablar en la hora de Incidentes, de llevar a cabo todas las manifestaciones que la democracia le permite para defender su punto de vista. Sin embargo, eso no puede relacionarse con una contravención del Reglamento del Senado ni de las normas que nos rigen.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.


VI. TIEMPO DE VOTACIONES


RESPALDO A DESIGNACIÓN DE REPRESENTANTE ESPECIAL DE ONU CON RELACIÓN A VIOLENCIA CONTRA NIÑOS.


PROYECTO DE ACUERDO
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Naranjo, Sabag y Vásquez, para solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que respalde las recomendaciones del experto independiente contenidas en el informe que se presentó a la Asamblea General de las Naciones Unidas en orden a que los gobiernos designen un Representante Especial del Secretario General con relación a la violencia contra los niños.



La Comisión de Relaciones Exteriores, en forma unánime, acordó enviar a la Sala el proyecto de acuerdo, señalando que no le merece objeciones, sin perjuicio de lo cual sus miembros se reservan el derecho de pronunciarse en esta parte de la sesión.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1014-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2007.


Oficio de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 65ª, en 14 de noviembre de 2007.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.


PROTESTA DIPLOMÁTICA CONTRA PROGRAMA JAPONÉS DE CAZA CIENTÍFICA DE BALLENAS. PROYECTO DE ACUERDO
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Horvath y Prokurica, señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Girardi, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, cuyos objetivos son solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una nota de protesta diplomática contra el programa japonés de caza científica de ballenas e informar de esta medida a todos los miembros de la Comisión Ballenera Internacional.



La Comisión de Relaciones Exteriores, por la unanimidad de sus miembros presentes, informa a la Sala que el proyecto de acuerdo no le merece objeciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1027-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 69ª, en 21 de noviembre de 2007.


Oficio de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 72ª, en 4 de diciembre de 2007.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor COLOMA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole información sobre POSIBILIDAD DE INGRESO DE INGENIEROS EN CONSTRUCCIÓN A CARTERA DE OBRAS PÚBLICAS COMO FUNCIONARIOS.



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro del Interior, solicitándole PENSIÓN DE GRACIA PARA SEÑOR FRANCISCO BARRERA SALAZAR.



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole ADOPCIÓN DE MEDIDAS CON RESPECTO A “CONSTRUCCIÓN DE NUEVO PUENTE CAUTÍN EN LAUTARO” Y A “MEJORAMIENTO REPARACIÓN PUENTE CAUTÍN RUTA S-11-R (LAUTARO) Y ACCESOS”.



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole SOLUCIÓN URGENTE A CORTE DE CALLE CHUFQUEN, COMUNA DE TRAIGUÉN.



Al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía, requiriéndole información en cuanto a ESTADO DE AVANCE DE OBRAS COMPROMETIDAS POR DIRECTOR REGIONAL DE SERVIU CON VECINOS DE EL CAÑÓN, COMUNA DE ANGOL.



Del señor FREI:



A la señora Ministra de Educación, exponiéndole PROBLEMAS ECONÓMICOS PARA FINANCIAMIENTO DE CARRERA DE PEDAGOGÍA DE SEÑOR JOSÉ LUIS GUERRERO MANSILLA y DIFICULTADES PARA OBTENCIÓN DE BECA DE ESTUDIO POR HIJO DE SEÑORA ANA MORALES P. 


Al señor Ministro del Trabajo, referente a carta de CENTRAL UNITARIA DE JUBILADOS Y MONTEPIADAS DE PROVINCIAL CAUTÍN TEMUCO PARA DEMANDAR PAGO DE REAJUSTE CONFORME A D.L. Nº 2.448.


Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole ARREGLO DE RUTA PASO CARRIRIÑE Y DE CAMINO EN LIQUIÑE.



A la señora Ministra de Salud, a fin de que considere inquietud en relación con SUPUESTA NEGLIGENCIA MÉDICA EN HOSPITAL DE OSORNO.



Al señor Ministro de Transporte y Telecomunicaciones, dándole a conocer los planteamientos del Sindicato de Trabajadores Transitorios, Traspaleteros, Peonetas y Ramos Afines del Puerto de Coquimbo sobre NUEVAS NORMAS LABORALES IMPUESTAS POR EMPRESARIOS TRANSPORTISTAS.



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el propósito de que se entregue información relativa a SOLICITUD DE TERRENO POR SEÑOR MANUEL LLANOS VILLEGAS, CHAITÉN.



A la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional, a fin de que proporcione antecedentes solicitados por el señor Alcalde de Pinto acerca de LICITACIÓN DE ACTIVOS MUNICIPALES EN TERMAS DE CHILLÁN.



A la señora Subsecretaria de Previsión Social, a objeto de que dé su opinión atinente a PETICIONES DE ASOCIACIÓN COMUNAL DE JUBILADOS, PENSIONADOS Y MONTEPIADAS DE HUALPÉN.



Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, para solicitar ANTECEDENTES SOBRE INSTALACIÓN DE ANTENA DE TELEFONÍA CELULAR EN OSORNO.



A la señora Directora del Servicio Nacional del Adulto Mayor, a fin de que informe sobre POSIBILIDADES DE “PROYECTO DE VIDA INTEGRAL PARA EL EMERGENTE GRUPO ETARIO DEL SIGLO XXI”.



A la señora Superintendente de Servicios Sanitarios, para requerir opinión acerca de PLANTEAMIENTO SOBRE ALTO COSTO DE AGUA EN CURACAUTÍN. 



Y a la señora Jefa del Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior, en cuanto a AYUDA A SEÑORITA VALESKA RAMÍREZ BAUTISTA.


Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Hacienda, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de que se disponga SOLUCIÓN INTEGRAL Y DEFINITIVA PARA DEUDORES HABITACIONALES.


Al señor Ministro de Justicia, pidiéndole PERSONAL CAPACITADO EN MANIPULACIÓN DE ALIMENTOS Y NUEVO VEHÍCULO PARA CENTRO DE DETENCIÓN PREVENTIVA DE PUERTO AISÉN, ASÍ COMO ARBORIZACIÓN DEL SECTOR.



Del señor NARANJO:



Al señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, con el fin de que informe sobre DONACIONES DE PARTICULARES Y EMPRESAS A ENTIDADES QUE SE SEÑALAN, PARA EFECTOS DE LEY DE RENTA.



Del señor NÚÑEZ:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Director Ejecutivo de CONADI, para que comuniquen ESTADO DE TRAMITACIÓN DE SOLICITUD DE COMUNIDAD INDÍGENA COLLA SERRANÍA POBLETE DE COPIAPÓ PARA RECONOCIMIENTO DE DERECHOS TERRITORIALES.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole ENVÍO DE PROYECTO TÉCNICO DE NUEVAS OBRAS EN PUENTE SAN ISIDRO, COMUNA DE QUILLOTA, PARA ANÁLISIS POR UNIÓN COMUNAL DE JUNTA DE VECINOS DE SAN PEDRO; a la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el propósito de que se determine jurídicamente la PROCEDENCIA DE ACCESO A PLAYA CAU CAU A TRAVÉS DE CAMINO PERTENECIENTE A PREDIO "LA CENTINELA", y al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, en relación con INSTALACIÓN DE ANTENA PARA CELULARES EN INTERSECCIÓN DE CALLES PINTO Y ALBERDI, DE QUILLOTA, Y NORMATIVA SOBRE EMPLAZAMIENTO EN ZONAS URBANAS (todos de la Quinta Región). 

)------------(



--En Incidentes, ofrecida la palabra, sucesivamente, a los Comités Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional e Independiente, ningún señor Senador hace uso de ella.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.


RECONOCIMIENTO POR ACTO REPARATORIO DE ARMADA

HACIA EX PRESOS POLÍTICOS EN ISLA QUIRIQUINA

El señor NARANJO.- Señor Presidente, uno de los aspectos más significativos del proceso de reconciliación entre los chilenos por los sucesos acaecidos durante el Gobierno militar es el avance hacia el reencuentro entre civiles y militares. 



No ha sido una tarea fácil, ya que, habiendo transcurrido 34 años desde el 11 de septiembre de 1973 y 17 años desde que se recuperó la democracia, aún no hemos alcanzado una reconciliación plena.



Sin lugar a dudas, se han dado pasos trascendentes, en especial desde que Pinochet dejó la Comandancia en Jefe del Ejército, dado que este, en democracia, siguió siendo por ocho años el principal obstáculo para que las Fuerzas Armadas y de Orden reconocieran su responsabilidad, por acción y omisión, en las graves violaciones a los derechos humanos ocurridas durante el Régimen militar.



Señor Presidente, el primer acto de reparación es el logro de justicia y de verdad en los casos de violación de derechos humanos, y en esta materia hemos avanzado bastante. Hoy los principales violadores de derechos humanos se encuentran procesados o cumpliendo condenas por sus crímenes, hecho que no es menor, aunque algunos se nieguen a reconocerlo. La historia de la humanidad nos demuestra que nunca es posible alcanzar la justicia o la verdad total. 



Pero eso no basta para lograr la reconciliación entre los chilenos, anhelo que -no tengo duda- queremos cumplir la inmensa mayoría de los ciudadanos.



En ese aspecto, un hecho fundamental y decisivo es el reconocimiento de las responsabilidades que les cupo a quienes formaron parte de las Fuerzas Armadas y de Orden, las cuales en un comienzo negaron la existencia de violaciones de los derechos humanos o las justificaron como resultado de una guerra que nunca existió.





Sin embargo, a partir del conocimiento público de los informes de las Comisiones de Verdad y Reconciliación y de Prisión Política y Tortura, las Fuerzas Armadas y de Orden han realizado diversos gestos y actos asumiendo, de una u otra forma, parte de la cuota de responsabilidad que les cupo en los sucesos ocurridos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.



Es así como el ex Comandante en Jefe del Ejército General Emilio Cheyre reconoció las violaciones de los derechos humanos y la Fuerza Aérea realizó un gesto hacia quienes fueron apartados de sus filas, torturados y exiliados por su supuesta simpatía con el Gobierno del Presidente Allende.



En ese sentido hoy quiero referirme al acto de reparación efectuado por la Armada el día 12 de noviembre de 2007 en la isla Quiriquina, donde entre septiembre de 1973 y abril de 1975 funcionó un campo de concentración por el cual pasaron más de 1.200 prisioneros políticos.



Debemos reconocer que este no es el primer acto de reparación que realiza la Armada, ya que anteriormente efectuó dos similares con los ex presos políticos de la isla Dawson. Tal como lo señaló el Almirante Codina, "este tipo de gestos nunca terminan y seguirán produciéndose".



Señor Presidente, no ha sido fácil para quienes sobrellevaron la prisión política en dicha isla concurrir a ella. Para un ser humano, nunca será fácil recordar el miedo, el dolor, la tortura, pero estos ex detenidos comprendieron que había que dar un paso hacia el reencuentro con sus carceleros, por lo cual quiero reconocer su valor y generosidad, que espero que imiten otros que aún no superan el legítimo rencor por tanto dolor sufrido. 



De igual manera, para la Armada no ha sido una decisión fácil, sobre todo si se considera que un número importante de quienes formaron parte de esta Institución durante el Régimen militar ya no se encuentran en ella.



Pero no tengo ninguna duda de que con este tipo de gestos se cumple plenamente uno de los objetivos que se propuso el Almirante Rodolfo Codina al asumir como Comandante en Jefe de la Armada: contribuir al reencuentro entre los chilenos. Y más aún, nuestra Armada comienza a dejar en el pasado una parte negra de su historia y vuelve a ser de todos los chilenos.



Solo le queda hacer un gesto de reparación para los ex presos políticos que estuvieron detenidos en nuestro buque-escuela Esmeralda.



Por tal motivo, quiero expresar públicamente que el acto de reencuentro con los ex presos políticos realizado por la Armada en la isla Quiriquina merece el reconocimiento de todos los chilenos y, muy especialmente, de quienes los representamos en el Congreso Nacional.



Es justamente este tipo de gestos, en los que los "enemigos de ayer" se reconcilian con parte de su historia y juntos la reconstruyen, lo que ayudará a asegurar que el "Nunca Más" se haga realidad en Chile.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

NECESIDAD DE PRONTA HABILITACIÓN DE NUEVO 

ACCESO SUR A SANTIAGO. OFICIO

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, esta tarde quiero referirme a una preocupación de un sector muy importante de la Región Metropolitana relacionada con el acceso sur a Santiago. 



Si Sus Señorías recuerdan, en las vísperas de Fiestas Patrias se produjo un taco de 30 kilómetros entre el punto de unión de General Velásquez con la Autopista Central en San Bernardo y el peaje de Angostura, situación que probablemente se repita los fines de semana del verano que se aproxima.



Todos comprendemos las extraordinarias circunstancias que motivaron ese atochamiento. Decenas de miles de vehículos salieron en un par de horas de la Gran Ciudad e hicieron colapsar, no solo la estación de pago de peajes, sino también la carretera misma.



Ante esta situación, nos preguntamos: ¿habría sucedido lo mismo si hubiese estado disponible el nuevo acceso sur a Santiago?



Los trabajos de la mencionada obra comenzaron en septiembre de 1999. Se trata de una carretera que busca descongestionar el ingreso a la Capital a través de 46,6 kilómetros y que, partiendo desde Paine, atraviesa, en diagonal, Buin, San Bernardo, Puente Alto, La Pintana y La Granja.



Son de conocimiento público las dificultades que ha debido enfrentar el proyecto: la situación de los pobladores de avenida La Serena con Vespucio, en la comuna de La Granja, que tuvieron que sufrir serios inconvenientes; también problemas de trazados que no se han aclarado por completo, como sucede en San Bernardo.



Creo que el atochamiento vehicular del 14 de septiembre del año en curso resalta la urgencia de superar las dificultades y terminar de una vez por todas el referido proyecto vial, el cual debe avanzar "con" los vecinos afectados y no "a pesar" de ellos. Entiendo que el Ministerio de Obras Públicas ha volcado esfuerzos por lograr avances y, por cierto, va a contar con el respaldo quien habla, siempre que se respeten los derechos de los vecinos.



No puedo dejar de mencionar las diversas gestiones que las autoridades locales han estado realizando en la búsqueda de una solución que permita la pronta apertura de la nueva vía. En especial, quiero mencionar las realizadas por el concejal de Buin, don Ramón Calderón, y por el alcalde de Paine, don Patricio Achurra, quienes han solicitado que en el más breve plazo se abra al menos la sección que va desde Angostura hasta la salida a Buin. Ellos cuentan con el apoyo de esta Senadora en sus insistentes gestiones ante el MOP.



Señor Presidente, quiero solicitar por su intermedio que se oficie al señor Ministro de Obras Públicas para que de manera pormenorizada informe a esta Corporación acerca del estado de avance de la autopista Acceso Sur a Santiago; dé cuenta de las conversaciones sostenidas y los acuerdos logrados con los vecinos de La Granja y con los demás afectados, y señale cuál es, según sus estimaciones, la fecha en que se abrirá al tráfico dicha autopista.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

POSIBLE INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES PREVISIONALES EN DIRECCIÓN GENERAL DE AERONÁUTICA CIVIL. OFICIO

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, he sido informada de que a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil se les estarían haciendo cotizaciones previsionales por aproximadamente el 60 por ciento de sus remuneraciones.



En consecuencia, quiero solicitar, por su intermedio, que se oficie al señor Subsecretario de Aviación para que confirme si es cierto o no que al personal de esa repartición que cotiza en AFP se le está imponiendo por alrededor del 60 por ciento del sueldo y no por el total.



De ser efectivo lo anterior -aparentemente, esto vendría ocurriendo desde 1991-, estaríamos ante un hecho muy grave. Se supone que una persona que ha trabajado desde los veintitantos hasta los 60 ó 65 años jubila con una pensión equivalente a más o menos el 70 por ciento de lo que cotizaba. Por tanto, si se le impone por solo el 60 por ciento de lo que gana, se va a pensionar con apenas el 42 por ciento de lo que percibe. Ello va a significar que tales funcionarios, muchos de los cuales se hallan a cargo de labores de rescate o de seguridad, tendrán que continuar trabajando después de los 65 años. No van a poder retirarse a esa edad, como corresponde, porque sencillamente la pensión no les va a alcanzar para cubrir sus gastos de vida. Y no sé si alguien cree que una persona de 75 u 80 años está capacitada para cumplir funciones de seguridad, como cuando un avión aterriza con problemas y se debe concurrir a socorrer a los pasajeros.



Esto es muy grave, señor Presidente.



Por lo tanto, solicito que se oficie al señor Subsecretario de Aviación con el fin de que confirme o desmienta la información que recibí y, para que, de ser cierta, señale cuándo y cómo se va a corregir la situación descrita y qué va a ocurrir con las cotizaciones no enteradas hasta este momento.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

PROCEDENCIA DE DONACIÓN EFECTUADA 

POR CODELCO A TELETÓN. OFICIO



En segundo lugar, solicito que se oficie en mi nombre a la Contraloría General de la República con el objeto de que se pronuncie sobre si procede o no que CODELCO done un millón de dólares a la Teletón. Porque no tengo claro si la donación que la empresa hizo a esa obra benéfica proviene de aportes efectuados por los trabajadores -caso en el cual no habría ningún problema- o de fondos pertenecientes a la entidad misma. Si la hipótesis fuera esta última, me gustaría saber si ello se encuentra dentro de los fines de la Corporación del Cobre, qué requisitos se requieren para efectuar ese tipo de donaciones y, si se han hecho otras a entidades distintas, quién las ha autorizado, cómo se ha procedido, cuántas se han realizado, etcétera.



Me parece que una campaña tan maravillosa como la Teletón tiene sentido cuando uno realmente es solidario, cuando uno mete la mano a su propio bolsillo. Pero me llama la atención que se haga solidaridad con una empresa pública. No sé si eso está dentro de lo normal, de lo corriente, de lo aceptable. Y por eso quiero pedir, en primer lugar, que se informe si la donación fue realizada realmente por los trabajadores de la empresa o por esta como tal, y, en caso de ser efectivo esto último, que la Contraloría se pronuncie sobre si ello procede o no.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el turno del Comité Mixto, tiene la palabra el Senador señor Gómez.

SOLUCIÓN HABITACIONAL PARA TOTALIDAD DE DAMNIFICADOS POR RECIENTE SISMO EN SEGUNDA REGIÓN E INCORPORACIÓN DE

VÍAS ALUVIONALES EN PLAN DE RECONSTRUCCIÓN. OFICIOS 
El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, hace unos días todo el país se vio conmovido por lo sucedido en Tocopilla, Segunda Región. María Elena, Sierra Gorda, Baquedano, Mejillones, Quillahua también fueron afectadas por el terremoto, que fue bastante fuerte y produjo, finalmente, la destrucción de parte importante de Tocopilla y María Elena.



Hemos recibido en la zona visitas de Ministros y Subsecretarios de distintas carteras, quienes han llevado buenas nuevas y planteado una serie de ofertas. 



Pero mi preocupación radica en el hecho de que se me ha señalado -por correo, pues no he tenido ninguna información de parte de la señora Ministra de Vivienda- que se ha comprometido la solución para todas las familias de Tocopilla que quedaron sin vivienda a causa del terremoto.



El catastro del MINVU arroja un 43 por ciento de viviendas inutilizables y un 45,9 por ciento con algún tipo de daño. Se estima en 3 mil 700 las viviendas por construir, sumando propietarios y allegados, y en 3 mil 200 las por reparar. Se ha indicado que la reconstrucción de viviendas y espacios públicos costará 50 mil millones de pesos, que el Ministerio eliminará los requisitos de ahorro previo y ficha CAS para permitir que todas las familias catastradas accedan a subsidios, y que en 30 días constructoras levantarán las primeras casas piloto.



Todo esto, señor Presidente, resulta bien complejo, porque Tocopilla presenta diversas dificultades. En primer lugar, es la ciudad más contaminada del país. Y, en segundo término, se encuentra en un lugar donde pueden producirse aluviones. Esto lo he hecho presente en varias oportunidades, mediante oficio, al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de comprometerlo a construir vías aluvionales tanto en Taltal como en Tocopilla.



El problema es que en ninguna de las propuestas de la señora Ministra se ha considerado esa situación. Es posible que se reconstruya Tocopilla de la manera planteada y que después se produzca un aluvión en la cordillera, por el invierno boliviano y otros hechos naturales. Según el proyecto presentado, se construirán casas Georgian. No sé de adónde habrán sacado esto, pues hay que conocer la zona para saber qué tipo de edificación se necesita.



Por eso, resulta indispensable que el Ministerio considere también la implementación de vías aluvionales para evitar que se produzca una catástrofe tanto en Tocopilla como en Taltal. El costo, en la época en que se efectuó el estudio -se ofició al señor Ministro de Transportes, quien respondió que la materia se estaba revisando-, era de 11 mil 400 millones de pesos para cada una de las comunas.



Si lo anterior no se lleva a cabo, señor Presidente, se generará una responsabilidad civil e, incluso, criminal, porque todo el mundo sabe que se trata de una situación que es necesario resolver.



Por lo tanto, cuando una ciudad ha sido destruida por los efectos de un terremoto y se lleva a cabo un plan de reconstrucción, se debe contar con todos los elementos para que este sea positivo y pueda desarrollarse de verdad.



En este caso -me he enterado por correo, pues no he recibido ninguna comunicación oficial de la señora Ministra-, entiendo que no se han contemplado vías aluvionales, cuestión que resulta indispensable solucionar antes de realizar cualquier plan de desarrollo, a fin de estar en condiciones de enfrentar en algún momento un hecho tan grave como un aluvión, por la caída de material desde la cordillera hacia las ciudades, lo cual ya ha ocurrido en otras ocasiones.



Por otra parte, estimo imprescindible que el Gobierno se preocupe también de resolver el problema de todas las viviendas de Tocopilla. Y aquí no se trata de ser populista ni de decir cosas para la galería, sino de hacer presente que todas las personas, tanto de recursos medios como de escasos recursos, sufrieron los mismos daños y vieron destruidas por igual sus casas.



He entrado a muchas viviendas de Tocopilla. Algunas son de muy buen material y otras no, pero no pueden hacerse diferencias tan grandes, donde se favorezca a unos y respecto de los otros se quede de "ver" si se les entrega un subsidio de alguna naturaleza.



En mi opinión, el Gobierno debiera establecer el criterio claro de que en Tocopilla existe la necesidad de reconstruir la ciudad. Y los dineros deben colocarse a disposición. Porque el terremoto también afectó a quienes tienen recursos, pero que no poseen grandes fortunas. Se trata de personas de clase media que con esfuerzo y a lo largo de toda una vida lograron construir su casa, arreglarla, hacer algunas ampliaciones y que hoy la han perdido. Y en el proyecto presentado no veo ninguna respuesta para ellas. O, si la hay, será a través de un subsidio, que puede ser de costo mayor para quienes por años hicieron un tremendo esfuerzo para construir su casa.



Creo que el Estado tiene que hacerse cargo de que el terremoto fue un hecho de la naturaleza y, por lo tanto, debe apoyar a esas familias, sean de recursos medios o escasos, lo cual no se halla reflejado en el plan que se ha dado a conocer.



La situación que se está viviendo en Tocopilla es muy compleja. He recibido una comunicación en el sentido de que se están realizando protestas, manifestaciones. Porque, efectivamente, cuando uno constata que se está planificando construir mediaguas de 18 metros cuadrados (seis por tres), pegadas unas a otras y donde tendrán que vivir familias con 9 niños cada una, y que se prevé un baño químico y una ducha para 80 grupos familiares, la verdad es que se encuentra con un panorama que resulta impresentable, inhumano.



Por ello, debiera haber una mirada distinta en la manera como se está planteando la reconstrucción de la zona, que no puede ser la de quienes van de Santiago a la Región. Hay que respetar a quienes viven allá, hay que preguntarles. Existen lugares como para levantar una ciudad llamémosla “satélite” mientras se reconstruye Tocopilla. ¿Para qué? Para que los afectados, los niños principalmente, puedan vivir con dignidad, con los baños y duchas suficientes. Porque en las casas que se han planteado aquello resulta imposible.



Por eso, señor Presidente, me he referido muchas veces en la Sala a esta situación. 



Y solicito que se haga llegar mi intervención a la señora Ministra de la Vivienda y Urbanismo y al señor Ministro de Obras Públicas, pues creo indispensable que ellos comprendan lo que significa el no contar con vías aluvionales, lo cual ha tenido efectos catastróficos tanto en Taltal como en Tocopilla.



Hay que preocuparse mucho más de realizar bien el trabajo para la reconstrucción de Tocopilla. En ese sentido, resulta imprescindible que el Gobierno haga uso del 2 por ciento constitucional -lo hemos señalado en innumerables oportunidades-, porque ello permitiría contar con recursos para llevar a cabo los cambios y las inversiones en beneficio de las personas que viven en una difícil zona nortina. La ciudad está muy contaminada y requiere una preocupación especial y la entrega de los medios adecuados para levantarla de nuevo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:56.

Manuel Ocaña Vergara,










Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE RECONOCE A PUEBLOS INDÍGENAS DE CHILE

(5522-07)

Honorable Senado:


Dando cumplimiento al compromiso asumido por el Gobierno que presido y en uso de mis facultades constitucionales, someto a esa H. Corporación el siguiente proyecto de Reforma Constitucional, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile.

ANTECEDENTES.

Durante mucho tiempo se ha debatido en el Congreso, y en nuestra sociedad, el reconocimiento en nuestra Carta Fundamental de los pueblos originarios de Chile. Por mucho más tiempo, ha sido una necesidad y una demanda de más de setecientos mil chilenos que desean verse aceptados y respetados por la norma fundamental de la República a la que pertenecen. 

El reconocimiento constitucional ha sido uno de los compromisos fundamentales que adquirimos en el acuerdo de Nueva Imperial de 1989 y que hemos renovado año tras año. Hasta ahora no hemos tenido éxito. Hemos enviado numerosos proyectos de reforma e indicaciones en este sentido, las que hasta ahora han sido rechazadas por quienes no aceptan la utilización del concepto "Pueblos Indígenas".

El Estado, a nuestro juicio, debe reconocer la existencia de los pueblos indígenas, negada por siglos, y comprometerse a promover su desarrollo y el respeto de sus tierras. Con ello, nadie pone en duda la unidad de la Nación chilena, de la cual los pueblos indígenas son parte constitutiva e indisoluble.

El reconocimiento constitucional es una aspiración que tiene más de 16 años de discusión en el Congreso. Es un anhelo del mundo indígena de verse reconocidos y protegidos  jurídicamente por la máxima expresión de la normativa del Estado. 

FUNDAMENTOS DE LA PROPUESTA.

Los fundamentos de esta propuesta son los siguientes:

Demanda de los pueblos indígenas.

En el pasado We Tripantu de 2006, o año nuevo indígena, se hizo un llamado a todas las organizaciones, dirigentes, comunidades, mujeres y hombres indígenas de este país para participar de un gran proceso de dialogo en torno a los intereses y propuestas de los Pueblos Originarios de Chile. 

Este proceso se denominó Debate Nacional de los Pueblos Indígenas, y participaron más de doscientas organizaciones indígenas pertenecientes a los nueve pueblos originarios de Chile. En sus conclusiones, el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas fue uno de los temas exigidos, abarcando desde su inmediata exigencia hasta la necesidad de consensuar una indicación que contenga los elementos centrales requeridos para satisfacer los años de espera. 

Del estudio de estas propuestas, así como de las discusiones legislativas efectuadas durante estos años, se concluye que el elemento común es la falta de acuerdos en torno a sus alcances, contenidos y texto. Esta ha sido una larga discusión, con encuentros y desencuentros, marcada por las diferentes formulas jurídicas que permitieran llegar a un consenso político. Esto no ha sido posible en dieciséis años.

Todos los sectores políticos indígenas y no indígenas coincidimos en la necesidad del reconocimiento constitucional. En atención a ese compromiso compartido, nos parece necesario llegar al Bicentenario de nuestra república con esta meta cumplida. Por ello, confiamos en que la deliberación que se dé en el Congreso Nacional, con la participación de los pueblos indígenas y el concurso de los partidos políticos, derive en una pronta aprobación de este proyecto.

Recomendaciones internacionales.

De no menor importancia son cada una de las recomendaciones de los organismos internacionales frente a este tema.

Numerosas han sido las veces que autoridades han debido dar explicaciones a la comunidad internacional frente a esta omisión de nuestra Carta Fundamental. Nuestra constante búsqueda de homologación de estándares internacionales en el ámbito económico, tecnológico y productivo, no se condice con el retraso en el respeto y protección de las bases de nuestra sociedad. 

El avance en el reconocimiento de derechos de los pueblos indígenas a nivel mundial y especialmente latinoamericano, no ha significado, en caso alguno, el surgimiento de movimientos de secesión, lo que no hace más que reafirmar que las aprehensiones jurídicas y políticas sobre el reconocimiento constitucional de los pueblos no tienen base real. 

Por el contrario, el reconocimiento de las diversas culturas y sus derechos ha permitido su adecuada incorporación y participación en las instituciones públicas y gubernamentales, incluso las primeras magistraturas.  

El avance mundial del reconocimiento de derechos ha dado una muestra más al ser recientemente aprobada la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, cuyo texto es proclamado como el ideal común que debe perseguirse en un espíritu de solidaridad y respeto común.

TEXTO PROPUESTO.

El texto que se presenta para la discusión de esta H. Corporación, reúne los principales elementos discutidos por las organizaciones, y los aportes que hace el derecho comparado.
Reconocimiento constitucionalmente del carácter multicultural de la nación chilena.

El reconocimiento de la diversidad de nuestro país debe comenzar con visibilizar todas nuestras diferencias culturales. Diferencias que comienzan con el pueblo al que pertenecemos y con la circunstancia de nuestra vida. El reconocimiento y respeto de nuestro origen, de nuestras culturas, de nuestras diferencias sociales, culturales y religiosas, no hace más que enriquecernos como sociedad. 

Todos trabajamos por el mejor futuro de este país que nos cobija, todos buscamos su estabilidad política y prosperidad económica. Pero nuestro futuro y presente no puede olvidar su pasado, no podemos saber donde vamos sino sabemos de donde venimos. El camino trazado por esta República deberá llegar a sus doscientos años respetando y valorando a todos sus hijos e hijas sin distinción de razas y culturas. 

De ahí que la reforma proponga, manteniendo la unidad de la nación, reconocer la diversidad cultural de ésta.  

Reconocimiento constitucional a los pueblos indígenas.

En segundo lugar, la reforma reconoce a los pueblos indígenas. 

Dicho reconocimiento, por un lado, constata su existencia de varios siglos. Eso ya lo hizo la Ley Indígena. Por el otro, los asume e integra en la nación chilena. 

En relación al concepto de "pueblos indígenas", éste está definido en el Convenio 169 de la OIT, y ha sido extensamente aplicado e interpretado en el derecho comparado, quedando expresamente establecido que la utilización del término "pueblo" en materia indígena, no debe interpretarse en el sentido que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional.

A su vez el Tribunal Constitucional chileno, al rechazar el requerimiento constitucional contra el Convenio 169, sostuvo que los “pueblos indígenas” deben ser considerados como un conjunto de personas o grupos de personas  de un país que poseen en común características culturales propias, que no se encuentran dotadas de potestades públicas y que tienen y tendrán derecho a participar y a ser consultadas, en materias que les conciernan, con estricta sujeción a la Ley Suprema del respectivo Estado de cuya población forman parte. Ellos no constituyen un ente colectivo autónomo entre los individuos y el Estado.

Es importante precisar, para identificar a los pueblos indígenas beneficiarios del reconocimiento, que este reconocimiento abarca a quienes forman parte del Estado de Chile y habitan el territorio nacional, no importando la época en que se hayan incorporado a la Nación. Así los pueblos indígenas del norte, pasan a ser parte del Estado chileno, después de la Guerra del Pacífico y el pueblo Rapa Nui en 1888. La Ley Indígena ha reconocido a los Pueblos Originarios que habitan Chile: el Pueblos Mapuche, Aymará, Rapa Nui, Atacameño o Likan Antay, Quechua, Colla, Kawashkar,  Yámana o Yagán y Diaguitas.

Reconocimiento de Derechos.

El reconocimiento constitucional a los pueblos y comunidades indígenas debe implicar, como lógica consecuencia, el derecho a conservar, desarrollar y fortalecer su identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales.

La protección constitucional a estos pilares permitirá a los hombres y mujeres que componen los pueblos indígenas de nuestro país, proteger, desarrollar y por sobre todo exigir respeto y defensa, de sus cimientos culturales e instituciones que les hacen ser lo que son. 

Este reconocimiento se hace a los pueblos, las comunidades y personas indígenas. 

El derecho que se les reconoce implica tres acciones por parte del Estado: conservar, desarrollar y fortalecer. “Conservar” es mantener vivo y cuidar en el tiempo; “desarrollar” es hacer crecer, acrecentar; y “fortalecer”, es corroborar y confirmar.

Dichas acciones se extienden a cuatro factores. Desde luego, a su “identidad”, o sea, a aquellos rasgos propios que los caracterizan frente a los demás. Enseguida, a sus ”idiomas”, es decir, a la lengua del pueblo. A continuación, se comprende su “institución”, esto es, sus organizaciones, religión, estructura social. Finalmente, abarca sus “tradiciones”, o sea, sus costumbres sociales y culturales.

Protección a las tierras indígenas y acceso a sus recursos.

Con la Ley Indígena de 1993, el Estado de Chile tomó la decisión de restituir las tierras y aguas que les fueron usurpadas a las personas y comunidades indígenas del país. A la fecha se les han traspasado más de 500 mil hectáreas de tierra y configurado un tipo de derecho de propiedad denominada “tierra 


indígena”, la cual posee elementos y características jurídicas propias.

Entre estas particularidades, está su régimen de protección.  Así, de acuerdo a la actual Ley Indígena, la tierra indígena, por exigirlo el interés nacional, goza de protección legal y no pueden ser enajenadas, embargadas, gravadas, ni adquiridas por prescripción, salvo entre comunidades y personas de un mismo pueblo. Igualmente las tierras indígenas de comunidades no pueden ser arrendadas, dadas en comodato, ni cedidas a terceros en uso, goce o administración.

Junto a lo anterior, y sin modificar el principio del dominio del Estado sobre los bienes nacionales y las riquezas del suelo y del subsuelo, es fundamental que la Constitución chilena vele por la protección de las tierras indígenas, en combinación con proyectos de inversión y el consiguiente desarrollo sostenible del país. 

En tal sentido, este proyecto de reforma constitucional mandata a la ley para que establezca los medios para la protección de las tierras indígenas. 

Sobre la base de los fundamentos señalados, someto a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“ARTÍCULO ÚNICO.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:


1)
Agregase el siguiente inciso cuarto al Art. 3º:



“La nación chilena es multicultural. 



El Estado reconoce la existencia de los pueblos indígenas que habitan su territorio y el derecho de los pueblos, comunidades y personas indígenas a conservar, desarrollar y fortalecer su identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales”.

2)
Agrégase el siguiente nuevo inciso 10º al artículo 19 Nº 24, pasando el actual a ser 11º en el siguiente sentido:



“Con todo, la ley deberá proteger las tierras y derechos de aguas de las personas y comunidades indígenas.”.”.

Dios guarde a V.E.,



(Fdo. ): MICHELLE BACHELET JERIA



Presidenta de la República


CLARISA HARDY RASKOVAN


Ministra de Planificación


JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY


Ministro


Secretario General de la Presidencia
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR AL SEÑOR SEBASTIÁN CLARO EDWARDS COMO INTEGRANTE DEL CONSEJO DEL BANCO CENTRAL

(S 1030-05)

DE
:
PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

A
:
SEÑOR PRESIDENTE DEL H. SENADO
1.
De conformidad con lo preceptuado por el artículo 7º del Artículo Primero de la Ley Nº 18.840, de 10 de octubre de 1989, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, en relación con lo dispuesto por el Nº 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, previo acuerdo del H. Senado, la designación de los Consejeros del Banco Central.

2.
El próximo 6 de diciembre, culmina su período legal Vittorio Corbo Lioi, nombrado en virtud del Decreto Supremo Nº 303, de Hacienda, del 28 de mayo de 2003, fecha a partir de la cual se producirá una vacante en el Consejo del Instituto Emisor.

3.
En mérito de lo anterior, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación para designar Consejero del Banco Central de Chile a don SEBASTIÁN CLARO EDWARDS, RUT 12.456.030-6,  en la vacante que se producirá a contar del 6 de diciembre de 2007, por el período legal de 10 años.

4.
Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA

Presidenta de la República

3

INFORME COMPLEMENTARIO DEL SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UNA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL PARA NIÑOS Y NIÑAS SOCIO-ECONÓMICAMENTE VULNERABLES

(4030-04)

Honorable Senado:





Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de someter a vuestra consideración su segundo informe relativo al proyecto de ley de la referencia, en informe complementario del segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





Cabe consignar que la Sala, acordó, al conocer del segundo informe, enviar esta iniciativa de ley para un informe complementario, respecto las tres nuevas indicaciones que presentó el Ejecutivo. 





Para mantener el orden de las indicaciones formuladas a este proyecto de ley, cabe hacer presente que esta Secretaría ha numerado las nuevas indicaciones presentadas por el Ejecutivo, como indicaciones números 27 bis, 35 bis y 240.





A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Yasna Provoste; la Subsecretaria, señora Pilar Romaguera; el Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo González, y la Abogada de la División Jurídica, señora Misleya Vergara.




Del Ministerio de Hacienda, concurrió: la asesora de la Subsecretaría, señora Tania Hernández; y de la Dirección de Presupuestos, el señor José Espinoza.
- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología se remite a las consignadas en su Segundo Informe, por cuanto no innovó sobre el particular en este informe complementario. Cabe hacer presente que esta materia fue debatida en la Comisión, como consta en la página 5 de este informe. 

- - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:




1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: el artículo 24 permanente.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s: 27 bis y 35 bis.





3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N° 240.





4.- Indicaciones rechazadas: ninguna. 





5.- Indicaciones retiradas: ninguna. 




6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna. 




Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Hacienda, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante esta Comisión para su informe complementario.

- - -
DISCUSIÓN PARTICULAR





A continuación, se efectúa una relación de los artículos y de las indicaciones presentadas, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.





Las dos primeras indicaciones remitidas por la Sala recaen en el artículo 6° del texto del proyecto despachado en segundo informe, y corresponden a las número 27 bis y 35 bis.
ARTÍCULO 6°





De acuerdo al artículo 6º, para que los establecimientos educacionales -a que se refiere el artículo 4º- puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deben cumplir con requisitos que establece en sus letras s), b), c), d) y e).
Letra b)

Indicación N° 27 bis





El texto de la letra b) consignado en el segundo informe, es el siguiente:

“b) Aceptar a todos los alumnos que postulen al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1º hasta 4º año de la educación general básica, dentro de las capacidades autorizadas que tenga el establecimiento.





En el evento de que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente a un proceso de selección público y transparente, en el marco del proyecto educativo institucional a que alude la letra c) siguiente, el que en ningún caso podrá considerar la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita la discriminación arbitraria de éste. En ese caso las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, por sorteo.





Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por prioridad familiar que el alumno postulante tenga hermanos matriculados o sea hijo de un docente o no docente del establecimiento educacional.”.





La indicación número 27 bis, propone sustituir la letra b), por la siguiente:




“b) Aceptar a los alumnos que postulen entre el primer nivel de transición y sexto básico, de acuerdo a procesos de admisión que en ningún caso podrán considerar el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante. Asimismo, en dichos procesos no será requisito la presentación de antecedentes socioeconómicos de la familia del postulante. Además, el establecimiento deberá hacer público en estos procesos su proyecto educativo.”




En discusión, hace uso de la palabra la señora Subsecretaria de Educación, quien explicó que la indicación se enmarca dentro los acuerdos alcanzados entre el Gobierno y la oposición en materia educacional, y que ella tiene por objeto extender la aplicación de la norma hasta el sexto año básico.





El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide confirmó lo expuesto por la señora Subsecretaria de Educación y agregó que la Sala decidió enviar este proyecto de ley a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología para que se pronuncie sobre estas nuevas indicaciones, que recogen parte de los acuerdos alcanzados.





Por su parte, el Honorable Senador señor Núñez pidió al Ejecutivo que explique el sentido y alcance de la segunda oración de esta indicación, ya que estimó ilusorio el establecer que los sostenedores no podrán solicitar antecedentes socioeconómicos a las familias de los postulantes a sus establecimientos, ya que tal información la pueden obtener de fuentes de acceso público, sin necesidad de solicitarla a la familia del postulante.





El Honorable Senador señor Chadwick señaló que tal disposición busca evitar que los sostenedores puedan negar el ingreso a un alumno, teniendo como fundamento la situación socioeconómica de sus familiares, y que, si así lo hace, independientemente de la fuente de su información, el sostenedor estaría cometiendo una discriminación arbitraria.





El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide indicó que los sostenedores que usen los antecedentes socioeconómicos, como fundamento para negar el ingreso de un alumno no podrán acceder a esta subvención preferencial, porque para obtenerla deberán cumplir con las exigencias a que se refiere el artículo 6°, del cual forma parte esta letra.





El Honorable Senador señor Núñez reflexionó en el sentido que esta norma no es simplemente un requisito para impetrar una subvención escolar preferencial, sino que se trata de una norma relativa a los procesos de selección de los alumnos que postulan a los establecimientos educacionales.





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que esta indicación impone la obligación a los sostenedores de no discriminar al momento de decidir sobre la admisión de los alumnos que postulen a su establecimiento, como un presupuesto para que ellos pueden acceder a esta subvención preferencial. Indicó que la norma antes aprobada detallaba todos los criterios que no podía utilizar el sostenedor para negar el ingreso de un postulante y comunicó que, con el acuerdo suscrito con la oposición, se convino en eliminar la referencia a cada uno de estos criterios, ya que los mismos están contenidos en la Constitución Política de la República y en el artículo 11 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. Advirtió que sólo se dejó la constancia de que el sostenedor no puede impedir el ingreso de un postulante basado en los antecedentes académicos del alumnos y en la situación socioeconómica de sus familiares.





Además, señaló que esta indicación extiende el cumplimiento de estos requisitos hasta el sexto año básico, y exige que los sostenedores hagan público los criterios de selección que utilizarán en sus proyectos educativos.





- Sometida a votación, la indicación número 27 bis fue aprobaba, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.
- - -




A continuación, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación hizo presente su opinión en el sentido que letra b) del artículo 6° es una norma de carácter ordinaria, ya que se trata únicamente de un requisito para que los sostenedores puedan impetrar esta subvención, y que no requiere ser aprobada con el rango de norma de carácter orgánico constitucional.





Agregó que todas las normas relativas a subvenciones escolares son de carácter ordinario, según lo dispone el fallo del Tribunal Constitucional Rol N° 771-07-INA a propósito del requerimiento de constitucionalidad que se formuló respecto del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos  Educacionales y otros cuerpos legales (Boletín N° 3.953-04).





Sobre el particular, el Honorable Senador señor Chadwick afirmó que esta norma es de carácter orgánico constitucional, por cuanto modifica una materia regulada en el artículo 11 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, que se refiere a los procesos de selección de los alumnos al momento de postular a un establecimiento educacional, y advirtió que para establecer el carácter orgánico constitucional de una norma debe considerarse la materia que regula y no la ley en que está contenida dicha disposición.





Finalmente, el Presidente de la Comisión, en atención a las observaciones planteadas, informó que remitiría un oficio a Su Excelencia el señor Presidente del Senado, a fin que analice la norma y se pronuncie sobre el quórum necesario para su aprobación.

- - -

Letra d)

Indicación N° 35 bis





El texto propuesto en el segundo informe señala:




“d) Retener en el establecimiento a los alumnos prioritarios con bajo rendimiento académico e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar su rendimiento escolar, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas.”.




La indicación número 35 bis propone sustituir la letra d) por la siguiente:





“d) Retener en el establecimiento a los alumnos, entre primer nivel de transición y sexto básico, sin que el rendimiento escolar sea obstáculo para la renovación de su matrícula. Los alumnos tendrán derecho a repetir de curso en un mismo establecimiento a lo menos en una oportunidad en cada nivel de enseñanza, sin que por esa causal les sea cancelada o no renovada su matrícula.”.




Ofrecida la palabra hace uso de ella la señora Ministra de Educación, quién expresó que la indicación es otra norma vinculada al acuerdo suscrito entre el Gobierno y la oposición, y que dice relación con la obligación de los sostenedores de retener a los alumnos desde el primer nivel de transición y sexto año básico con independencia de su rendimiento académico, y que la norma contenida en la indicación incorpora una oración final para señalar explícitamente que los alumnos tendrán derecho a repetir de curso en un mismo establecimiento, al menos en una oportunidad en cada nivel de enseñanza.





El Honorable Senador señor Núñez expresó que la norma, que se propone sustituir, además contenía la obligación de impulsar una ayuda técnico pedagógica para los alumnos de bajo rendimiento, y planteó la posibilidad de incorporarla en el nuevo texto propuesto para la letra d), en consideración a que tal medida está enfocada directamente en el propósito de mejorar la calidad de la educación.





La señora Ministra de Educación insistió que el objetivo de esta indicación es explicitar que los sostenedores no pueden expulsar a los alumnos repitentes, y opinó que tal disposición no es obstáculo para que los sostenedores desarrollen planes de asistencia técnico-pedagógica especial para los alumnos repitentes.





El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide concordó en la conveniencia de mantener una expresa mención a la asistencia técnico-pedagógica, y concordó con la propuesta del Honorable Senador señor Núñez en el sentido.





Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick hizo presente su opinión en el sentido de resultar más pertinente el considerar tal obligación de los sostenedores, de brindar apoyo técnico-pedagógico a los alumnos repitentes, en la parte final de la letra e) del artículo 6°.





- Por las razones antes expuestas, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, aprobó la indicación número 35 bis sin enmiendas, y acordó agregar en la letra e) del artículo 6° como frase final, la siguiente:





“e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar el rendimiento escolar de los alumnos con bajo rendimiento académico”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
Indicación N° 240





La tercera de las indicaciones del Ejecutivo, nuevas, es la indicación número 240, mediante la cual se propone agregar como artículo undécimo transitorio, nuevo, el siguiente:





“Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir convenios no podrá ejercerse después de tres años desde la entrada en vigencia de la presente ley y, en todo caso, hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad.”.




Ofrecida la palabra, la señora Ministra de Educación señaló que esta indicación establece un plazo de tres años para que el Ministerio de Educación suscriba los Convenios de Igualdad de Oportunidades y de Excelencia Educativa, vencido el cual estos Convenios deberán ser suscritos y supervisados por la Agencia Aseguradora de la Calidad de la Educación y por la Superintendencia de Educación. Explicó que la idea de fondo es establecer un sistema de “accountability” total del sistema educativo.





El Honorable Senador señor Núñez manifestó su apoyó a la presente indicación, pero reparó en los términos en que ha sido redactada, y consideró inconveniente que las normas sean expresadas en términos negativos, sugiriendo reemplazar la frase “no podrá ejercerse después” por “ sólo podrá ejercerse en el término”.





El Honorable Senador señor Chadwick coincidió en la conveniencia de mejorar la redacción de la norma propuesta, aunque estimó más pertinente estudiar la propuesta del Honorable Senador señor Núñez y, en caso de aprobarla, proponer una redacción alternativa a la Sala de esta Corporación.





Por su parte, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, sugirió agregar a continuación de la palabra “convenios” la expresión “de la presente ley”, a objeto de precisar el ámbito de aplicación de esta norma.





El Honorable Senador señor Chadwick manifestó su acuerdo con esta última propuesta.




- Sometida a votación la indicación, modificada en la forma antes expuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadores señores Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

- - -
MODIFICACIONES 





En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene a honra proponeros en este informe complementario las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO 6°





-- Reemplaza su letra b), por la siguiente:





“b) Aceptar a los alumnos que postulen entre el primer nivel de transición y sexto básico, de acuerdo a procesos de admisión que en ningún caso podrán considerar el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante. Asimismo, en dichos procesos no será requisito la presentación de antecedentes socioeconómicos de la familia del postulante. Además, el establecimiento deberá hacer público en estos procesos su proyecto educativo.”.





(Unanimidad 3x0. Indicación número 27 bis)

Letra d)





-- Sustituir su letra d) por la siguiente:





“d) Retener en el establecimiento a los alumnos, entre primer nivel de transición y sexto básico, sin que el rendimiento escolar sea obstáculo para la renovación de su matrícula. Los alumnos tendrán derecho a repetir de curso en un mismo establecimiento a lo menos en una oportunidad en cada nivel de enseñanza, sin que por esa causal les sea cancelada o no renovada su matrícula.”.





(Unanimidad 3x0. Indicación número 35 bis)





-- En su letra e) agregar, como oración final, la siguiente:

“e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar el rendimiento escolar de los alumnos con bajo rendimiento académico”.
(Unanimidad 3x0. Artículo 121 inciso final del Reglamento del Senado)

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 




-- Incorporar como artículo undécimo transitorio, nuevo, el siguiente:





“Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir convenios de la presente ley no podrá ejercerse después de tres años de su entrada en vigencia y, en todo caso, hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad.”.
(Unanimidad 3x0. Indicación número 240 
y artículo 121 inciso final del Reglamento del Senado)





Cabe hacer presente que las modificaciones propuestas en segundo informe de vuestra Comisión se presentan en negrillas, en negrillas y cursiva las incorporadas en el informe de la Comisión de Hacienda, y subrayadas las de este informe complementario, para facilitar su identificación.

- - -
En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que da como sigue:

PROYECTO DE LEY

““LEY DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

TÍTULO I

RÉGIMEN DE LA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

Párrafo 1°

Subvención Preferencial


Artículo 1º.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, destinada al mejoramiento de la calidad de la educación de los establecimientos educacionales subvencionados, que se impetrará por los alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición de la educación parvularia y educación general básica.


Artículo 2°.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.


La calidad de alumno prioritario será determinada anualmente por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:


a) Los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.

b) Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando sean caracterizados dentro del tercio más vulnerable de las familias que cuenten con caracterización socioeconómica de su hogar según el instrumento de caracterización vigente.



c) Los alumnos de familias no comprendidas en las letras anteriores y que no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente,  tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.


d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará, en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, y la condición de ruralidad de su hogar y el grado de pobreza de la comuna donde resida el referido alumno, en la forma que establezca el reglamento.


Las familias de alumnos identificados como prioritarios según los criterios señalados en la letra c) o d) anteriores, deberán contar con la caracterización socioeconómica de su hogar, según el instrumento vigente, en el plazo de un año desde la determinación de su calidad de alumno prioritario. Transcurrido dicho plazo, el alumno cuya familia no cuente con la caracterización señalada perderá su calidad de alumno prioritario a partir del año escolar siguiente.

La determinación de la calidad de alumno prioritario, así como la pérdida de la misma, será informada anualmente por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno y al sostenedor del establecimiento en que éste se encuentre matriculado.

Artículo 3º.- La pérdida de los requisitos establecidos en el artículo 2° hará cesar el derecho a la subvención preferencial que trata esta ley, de acuerdo a la forma que determine el reglamento. 


Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención escolar preferencial los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en adelante “Ley de Subvenciones”, que impartan enseñanza regular diurna, cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º. Esta subvención se pagará por los alumnos prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15. 


Artículo 5º.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, la subvención escolar preferencial y la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis de la presente ley se regirán por las normas de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones. La pérdida de los requisitos para percibir las subvenciones de dicha ley, y la privación o suspensión del pago de la misma, tendrán como efecto la suspensión o privación, según sea el caso, de la subvención preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios  y de los aportes regulados en esta ley.


Artículo 6º.- Para que los sostenedores de establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deberán cumplir con los siguientes requisitos y obligaciones:


a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, referido a financiamiento compartido. Estos alumnos no podrán ser objeto de cobro obligatorio alguno que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento,

b) Aceptar a los alumnos que postulen entre el primer nivel de transición y sexto básico, de acuerdo a procesos de admisión que en ningún caso podrán considerar el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante. Asimismo, en dichos procesos no será requisito la presentación de antecedentes socioeconómicos de la familia del postulante. Además, el establecimiento deberá hacer público en estos procesos su proyecto educativo.


c) Informar a los postulantes al establecimiento y a los padres y apoderados sobre el proyecto educativo y su reglamento interno.


Los padres y apoderados de los alumnos postulantes que opten por un establecimiento educacional, deberán aceptar por escrito el proyecto educativo del establecimiento educacional.

d) Retener en el establecimiento a los alumnos, entre primer nivel de transición y sexto básico, sin que el rendimiento escolar sea obstáculo para la renovación de su matrícula. Los alumnos tendrán derecho a repetir de curso en un mismo establecimiento a lo menos en una oportunidad en cada nivel de enseñanza, sin que por esa causal les sea cancelada o no renovada su matrícula.

e) Destinar la subvención y los aportes que contempla esta ley a la implementación de las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo, con especial énfasis en los alumnos prioritarios e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar el rendimiento escolar de los alumnos con bajo rendimiento académico.

Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, cada sostenedor deberá suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período mínimo de cuatro años, que podrá renovarse por períodos iguales.


Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a los siguientes compromisos esenciales:


a) Presentar anualmente al Ministerio de Educación y a la comunidad escolar un informe relativo al uso de los recursos percibidos por concepto de subvención escolar preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley. Dicho informe deberá contemplar la rendición de cuentas respecto de todos los recursos recibidos por concepto de esta ley.


b) Acreditar el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar, del Consejo de Profesores y del Centro General de Padres y Apoderados, el que no requerirá gozar de personalidad jurídica.



c) Acreditar la existencia de horas docentes destinadas a cumplir la función técnico-pedagógica en el establecimiento y asegurar el cumplimiento efectivo de las horas curriculares no lectivas.


d) Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde el primer nivel de transición en la educación parvularia hasta octavo básico en las áreas de gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar o gestión de recursos en la escuela, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.


e) Establecer y cumplir las metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, concordadas con el Ministerio de Educación, en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, de acuerdo a lo establecido en el decreto a que se refiere el artículo 10.


f) Señalar en el convenio el monto de las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciben los sostenedores para los establecimientos educacionales, debiendo actualizar anualmente esta información.


En el caso de los sostenedores municipales, se deberá señalar, además, en el convenio cual ha sido su aporte promedio en los tres años anteriores a la suscripción del mismo.


g) Informar a los padres y apoderados del alumnado del establecimiento sobre la existencia de este convenio, con especial énfasis en las metas fijadas en materia de rendimiento académico.


h) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, dentro de los primeros quince días del año escolar, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares.


i) Contar en su malla curricular con actividades artísticas y/o culturales y deportivas que contribuyan a la formación integral de los alumnos.


En el caso de los establecimientos educacionales municipales, el convenio antes referido pasará a formar parte de los compromisos de desempeño a que se refiere el artículo 70 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Los convenios serán siempre públicos.

Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:


1. Acciones en el área de gestión del currículum, tales como fortalecimiento del proyecto educativo; mejoramiento de las prácticas pedagógicas; apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; mejoramiento de los sistemas de evaluación de los alumnos; modificación del tamaño de cursos o contar con profesores ayudantes; apoyos a alumnos rezagados en sus aprendizajes y desarrollo personal; giras y visitas a lugares funcionales al cumplimiento de los objetivos educativos, entre otras.


2. Acciones en el área de liderazgo escolar, tales como fortalecimiento del Consejo de Profesores; participación en el establecimiento de personalidades de la vida cultural y científica y de profesionales o dirigentes de la sociedad local o nacional; proyección de la escuela en la comunidad; fortalecimiento de la formación valórica y cívica de los alumnos, entre otras.


3. Acciones en el área de convivencia escolar, tales como apoyo psicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias; mejoramiento de la convivencia y gestión del clima escolar; fortalecimiento del Consejo Escolar; fortalecimiento de las familias y de los apoderados en el vínculo educativo y afectivo con los alumnos y la escuela; apoyos a los aprendizajes de todos los alumnos, entre otras.


4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios, y establecimiento de sistemas de evaluación de los docentes, esto último en el caso de los establecimientos particulares subvencionados; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.


Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, deberán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.


El Ministerio de Educación entregará orientaciones y apoyo para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y podrá hacer recomendaciones para mejorar dicho Plan. Asimismo, entregará orientaciones para la ejecución de las acciones antes señaladas y realizará su seguimiento y evaluación anualmente, por sí o a través de personas o entidades acreditadas incluidas en el registro del artículo 29.


Artículo 9º.- Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en alguna de las siguientes categorías:


a) Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


b) Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que no hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


c) Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


Los establecimientos educacionales que postulen al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en las categorías de las letras a), b) o c) del inciso precedente, en la oportunidad de que trata el artículo 12. No obstante lo anterior, la clasificación de los establecimientos educacionales será revisada, al menos, cada cuatro años por el Ministerio de Educación.


Los establecimientos educacionales nuevos se considerarán para los efectos de esta ley como establecimientos educacionales emergentes, pudiendo variar su calificación luego de haber rendido la primera evaluación periódica a la que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Artículo 10.- Los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior se establecerán mediante decreto supremo del Ministerio de Educación y deberán ser actualizados a lo menos cada 5 años.


El procedimiento para la determinación y verificación de los resultados educativos, para los efectos de esta ley, será establecido en el reglamento. La calificación de los resultados educativos deberá aplicarse desde el primer año de subvención preferencial y en todos los niveles desde 1º a 8º básico.


Artículo 11.- Con el objeto de permitir la clasificación en las categorías que señala el artículo 9º, de aquellos establecimientos cuya matrícula de 4° y 8º básico, según corresponda, sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, medidos conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación adecuará el mecanismo de evaluación antes referido para las características de estos establecimientos.


Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y brindarles apoyo y supervisión pedagógica especial, acorde con sus necesidades, ya sea otorgada por sí o mediante personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo registradas.

El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, podrá incluir la obligación de funcionar en red, en colaboración con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento. El Ministerio de Educación deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas y con el apoyo del Ministerio.


Artículo 12.- La postulación para ingresar al régimen de subvención escolar preferencial se realizará en el mes de agosto de cada año en la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, para incorporarse a dicho régimen a contar del inicio del año escolar, o del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º, si dicha fecha fuese posterior a la primera fecha.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda, de acuerdo al artículo 9º. Cuando esa clasificación hubiere ocurrido previamente, según lo establece el artículo 66 de la Ley de Subvenciones, ésta será considerada como antecedente para los efectos de la postulación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecido en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.


Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que establezca la clasificación indicada en el artículo 9º, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al postulante, y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de la notificación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse de la misma.


Artículo 14.- La subvención escolar preferencial tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno prioritario, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º:

                 Valor Subvención en USE

	
	Desde 1º nivel de transición de la educación parvularia hasta 4º año de la educación general básica
	5º y 6º 

año básico
	7º y 8º año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,4
	0,93
	0,47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,7
	0,465
	0,235



Artículo 15.- Los sostenedores de establecimientos educacionales clasificados como autónomos o emergentes percibirán mensualmente la subvención escolar preferencial establecida en esta ley. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.


En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de la Ley de Subvenciones, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado.

Durante los tres primeros meses posteriores a la incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el monto de dicha subvención se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes a cada pago. Si éstos correspondiesen a meses no comprendidos en el año escolar o al primer mes del año referido, para efectos de determinar dicha asistencia media se empleará el procedimiento establecido en el inciso segundo del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación. 



No obstante lo señalado en el inciso anterior, la subvención escolar preferencial de los tres primeros meses posteriores a la incorporación del establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial será reliquidada conjuntamente con el pago de la del mes siguiente utilizando para su cálculo definitivo el promedio de las asistencias medias de los alumnos prioritarios registradas en esos tres meses. Las diferencias de subvención escolar preferencial que se produjeren del ajuste señalado serán pagadas o descontadas sin cargo alguno en el mes del año escolar antes aludido.


El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren los incisos anteriores, será aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.


Artículo 15 bis.- Créase una subvención denominada subvención por concentración de alumnos prioritarios.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), según los tramos que se fijan de acuerdo al porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento:

	Tramos según porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde 1° nivel de transición de educación parvularia hasta 4° año de educación general básica (USE)
	5° y 6° año básico

(USE)
	7° y 8° año básico

(USE)

	60% o más
	0,252
	0,168
	0,084

	Entre 45% y menos de 60%
	0,224
	0,149
	0,075

	Entre 30% y menos de 45%
	0,168
	0,112
	0,056

	Entre 15% y  menos de 30%
	0,098
	0,065
	0,033



Tendrán derecho a la subvención por concentración de alumnos prioritarios los establecimientos que se incorporen y se mantengan en el régimen de educación preferencial, de conformidad a lo establecido en el artículo 7º de la presente ley.


Los sostenedores de los establecimientos señalados en el inciso anterior podrán impetrar la subvención por concentración de alumnos prioritarios por todos los alumnos que estén cursando el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y de educación general básica del establecimiento.


El monto mensual de esta subvención, para cada establecimiento educacional, se determinará multiplicando el valor que corresponda según los tramos que se señalan en el inciso segundo del presente artículo por la asistencia media promedio de los alumnos de primer y segundo nivel de transición de parvularia y de educación general básica durante los tres meses precedentes al pago, siéndoles aplicable en los casos que corresponda las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del presente artículo, el Ministerio de Educación considerará el promedio de la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación al promedio de la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas  registradas en el establecimiento de marzo a diciembre del año inmediatamente anterior.


Artículo 16.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención recibirán supervisión y apoyo permanentes del Ministerio de Educación para su desempeño en los aspectos pedagógicos, el que verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.


Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.

Párrafo 2°

Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 17.- En los establecimientos autónomos se evaluará el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4° y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


La evaluación de estos establecimientos, según los logros académicos antes referidos, se realizará por el Ministerio de Educación al menos cada 4 años.


Si el resultado de esa evaluación, en lo referido a los logros académicos, indica que han cumplido con las obligaciones del inciso primero, mantendrán la categoría de Autónomos. En caso contrario, dichos establecimientos pasarán a la categoría de Emergentes o de Establecimientos en Recuperación a que se refiere el párrafo 4° de este Título.

Párrafo 3°

Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 18.- El sostenedor del establecimiento educacional clasificado como emergente deberá cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º y asumir los compromisos adicionales que a continuación se indican, los que, una vez suscritos, quedarán incorporados al Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa:


1. Elaborar durante el primer año un Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes que profundice el Plan presentado de acuerdo al artículo 8º, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación, para ser ejecutado en un plazo máximo de 4 años.


Este Plan deberá contener al menos:


a) Un diagnóstico de la situación inicial del establecimiento comprendiendo una evaluación respecto de los recursos humanos, técnicos y materiales con que cuenta el establecimiento.


b) Un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el transcurso de la ejecución del Plan. En todo caso, al cumplirse el plazo de ejecución del Plan, el establecimiento educacional deberá lograr los estándares nacionales.


2. Coordinar y articular acciones con las instituciones y redes de servicios sociales competentes para detectar, derivar y tratar problemas psicológicos, sociales y necesidades educativas especiales de los alumnos prioritarios.


3. Establecer actividades docentes complementarias a los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos prioritarios, para mejorar su rendimiento escolar.


Artículo 19.- Sin perjuicio de la subvención a que se refiere la letra B del artículo 14, los establecimientos clasificados como emergentes tendrán derecho a percibir un aporte de recursos adicional para contribuir al financiamiento del diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refiere el artículo anterior.

Para la implementación del Plan a que se refiere el inciso anterior, los establecimientos allí señalados podrán utilizar los recursos adicionales para contratar servicios de apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica al respecto, la que en todo caso deberá estar incluida en el registro indicado en el artículo 29.


La suma anual de los recursos que reciban los establecimientos emergentes por la aplicación de la letra B del artículo 14 y el aporte adicional a que se refiere este artículo, será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento si éste estuviera en la categoría de Autónomo, por los niveles que se especifican en el inciso siguiente.


Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.


No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan aprobado por el Ministerio de Educación, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere el inciso anterior, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 18, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que comiencen a ejecutar el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose este saldo con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.


A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.


De la resolución a que se refiere el inciso anterior podrá apelarse dentro de los quince días hábiles siguientes a su emisión, ante el Subsecretario de Educación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse sobre la apelación.


El reglamento a que alude el artículo 3° establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto en pesos del aporte adicional y de las proporciones de dicho aporte a que se refieren los incisos cuarto y quinto.


Artículo 20.- El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos emergentes que desarrollan su Plan de Mejoramiento Educativo.


Asimismo, el Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente, debiendo entregar su informe al sostenedor y Director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar.

Artículo 21.- Si las evaluaciones a las que se refiere el artículo anterior indican que un establecimiento educacional emergente ha logrado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10 de la presente ley, adquirirá automáticamente dicha categoría.


Para estos efectos el sostenedor  enviará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los logros mencionados, quién los corroborará y dictará una resolución para adecuar su nueva clasificación, dentro de los 15 días siguientes contados desde la recepción de la solicitud del sostenedor. Esta resolución podrá ser apelada dentro del mismo plazo, ante el Subsecretario de Educación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo al que se refiere el inciso anterior, el establecimiento se entenderá clasificado como establecimiento educacional autónomo a partir del año escolar siguiente. El convenio se renovará automáticamente por un nuevo período de 4 años, con las adecuaciones pertinentes a la nueva  clasificación.

Párrafo 4°

Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 22.- El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación, clasificará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos. Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes el no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas de acuerdo a lo señalado en el artículo 10.


También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 18. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan aprobado, no lo apliquen, situación que será verificada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20.


La clasificación de un establecimiento en la categoría en Recuperación podrá ser efectuada a partir del segundo semestre del primer año de suscrito el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


El establecimiento que sea clasificado en la categoría en Recuperación mantendrá dicha clasificación y estará sujeto a las obligaciones que esta ley impone a dichos establecimientos por cuatro años contados desde el año escolar siguiente a aquél en que fue clasificado en tal categoría.

Artículo 23.- El establecimiento educacional que, habiendo sido clasificado como autónomo o emergente, sea posteriormente clasificado en la categoría en recuperación, dejará de percibir la subvención preferencial a que se refiere el artículo 14, a partir del inicio del año escolar siguiente. No obstante, recibirá el aporte extraordinario a que se refiere el artículo 26, a contar de dicho año.

La resolución que clasifique al establecimiento en la categoría en recuperación será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de su notificación.


Artículo 24.- Las escuelas que sean clasificadas en Recuperación, en relación con lo establecido en el artículo 22, y que hayan apelado de ello de conformidad al artículo 23, serán evaluadas por un panel de expertos con el objetivo de emitir un informe respecto de dicha clasificación, el cual deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Este panel tomará en cuenta los antecedentes de las escuelas evaluadas y otros relevantes a juicio del panel.


Este panel estará conformado por tres expertos, designados uno por el Ministerio de Educación, otro por el sostenedor del establecimiento y otro por una persona o entidad evaluadora externa de aquellas a que se refiere el artículo 29.


Artículo 25.- Los sostenedores de los establecimientos educacionales en Recuperación deberán cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º. Además, tendrán las siguientes obligaciones:


1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en un plazo máximo de cuatro años a partir del año escolar siguiente al de la resolución del artículo anterior, mejorando el rendimiento académico de los alumnos prioritarios.


2) Cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 29, elegida por el sostenedor. 


Dicho plan surgirá de un Informe de Evaluación de la Calidad Educativa del establecimiento, propuesto por la persona o entidad externa antes referida.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas, y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 22.

3) Aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan.


En caso de proponerse la reestructuración del equipo de docentes directivos, técnico-pedagógicos o de aula, a fin de superar las deficiencias detectadas por el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa en el personal del establecimiento educacional, el sostenedor deberá aplicar alguna o algunas de las siguientes medidas, sin que ninguna de ellas pueda considerarse como menoscabo para los docentes:


a) Redestinación de tareas y/o funciones.


b) Destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor.


c) Desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, pudiendo recurrirse para ello a la totalidad o parte de la jornada laboral contratada. 


Artículo 26.- Para diseñar y llevar a cabo las actividades señaladas en el artículo anterior, el Ministerio de Educación dispondrá de un aporte económico extraordinario para los sostenedores de los establecimientos educacionales declarados en Recuperación a que se refiere el artículo 22.


La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14, por el promedio de los alumnos prioritarios matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.


Estos recursos deberán ser aplicados a medidas de mejoramiento contenidas en el Plan mencionado en el artículo anterior. La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.


Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; será objeto de un convenio y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan aprobado.


En todo caso, un alumno prioritario que se traslade durante el año escolar de un establecimiento en Recuperación a cualquier otro, no dará derecho a impetrar la subvención escolar preferencial ni los aportes de los artículos 19 y 26 al nuevo establecimiento, durante ese año.


El reglamento a que alude el artículo 3º establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas, así como los mecanismos por medio de los cuales los sostenedores podrán conocer la metodología utilizada para estos efectos.


Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la firma del convenio complementario.


Artículo 27.- Si concluido el plazo de cuatro años establecido en el Nº 1 del artículo 25, el establecimiento educacional en Recuperación alcanza los objetivos de los numerales 1, 2 y 3 de dicho artículo será clasificado automáticamente como Emergente o Autónomo, según corresponda. No obstante, los establecimientos educacionales en recuperación podrán solicitar a contar del segundo semestre del segundo año el cambio a la categoría de emergentes, si sus evaluaciones indican que ha logrado los estándares nacionales correspondientes a dicha categoría, renovándose en ese caso el convenio automáticamente por un nuevo período de cuatro años con las adecuaciones pertinentes a la nueva clasificación. Esta clasificación tendrá efecto a partir del año escolar siguiente.


Por otra parte, si el establecimiento en recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, el Ministerio de Educación informará a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados y ofrecerá a las familias del mismo, la posibilidad de buscar otro centro educativo. Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.


En el caso de no lograrse los objetivos señalados en el inciso primero de este artículo en el plazo allí indicado, el Ministerio de Educación podrá revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.


Procederá recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, en el plazo de quince días hábiles contados desde la notificación de la resolución.


En caso que se disponga la revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar la continuidad de la educación de los alumnos del establecimiento educacional cuyo reconocimiento oficial se revoca.

Párrafo 5°

Responsabilidades del Ministerio de Educación


Artículo 28.- La administración del régimen de la subvención escolar preferencial estará a cargo del Ministerio de Educación.


En tal virtud, le corresponderá:


a) Clasificar a los establecimientos educacionales en las categorías del artículo 9º e informar de ello a los establecimientos, a los Consejos Escolares, a los padres y apoderados, a la comunidad escolar y al público en general;


b) Suscribir los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y otros que sean necesarios, y verificar su cumplimiento;


c) Efectuar la supervisión de la ejecución de los Planes de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25, y del cumplimiento del convenio del artículo 7º, informando de ello al sostenedor del establecimiento y a la comunidad escolar que percibe subvención preferencial sobre el grado de avance de dichos planes;


d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial;


e) Realizar una supervisión y dar apoyo pedagógico permanente a los establecimientos clasificados como Emergentes o en Recuperación, lo cual podrá efectuarse en forma directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función;


f) Proponer planes y metodologías de mejoramiento educativo a los sostenedores;


g) Establecer la forma y periodicidad en que los sostenedores de establecimientos educacionales deberán informar al Consejo Escolar y a los padres y apoderados sobre la situación de los establecimientos bajo el régimen de subvención escolar preferencial, especialmente respecto de los compromisos adquiridos y el cumplimiento de los mismos;


h) Formar e integrar el equipo tripartito que se señala en el artículo 25;


i) Aplicar las sanciones referidas en el artículo 34, y


j) Realizar todas las demás acciones necesarias para el cumplimiento y fines de esta ley.


Artículo 29.- El Ministerio de Educación elaborará un Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que podrán ser personas naturales y jurídicas que estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25; para lo indicado en el artículo 19 y para todas las demás funciones señaladas en el artículo 25.


El registro podrá contemplar categorías según las especialidades técnicas de las personas o entidades, pudiendo éstas optar a todas o sólo a algunas de ellas.

El reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros de especialidades que se creen; el procedimiento de selección de las mismas, los mecanismos y organismos responsables de su evaluación y acreditación; el tiempo de duración en el registro y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la calidad técnica y especialidad de dichas entidades. El Ministerio de Educación deberá mantener este registro con información actualizada sobre la asesoría proporcionada a los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial. 


El establecimiento educacional que requiera la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, conforme a lo señalado en el inciso primero, podrá elegir entre las personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que formen parte del registro a que se refiere el citado inciso. 


Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.


Los honorarios de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.


Las personas o entidades registradas que presten asesoría a los establecimientos educacionales Emergentes y en Recuperación, y que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley, podrán ser eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 


Artículo 30.- El Ministerio de Educación entregará regularmente a la Comisión Especial de Presupuestos, informes describiendo las acciones y evaluando los avances en cada uno de los establecimientos educacionales con más de quince por ciento de alumnos prioritarios, y los aportes educativos y de todo tipo que haya efectuado la instancia responsable de dicho Ministerio.

Párrafo 6º

Responsabilidades de la dirección de los establecimientos


Artículo 31.- Los sostenedores de establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos provenientes del sector público y de los gastos. 

Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a enviar al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración estén clasificados como emergentes o en recuperación.


Un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, determinará los contenidos que deberá incluir esta información, así como la periodicidad, plazo y forma de entrega. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.



Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento educacional podrán impartir clases en aula en la medida de que con ello no se perjudique el adecuado desarrollo de sus funciones directivas.
Párrafo 7º

De las Infracciones y Sanciones


Artículo 33.- Son infracciones graves a la presente ley, además de las consignadas en la oración final de la letra c) del inciso segundo y en el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Subvenciones, las siguientes:


1) El incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 6º y de los compromisos esenciales señalados en el artículo 7º;


2) El incumplimiento de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes;

3) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación, y


4) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 31.

Artículo 34.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas conforme a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Subvenciones y mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley.


Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones y aportes de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.


Artículo 35.- En todo lo no previsto en este párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de la Ley de Subvenciones.

TÍTULO II

OTRAS NORMAS


Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación:


1) Sustitúyese, en todas sus disposiciones, la mención “Educación Parvularia (segundo nivel de transición)” por “Educación Parvularia (primer y segundo nivel de transición)”.


2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “ante el Estado” y “la responsabilidad” la expresión “y la comunidad escolar”.


b) Sustitúyese su inciso tercero por los siguientes:


“El sostenedor o su representante legal deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Contar, a lo menos, con título profesional de al menos 8 semestres o ser profesional de la educación.


b) No estar inhabilitado para ser sostenedor por haber cometido algunas de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 de la presente ley.


c) No haber sido condenado por crimen o simple delito.


Tratándose de una persona jurídica, cada uno de sus socios, representantes legales, gerentes, administradores o directores, deberán cumplir con los requisitos señalados en el inciso anterior.


Además, serán solidariamente responsables ante los padres y apoderados de las obligaciones civiles que se deriven por cobros indebidos realizados por el establecimiento educacional a éstos.”.


3) Agrégase a la letra f) del artículo 6º el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso, podrá tener obligaciones pendientes derivadas de cobros indebidos a padres o apoderados o deudas laborales o previsionales, originadas por la prestación de servicios educacionales realizados con anterioridad, sea que haya sido sostenedor persona natural, o socio, director o miembro de la persona jurídica que detentaba la calidad de sostenedor de la o las administraciones en que nacieron las obligaciones que se encuentran pendientes.”.


4) Agrégase al inciso cuarto del artículo 12, a continuación de la expresión “artículo 11” la frase “y la subvención educacional preferencial por los alumnos prioritarios en caso de que sea procedente”.


5) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la letra d), la siguiente letra e) nueva:


“e) Incumplimiento de la obligación de informar prevista en los artículos 64 y 65;”;


b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la letra h), la siguiente letra i) nueva:


“i) Permanecer dos años a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificado en la categoría de establecimiento con Necesidad de Medidas Especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 66, sin haber aplicado las medidas propuestas por el Ministerio de Educación para superar dicha categoría.”.


6) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:


“Las sanciones consistirán en:


a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.


b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.


En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.


c) Revocación del reconocimiento oficial, y


d) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.


7) Agrégase en el artículo 52 al final de su inciso tercero lo siguiente:


“El Ministerio de Educación llevará un registro público y actualizado de los sostenedores y de los representantes legales, directores, socios o miembros de sostenedores personas jurídicas que hayan sido inhabilitados por aplicación de esta ley.”.


8) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Una vez notificado el sostenedor o su mandatario de la resolución que ordena instruir proceso, el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá, como medida precautoria, ordenar, mediante resolución fundada, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención, atendida la naturaleza y cuantía de la presunta infracción.”.


9)  Agréganse los siguientes artículos 64, 65, 66 y 67:


“Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.


Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.


Los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación necesaria para la mantención de esta base de datos, y en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.


Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse la base de datos, junto con la periodicidad, manera de actualización y la información que ésta deberá contener.


Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 


La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 


La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 


El reglamento determinará la periodicidad, modalidad e información que deberá contener la Ficha Escolar.


Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según las diversas características que establezca el reglamento. Dicha clasificación deberá contemplar una categoría de Establecimientos con Necesidad de Medidas Especiales que incluirá a aquellos que hayan obtenido resultados reiteradamente deficientes en el rendimiento de sus alumnos en función de los estándares nacionales que se establezcan para tal efecto en el decreto a que se refiere el artículo 10 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.


Para determinar la clasificación de los establecimientos se deberán considerar los resultados de aprendizaje de sus alumnos, medidos a través de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para tal efecto. El número de mediciones en las cuales se muestren dichos resultados en ningún caso podrá ser inferior a dos.


Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, se determinarán los criterios y el procedimiento de clasificación de los establecimientos educacionales de que trata este artículo.


Asimismo, dicho decreto supremo establecerá los plazos en que los establecimientos educacionales serán sometidos a evaluaciones sucesivas que permitan reclasificarlos en otra categoría, si fuese procedente.


La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.


De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.


Artículo 67.- En el caso de los Establecimientos Educacionales con Necesidades de Medidas Especiales señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá proponer, anualmente, medidas para que dichos establecimientos superen esa categoría.


Los establecimientos que impartan a lo menos hasta cuarto año de educación general básica que permanezcan más de dos años en esta categoría a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificados, perderán el derecho a impetrar toda subvención, a menos que asuman las obligaciones y adopten las medidas establecidas en el artículo 25 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, caso en el cual tendrán derecho de recibir los apoyos establecidos en el párrafo 4º de la misma ley.”.


Artículo 37.- Modifícase el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en el siguiente sentido:


1) Elimínase, en la letra b), la frase “o incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función”.


2) Introdúcese la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser d), y así sucesivamente:


“c) Por incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia del docente a sus labores en forma reiterada, impuntualidades reiteradas del docente, incumplimiento de sus obligaciones docentes conforme a los planes y programas de estudio que debe impartir, abandono injustificado del aula de clases o delegación de su trabajo profesional en otras personas.”.



Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que representen las subvenciones a que se refiere el artículo 14, la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, el aporte adicional a que se refiere el artículo 19 y el aporte económico extraordinario del artículo 26, se financiará con cargo a los recursos que contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. El mayor gasto que represente esta ley para el Ministerio de Educación, por sobre la subvención y aportes anteriormente señalados, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto de dicho Ministerio.

Artículos Transitorios


Artículo primero.- Mientras no se establezcan los estándares nacionales, de conformidad a lo dispuesto en la letra a) del artículo 9º, los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:


a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento correspondiente.


Además, deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;


b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y


e) Evaluación del cuerpo docente, en el caso del sector municipal.


En el mismo período señalado en el inciso primero, la clasificación a que se refiere el artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de éste y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.


Artículo segundo.- Mientras no se establezcan los estándares nacionales, de conformidad a lo dispuesto en la letra c) del artículo 9º, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:


a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.


b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.


Además deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;

b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y


e) Evaluación del cuerpo docente.


En tanto no se establezcan los estándares nacionales a que se refiere el artículo 10 de esta ley, la clasificación prevista en su artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


El mismo procedimiento se aplicará para clasificar a los establecimientos educacionales con Necesidad de Medidas Especiales señalados en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


En todo caso, el decreto supremo a que alude el artículo 10 deberá ser dictado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo tercero.- No obstante lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios precedentes, durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación o la señalada en el inciso primero del artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


Artículo cuarto.- En el período comprendido entre la entrada en vigencia de esta ley y la aplicación de los mecanismos establecidos en su artículo 11, los establecimientos educacionales referidos en dicho artículo serán considerados, para efectos de la subvención escolar preferencial y del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, como Emergentes. En tanto no se apliquen dichos mecanismos, no podrán cambiar de categoría.


Artículo quinto.- No obstante lo dispuesto en los artículos 1º y 14 de esta ley, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial y de los aportes establecidos en ella, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, regirá a contar del 1º de enero de 2008, desde el primer nivel de transición de la educación parvularia hasta el 4º año de la educación general básica.

Asimismo, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención a que se refiere el artículo 15 bis, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.


Para los efectos de los incisos anteriores se suscribirá un convenio sobre estos recursos.



Artículo sexto.- Durante el primer año de vigencia de esta ley, los establecimientos educacionales podrán postular para ese año al régimen de subvención escolar preferencial, sin que les sea aplicable el plazo del artículo 12. En ese evento la subvención escolar preferencial, los aportes complementarios y la subvención por concentración de alumnos prioritarios previstos en esta ley se pagarán a partir del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación, conforme lo disponga el reglamento, clasificará al establecimiento educacional en la categoría de Autónomo o Emergente, según corresponda.


Con todo, si la Secretaría Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro de los 45 días hábiles siguientes a la presentación de la postulación a que se refiere el inciso primero, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecidos en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.


Artículo séptimo.- A partir de la publicación de la presente ley, se podrán celebrar convenios de acuerdo a lo señalado en el artículo 7º, los cuales regirán a contar del inicio del año escolar 2008.

Artículo octavo.- Durante el primer año de vigencia de esta ley el monto de la subvención escolar preferencial se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes al pago.

Para los efectos de determinar la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, en los meses no comprendidos en el año escolar, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren  los incisos anteriores, será también aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.

Artículo noveno.- Durante el año 2008, para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del artículo 15 bis, el Ministerio de Educación considerará la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación a la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas registradas en el establecimiento el mes inmediatamente anterior a la incorporación del establecimiento al régimen de subvención preferencial, en la forma establecida en el artículo 12.


Artículo décimo.- El reglamento correspondiente a la presente ley deberá ser dictado dentro del plazo de tres meses, contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.

Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir convenios de la presente ley no podrá ejercerse después de tres años de su entrada en vigencia y, en todo caso, hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad.”.

-.-.-





Acordado en sesión celebrada el día 19 de noviembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Andrés Chadwick Piñera y Ricardo Núñez Muñoz.





Sala de la Comisión, a 20 de noviembre de 2007.

(Fdo.): JUAN PABLO DURÁN GONZÁLEZ

Secretario Accidental
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INFORME COMPLEMENTARIO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UNA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL PARA NIÑOS Y NIÑAS SOCIO-ECONÓMICAMENTE VULNERABLES

(4030-04

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de someter a vuestra consideración su informe complementario de su anterior informe relativo al proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





Cabe consignar que la Sala acordó enviar esta iniciativa de ley para un informe complementario de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de Hacienda, respecto las tres nuevas indicaciones que presentó el Ejecutivo. 





Para mantener el orden de las indicaciones formuladas al proyecto de ley, se hace presente que esta Secretaría se ha ajustado a la numeración otorgada por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología a las nuevas indicaciones presentadas por el Ejecutivo, correspondientes a los números 27 bis, 35 bis y 240.





A la sesión en que vuestra Comisión de Hacienda estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Educación, el Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo González, y el Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación, señor Pedro Montt.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Vuestra Comisión de Hacienda se remite a lo consignado, al efecto, por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su Segundo Informe, por cuanto no innovó sobre el particular en este informe complementario. 

- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: el artículo 24 permanente.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s: 27 bis y 35 bis.





3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N° 240.





4.- Indicaciones rechazadas: ninguna. 





5.- Indicaciones retiradas: ninguna. 




6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna. 





Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante esta Comisión para su informe complementario.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR





A continuación, se efectúa una relación de los artículos y de las indicaciones presentadas, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 6°





De acuerdo al artículo 6º, para que los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deben cumplir con los requisitos que establece en sus letras a), b), c), d) y e).

Letra b)





“b) Aceptar a todos los alumnos que postulen al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1º hasta 4º año de la educación general básica, dentro de las capacidades autorizadas que tenga el establecimiento.





En el evento de que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente a un proceso de selección público y transparente, en el marco del proyecto educativo institucional a que alude la letra c) siguiente, el que en ningún caso podrá considerar la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita la discriminación arbitraria de éste. En ese caso las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, por sorteo.





Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por prioridad familiar que el alumno postulante tenga hermanos matriculados o sea hijo de un docente o no docente del establecimiento educacional.”.





Sobre esta letra recayó la indicación número 27 bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituirla por la siguiente:





“b) Aceptar a los alumnos que postulen entre el primer nivel de transición y sexto básico, de acuerdo a procesos de admisión que en ningún caso podrán considerar el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante. Asimismo, en dichos procesos no será requisito la presentación de antecedentes socioeconómicos de la familia del postulante. Además, el establecimiento deberá hacer público en estos procesos su proyecto educativo.”.





El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación explicó que esta indicación, así como las otras formuladas por el Ejecutivo durante el último plazo abierto al efecto, se enmarcan dentro del Acuerdo por la Calidad de la Educación recientemente suscrito entre el Gobierno, la Concertación de Partidos por la democracia y la Alianza por Chile. 





En particular, la presente indicación precisa que el requisito de aceptación deberá cumplirse respecto de los alumnos que postulen entre el primer nivel de transición y sexto básico, resaltando los aspectos que no podrán ser considerados en este proceso: rendimiento escolar pasado o potencial del postulante y presentación de antecedentes socioeconómicos de la respectiva familia. 





El Honorable Senador señor García consultó si procesos de admisión van a ser regulados por cada establecimiento.

El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación indicó que es la Ley General de Educación la que delimita los aspectos esenciales y el marco al que los establecimientos educacionales deberán ceñirse para llevar a cabo la admisión de sus alumnos. 





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag. 

Letra d)





“d) Retener en el establecimiento a los alumnos prioritarios con bajo rendimiento académico e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar su rendimiento escolar, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas.”.





Sobre esta letra recayó la indicación número 35 bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituirla por la siguiente:





“d) Retener en el establecimiento a los alumnos, entre primer nivel de transición y sexto básico, sin que el rendimiento escolar sea obstáculo para la renovación de su matrícula. Los alumnos tendrán derecho a repetir de curso en un mismo establecimiento a lo menos en una oportunidad en cada nivel de enseñanza, sin que por esa causal les sea cancelada o no renovada su matrícula.”.





El Honorable Senador señor Escalona manifestó su aprehensión respecto de la total procedencia de la expresión “tendrán derecho”, contemplada para los alumnos que repitan de curso en un mismo establecimiento. Sugirió, al efecto, utilizar el vocablo “podrán”.





El Honorable Senador señor Novoa, no obstante coincidir con lo expresado por Su Señoría en cuanto a que la referida expresión no resulta del todo convincente, manifestó su preferencia por conservarla, por ser imperativa y no dar lugar a una interpretación meramente facultativa, como podría ocurrir con la voz “podrán”.





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag.





Enseguida, la Comisión se abocó al conocimiento de una enmienda introducida por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, consistente en agregar una frase a la letra e) del artículo 6º. 
Letra e)





“e) Destinar los aportes que contempla esta ley a la implementación de las medidas comprendidas en el plan de mejoramiento educativo en beneficio de los alumnos prioritarios.”.





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación hizo ver que la frase final agregada por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología a esta letra es, con una enmienda, la misma que se hallaba contenida en la letra d) que la indicación número 35 bis sustituyó.

La Comisión aprobó la letra e) de este artículo, en los mismos términos en que lo efectuó la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag. 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

Fue formulada la indicación número 240, mediante la cual se propone agregar como artículo undécimo transitorio, nuevo, el siguiente:





“Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir convenios no podrá ejercerse después de tres años desde la entrada en vigencia de la presente ley y, en todo caso, hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad.”.

El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación explicó que la subvención preferencial fue un sistema concebido y propuesto cuando aún no se podía vislumbrar el acuerdo nacional para el aseguramiento de la calidad educativa, antes aludido. Ello llevará a que los montos que hoy se entregan por asistencia, en virtud de dicho acuerdo lo serán también por la calidad del establecimiento, cuestión que hace necesario limitar la facultad de suscribir convenios por parte del Ministerio. Y en lo sucesivo, hará preciso prever esta situación en los proyectos de ley de Superintendencia de Educación, Agencia de Calidad y Ley General de Educación, que deberán ser discutidos en el futuro.





El Honorable Senador señor Novoa hizo ver sus reparos a la redacción de esta indicación, pues no resulta del todo claro que lo que se pretende es que el Ministerio pueda seguir suscribiendo convenios por un plazo máximo de tres años, a menos que previamente entre a regir el Sistema de Aseguramiento de la Calidad, caso en el cual  la facultad de suscribir dichos convenios se extinguirá con anterioridad.





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación acotó que el señalado por Su Señoría es, precisamente, el espíritu de la indicación. 





Los Honorables Senadores señores Gazmuri y Sabag coincidieron en la conveniencia de ajustar la redacción de la indicación en análisis.





La indicación fue aprobada, con la redacción que se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag. 

- - -

FINANCIAMIENTO





Vuestra Comisión de Hacienda se remite al Informe Financiero elaborado al efecto por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda con fecha 10 de julio de 2007, que consta en el Informe de la Comisión emitido, en segundo trámite constitucional, con fecha 12 de octubre de 2007. 

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES 



En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene a honra proponeros, en este informe complementario, la aprobación del proyecto de ley aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, con la siguiente modificación:

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 





Incorporar como artículo undécimo transitorio, nuevo, el siguiente:





“Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir los convenios de la presente ley sólo podrá ejercerse hasta el tercer año de su entrada en vigencia, o hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, si ello ocurriere antes de los tres años.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 240).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que da como sigue:

PROYECTO DE LEY

““LEY DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

TÍTULO I

RÉGIMEN DE LA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

Párrafo 1°

Subvención Preferencial


Artículo 1º.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, destinada al mejoramiento de la calidad de la educación de los establecimientos educacionales subvencionados, que se impetrará por los alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición de la educación parvularia y educación general básica.


Artículo 2°.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.


La calidad de alumno prioritario será determinada anualmente por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:


a) Los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.


b) Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando sean caracterizados dentro del tercio más vulnerable de las familias que cuenten con caracterización socioeconómica de su hogar según el instrumento de caracterización vigente.



c) Los alumnos de familias no comprendidas en las letras anteriores y que no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente,  tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.


d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará, en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, y la condición de ruralidad de su hogar y el grado de pobreza de la comuna donde resida el referido alumno, en la forma que establezca el reglamento.


Las familias de alumnos identificados como prioritarios según los criterios señalados en la letra c) o d) anteriores, deberán contar con la caracterización socioeconómica de su hogar, según el instrumento vigente, en el plazo de un año desde la determinación de su calidad de alumno prioritario. Transcurrido dicho plazo, el alumno cuya familia no cuente con la caracterización señalada perderá su calidad de alumno prioritario a partir del año escolar siguiente.

La determinación de la calidad de alumno prioritario, así como la pérdida de la misma, será informada anualmente por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno y al sostenedor del establecimiento en que éste se encuentre matriculado.

Artículo 3º.- La pérdida de los requisitos establecidos en el artículo 2° hará cesar el derecho a la subvención preferencial que trata esta ley, de acuerdo a la forma que determine el reglamento. 


Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención escolar preferencial los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en adelante “Ley de Subvenciones”, que impartan enseñanza regular diurna, cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º. Esta subvención se pagará por los alumnos prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15. 


Artículo 5º.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, la subvención escolar preferencial y la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis de la presente ley se regirán por las normas de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones. La pérdida de los requisitos para percibir las subvenciones de dicha ley, y la privación o suspensión del pago de la misma, tendrán como efecto la suspensión o privación, según sea el caso, de la subvención preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios  y de los aportes regulados en esta ley.


Artículo 6º.- Para que los sostenedores de establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deberán cumplir con los siguientes requisitos y obligaciones:


a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, referido a financiamiento compartido. Estos alumnos no podrán ser objeto de cobro obligatorio alguno que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento,

b) Aceptar a los alumnos que postulen entre el primer nivel de transición y sexto básico, de acuerdo a procesos de admisión que en ningún caso podrán considerar el rendimiento escolar pasado o potencial del postulante. Asimismo, en dichos procesos no será requisito la presentación de antecedentes socioeconómicos de la familia del postulante. Además, el establecimiento deberá hacer público en estos procesos su proyecto educativo.


c) Informar a los postulantes al establecimiento y a los padres y apoderados sobre el proyecto educativo y su reglamento interno.


Los padres y apoderados de los alumnos postulantes que opten por un establecimiento educacional, deberán aceptar por escrito el proyecto educativo del establecimiento educacional.

d) Retener en el establecimiento a los alumnos, entre primer nivel de transición y sexto básico, sin que el rendimiento escolar sea obstáculo para la renovación de su matrícula. Los alumnos tendrán derecho a repetir de curso en un mismo establecimiento a lo menos en una oportunidad en cada nivel de enseñanza, sin que por esa causal les sea cancelada o no renovada su matrícula.

e) Destinar la subvención y los aportes que contempla esta ley a la implementación de las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo, con especial énfasis en los alumnos prioritarios e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar el rendimiento escolar de los alumnos con bajo rendimiento académico.


Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, cada sostenedor deberá suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período mínimo de cuatro años, que podrá renovarse por períodos iguales.


Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a los siguientes compromisos esenciales:


a) Presentar anualmente al Ministerio de Educación y a la comunidad escolar un informe relativo al uso de los recursos percibidos por concepto de subvención escolar preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley. Dicho informe deberá contemplar la rendición de cuentas respecto de todos los recursos recibidos por concepto de esta ley.


b) Acreditar el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar, del Consejo de Profesores y del Centro General de Padres y Apoderados, el que no requerirá gozar de personalidad jurídica.



c) Acreditar la existencia de horas docentes destinadas a cumplir la función técnico-pedagógica en el establecimiento y asegurar el cumplimiento efectivo de las horas curriculares no lectivas.


d) Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde el primer nivel de transición en la educación parvularia hasta octavo básico en las áreas de gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar o gestión de recursos en la escuela, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.


e) Establecer y cumplir las metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, concordadas con el Ministerio de Educación, en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, de acuerdo a lo establecido en el decreto a que se refiere el artículo 10.


f) Señalar en el convenio el monto de las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciben los sostenedores para los establecimientos educacionales, debiendo actualizar anualmente esta información.


En el caso de los sostenedores municipales, se deberá señalar, además, en el convenio cual ha sido su aporte promedio en los tres años anteriores a la suscripción del mismo.


g) Informar a los padres y apoderados del alumnado del establecimiento sobre la existencia de este convenio, con especial énfasis en las metas fijadas en materia de rendimiento académico.


h) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, dentro de los primeros quince días del año escolar, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares.


i) Contar en su malla curricular con actividades artísticas y/o culturales y deportivas que contribuyan a la formación integral de los alumnos.


En el caso de los establecimientos educacionales municipales, el convenio antes referido pasará a formar parte de los compromisos de desempeño a que se refiere el artículo 70 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Los convenios serán siempre públicos.


Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:


1. Acciones en el área de gestión del currículum, tales como fortalecimiento del proyecto educativo; mejoramiento de las prácticas pedagógicas; apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; mejoramiento de los sistemas de evaluación de los alumnos; modificación del tamaño de cursos o contar con profesores ayudantes; apoyos a alumnos rezagados en sus aprendizajes y desarrollo personal; giras y visitas a lugares funcionales al cumplimiento de los objetivos educativos, entre otras.


2. Acciones en el área de liderazgo escolar, tales como fortalecimiento del Consejo de Profesores; participación en el establecimiento de personalidades de la vida cultural y científica y de profesionales o dirigentes de la sociedad local o nacional; proyección de la escuela en la comunidad; fortalecimiento de la formación valórica y cívica de los alumnos, entre otras.


3. Acciones en el área de convivencia escolar, tales como apoyo psicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias; mejoramiento de la convivencia y gestión del clima escolar; fortalecimiento del Consejo Escolar; fortalecimiento de las familias y de los apoderados en el vínculo educativo y afectivo con los alumnos y la escuela; apoyos a los aprendizajes de todos los alumnos, entre otras.


4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios, y establecimiento de sistemas de evaluación de los docentes, esto último en el caso de los establecimientos particulares subvencionados; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.


Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, deberán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.


El Ministerio de Educación entregará orientaciones y apoyo para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y podrá hacer recomendaciones para mejorar dicho Plan. Asimismo, entregará orientaciones para la ejecución de las acciones antes señaladas y realizará su seguimiento y evaluación anualmente, por sí o a través de personas o entidades acreditadas incluidas en el registro del artículo 29.


Artículo 9º.- Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en alguna de las siguientes categorías:


a) Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


b) Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que no hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


c) Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


Los establecimientos educacionales que postulen al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en las categorías de las letras a), b) o c) del inciso precedente, en la oportunidad de que trata el artículo 12. No obstante lo anterior, la clasificación de los establecimientos educacionales será revisada, al menos, cada cuatro años por el Ministerio de Educación.


Los establecimientos educacionales nuevos se considerarán para los efectos de esta ley como establecimientos educacionales emergentes, pudiendo variar su calificación luego de haber rendido la primera evaluación periódica a la que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Artículo 10.- Los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior se establecerán mediante decreto supremo del Ministerio de Educación y deberán ser actualizados a lo menos cada 5 años.


El procedimiento para la determinación y verificación de los resultados educativos, para los efectos de esta ley, será establecido en el reglamento. La calificación de los resultados educativos deberá aplicarse desde el primer año de subvención preferencial y en todos los niveles desde 1º a 8º básico.


Artículo 11.- Con el objeto de permitir la clasificación en las categorías que señala el artículo 9º, de aquellos establecimientos cuya matrícula de 4° y 8º básico, según corresponda, sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, medidos conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación adecuará el mecanismo de evaluación antes referido para las características de estos establecimientos.


Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y brindarles apoyo y supervisión pedagógica especial, acorde con sus necesidades, ya sea otorgada por sí o mediante personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo registradas.

El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, podrá incluir la obligación de funcionar en red, en colaboración con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento. El Ministerio de Educación deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas y con el apoyo del Ministerio.


Artículo 12.- La postulación para ingresar al régimen de subvención escolar preferencial se realizará en el mes de agosto de cada año en la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, para incorporarse a dicho régimen a contar del inicio del año escolar, o del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º, si dicha fecha fuese posterior a la primera fecha.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda, de acuerdo al artículo 9º. Cuando esa clasificación hubiere ocurrido previamente, según lo establece el artículo 66 de la Ley de Subvenciones, ésta será considerada como antecedente para los efectos de la postulación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecido en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.


Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que establezca la clasificación indicada en el artículo 9º, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al postulante, y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de la notificación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse de la misma.


Artículo 14.- La subvención escolar preferencial tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno prioritario, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º:

                 Valor Subvención en USE

	
	Desde 1º nivel de transición de la educación parvularia hasta 4º año de la educación general básica
	5º y 6º 

año básico
	7º y 8º año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,4
	0,93
	0,47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,7
	0,465
	0,235



Artículo 15.- Los sostenedores de establecimientos educacionales clasificados como autónomos o emergentes percibirán mensualmente la subvención escolar preferencial establecida en esta ley. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.


En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de la Ley de Subvenciones, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado.

Durante los tres primeros meses posteriores a la incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el monto de dicha subvención se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes a cada pago. Si éstos correspondiesen a meses no comprendidos en el año escolar o al primer mes del año referido, para efectos de determinar dicha asistencia media se empleará el procedimiento establecido en el inciso segundo del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación. 



No obstante lo señalado en el inciso anterior, la subvención escolar preferencial de los tres primeros meses posteriores a la incorporación del establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial será reliquidada conjuntamente con el pago de la del mes siguiente utilizando para su cálculo definitivo el promedio de las asistencias medias de los alumnos prioritarios registradas en esos tres meses. Las diferencias de subvención escolar preferencial que se produjeren del ajuste señalado serán pagadas o descontadas sin cargo alguno en el mes del año escolar antes aludido.


El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren los incisos anteriores, será aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.


Artículo 15 bis.- Créase una subvención denominada subvención por concentración de alumnos prioritarios.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), según los tramos que se fijan de acuerdo al porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento:

	Tramos según porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde 1° nivel de transición de educación parvularia hasta 4° año de educación general básica (USE)
	5° y 6° año básico

(USE)
	7° y 8° año básico

(USE)

	60% o más
	0,252
	0,168
	0,084

	Entre 45% y menos de 60%
	0,224
	0,149
	0,075

	Entre 30% y menos de 45%
	0,168
	0,112
	0,056

	Entre 15% y  menos de 30%
	0,098
	0,065
	0,033



Tendrán derecho a la subvención por concentración de alumnos prioritarios los establecimientos que se incorporen y se mantengan en el régimen de educación preferencial, de conformidad a lo establecido en el artículo 7º de la presente ley.


Los sostenedores de los establecimientos señalados en el inciso anterior podrán impetrar la subvención por concentración de alumnos prioritarios por todos los alumnos que estén cursando el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y de educación general básica del establecimiento.


El monto mensual de esta subvención, para cada establecimiento educacional, se determinará multiplicando el valor que corresponda según los tramos que se señalan en el inciso segundo del presente artículo por la asistencia media promedio de los alumnos de primer y segundo nivel de transición de parvularia y de educación general básica durante los tres meses precedentes al pago, siéndoles aplicable en los casos que corresponda las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del presente artículo, el Ministerio de Educación considerará el promedio de la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación al promedio de la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas  registradas en el establecimiento de marzo a diciembre del año inmediatamente anterior.


Artículo 16.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención recibirán supervisión y apoyo permanentes del Ministerio de Educación para su desempeño en los aspectos pedagógicos, el que verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.


Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.

Párrafo 2°

Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 17.- En los establecimientos autónomos se evaluará el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4° y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


La evaluación de estos establecimientos, según los logros académicos antes referidos, se realizará por el Ministerio de Educación al menos cada 4 años.


Si el resultado de esa evaluación, en lo referido a los logros académicos, indica que han cumplido con las obligaciones del inciso primero, mantendrán la categoría de Autónomos. En caso contrario, dichos establecimientos pasarán a la categoría de Emergentes o de Establecimientos en Recuperación a que se refiere el párrafo 4° de este Título.

Párrafo 3°

Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 18.- El sostenedor del establecimiento educacional clasificado como emergente deberá cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º y asumir los compromisos adicionales que a continuación se indican, los que, una vez suscritos, quedarán incorporados al Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa:


1. Elaborar durante el primer año un Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes que profundice el Plan presentado de acuerdo al artículo 8º, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación, para ser ejecutado en un plazo máximo de 4 años.


Este Plan deberá contener al menos:


a) Un diagnóstico de la situación inicial del establecimiento comprendiendo una evaluación respecto de los recursos humanos, técnicos y materiales con que cuenta el establecimiento.


b) Un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el transcurso de la ejecución del Plan. En todo caso, al cumplirse el plazo de ejecución del Plan, el establecimiento educacional deberá lograr los estándares nacionales.


2. Coordinar y articular acciones con las instituciones y redes de servicios sociales competentes para detectar, derivar y tratar problemas psicológicos, sociales y necesidades educativas especiales de los alumnos prioritarios.


3. Establecer actividades docentes complementarias a los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos prioritarios, para mejorar su rendimiento escolar.


Artículo 19.- Sin perjuicio de la subvención a que se refiere la letra B del artículo 14, los establecimientos clasificados como emergentes tendrán derecho a percibir un aporte de recursos adicional para contribuir al financiamiento del diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refiere el artículo anterior.

Para la implementación del Plan a que se refiere el inciso anterior, los establecimientos allí señalados podrán utilizar los recursos adicionales para contratar servicios de apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica al respecto, la que en todo caso deberá estar incluida en el registro indicado en el artículo 29.


La suma anual de los recursos que reciban los establecimientos emergentes por la aplicación de la letra B del artículo 14 y el aporte adicional a que se refiere este artículo, será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento si éste estuviera en la categoría de Autónomo, por los niveles que se especifican en el inciso siguiente.


Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.


No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan aprobado por el Ministerio de Educación, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere el inciso anterior, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 18, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que comiencen a ejecutar el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose este saldo con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.

A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.


De la resolución a que se refiere el inciso anterior podrá apelarse dentro de los quince días hábiles siguientes a su emisión, ante el Subsecretario de Educación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse sobre la apelación.


El reglamento a que alude el artículo 3° establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto en pesos del aporte adicional y de las proporciones de dicho aporte a que se refieren los incisos cuarto y quinto.


Artículo 20.- El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos emergentes que desarrollan su Plan de Mejoramiento Educativo.


Asimismo, el Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente, debiendo entregar su informe al sostenedor y Director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar.

Artículo 21.- Si las evaluaciones a las que se refiere el artículo anterior indican que un establecimiento educacional emergente ha logrado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10 de la presente ley, adquirirá automáticamente dicha categoría.


Para estos efectos el sostenedor  enviará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los logros mencionados, quién los corroborará y dictará una resolución para adecuar su nueva clasificación, dentro de los 15 días siguientes contados desde la recepción de la solicitud del sostenedor. Esta resolución podrá ser apelada dentro del mismo plazo, ante el Subsecretario de Educación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo al que se refiere el inciso anterior, el establecimiento se entenderá clasificado como establecimiento educacional autónomo a partir del año escolar siguiente. El convenio se renovará automáticamente por un nuevo período de 4 años, con las adecuaciones pertinentes a la nueva  clasificación.

Párrafo 4°

Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 22.- El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación, clasificará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos. Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes el no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas de acuerdo a lo señalado en el artículo 10.


También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 18. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan aprobado, no lo apliquen, situación que será verificada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20.


La clasificación de un establecimiento en la categoría en Recuperación podrá ser efectuada a partir del segundo semestre del primer año de suscrito el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


El establecimiento que sea clasificado en la categoría en Recuperación mantendrá dicha clasificación y estará sujeto a las obligaciones que esta ley impone a dichos establecimientos por cuatro años contados desde el año escolar siguiente a aquél en que fue clasificado en tal categoría.


Artículo 23.- El establecimiento educacional que, habiendo sido clasificado como autónomo o emergente, sea posteriormente clasificado en la categoría en recuperación, dejará de percibir la subvención preferencial a que se refiere el artículo 14, a partir del inicio del año escolar siguiente. No obstante, recibirá el aporte extraordinario a que se refiere el artículo 26, a contar de dicho año.

La resolución que clasifique al establecimiento en la categoría en recuperación será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de su notificación.


Artículo 24.- Las escuelas que sean clasificadas en Recuperación, en relación con lo establecido en el artículo 22, y que hayan apelado de ello de conformidad al artículo 23, serán evaluadas por un panel de expertos con el objetivo de emitir un informe respecto de dicha clasificación, el cual deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Este panel tomará en cuenta los antecedentes de las escuelas evaluadas y otros relevantes a juicio del panel.


Este panel estará conformado por tres expertos, designados uno por el Ministerio de Educación, otro por el sostenedor del establecimiento y otro por una persona o entidad evaluadora externa de aquellas a que se refiere el artículo 29.


Artículo 25.- Los sostenedores de los establecimientos educacionales en Recuperación deberán cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º. Además, tendrán las siguientes obligaciones:


1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en un plazo máximo de cuatro años a partir del año escolar siguiente al de la resolución del artículo anterior, mejorando el rendimiento académico de los alumnos prioritarios.


2) Cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 29, elegida por el sostenedor. 


Dicho plan surgirá de un Informe de Evaluación de la Calidad Educativa del establecimiento, propuesto por la persona o entidad externa antes referida.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas, y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 22.


3) Aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan.


En caso de proponerse la reestructuración del equipo de docentes directivos, técnico-pedagógicos o de aula, a fin de superar las deficiencias detectadas por el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa en el personal del establecimiento educacional, el sostenedor deberá aplicar alguna o algunas de las siguientes medidas, sin que ninguna de ellas pueda considerarse como menoscabo para los docentes:


a) Redestinación de tareas y/o funciones.


b) Destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor.


c) Desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, pudiendo recurrirse para ello a la totalidad o parte de la jornada laboral contratada. 


Artículo 26.- Para diseñar y llevar a cabo las actividades señaladas en el artículo anterior, el Ministerio de Educación dispondrá de un aporte económico extraordinario para los sostenedores de los establecimientos educacionales declarados en Recuperación a que se refiere el artículo 22.


La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14, por el promedio de los alumnos prioritarios matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.


Estos recursos deberán ser aplicados a medidas de mejoramiento contenidas en el Plan mencionado en el artículo anterior. La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.


Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; será objeto de un convenio y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan aprobado.


En todo caso, un alumno prioritario que se traslade durante el año escolar de un establecimiento en Recuperación a cualquier otro, no dará derecho a impetrar la subvención escolar preferencial ni los aportes de los artículos 19 y 26 al nuevo establecimiento, durante ese año.


El reglamento a que alude el artículo 3º establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas, así como los mecanismos por medio de los cuales los sostenedores podrán conocer la metodología utilizada para estos efectos.


Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la firma del convenio complementario.


Artículo 27.- Si concluido el plazo de cuatro años establecido en el Nº 1 del artículo 25, el establecimiento educacional en Recuperación alcanza los objetivos de los numerales 1, 2 y 3 de dicho artículo será clasificado automáticamente como Emergente o Autónomo, según corresponda. No obstante, los establecimientos educacionales en recuperación podrán solicitar a contar del segundo semestre del segundo año el cambio a la categoría de emergentes, si sus evaluaciones indican que ha logrado los estándares nacionales correspondientes a dicha categoría, renovándose en ese caso el convenio automáticamente por un nuevo período de cuatro años con las adecuaciones pertinentes a la nueva clasificación. Esta clasificación tendrá efecto a partir del año escolar siguiente.


Por otra parte, si el establecimiento en recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, el Ministerio de Educación informará a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados y ofrecerá a las familias del mismo, la posibilidad de buscar otro centro educativo. Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.


En el caso de no lograrse los objetivos señalados en el inciso primero de este artículo en el plazo allí indicado, el Ministerio de Educación podrá revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.


Procederá recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, en el plazo de quince días hábiles contados desde la notificación de la resolución.


En caso que se disponga la revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar la continuidad de la educación de los alumnos del establecimiento educacional cuyo reconocimiento oficial se revoca.

Párrafo 5°

Responsabilidades del Ministerio de Educación


Artículo 28.- La administración del régimen de la subvención escolar preferencial estará a cargo del Ministerio de Educación.


En tal virtud, le corresponderá:


a) Clasificar a los establecimientos educacionales en las categorías del artículo 9º e informar de ello a los establecimientos, a los Consejos Escolares, a los padres y apoderados, a la comunidad escolar y al público en general;


b) Suscribir los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y otros que sean necesarios, y verificar su cumplimiento;


c) Efectuar la supervisión de la ejecución de los Planes de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25, y del cumplimiento del convenio del artículo 7º, informando de ello al sostenedor del establecimiento y a la comunidad escolar que percibe subvención preferencial sobre el grado de avance de dichos planes;


d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial;


e) Realizar una supervisión y dar apoyo pedagógico permanente a los establecimientos clasificados como Emergentes o en Recuperación, lo cual podrá efectuarse en forma directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función;


f) Proponer planes y metodologías de mejoramiento educativo a los sostenedores;


g) Establecer la forma y periodicidad en que los sostenedores de establecimientos educacionales deberán informar al Consejo Escolar y a los padres y apoderados sobre la situación de los establecimientos bajo el régimen de subvención escolar preferencial, especialmente respecto de los compromisos adquiridos y el cumplimiento de los mismos;


h) Formar e integrar el equipo tripartito que se señala en el artículo 25;


i) Aplicar las sanciones referidas en el artículo 34, y


j) Realizar todas las demás acciones necesarias para el cumplimiento y fines de esta ley.


Artículo 29.- El Ministerio de Educación elaborará un Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que podrán ser personas naturales y jurídicas que estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25; para lo indicado en el artículo 19 y para todas las demás funciones señaladas en el artículo 25.


El registro podrá contemplar categorías según las especialidades técnicas de las personas o entidades, pudiendo éstas optar a todas o sólo a algunas de ellas.


El reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros de especialidades que se creen; el procedimiento de selección de las mismas, los mecanismos y organismos responsables de su evaluación y acreditación; el tiempo de duración en el registro y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la calidad técnica y especialidad de dichas entidades. El Ministerio de Educación deberá mantener este registro con información actualizada sobre la asesoría proporcionada a los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial. 


El establecimiento educacional que requiera la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, conforme a lo señalado en el inciso primero, podrá elegir entre las personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que formen parte del registro a que se refiere el citado inciso. 


Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.


Los honorarios de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.


Las personas o entidades registradas que presten asesoría a los establecimientos educacionales Emergentes y en Recuperación, y que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley, podrán ser eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 


Artículo 30.- El Ministerio de Educación entregará regularmente a la Comisión Especial de Presupuestos, informes describiendo las acciones y evaluando los avances en cada uno de los establecimientos educacionales con más de quince por ciento de alumnos prioritarios, y los aportes educativos y de todo tipo que haya efectuado la instancia responsable de dicho Ministerio.

Párrafo 6º

Responsabilidades de la dirección de los establecimientos


Artículo 31.- Los sostenedores de establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos provenientes del sector público y de los gastos. 


Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a enviar al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración estén clasificados como emergentes o en recuperación.


Un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, determinará los contenidos que deberá incluir esta información, así como la periodicidad, plazo y forma de entrega. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.



Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento educacional podrán impartir clases en aula en la medida de que con ello no se perjudique el adecuado desarrollo de sus funciones directivas.

Párrafo 7º

De las Infracciones y Sanciones


Artículo 33.- Son infracciones graves a la presente ley, además de las consignadas en la oración final de la letra c) del inciso segundo y en el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Subvenciones, las siguientes:

1) El incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 6º y de los compromisos esenciales señalados en el artículo 7º;


2) El incumplimiento de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes;

3) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación, y


4) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 31.

Artículo 34.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas conforme a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Subvenciones y mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley.


Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones y aportes de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.


Artículo 35.- En todo lo no previsto en este párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de la Ley de Subvenciones.

TÍTULO II

OTRAS NORMAS


Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación:


1) Sustitúyese, en todas sus disposiciones, la mención “Educación Parvularia (segundo nivel de transición)” por “Educación Parvularia (primer y segundo nivel de transición)”.


2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “ante el Estado” y “la responsabilidad” la expresión “y la comunidad escolar”.


b) Sustitúyese su inciso tercero por los siguientes:


“El sostenedor o su representante legal deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Contar, a lo menos, con título profesional de al menos 8 semestres o ser profesional de la educación.


b) No estar inhabilitado para ser sostenedor por haber cometido algunas de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 de la presente ley.


c) No haber sido condenado por crimen o simple delito.


Tratándose de una persona jurídica, cada uno de sus socios, representantes legales, gerentes, administradores o directores, deberán cumplir con los requisitos señalados en el inciso anterior.


Además, serán solidariamente responsables ante los padres y apoderados de las obligaciones civiles que se deriven por cobros indebidos realizados por el establecimiento educacional a éstos.”.


3) Agrégase a la letra f) del artículo 6º el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso, podrá tener obligaciones pendientes derivadas de cobros indebidos a padres o apoderados o deudas laborales o previsionales, originadas por la prestación de servicios educacionales realizados con anterioridad, sea que haya sido sostenedor persona natural, o socio, director o miembro de la persona jurídica que detentaba la calidad de sostenedor de la o las administraciones en que nacieron las obligaciones que se encuentran pendientes.”.


4) Agrégase al inciso cuarto del artículo 12, a continuación de la expresión “artículo 11” la frase “y la subvención educacional preferencial por los alumnos prioritarios en caso de que sea procedente”.


5) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la letra d), la siguiente letra e) nueva:


“e) Incumplimiento de la obligación de informar prevista en los artículos 64 y 65;”;


b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la letra h), la siguiente letra i) nueva:


“i) Permanecer dos años a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificado en la categoría de establecimiento con Necesidad de Medidas Especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 66, sin haber aplicado las medidas propuestas por el Ministerio de Educación para superar dicha categoría.”.


6) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:


“Las sanciones consistirán en:


a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.


b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.


En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.


c) Revocación del reconocimiento oficial, y


d) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.


7) Agrégase en el artículo 52 al final de su inciso tercero lo siguiente:


“El Ministerio de Educación llevará un registro público y actualizado de los sostenedores y de los representantes legales, directores, socios o miembros de sostenedores personas jurídicas que hayan sido inhabilitados por aplicación de esta ley.”.


8) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Una vez notificado el sostenedor o su mandatario de la resolución que ordena instruir proceso, el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá, como medida precautoria, ordenar, mediante resolución fundada, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención, atendida la naturaleza y cuantía de la presunta infracción.”.


9)  Agréganse los siguientes artículos 64, 65, 66 y 67:


“Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.


Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.


Los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación necesaria para la mantención de esta base de datos, y en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.


Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse la base de datos, junto con la periodicidad, manera de actualización y la información que ésta deberá contener.


Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 


La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 


La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 


El reglamento determinará la periodicidad, modalidad e información que deberá contener la Ficha Escolar.


Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según las diversas características que establezca el reglamento. Dicha clasificación deberá contemplar una categoría de Establecimientos con Necesidad de Medidas Especiales que incluirá a aquellos que hayan obtenido resultados reiteradamente deficientes en el rendimiento de sus alumnos en función de los estándares nacionales que se establezcan para tal efecto en el decreto a que se refiere el artículo 10 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.


Para determinar la clasificación de los establecimientos se deberán considerar los resultados de aprendizaje de sus alumnos, medidos a través de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para tal efecto. El número de mediciones en las cuales se muestren dichos resultados en ningún caso podrá ser inferior a dos.


Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, se determinarán los criterios y el procedimiento de clasificación de los establecimientos educacionales de que trata este artículo.


Asimismo, dicho decreto supremo establecerá los plazos en que los establecimientos educacionales serán sometidos a evaluaciones sucesivas que permitan reclasificarlos en otra categoría, si fuese procedente.


La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.


De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.


Artículo 67.- En el caso de los Establecimientos Educacionales con Necesidades de Medidas Especiales señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá proponer, anualmente, medidas para que dichos establecimientos superen esa categoría.


Los establecimientos que impartan a lo menos hasta cuarto año de educación general básica que permanezcan más de dos años en esta categoría a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificados, perderán el derecho a impetrar toda subvención, a menos que asuman las obligaciones y adopten las medidas establecidas en el artículo 25 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, caso en el cual tendrán derecho de recibir los apoyos establecidos en el párrafo 4º de la misma ley.”.


Artículo 37.- Modifícase el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en el siguiente sentido:


1) Elimínase, en la letra b), la frase “o incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función”.


2) Introdúcese la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser d), y así sucesivamente:


“c) Por incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia del docente a sus labores en forma reiterada, impuntualidades reiteradas del docente, incumplimiento de sus obligaciones docentes conforme a los planes y programas de estudio que debe impartir, abandono injustificado del aula de clases o delegación de su trabajo profesional en otras personas.”.



Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que representen las subvenciones a que se refiere el artículo 14, la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, el aporte adicional a que se refiere el artículo 19 y el aporte económico extraordinario del artículo 26, se financiará con cargo a los recursos que contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. El mayor gasto que represente esta ley para el Ministerio de Educación, por sobre la subvención y aportes anteriormente señalados, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto de dicho Ministerio.

Artículos Transitorios


Artículo primero.- Mientras no se establezcan los estándares nacionales, de conformidad a lo dispuesto en la letra a) del artículo 9º, los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:


a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento correspondiente.


Además, deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;

b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y


e) Evaluación del cuerpo docente, en el caso del sector municipal.


En el mismo período señalado en el inciso primero, la clasificación a que se refiere el artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de éste y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.


Artículo segundo.- Mientras no se establezcan los estándares nacionales, de conformidad a lo dispuesto en la letra c) del artículo 9º, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:


a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.


b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.


Además deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;


b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y


e) Evaluación del cuerpo docente.


En tanto no se establezcan los estándares nacionales a que se refiere el artículo 10 de esta ley, la clasificación prevista en su artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


El mismo procedimiento se aplicará para clasificar a los establecimientos educacionales con Necesidad de Medidas Especiales señalados en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


En todo caso, el decreto supremo a que alude el artículo 10 deberá ser dictado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo tercero.- No obstante lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios precedentes, durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación o la señalada en el inciso primero del artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


Artículo cuarto.- En el período comprendido entre la entrada en vigencia de esta ley y la aplicación de los mecanismos establecidos en su artículo 11, los establecimientos educacionales referidos en dicho artículo serán considerados, para efectos de la subvención escolar preferencial y del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, como Emergentes. En tanto no se apliquen dichos mecanismos, no podrán cambiar de categoría.


Artículo quinto.- No obstante lo dispuesto en los artículos 1º y 14 de esta ley, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial y de los aportes establecidos en ella, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, regirá a contar del 1º de enero de 2008, desde el primer nivel de transición de la educación parvularia hasta el 4º año de la educación general básica.

Asimismo, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención a que se refiere el artículo 15 bis, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.


Para los efectos de los incisos anteriores se suscribirá un convenio sobre estos recursos.



Artículo sexto.- Durante el primer año de vigencia de esta ley, los establecimientos educacionales podrán postular para ese año al régimen de subvención escolar preferencial, sin que les sea aplicable el plazo del artículo 12. En ese evento la subvención escolar preferencial, los aportes complementarios y la subvención por concentración de alumnos prioritarios previstos en esta ley se pagarán a partir del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación, conforme lo disponga el reglamento, clasificará al establecimiento educacional en la categoría de Autónomo o Emergente, según corresponda.


Con todo, si la Secretaría Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro de los 45 días hábiles siguientes a la presentación de la postulación a que se refiere el inciso primero, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecidos en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.


Artículo séptimo.- A partir de la publicación de la presente ley, se podrán celebrar convenios de acuerdo a lo señalado en el artículo 7º, los cuales regirán a contar del inicio del año escolar 2008.

Artículo octavo.- Durante el primer año de vigencia de esta ley el monto de la subvención escolar preferencial se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes al pago.

Para los efectos de determinar la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, en los meses no comprendidos en el año escolar, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren  los incisos anteriores, será también aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.


Artículo noveno.- Durante el año 2008, para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del artículo 15 bis, el Ministerio de Educación considerará la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación a la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas registradas en el establecimiento el mes inmediatamente anterior a la incorporación del establecimiento al régimen de subvención preferencial, en la forma establecida en el artículo 12.


Artículo décimo.- El reglamento correspondiente a la presente ley deberá ser dictado dentro del plazo de tres meses, contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.


Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir los convenios de la presente ley sólo podrá ejercerse hasta el tercer año de su entrada en vigencia, o hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad.de la Educación, si ello ocurriere antes de los tres años.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 21 de noviembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Jovino Novoa Vásquez y Hosaín Sabag Castillo.





Sala de la Comisión, a 22 de noviembre de 2007.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.209 Y OTROS CUERPOS LEGALES, EN MATERIA DE BONIFICACIONES Y NORMAS DE PROMOCIÓN APLICABLES AL PERSONAL DE SALUD QUE SE DESEMPEÑA EN SERVICIOS QUE INDICA

(5431-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.

- - -


Se hace presente que la Comisión estudió el proyecto sólo en general, de conformidad a lo establecido en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


En cumplimiento de lo acordado por la Sala en su oportunidad, el proyecto debe ser considerado por la Comisión de Hacienda, en su caso.

- - -


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, la señora Ministra de Salud, doña María Soledad Barría.

Asimismo, a una o más de las sesiones asistieron, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas: 


Del Ministerio de Salud: la Subsecretaria de Salud, doña Lidia Amarales, el Jefe de la División de Gestión y Desarrollo de las Personas, señor Jorge Carabantes; el Jefe del Departamento Jurídico, señor Sebastián Pavlovic, y el asesor jurídico, señor Eduardo Díaz. 

De la Federación Nacional de Funcionarios Técnicos de los Servicios de Salud (FENTESS), la Presidenta, señora Silvia Aguilar; el Primer Vicepresidente, señor Héctor Martínez; la Secretaria, señora Luisa Roco, y la Directora, señora María Padilla. 
OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, el proyecto de ley tiene por objeto introducir algunas modificaciones a la ley N° 20.209, así como a los decretos con fuerza de ley N°s 29, 30 y 31, todos del 2000, del Ministerio de Salud, respecto de las siguientes materias:

1.- Dar cumplimiento al compromiso adquirido en el marco de la tramitación del proyecto de ley que dio origen a la ley N° 20.209, en orden a restablecer una norma de protección para que el personal técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería con más de 20 años de servicios en los Servicios de Salud pueda optar a la promoción de los cargos de técnicos, con los requisitos y exigencias que se establecen en la presente iniciativa.


2.- Extender la bonificación para conductores de ambulancia que crea la ley N° 20.209 a los funcionarios que cumplen labores de conducción de equipos de salud, incluidos los funcionarios de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud y del Instituto de Salud Pública.


3.- Establecer el mecanismo de concurso interno para los efectos de la promoción del personal en los establecimientos de salud de carácter experimental Padre Alberto Hurtado, Cordillera y Peñalolén.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El N° 2 del artículo 1° y el artículo 2° del proyecto requieren ser aprobado a con el carácter de norma orgánica constitucional, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 38 de de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.

- - -

ANTECEDENTES


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La ley N° 20.209, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, la ley N° 19.490; delega facultades para fijar y modificar las plantas de personal que indica, y concede otros beneficios para el personal de los servicios de salud.

2.- La ley N° 19.937, que modifica el decreto ley N° 2.763, con la finalidad de establecer una nueva concepción de la autoridad sanitaria, distintas modalidades de gestión y fortalecer la participación ciudadana.


3.- El decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469.


4.- La ley N° 19.490, sobre asignaciones y bonificaciones para el personal del sector salud.


5.- El decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo.


B.- ANTECEDENTES DE HECHO


En el Mensaje con que Su Excelencia la Presidenta de la República presenta el proyecto al Senado señala que la ley Nº 20.209 introdujo mejoramientos a las remuneraciones y a la carrera funcionaria en el sector salud. En materia de remuneraciones, se crearon ciertas bonificaciones, y respecto de la carrera, se estableció el concurso.


Todo ello se hizo con el propósito que, motivando al personal, se produjera una mejor atención a los pacientes.


Agrega que el proyecto da un paso más, aunque específicamente en la línea de esos mejoramientos. 


En lo relativo a su contenido, señala que el proyecto tiene tres aspectos fundamentales.


1. Promoción.


En primer lugar, la presente iniciativa tiene por objeto dar cumplimiento al compromiso adquirido en el marco de la tramitación del proyecto de ley que dio origen a la ley N° 20.209, en orden a restablecer una norma de protección para que el personal técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería con más de 20 años de servicios en los Servicios de Salud pueda optar a la promoción de los cargos de técnicos con los requisitos y exigencias que se establecen en la presente iniciativa.


2. Extensión de bonificación.


Adicionalmente, este proyecto extiende la bonificación para conductores de ambulancia que crea la ley N° 20.209 a funcionarios que cumplen labores de conducción de equipos de salud, incluidos los funcionarios de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud y del Instituto de Salud Pública.


3. Concurso.


Finalmente, se establece el mecanismo de concurso interno para los efectos de la promoción del personal en los establecimientos de salud de carácter experimental Padre Alberto Hurtado, Cordillera y Peñalolén.

- - -

DISCUSIÓN


En la primera sesión que la Comisión celebró para discutir en general el proyecto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, le ofreció el uso de la palabra a La señora Ministra de Salud, doña María Soledad Barría.


La señora Ministra de Salud explicó que uno de los objetivos sustanciales del proyecto es dar cumplimiento al compromiso de restablecer una norma de protección para que el personal técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería con más de 20 años de servicios en los Servicios de Salud pueda optar a la promoción de los cargos de técnicos, con los requisitos y exigencias que se establecen en la presente iniciativa.


En efecto, recordó que, con ocasión de la tramitación de la actual ley N° 20.209, y particularmente durante el tercer trámite constitucional, solicitó al Senado el apoyo para aprobar la iniciativa en debate y para terminar su tramitación, porque contenía otros beneficios largamente esperados por casi 70.000 funcionarios, con el compromiso del Ejecutivo de enviar un nuevo proyecto para reponer la parte del proyecto rechazada en la Cámara de Diputados. 


En cumplimiento del señalado compromiso, el numeral 2) del artículo 1° del proyecto dispone que, tratándose de la promoción de los cargos de la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, al 30 de julio de 2007, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicio precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata.


Luego, señaló que otro de los aspectos considerados en el proyecto es en respuesta a un anuncio formulado en la Cámara de Diputados, consistente en extender la bonificación para conductores de ambulancia, creada por la ley mencionada N° 20.209, a los funcionarios que cumplen labores de conducción de equipos de salud, incluidos los funcionarios de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud y del Instituto de Salud Pública. Tal disposición está contenida en la letra a) del número 1) del artículo 1° del proyecto.


Con los dos aspectos señalados anteriormente, el Ministerio de Salud da cumplimiento a los dos compromisos asumidos con ocasión de la tramitación de la actual ley N° 20.209, concluyó.


Indicó que el proyecto contempla, además, aspectos referidos a los establecimientos experimentales de Salud, que tienen un régimen laboral distinto que el aplicable a los demás funcionarios de los Servicios de Salud.


Señaló que, actualmente, en el Hospital Padre Hurtado existen dificultades en relación a la promoción de los funcionarios, toda vez que si bien la carrera de ellos es por concurso, cada vez que hay un nuevo concurso, y en cumplimiento de lo que dispone la ley vigente, aquél debe ser de carácter externo y no interno, por lo cual ya no es posible hablar de promoción, sino que más bien un nuevo concurso. En otras palabras, la ley contempla la promoción basada en concursos, pero éstos deben hacerse abiertos y no por concurso interno.


Respecto de los establecimientos asistenciales de Cordillera y Peñalolén, indicó que en ellos no existe una carrera por concurso como la del Hospital Padre Hurtado, sino que todos los cargos son a contrata, y se accede a ellos por concurso. Sin embargo, cuando, por cualquier causa, es necesario hacer un reemplazo, como podría ocurrir por uso del permiso maternal, no es posible contratar directamente, sino que también es necesario hacer un concurso público.


Luego, en atención a las dificultades que genera la situación anteriormente señalada, indicó que el proyecto permite la contratación directa para aquellos casos en que, excepcionalmente, resulte necesario. Esta norma tiene una finalidad práctica, porque muchas veces lleva más tiempo llamar a concurso público y resolverlo, del lapso que puede tomar una licencia médica.


Terminada la exposición de la señora Ministra de Salud, el Honorable Senador señor Ominami señaló que, en la discusión que hubo con ocasión de la tramitación de la actual ley N° 20.209, en relación a la situación de los funcionarios paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, para que, con 20 años de servicios en los Servicios de Salud y cumpliendo otros requisitos, puedan optar a la promoción de los cargos de técnicos, la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Técnicos de los Servicios de Salud, FENTESS, hizo presente que sus asociados se habían esforzado en obtener un título de técnico de nivel superior, invirtiendo tiempo y dinero, para la promoción en su carrera, razón por la cual no estaba de acuerdo con la disposición. Sobre estos aspectos preguntó por la posición del Ministerio.


Al respecto, la señora Ministra de Salud manifestó que lo propuesto en el proyecto está referido sólo a aquellos técnicos que a la fecha que determina el proyecto tengan más de 20 años de servicio y cumplan con los demás requisitos y exigencias que establece, haciendo hincapié que la norma regirá por una sola vez y beneficiará a un universo de aproximadamente 3.000 personas, de un total de más de 20.000 funcionarios paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud. Aclaró que la norma no propone lo mismo para los que, en el futuro, cumplan con los años de servicio y los demás requisitos, y, en tal sentido, la caracterizó como una norma de efectos acotados al grupo al cual beneficia.


Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi señaló que le parece muy razonable el proyecto, porque da cuenta de situaciones nuevas, que no se presentaban en el pasado. 


En relación a la norma según la cual no será exigible el título de técnico de nivel superior para la promoción de los cargos de la planta de técnicos, a los funcionarios que, al 30 de julio de 2007, tengan veinte o más años de servicio, también manifestó su conformidad en que se cierre el universo de funcionarios beneficiados con ella a partir de una fecha cierta. Hizo presente su convicción del buen nivel de conocimientos y experiencia de los funcionarios que tienen más de 20 años de servicio.


Antes de finalizar la sesión, y a proposición del Honorable Senador señor Ominami, la Comisión acordó, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorable Senadores señores Girardi, Kuschel y Ominami, invitar a representantes de la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Técnicos de los Servicios de Salud (FENTESS), para escuchar sus planteamientos sobre el proyecto.


En la sesión siguiente, la Comisión escuchó a los representantes de la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Técnicos de los Servicios de Salud (FENTESS), encabezadazos por su Presidenta, la señora Silvia Aguilar.


Luego de agradecer a la Comisión la oportunidad de ser recibidos y escuchados, procedió a exponer la posición del organismo que representa, contenidos en un documento que puso a disposición de los señores Parlamentarios.


Tal posición la sintetizan en los siguientes puntos:

1. Compromisos entre las partes.


Indicó que entre la Federación Nacional de Asociaciones  de Funcionarios de Técnicos de los Servicios de Salud y el Gobierno, Carteras de Educación y de Salud, se han firmado una serie de acuerdos, cuyo cumplimiento demandan. A saber:

a) Con fecha 17 de marzo de 1993 se celebró un acuerdo entre los Ministerios de Salud y de Educación, cuyo artículo cuarto dispone:


“CUARTO. Las partes se obligan recíprocamente a coordinarse, con el objeto de adoptar las medidas pertinentes para que la preparación de auxiliares de enfermería, impartida de acuerdo al Decreto Ley N° 2147 de 1978 por el ex Servicio Nacional de Salud o por el Sistema Nacional de Servicios de Salud, se integre a través de instituciones de educación superior, en el ámbito de la formación de técnicos de nivel superior de conformidad a la legislación vigente”.

b) Protocolo de Trabajo entre el Ministerio de Salud y el Colegio Técnicos Paramédico, de fecha 27 de junio de 1996, que contempla el seguimiento del proceso de regularización definido en el artículo 4º del convenio Minsal-Mineduc; estrategias de participación del mismo, financiamiento de la implementación del artículo 4º convenio Minsal-Mineduc, etcétera, de fecha 27 de junio de 1996.


c) Acuerdo sobre la nueva política de remuneraciones y modernización de la gestión de los recursos humanos de los Servicios de Salud, donde explícitamente el Ministerio de Salud se obliga a que los Técnicos titulados  de Nivel Superior  pueden acceder a cargos de grados 15 al 12 en la planta de técnicos por vacancias, por salidas de funcionarios, por efecto de aplicación del incentivo al retiro “o por otras causas”, de fecha 26 de julio de 2002.


d) Acta de acuerdo para el perfeccionamiento del sistema de carrera funcionaria y estímulos al desempeño en el sistema nacional de servicios de salud, de fecha 5 de septiembre de 2006.


2. Mejoramiento en la calidad de prestación del servicio.


Es una política de Estado satisfacer las necesidades públicas con intervenciones “profesionales” en todo ámbito.


La salud no escapa a lo anterior, y es precisamente uno de los ejes de la reforma de salud la profesionalización de las prestaciones de salud, y para ello, una enorme cantidad de funcionarios, hicieron esfuerzos extraordinarios para poder alcanzar el título de nivel superior.


Hace presente que la Constitución Política, en el inciso cuarto del artículo 1° dispone que “El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común”, agregando que el bien común debe obtenerse a través de los medios idóneos, si es que se quiere cumplir con la finalidad del Estado.


De esta manera, las prestaciones de salud deben realizarse por los mejores, siendo aquéllos los que fueron preparados de acuerdo a los conocimientos y técnicas modernas para hacerlo.


3. No existe discriminación arbitraria.


El numeral 2º del artículo 19 de la Constitución Política de la República asegura a todas las personas la igualdad ante la ley, agregando, en su inciso final, que ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.


La última norma citada prohíbe distinciones arbitrarias, es decir, aquéllas distinciones que  no se funden en la razón, en la justicia o no tengan por finalidad el bien común.


En consecuencia, lo que el precepto constitucional no acepta son distinciones basadas en el capricho, que no tienen motivación racional.


Es por eso que el artículo que proponen no establece una discriminación arbitraria, sino que, por el contrario, el hecho que la provisión de los cargos que se creen en la planta de técnicos, entre los grados 12º y 15º , ambos inclusive, sea realizada con Técnicos de Nivel Superior, obedece, como se señaló anteriormente, a concretar un mecanismo de bien común, ya que se está estableciendo que dichos cargos sean ocupados por quienes tengan además de la experiencia, los conocimientos técnicos y teóricos de la profesión. Es decir, que personal altamente capacitado sea el llamado a satisfacer la necesidad pública de impartir salud.


Con todo, y dado que nuestro ordenamiento jurídico debe ser coherente, sistemático y uniforme, hacen presente que el artículo 2º del Código del Trabajo, dispone que son contrarios a los principios de las leyes laborales los actos de discriminación, agregando, en el inciso quinto de la citada disposición que, con todo, las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado no serán consideradas discriminación.


4. Atentado contra la buena fe.


De los acuerdos señalados en el primer acápite, queda establecido que el Ministerio de Salud se obligó a que los Técnicos Titulados de Nivel Superior  pueden acceder a cargos de grados 15 al 12 en la planta de técnicos, por vacancias, por salidas de funcionarios, por efecto de aplicación del incentivo al retiro “o por otras causas”.


El Ministerio de Salud se compromete a que, en eventuales modificaciones de las plantas esquemáticas de los Servicios de Salud, y según necesidad de los Servicios de Salud, se creen cargos en esta planta para los grados del 15 al 12 (Acuerdo firmado el 26 de julio de 2002 con el Ministro de la época señor Osvaldo Artaza Barrios).



Estiman que se ha vulnerado el principio de la buena fe, ya que se ha apartado del espíritu de los acuerdos, presionados por requerimientos egoístas y sin tener en cuenta el bien común.


5. Costo social.


En consecuencia, los funcionarios que representan creyeron en la palabra empeñada, hicieron grandes esfuerzos para poder obtener su título de nivel superior, no sólo económicos, sino que también social y personal por querer perfeccionarse.


Pero lo más importante es que tuvieron costos familiares, ya que, además de trabajar, debieron estudiar, restándole tiempo para su familia en beneficio del logro de una meta final, que repercutiría en el mejoramiento de las condiciones de la familia, tuvieron que dejar de dedicarse a sus hijos, con los problemas que ello les acarreo.


Es por ello que las familias de los 3000 funcionarios que se capacitaron, sienten que el Gobierno les debe lo que le prometió a sus esposas, esposos, hijas e hijos o jefas de hogar.


En virtud de todo lo anterior proponen el siguiente artículo para que sea considerado en la discusión del proyecto de ley:


“Artículo….- Tratándose de la promoción de los cargos de planta de técnicos, que se creen entre los grados 12º y 15, ambos inclusive, serán provistos con técnicos de nivel superior, y en caso de quedar cargos por ocupar, podrán acceder a ellos quienes carezcan de dicho título y que tengan a la fecha de publicación de la presente ley más de veinte años de servicio en la referida planta, en los servicios de Salud, siempre que acrediten  haber aprobado un curso de auxiliar paramédico de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos  por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicios precedentemente referidos se consideraran tanto los años en calidad de titular como a contrata.”.


Terminada su exposición, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide preguntó a los representantes del Ejecutivo sobre la posibilidad de acoger lo solicitado por la FENTESS.


En respuesta a lo consultado, el señor Carabante indicó que, así como lo expuso la señora Ministra de Salud al momento de presentar el proyecto, éste aborda, en lo sustantivo, el compromiso asumido durante la tramitación del proyecto de ley que dio origen a la ley N° 20.209, en orden a restablecer una norma de protección para que el personal técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería con más de 20 años de servicios en los Servicios de Salud pueda optar a la promoción de los cargos de técnicos, con los requisitos y exigencias que se establecen en la presente iniciativa. El grupo de beneficiados es acotado y el beneficio se otorga por una sola vez para aquéllos que a la fecha que determina el proyecto cumplen con las exigencias que éste establece.


El Honorable Senador señor Girardi le agradeció a la señora Silvia Acevedo la franqueza y fuerza con la que expuso las aspiraciones de su Federación. 


No obstante lo anterior, hizo presente que existe un compromiso de aprobar esta materia que quedó pendiente durante la tramitación de un proyecto anterior.


Destacó la calidad de los funcionarios de la salud del recinto hospitalario en el cual se desempeña, señalando que se trata de gente muy preparada y que, para conciliar posiciones, hizo un llamado al Ejecutivo para dar más cupos, y anunció su interés en encontrar una solución.

- - -

APROBACIÓN EN GENERAL


Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Salud os propone aprobar en general. Éste corresponde al propuesto en el Mensaje por su Excelencia la Presidente de la República, que es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.209:


1)
Al artículo 4°:



a)
Para agregar en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “Con iguales exigencias tendrán derecho a esta bonificación los conductores de vehículos que, desempeñándose en las Secretarías Regionales Ministeriales y en el Instituto de Salud Pública de Chile, transporten equipos de salud.”.



b)
Para sustituir en el inciso segundo la palabra “correspondiente” por la siguiente frase: “, del Secretario Regional Ministerial de Salud o del Director del Instituto de Salud Pública de Chile, según corresponda.”



c)
Para agregar en el inciso tercero, a continuación de la frase “conductor de ambulancia”, la siguiente: “o de conductor de vehículos que transporten equipos de salud,”.



d)
Para sustituir en el inciso cuarto, el guarismo “1.420” por “1.520”.



e)
Para agregar, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “Salud”, la segunda vez que aparece, seguida de una coma (,), la expresión: “de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud y en el Instituto de Salud Pública de Chile”.



2)
Agrégase en el numeral 1) del artículo segundo transitorio, el siguiente párrafo tercero, nuevo:



“Tratándose de la promoción de los cargos de la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, al 30 de julio de 2007, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicio precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata.”.


3)
Sustituyese el artículo décimo tercero transitorio por el siguiente:



“Artículo décimo tercero transitorio.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 4° de esta ley que, al 30 de julio de 2007, carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de ambulancia o de conductor de vehículos que transporten equipos de salud, tendrán derecho a la bonificación mensual en la medida que accedan a uno de los cupos a que se refiere el inciso cuarto de dicho artículo.”.


Artículo 2º.-
Sustituyese la segunda oración del inciso primero del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 29 de 2000, del Ministerio de Salud, por la siguiente:  “Las contrataciones que importen para el personal la promoción a un grado superior, se dispondrán previo concurso interno.”.


Artículo 3º.-
Agrégase en el inciso final del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 30 de 2000, del Ministerio de Salud, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: “a excepción de los contratos por reemplazos originados en causas legales, los que podrán ser provistos mediante un proceso de selección.”.

Artículo 4º.-
Agrégase en el inciso final del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 31 de 2000, del Ministerio de Salud, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: “a excepción de los contratos por reemplazos originados en causas legales, los que podrán ser provistos mediante un proceso de selección.”


Artículo transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 19 de noviembre, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 22 de noviembre de 2007.

PEDRO FADIC RUIZ

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, RESPECTO DE LA GENERACIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA CON FUENTES DE ENERGÍA RENOVABLES NO CONVENCIONALES

(4977-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 4 de abril de 2007.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 9 de octubre de 2007, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.

- - -





A algunas de las sesiones en que la Comisión trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Escalona y Sabag.





Asimismo, a las sesiones en que se discutió el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitados, las siguientes personas:




De la Comisión Nacional de Energía: el Ministro Presidente, señor Marcelo Tokman; el Secretario Ejecutivo, señor Rodrigo Iglesias; el Encargado de Energías Renovables, señor Cristián Santana; el Asesor Jurídico, señor Eduardo Escalona, y el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Andrés Romero.




De la Asociación Chilena de Energías Renovables Alternativas A.G., ACERA: el Vicepresidente Ejecutivo, señor Mario Manríquez, y el Director, señor Rodrigo García.





De la Asociación de Empresas Eléctricas A.G.: el Gerente General, señor Rodrigo Castillo, y el Analista, señor Nicolás González.





De Pacific Hydro: el Gerente General, señor José Antonio Valdés; el Gerente de Desarrollo, señor Luis Arqueros, y la Asesora de Asuntos Públicos, señora Fernanda Otero.





De Metrogas: el Gerente de Planificación y Desarrollo, señor Gonzalo Palacios, y el Gerente de Grandes Clientes, señor Ian Nelson.





Del Programa Chile Sustentable: la Directora, señora Sara Larraín.




Del Instituto Libertad y Desarrollo: el Analista, señor Rodrigo Delaveau.





De Acciona Energía Chile S.A.: el Gerente General, señor Alfredo Solar.





De Aselec Ltda.: el Gerente General, señor Pedro Cornejo; el Gerente Corporativo, señor Cristián Novión, y el Gerente Técnico, señor Rodrigo Cornejo.





De B.Bosch S.A.: el Gerente de Desarrollo, señor Fernando Araya.





De AES Gener: el Gerente de Regulación y Negocios, señor Juan Ricardo Inostroza, y el Jefe de Departamento de Regulación, señor Cristián Muñoz.





De SN Power: el Gerente General, señor Mario Marchese; el Analista de Mercado, señor Jaime García, y el Gerente de Concesiones y Derechos de Pasos, señor Esteban Illanes.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO





La presente iniciativa legal pretende crear condiciones que permitan atraer inversiones en proyectos de energías renovables no convencionales, para acelerar el desarrollo del mercado; eliminar las barreras asociadas a la innovación que enfrentan, y generar confianza en el mercado eléctrico respecto de este tipo de tecnologías.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Antecedentes legales.- Decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos.





2.- Antecedentes de hecho.- Señala el Mensaje que el país enfrenta grandes desafíos en materia de política energética. Añade que los acontecimientos de los últimos años han realzado la importancia de la seguridad del suministro de energía como un objetivo estratégico fundamental, en consistencia con los niveles de confiabilidad previstos en la Ley General de Servicios Eléctricos, reformada por las leyes N°s 19.940 y 20.018, cuyos objetivos fueron permitir el desarrollo de nuevas inversiones en los sectores de generación y transmisión de electricidad, a fin de garantizar las condiciones económicas que faciliten el estudio y ejecución de nuevas obras para preservar un suministro confiable.





Agrega que, concientes del desafío de mantener y mejorar normativamente las condiciones referidas, el Gobierno, mediante este proyecto, espera contribuir a crear las condiciones que permitan al sector eléctrico desarrollar nuevas inversiones, dentro de un marco respetuoso con nuestro medio ambiente pero sin desatender el principio de eficiencia que caracteriza a nuestra legislación, de modo de minimizar el impacto en el bienestar de los ciudadanos y en la actividad económica en general.





En ese contexto, añade el Ejecutivo, tanto la diversificación de las fuentes de suministro eléctrico, como el desarrollo de fuentes propias que nos permitan mantener una relativa independencia energética, son estrategias para aumentar la seguridad de nuestro suministro eléctrico, hoy compartidas por el conjunto de la sociedad.





El Mensaje expresa que el estímulo al desarrollo de las energías renovables no convencionales forma parte de estas estrategias, pues permite incorporar a la matriz de generación eléctrica nacional fuentes de energía primaria autóctonas y tecnologías de generación que hoy no están presentes en ella, o bien sólo lo están de manera marginal, las que contribuyen a mitigar el impacto que las variaciones internacionales de los precios de los combustibles tiene en el país.




Adicionalmente, una mayor participación de este tipo de fuentes en la matriz energética nos permitirá avanzar en el desarrollo sustentable de nuestra economía, pues ellas son menos invasivas para el medio ambiente que las fuentes tradicionales de generación eléctrica, producen escasa o nula contaminación atmosférica local, son compatibles o complementarias con otras actividades económicas, permiten un desarrollo descentralizado y regional del sector energía, y contribuyen a mitigar los efectos que el consumo energético mundial está teniendo en el clima del planeta.




Más aún, el nivel actual de los precios nacionales e internacionales de la energía, así como los altos grados de desarrollo y eficacia que han alcanzado algunas tecnologías, permiten la existencia de proyectos de energías renovables no convencionales que deberían ser competitivos en el país con las fuentes tradicionales de generación. Añade que las oportunidades que esto trae, han sido advertidas por diversos emprendedores nacionales e internacionales que, en un número creciente, están tratando de desarrollar estos proyectos en Chile.





Por su parte, la mayor conciencia mundial sobre la importancia de un suministro energético confiable y ambientalmente sustentable, se traduce en que muchos países, tanto desarrollados como en vías de desarrollo, tienen hoy políticas de fomento a las energías renovables no convencionales, en un dinámico mercado internacional asociado a estas energías.





A la fecha se han dado en el país algunos pasos para incentivar este tipo de fuentes de energía, en los cuales el Honorable Congreso Nacional ha tenido un rol fundamental al promover iniciativas legislativas que favorecen su desarrollo y al aprobar las recientes modificaciones a la ley eléctrica, específicamente en cuanto establecieron un trato no discriminatorio –y en algunos casos preferencial- para dichas fuentes.





Advierte el Ejecutivo que se considera necesario emprender nuevas acciones para acelerar el ingreso de energías renovables no convencionales a nuestra matriz energética, y consolidarlas en el mercado eléctrico como una alternativa real y eficiente de generación. De esa forma, el país prontamente podrá capitalizar la contribución que las referidas energías pueden hacer a los objetivos de la política energética y al desarrollo nacional.




Agrega que esta necesidad se sustenta en la constatación de que algunas características de los proyectos y de parte importante de sus promotores, impiden asumir los riesgos asociados a la comercialización final de la energía de igual forma que los proyectos y emprendedores tradicionales. Debido a ello, estos proyectos tienen menores posibilidades de suscribir contratos de largo plazo con clientes finales no sujetos a regulación de precios o empresas distribuidoras para la venta de su energía y, por consiguiente, no pueden optar a modelos de negocios que les otorguen certidumbre de ingresos durante plazos prolongados, condición fundamental para desarrollar proyectos que se caracterizan por la recuperación del capital invertido en el largo plazo.





Adicionalmente, el menor tamaño de los proyectos de energías renovables no convencionales y la dedicación relativamente mayor que demanda su evaluación, más el riesgo inicial que implica la introducción de tecnologías innovadoras en mercados competitivos de generación eléctrica, los hacen, por el momento, menos interesantes para las empresas existentes en el mercado eléctrico chileno que los proyectos con energías convencionales. Si bien los actores tradicionales han comenzado a evaluar y, en algunos casos, a ejecutar algunos proyectos con energías no convencionales, probablemente los desarrollarán a un ritmo menor y en una cantidad inferior al que permite el potencial del país.





Indica el Mensaje que, en virtud de lo anterior, se ha decidido someter a estudio este proyecto de ley, destinado a mejorar la viabilidad de estas energías renovables no convencionales, con el fin de resolver las dificultades mencionadas.





Agrega el Gobierno que el contenido del proyecto se enmarca en la normativa que regula el sector de generación eléctrica en Chile, mediante una modificación a la Ley General de Servicios Eléctricos.





Consecuentemente, respeta los principios fundamentales contenidos en dicha ley especial, en cuanto cautela la eficiencia, competencia y libertad de emprendimiento, e impulsa la concreción de aquellos proyectos de energías renovables no convencionales más convenientes para el desarrollo del mercado de generación eléctrica. Explica que, de igual forma, estas innovaciones no alteran la competencia en el mercado final de suministro de energía y mantienen un trato equitativo entre clientes finales.





Señala el Gobierno que, junto a lo anterior, el proyecto de ley está enfocado a lograr con eficacia el objetivo planteado, pues reemplaza la posibilidad que hoy tienen los propietarios de medios de generación con energías no convencionales a suministrar a las empresas concesionarias de distribución hasta el 5% de la demanda de dichas compañías, por una obligación de acreditar que se ha generado cierta cantidad de energía renovable no convencional, equivalente a un 5% de la energía retirada por las empresas eléctricas que comercializan energía en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts, independientemente de si esa energía es comercializada con empresas distribuidoras o con clientes libres.





Las empresas eléctricas obligadas en virtud de esta disposición, deberán acreditar anualmente que una cantidad de energía equivalente al 5% del total de la que comercializan, haya sido inyectada a los sistemas eléctricos por medios de generación renovables no convencionales, sean estos propios o contratados.




En otro aspecto, los medios de generación que podrán establecerse o contratarse para acreditar el cumplimiento de la obligación, serán los que se interconecten a los sistemas eléctricos con posterioridad al 31 de mayo de 2007 y corresponderán a centrales hidroeléctricas pequeñas, o a proyectos que aprovechen la energía eólica, la solar, la geotérmica, la de los mares o la de la biomasa, es decir, aquellas tecnologías que utilicen fuentes renovables, produzcan un bajo impacto ambiental y que aún no sea han desarrollo significativamente en el país.





El Mensaje señala que el año de inicio de nueva obligación es el 2010, con la finalidad de dar plazo a las empresas para seleccionar de manera eficiente la forma o los medios de generación con los que cumplirán el requerimiento.





Además, prosigue el Ejecutivo la vigencia de la obligación está limitada a 20 años, contados desde el 1° de enero de 2010, pues la intención es dar un impulso inicial a las energías renovables no convencionales, luego del cual podrán continuar desarrollándose de manera natural en el mercado de generación eléctrica.





Por su parte, y a efectos de garantizar la eficacia de la disposición comentada, se establece una multa a beneficio fiscal, que recae sobre aquellas empresas que no dan cumplimiento a la obligación, multa que es proporcional al monto de la energía renovable no convencional que no fue acreditada.




Sin embargo, expresa el Mensaje que, a efectos de facilitar y flexibilizar el cumplimiento de la obligación, incentivando el desarrollo de los proyectos referidos, se permite postergar hasta por un año la acreditación de hasta un 50% de la obligación.





Con el mismo objetivo de incentivar y dar flexibilidad a las modalidades para lograr el cumplimiento, se permite acreditarlo con energía renovable no convencional inyectada a los sistemas eléctricos en el año previo a la obligación, así como traspasar excedentes de cumplimiento entre empresas.





Asimismo, el Mensaje indica que se ha cautelado no afectar los contratos de suministro de energía vigentes a la fecha, por lo cual los suministros asociados a dichos contratos no dan lugar a la obligación establecida en el proyecto de ley.





Por último, el Ejecutivo expresa que las facultades de administración, verificación y fiscalización del cumplimiento de la obligación recaen en los organismos tradicionales del sector eléctrico, esto es, los Centros de Despacho Económico de Carga y la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, y en lo que sea necesario para la implementación de la Ley, en la Comisión Nacional de Energía.





3.- Opiniones recibidas por la Comisión.- Durante el estudio de la iniciativa la Comisión consultó la opinión de diversas empresas. Al respecto, las siguientes compañías presentaron sus observaciones por escrito:




a) ENDESA.





“1. ANTECEDENTES





Con fecha 31 de octubre de 2007, Endesa Chile recibió una invitación del Presidente de la Comisión de Energía y Minería del Senado, Honorable Senador Sr. Ricardo Núñez, para que la empresa plantee su opinión sobre el proyecto de ley de modificación de la ley eléctrica, que busca fomentar el desarrollo de las energías renovables no convencionales para la generación de electricidad.





En atención a esta amable solicitud, en los siguientes párrafos Endesa Chile expone los comentarios y observaciones sobre el citado proyecto de ley. Estas opiniones, se basan en la experiencia de la compañía en el desarrollo de las energías renovables no convencionales, tanto en Europa a través de su matriz en España, como en Chile, con la creación de Endesa Eco y sus proyectos actualmente en construcción parque eólico Canela (Región de Coquimbo) y minicentral hidroeléctrica Ojos de Agua (Región del Maule).





2. EL PROYECTO DE LEY





El Programa de Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet se compromete a desarrollar los instrumentos e iniciativas para que el 15% del aumento en generación eléctrica al año 2010 se logre con fuentes renovables no convencionales (ERNC).





Se estima que eso requerirá la incorporación del orden de 400 MW en base a ERNC (equivalente al 15% de los 2.824 MW estimados por el Plan de Obras en el periodo 2006 -2010).





El objetivo central es incorporar las ERNC de manera eficiente, sin provocar grandes distorsiones en la operación del mercado eléctrico.





Se busca desarrollar combinaciones entre fuentes renovables (agua, viento, etc.) y tecnologías, que no están presentes de manera importante en los mercados eléctricos nacionales. Lo anterior corresponde a las siguientes categorías de proyectos, de acuerdo a su fuente de energía primaria:





- Hidráulicos: energía hidráulica de potencia inferior a 20 MW.





- Biomasa: energía proveniente de materia orgánica vegetal o animal.





- Geotérmicas: energía del calor natural de la tierra (vapor agua o gases).





- Solares: energía de la radiación solar.





- Eólicos: energía cinética del viento.





- Mareomotrices: cualquier forma de energía mecánica producida por el movimiento de las mareas, olas y corrientes marinas.





- Instalaciones de cogeneración eficiente de potencia menor a 20 MW.





Entre las principales implicancias del proyecto de ley se pueden enumerar las siguientes:





- Establece que las empresas eléctricas, que comercializan energía en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 MW (SING y SIC), deben acreditar al 2010 que un 5% se ha generado con ERNC, independiente se trate de clientes libres o regulados. A partir del 2015 se sumará anualmente un 0,3% para completar un 8% el 2024.





- Se pueden imputar inyecciones de ERNC entre sistemas interconectados; por ejemplo un comercializador del SING puede convenir con un generador de ERNC del SIC la imputación de sus inyecciones.





- Medio de generación que aplica: aquellos que se han interconectado con posterioridad al 31 de mayo 2007.





- Año de inicio de la obligación: 2010. La obligación es indefinida.





- Establece un procedimiento de sanción por no cumplimiento, correspondiente 0,4 UTM/MWh (aprox. 27 US$/MWh). Se pueden utilizar inyecciones de ERNC del año anterior, que no hayan sido imputadas (excedentes). También como mecanismo de flexibilización, se permite postergar hasta por un año la acreditación de hasta 50% de la obligación.





- Instituciones relacionadas con facultades administrativas y fiscalización: SEC - CNE -CDECs.





- Eliminación del derecho a suministro del 5% para los clientes regulados establecido en la Ley Corta II.





3. COMENTARIOS DE ENDESA CHILE 





3.1. Aspectos generales





Endesa Chile tiene un interés prioritario en el desarrollo de las energías renovables, para lo cual constituyó en su momento la filial Endesa Eco y en este sentido las observaciones que entrega se basan en los análisis que ha hecho dicha compañía de la legislación de ERNC en países latinoamericanos y europeos. Es interesante que existan muchos actores que contribuyan al desarrollo de las ERNC y por tanto este proyecto es un paso trascendental para el incentivo de las ERNC, debiendo en el futuro acometerse en otros proyectos e incentivos que la aplicación práctica de esta ley determinará.





En cuanto a los proyectos hidroeléctricos, existen muchos derechos de agua en manos de terceros que pueden ser desarrollados como proyectos ERNC, por lo que la legislación no debiera ser restrictiva y por lo tanto posibilitar la construcción de estos proyectos hidroeléctricos de pasada, sin colocar restricciones de tamaño que pueden llevar a los titulares de los proyectos a limitar los mismos en desmedro del óptimo social de desarrollar los proyectos maximizando su capacidad.





3.2. Respecto de la gradualidad de la obligación de respaldo con ERNC, comenzando con 5% y alcanzando hasta un 8%.





Endesa Chile estima que parece razonable establecer esta gradualidad en la obligación, ya que es consistente con un adecuado ajuste de la oferta en el mercado eléctrico, cuyas inversiones requieren de un tiempo prolongado para su ejecución. Sin embargo, estimamos que la forma en que se ha establecido esta gradualidad, puede provocar un daño al desarrollo de la comercialización de energía en este mercado, que puede atentar contra el ingreso de nuevos actores y proyectos.





Un nuevo actor o desarrollador de un proyecto convencional, debe conseguir un contrato de venta para su energía en el largo plazo (PPA), de manera de viabilizar su proyecto y financiamiento. Con la modificación legal deberá en forma paralela firmar un contrato de respaldo con el desarrollador de uno o más proyectos de ERNC, lo cual no debiera significar un obstáculo mayor si este porcentaje obligatorio de respaldo fuese constante en el tiempo. Es decir, si su contrato de respaldo fuese por un monto de energía constante para todos los años de vigencia de su contrato de venta de energía (PPA).





Sin embargo, si el respaldo obligado para este PPA es creciente año a año, como se plantea en el proyecto de ley actual, esto obligaría a un respaldo con distintos actores que pretendieran desarrollar ERNC en el futuro a lo largo de toda la vigencia del PPA, por ejemplo desarrolladores de ERNC con obras nuevas proyectadas al 2020. Sin duda establecer estos contratos de respaldo hoy, al momento de desarrollar la planta convencional, conseguir el financiamiento y el contrato de venta de energía (PPA), parece una misión muy difícil de cumplir, que eventualmente puede constituir una barrera al negocio de comercialización y desarrollo de oferta convencional.





Por este motivo, Endesa estima que se debería mantener la gradualidad de la obligación, pero que esta fuera constante para los contratos (PPA) firmados en una fecha determinada. Es decir, para PPA cuya vigencia (inicio de la venta de energía) se inicien entre los años 2010 al 2014, el respaldo debería ser de 5% por toda su vigencia; para PPA que inicien su vigencia el 2015 el respaldo sería de 5.3% por toda su vigencia y así sucesivamente, hasta que los PPA cuya vigencia comience el 2024 serían respaldados en 8% con ERNC.





Sin duda, con este esquema propuesto el monto total de respaldo requerido por el sistema es menor, al que se requeriría en el estado actual del proyecto de ley, pero esta forma de establecer la gradualidad es más razonable desde el punto de vista del desarrollo de la oferta y comercialización en este mercado.





La inquietud planteada se torna patente al considerar que el proyecto no fija un plazo para la dictación del reglamento que aluden los artículos que incorpora. Al parecer, la regulación reglamentaria está constituida por una Resolución Exenta de la CNE como se enuncia en el artículo 2° transitorio de la iniciativa. Así, mediante resolución exenta la CNE estaría fijando, no sólo los procedimientos técnicos para incluir "otros medios de generación", sino que además, aquellas directrices para incrementar de un 5% a un 8% la obligación consignada en el nuevo artículo 150° bis.





3.3. Respecto del límite de centrales hidroeléctricas en 20 MW





Para efectos del cumplimiento del porcentaje de generación exigido por la ley, se debería reconocer el 100% de lo producido por centrales hidroeléctricas de pasada hasta 40 MW, de manera que para centrales de hasta 40 MW se reconozca el 100% de lo producido y para centrales de potencia mayor a 40 MW, se reconocerá como aporte la potencia horaria entregada limitada a un máximo de 40 MW.





Si bien se reconoce que cualquier límite es arbitrario (ver artículo de el diario El Mercurio del 26/10/07, "Ministro Tokman defiende límite de generación en energía hídricas"), considerar un valor de 40 MW o superior ya ha sido considerado en otras legislaciones internacionales, por ejemplo en España (Real Decreto 661/2007). Por otro lado, un límite superior al considerado en el proyecto actual (20 MW), facilita el desarrollo de recursos de menor costo medio en virtud de las mayores economías de escala para centrales hidroeléctricas de pasada mayores de 20 MW. Debe tenerse presente que finalmente, los mayores costos en que se incurra para el cumplimiento de la ley, serán transferidos a los clientes finales, afectando la competitividad económica de la industria, consumidores residenciales, etc.





El permitir a centrales de mayor tamaño aportar una fracción de su generación permite optimizar el uso de los recursos hidroeléctricos a nivel nacional. En efecto, si esto no se permitiera, la tendencia será limitar el tamaño de las centrales al valor límite (40 MW según lo propuesto). Con ello, existirán centrales que normalmente se diseñarían con tamaños mayores y que se limitarán a fin de alcanzar el beneficio. De esta manera, el país dejará de desarrollar una parte de sus recursos hidroeléctricos de muy bajo costo incremental (incluidos los ambientales), los cuales deberán ser sustituidos por generación térmica (probablemente vapor carbón) de mayor costo. Este razonamiento es válido para cualquier nivel de potencia fijado arbitrariamente (dentro de límites usuales).





La propuesta indicada en el párrafo anterior facilitará el desarrollo de generación hidroeléctrica de pasada, desaprovechando la generación térmica y otras convencionales. Por otra parte, dado que se limita el aporte de las centrales de mayor tamaño al cumplimiento de la cuota exigida, el número total de proyectos ERNC a desarrollar no será inferior al que existiría en el caso de no aceptarse el aporte de centrales de potencia instalada superior al valor límite.”.




b) COLBÚN S.A.





“1.- Antecedentes y Objetivos del Proyecto de Ley





Esta minuta contiene las principales observaciones generales de Colbún S.A., al proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley general de servicios eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energías renovables no convencionales (Boletín N° 4.977-08), en la versión aprobada recientemente por la Cámara de Diputados. Fue elaborada a solicitud de la Comisión de Minería y Energía del Senado, la que se encuentra conociendo esta iniciativa en segundo trámite constitucional.





Como cuestión previa, es necesario tener presente que las leyes 19.940 y 20.018 ya establecieron importantes franquicias a las energías renovables no convencionales (ERNC), como son la exención o reducción del pago de peajes de transmisión y el derecho a suministrar a las distribuidoras hasta el 5% de la demanda de éstas. Adicionalmente, la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Energía han establecido importantes incentivos directos a este tipo de energías.





Del texto del mensaje con que S.E. la Presidenta de la República inició la tramitación legislativa de este proyecto de ley el 4 de abril de 2007, se deduce que los objetivos que se tuvieron en mira para fomentar la generación de energía eléctrica con fuentes de ERNC, fueron los siguientes:




a) Diversificar las fuentes de suministro eléctrico en el país.





b) Desarrollar fuentes propias que permitan a Chile tener una relativa independencia energética.





c) Avanzar en el desarrollo sustentable de la economía nacional, pues las ERNC son menos invasivas para el medio ambiente.





Colbún siempre ha compartido, comparte y compartirá plenamente los objetivos anteriores.





2.- Aportes de Colbún en materia de ERNC




La afirmación anterior puede respaldarse con la trayectoria y comportamiento de Colbún durante los últimos años. Las acciones más recientes y pertinentes son las siguientes:




a) Estructuración de una carpeta de proyectos de ERNC, consistente en mini centrales hidráulicas, por un total de cerca de 100 MW.




b) Constitución de un fondo de inversión orientado a permitir sacar adelante proyectos de ERNC de terceros.





c) Formación de una Dirección de Proyectos Especiales, con ejecutivos dedicados exclusivamente al desarrollo de iniciativas de ERNC, y que ha analizado, además de los mini hidráulicos, proyectos eólicos y de biomasa.





Colbún seguirá a futuro trabajando en esta línea.





3.- Mecanismo para Fomentar las ERNC





La norma principal de este proyecto de ley, en su versión actual, establece que “cada empresa eléctrica que efectúe retiros de energía desde los sistemas eléctricos ... para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales, deberá acreditar ante la Dirección de Peajes del CDEC respectivo, que una cantidad de energía equivalente al 8% de sus retiros en cada año calendario haya sido inyectada a cualquiera de dichos sistema, por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados”. (A esta cifra se llegará progresivamente el año 2024, partiendo de un 5% el 2010).  





En primer lugar, pensamos que no existe una razón fundada para establecer en 8% el porcentaje referido. Sin duda que el de 5% que establecía el texto original del proyecto, resultaba más razonable. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que incluso el 5% ya era bastante ambicioso. El 2010 el país consumirá cerca de 61.000 GWh/año, siendo el 5% igual a 3.070 GWh/año, o lo que es lo mismo, realizar cerca de 27 proyectos de ERNC de 20 MW. Al realizar este mismo ejercicio con un 8%, se llega a la conclusión de que se deberían realizar cerca de 95 proyectos hacia el 2024. Relacionado con los mismo, es importante destacar que una de las razones que se aducen para promover las ERNC, cual es que son menos invasivas para el medio ambiente, pierde validez cuando dichas tecnologías se implementan en grandes volúmenes. En efecto y sólo para ilustrar el concepto, para generar 3.070 GWh con centrales eólicas, se requiere una superficie de más de 30.000 hectáreas. Para generar 3.070 GWh con centrales mini hidro de 20 MW cada una, se requieren 27 proyectos, 27 lugares que se intervienen y 27 líneas de transmisión.




En segundo lugar, el proyecto original establecía el beneficio anterior por veinte años. El texto aprobado por la Cámara de Diputados lo ha hecho permanente. Como decía el Mensaje, “la intención es dar un impulso inicial a las ERNC, luego del cual podrán continuar desarrollándose de manera natural en el mercado de generación eléctrica.” Creemos esencial rescatar el referido concepto por cuanto no somos partidarios de incentivos permanentes para el desarrollo de determinadas tecnologías de generación eléctrica, mediante mecanismos que podrían introducir distorsiones en un mercado que cuando ha tenido señales de precio adecuadas y estabilidad regulatoria, se ha desarrollado eficientemente. Por otro lado es importante destacar que incentivos como los descritos se traducirán en incrementos de precios para los consumidores, que Empresas Eléctricas A.G. ha estimado en US$ 400 millones para el período 2010 – 2020.




Somos partidarios por lo tanto de restablecer un límite de plazo al beneficio así como acotar el porcentaje a niveles en torno a un 5%.




4.- Limitación de las Fuentes Mini Hidráulicas




El proyecto de ley establece 20.000 KW como potencia máxima para que las iniciativas cuya fuente de energía primaria sea la hidráulica se puedan acoger a los beneficios de la ley.





Parece no existir razón para establecer este límite y, además, podría ser discriminatorio respecto de las otras formas de ERNC donde no se establece este tipo de limitación. ¿Qué diferencia hay entre una central hidráulica de 20, 21, 25, 30 o 50 MW? No es evidente cuál es el límite para que las centrales hidráulicas sean consideradas como ERNC. Sin embargo, para este tipo de tecnologías debe primar tanto desde el punto de vista técnico, económico como ambiental, el aprovechamiento eficiente de los recursos hidráulicos disponibles, ya que la decisión respecto del tamaño de una central hidráulica se toma en el momento que se diseña y esta decisión es prácticamente irreversible. Es necesario considerar que este tipo de centrales presentan importantes economías de escala económicas, técnicas y ambientales. Desde el punto de vista ambiental, el concepto es la eco-eficiencia: maximizar la generación de energía dada la intervención realizada. Dadas las economías de escala, una central de 50 MW puede tener un impacto ambiental, dado por la longitud de canales y túneles, tuberías de presión, líneas de transmisión y otros, equivalente al de una central de 20 MW. La primera es por lo tanto considerablemente más eco-eficiente. ¿Por qué promover la segunda y no la primera?





Adicionalmente, el límite actual se puede prestar para que con el objeto de cumplir el límite se construyan dos o más centrales para que éstas califiquen como ERNC con el consiguiente mayor costo y mayor impacto ambiental.





La energía hidroeléctrica es abundante, económica y no contaminante, por lo que creemos que se debe priorizar, independientemente de su tamaño.





En este sentido, se propone aumentar a 50 MW el límite para que los proyectos hidráulicos sean considerados ERNC o que, en su defecto, se considere que las centrales hidráulicas de hasta  50 MW puedan acreditar 20 MW como ERNC.




5.- Cargo por no cumplimiento





El proyecto señala que “si dentro de los tres años siguientes incurriese nuevamente en incumplimiento de su obligación, el cargo será de 0,6 UTM por cada megawatt-hora de déficit”. (La multa inicial es de 0,4 UTM).





Este aumento no tiene relación con la magnitud del incumplimiento. Por ejemplo, si un generador incumple en 1 GWh en un año, pero al año 3 incumple en 100 GWh, entonces tendrá que pagar 0,6 UTM por los 100 GWh.




Adicionalmente, la redacción de la norma no es clara en señalar qué pasa cuando hay incumplimiento en los años posteriores al tercer año. En este sentido, una vez que el cargo aumentó al 0,6, ¿seguirá siendo 0,6 para los siguientes años o se empieza de nuevo con la cuenta?





Por otro lado, el incumplimiento del porcentaje por parte de un generador, se podría producir principalmente por dos razones:





i) Porque el año hidrológico fue seco y la centrales hidráulicas de menos de 20 MW generaron menos energía para ser acreditada.





ii) Porque el sistema presenta déficit de proyectos ERNC.




Estimamos que lo que debe buscar el proyecto de ley es que se realicen los proyectos ERNC y no la mera imposición de multas. Por lo tanto, recomendamos otorgar mayor flexibilidad a los generadores en la acreditación del porcentaje. Para el primer caso mencionado, el proyecto de ley debiera permitir acreditar en más años el déficit y no sólo el 50% en un año. En el segundo caso, la forma de subsanar el incumplimiento es realizar nuevo proyectos ERNC, lo que toma más de dos años.





Finalmente, el proyecto de ley señala que los cargos recaudados serán entregados a los clientes cuyos proveedores cumplieron con la obligación. En este sentido, el cliente cuyo proveedor no cumplió, no es responsable de esto. En segundo lugar, indirectamente también pagó el mayor costo por la energía; por lo tanto, debería repartirse para todos los clientes cuyos contratos deben acreditar la obligación del 5% o del 8%.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El señor Presidente de la Comisión colocó en discusión general el proyecto de ley.





A continuación, el Ministro señor Tokman se refirió a los principales aspectos de la iniciativa legal. Al respecto, señaló que el proyecto de ley sobre generación de energía eléctrica con fuentes de energías renovables no convencionales, tiene por objetivo central, establecer condiciones que permitan atraer inversiones en proyectos de energías renovables no convencionales, mediante la aceleración del desarrollo del mercado asociado a esas tecnologías y la eliminación de las barreras a la entrada que las afectan, asumiendo las peculiaridades de estos tipos de tecnologías.




Agregó que, para cumplir este objetivo, el proyecto reemplaza la posibilidad que hoy tienen los propietarios de medios de generación con energías no convencionales, a suministrar a las empresas concesionarias de distribución hasta el 5% de la demanda de dichas empresas, por la obligación a las empresas eléctricas que comercializan energía en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts (MW), de acreditar anualmente que un 8% de la energía que comercializan, a empresas distribuidoras y a clientes libres, fue inyectada a los sistemas eléctricos por medios de generación renovables no convencionales, sean estos propios o contratados. Añadió que, sin perjuicio de ello, existe una gradualidad para alcanzar ese valor: entre el 2010 y el 2014 el valor será de 5%, incrementándose 0,3% cada año a partir del 2015 hasta alcanzar el 8% el año 2024.




Indicó que las empresas que no cumplan deberán pagar un cargo de 0,4 UTM por cada megawatts hora (MWh) de energía renovable no convencional no acreditado. Es decir, la sanción es proporcional al nivel de incumplimiento. Además, el cargo será de 0,6 UTM para las empresas que reincidan en incumplimiento. Aclaró que lo recaudado con los cargos se traspasará a los clientes de las empresas que cumplan la exigencia. Con ello, se les da incentivos a los consumidores para exigir a sus proveedores el cumplimiento de la normativa.




En cuanto a los medios de generación que podrán establecerse o contratarse, manifestó que corresponderán a centrales hidroeléctricas pequeñas, o a proyectos que aprovechen la energía eólica, la solar, la geotérmica, la de los mares o la de la biomasa, es decir, aquellas tecnologías que utilicen fuentes renovables, produzcan un bajo impacto ambiental y que aún no se han desarrollado significativamente en el país. Agregó que, con el fin de incentivar el desarrollo de nuevos proyectos ERNC, sólo la energía generada por aquellos instalados con posterioridad al 31 de mayo de 2007 podrá usarse para acreditar el cumplimiento.




Indicó que, en atención a que es necesario dar un plazo a las empresas que tendrán la obligación referida, para seleccionar de manera eficiente la forma o los medios de generación que les permitan cumplir la norma, se ha fijado el año 2010 como el de inicio de la obligación. Asimismo, explicó que se ha cautelado el no afectar los contratos de suministro de energía suscritos con anterioridad al 31 de agosto de 2007, por lo cual los suministros asociados a dichos contratos no darán lugar a la obligación establecida en el proyecto de ley.





Seguidamente, manifestó que la política energética nacional pretende conciliar tres objetivos: seguridad de suministro, eficiencia económica de dicho suministro y sustentabilidad ambiental en el desarrollo del sector. Destacó que los acontecimientos de los últimos años han reforzado la importancia de la seguridad de suministro como un objetivo estratégico fundamental.





Indicó que el estímulo al desarrollo de las Energías Renovables No Convencionales (ERNC) es una estrategia tanto para aumentar la seguridad de suministro; diversificar las fuentes de generación, y reducir la dependencia externa; como para el desarrollo sustentable del sector energía; tienen menores impactos ambientales que las formas tradicionales de generación eléctrica y permiten el desarrollo descentralizado del sector.




Adicionalmente, mencionó que el nivel actual de los precios de la energía hace que existan proyectos ERNC que hoy deberían ser competitivos en el país. A su juicio, eso explica, en parte, el creciente interés en estos proyectos por un número cada vez mayor y diverso de emprendedores nacionales e internacionales.




Agregó que lo anterior no asegura que los proyectos se materializarán, pues algunas características de ellos y, principalmente de muchos de sus promotores, no les permiten asumir de igual forma que los proyectos y emprendedores tradicionales los riesgos asociados a la comercialización final de la energía. Añadió que, por ello, tienen escasas posibilidades de suscribir contratos de largo plazo de suministro de energía y no pueden optar a modelos de negocios que les otorguen certidumbre de ingresos durante plazos prolongados, condición fundamental para este tipo de proyectos que se caracterizan por largos periodos de recuperación de capital.





Señaló que el menor tamaño de los proyectos ERNC, la dedicación mayor que demanda su evaluación y el riesgo que implica la introducción de tecnologías innovadoras en mercados competitivos, los hacen por el momento menos interesantes que los proyectos tradicionales para las empresas que operan en el mercado eléctrico en Chile. Opinó que, si bien estas empresas están emprendiendo proyectos ERNC, probablemente los desarrollarán a un menor ritmo y en cantidad  inferior al potencial de proyectos eficientes que el país tiene.





Por otro lado, expresó que, si bien los avances legislativos incluidos en las leyes corta I y II, han contribuido a mejorar el clima de inversiones en torno a este tipo de proyectos, ellos no aseguran que se logrará avanzar significativamente en la materialización de los proyectos de ERNC competitivos, pues no contienen soluciones eficaces a los problemas antes señalados - incapacidad de muchos promotores de asumir riesgos en la comercialización y con ello imposibilidad de suscribir contratos de largo plazo, y poco interés de empresas tradicionales -. Reiteró que el proyecto de ley pretende impulsar esas soluciones.





Luego, describió las principales propuestas de modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos.




En primer lugar, manifestó que se busca establecer las condiciones para materializar una cartera de proyectos ERNC que permita acelerar el desarrollo del mercado, eliminar las barreras que enfrentan asociadas a la innovación y generar confianza en el mercado eléctrico respecto de este tipo de tecnología.





Indicó que los principios que inspiran la propuesta de modificación legal son:





- Eficacia: asegura la penetración de las ERNC en plazos razonables.





- Eficiencia: se busca la materialización de los proyectos ERNC más competitivos, manteniendo con ello este principio que cruza la legislación asociada a generación eléctrica.




- No discriminación: los mayores costos asociados, de haberlos, serán absorbidos en el largo plazo por todos los consumidores de energía eléctrica, tanto clientes regulados como libres.





- Simplicidad: la ley es de implementación inmediata, sin necesidad de reglamentación complementaria significativa y se apoya en los organismos del mercado eléctrico ya constituidos.





- Mínima distorsión: No se altera el sistema de precios de corto plazo, ni se distorsiona la competitividad relativa de los agentes que participan en el mercado de comercialización final.





En lo que dice relación con la meta de suministro, destacó que se establece la exigencia para todas las empresas eléctricas que comercializan energía (las generadoras) en los sistemas SING y SIC, de acreditar anualmente que un porcentaje del total de la energía que comercializan, fue inyectada a los sistemas eléctricos por medios de generación renovables no convencionales.




Aclaró que la exigencia es sólo para la energía proveída a partir del año 2010. Puntualizó que entre los años 2010 y 2014, la exigencia será de un 5%, la cual se incrementa anualmente en 0,3% a partir del 2015, hasta alcanzar el 8% el 2024, cifra que se mantiene constante a partir de esa fecha.




Enfatizó que los suministros de energía que se contabilizan en la exigencia son los realizados tanto a empresas distribuidoras como a clientes libres, que se hayan suscrito a partir del 31 de agosto de 2007. Por tanto, no afecta a los contratos asociados a las licitaciones de suministro de las distribuidoras realizadas el 2006.





Explicó que por consistencia y para evitar dobles gravámenes, se reemplaza la opción que hoy tienen los propietarios de los medios ERNC a vender a las empresas distribuidoras hasta el 5% de la demanda de ellos. Además, en su opinión, esta disposición vigente en la ley puede alterar el normal desenvolvimiento del mercado final de contratos, ya que es discriminatoria pues sólo grava a los clientes regulados del sistema, y no es un incentivo eficaz para el desarrollo de proyectos ERNC.





En lo que respecta a las sanciones por incumplimiento, indicó que las empresas que no cumplan con la exigencia establecida en un año cualquiera a partir del 2010, deberán cancelar un cargo de 0,4 UTM por cada MWh no acreditado durante un año calendario, es decir, la sanción es proporcional al nivel de incumplimiento. Añadió que, para las empresas que reincidan en incumplimiento dentro del plazo de 3 años, el cargo se aumenta a 0,6 UTM.





Señaló que los montos recaudados con los cargos serán traspasados a los consumidores de energía abastecidos por aquellas empresas que cumplen la exigencia. Con ello, se reintegra los cargos a los consumidores y se le dan a estos incentivos para exigir a sus proveedores de energía el cumplimiento de la exigencia.





En cuanto a los medios de generación que se permiten para acreditar el cumplimiento, manifestó que sólo serán los nuevos, es decir aquellos que se interconecten a los sistemas SING y SIC con posterioridad al 31 de mayo de 2007.





Explicó que estos medios deben corresponder a centrales hidroeléctricas pequeñas (menos de 20 MW de potencia máxima), o a proyectos que aprovechen la energía eólica, la solar, la geotérmica, la de los mares o la de la biomasa, es decir, aquellas fuentes renovables y tecnologías que aún no se han desarrollado significativamente en el país. Enfatizó que tampoco tendrán un trato especial en el mercado, por lo que deben someterse a las mismas exigencias de calidad de servicio y despacho que tienen los proyectos tradicionales.





En cuanto a los mecanismos de flexibilidad y procedimientos de verificación y seguimiento, expresó que los CDEC respectivos deben llevar la contabilidad del cumplimiento de la exigencia, y ante ellos las empresas deben acreditar el cumplimiento. Añadió que, si bien no está explicito en el proyecto de ley, esta tarea es fácil de implementar por los CDEC, por ejemplo, a través de los balances anuales de transferencias de energía que realizan.





Agregó que la ERNC que se permite para acreditar cumplimiento puede haber sido inyectada al sistema por medios  de generación de propiedad de la empresa que tiene la exigencia, o bien por medios de propiedad de otras empresas con los cuales existan contratos.





Explicó que, con la finalidad de dar flexibilidad e incentivar el cumplimiento, se permiten que inyecciones ERNC del año anterior al de la exigencia puedan usarse para acreditar el cumplimiento.





Manifestó que estas inyecciones de ERNC pueden provenir de un sistema eléctrico distinto al que da lugar a la exigencia. Por ejemplo, inyecciones de ERNC en el SIC pueden ser usadas para acreditar cumplimiento de exigencias generadas en el SING. Asimismo, indicó que se permite postergar un año la acreditación de parte de la exigencia, previa notificación del interesado a la SEC, y se permiten transferencias de excedentes de inyecciones ERNC entre empresas.





Finalmente, mencionó otras adecuaciones del texto de la Ley General de Servicios Eléctricos.





En primer lugar, señaló que se realizan las adecuaciones necesarias a la Ley General de Servicios Eléctricos que permiten coordinar su texto con la terminología y conceptos establecidos en la propuesta legislativa. Para ello, se incorporan en las definiciones de la ley (artículo 225) los conceptos de energía renovable no convencional y medios de generación renovables no convencionales, los cuales se listan por extensión, y se adecua la redacción del artículo 79 (excepción de peajes para ERNC) a las definiciones de ERNC, sin modificar sus alcances.





En cuanto a los impactos previstos por la modificación legal, manifestó que, sin considerar la posibilidad de postergación, se estima que para cumplir la exigencia se requieren del orden de 200 MW de nuevas ERNC operando el año 2010, 360 MW al 2011 y 1400 MW al 2020. Añadió que lo anterior se compara positivamente con la capacidad de los proyectos que hoy están en el SEIA, la que debe incrementarse significativamente luego de que se internalice en el mercado la modificación legal.




Añadió que la ley debe traducirse en la materialización de los proyectos más eficientes, la mayoría de los cuales, tal vez todos, deben ser rentables a los precios de la energía esperados para la próxima década. Por ende, su impacto en el costo de la energía debería ser mínimo o nulo. Precisó que, más aún, si nadie cumpliera la exigencia, y traspasaran la totalidad del cargo, el precio de la energía se incrementaría, como máximo y en el largo plazo, en 2 US$/MWhr (menos de 2% del precio de la energía que pagarían los consumidores residenciales), siendo considerablemente inferior a ese valor durante los primeros años de vigencia de la obligación.





Concluyó señalando que, al menos en los primeros años, la ley debe favorecer a los proyectos impulsados por emprendedores no tradicionales, pues lo más probable es que suscriban contratos con las empresas tradicionales (que tiene que cumplir la exigencia), las que pasan a ser una parte interesada en el éxito del proyecto. Además, la suscripción de contratos facilita la obtención de financiamiento bancario.




Consultado por los señores Senadores acerca de los actuales envíos de gas desde Argentina, el señor Ministro indicó que éstos alcanzan alrededor de dos millones en promedio, pero, con variaciones importantes. Añadió que en el caso de Metanex, el envío ha sido de cero y para Concepción 500.000 fijos.





Señaló también que entre los proyectos en marcha hay alrededor de 3.000 MW de generación a carbón.





El Honorable Senador señor Horvath consultó acerca de la posibilidad de reactivar el proyecto Chile- California.





El señor Ministro respondió que se ha contado con cooperación internacional, especialmente alemana, pero se comprometió a revisar el proyecto mencionado.





Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez consultó acerca de la distribución de ampolletas de bajo consumo que ha aparecido en la prensa, y la forma en que estas se distribuirían, respecto de lo cual acotó que EMAZA habría sido un instrumento idóneo para dicho fin.





El Ministro señor Tokman respondió que no es necesario porque se hará a través de las empresas prestadoras, la adquisición de las ampolletas en tanto, se hará mediante una licitación internacional.





Agregó que para el 40% de las personas con menores ingresos se les entregarán gratuitamente dos ampolletas de bajo consumo. Añadió que las demás personas tienen derecho a adquirir hasta cuatro ampolletas, pagándolas en forma diferida mediante su cuenta de servicio eléctrico.





Indicó que también se está estudiando la posibilidad de hacer extensivo este programa al alumbrado público, por medio de la creación de un fondo concursable.





Recordó que también se está implementando la obligación de etiquetar los productos que se vendan en Chile señalando su eficiencia energética.





En lo que respecta al gas natural licuado, estimó que la primera planta, en Quinteros, estará en funciones a partir del año 2009. Añadió que al otro proyecto, Mejillones, solamente le falta la aprobación ambiental.





En la siguiente sesión, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, señor Rodrigo Iglesias, expresó que cuando se analiza el tema de las ERNC, en especial, para efectos de plantear medidas que puedan promover su desarrollo, hay que preguntarse porqué estas no han prosperado en nuestro mercado eléctrico. Al respecto, señaló que la Comisión Nacional de Energía tiene un diagnóstico. Manifestó que, dado el actual contexto internacional, de altos costos de la tecnología y de los combustibles, existirían muchos proyectos de energía renovable no convencional que podrían entrar al mercado, en condiciones iguales al resto de las más tradicionales.





Advirtió que, no obstante, ello no está ocurriendo. Sin perjuicio, de algunas señales positivas, como, por ejemplo, el proyecto Canela, en la IV Región, que entra en operaciones este mes, con una potencia aproximada de 18 MW.





El Honorable Senador señor Horvath preguntó cuál es el factor de planta de ese proyecto.




El Encargado de Energías Renovables de la Comisión Nacional de Energía, señor Cristián Santana, contestó que se aproxima a un nivel de entre el 28 y el 30%, lo que para un proyecto eólico de nivel internacional consideró como bueno.





Sobre lo anterior, el Honorable Senador señor Orpis declaró que el óptimo ronda el 38%.





El señor Santana, contestó que esos porcentajes son excepcionales a nivel internacional, como por ejemplo, el 40% que tiene la provincia de Aysén.





Destacó el señor Iglesias que lo característico del proyecto Canela es que se instala en el principal sistema eléctrico nuestro, por lo cual es muy emblemático.





Sin perjuicio de esas buenas señales, advirtió que existen problemas para las ERNC, ya que hay defectos en la comercialización de la energía que producen, situación que el proyecto pretende solucionar.





En ese sentido, indicó que existen algunos aspectos que limitan el desarrollo de las ERNC.





En primer lugar, señaló que estos proyectos requieren, para su materialización, de certidumbre de ingresos de largo plazo.





En relación a lo anterior, el Honorable Senador señor Orpis expresó que se está partiendo por la conclusión. En su opinión, no se puede ser tan genérico, porque algunas energías tienen otros problemas, como la geotermia, que no tiene una dificultad de comercialización, sino problemas que dicen relación con las concesiones y con la exploración, porque es una energía totalmente competitiva respecto del resto. Por tanto, en su opinión, no se puede establecer como una tesis genérica el tema de la comercialización.





El señor Iglesias respondió que eso es efectivo, y que este proyecto de ley no es la única medida para generar un desarrollo de las energías renovables no convencionales. Precisó que el proyecto crea una oportunidad en relación al mercado eléctrico, el que constituye el principal foco de la ley.





Sin perjuicio de ello, señaló que hay otras medidas y otras alternativas para desarrollar el tema de la ERNC. Aclaró que el mismo nombre indica que es materia convencional, o sea, lo que se entiende por ERNC es un acuerdo, que trata de englobar un montón de energías y tecnologías que tienen características disímiles, en un solo concepto.





Precisó que el proyecto pretende unificar el concepto, a fin de entenderlo como un fenómeno único, para, de esta forma, dar una respuesta que sea representativa, a fin de dirigirla a un foco principal, cual es la venta de energía en el mercado eléctrico.




A continuación, retomó la exposición, explicando que las ERNC requieren de una cierta certidumbre en lo que se refiere a ingresos, ya que una característica de estas energías es que el principal costo es la inversión, a diferencia de las tecnologías convencionales, cuyos mayores gastos dicen relación con los combustibles, los cuales varían de precio y se encuentran expuestos a los mercados internacionales, no así con sus costos de inversión, los cuales son relativamente menores.




Al contrario, indicó que las ERNC se caracterizan por tener elevados costos de inversión. Añadió que, sin embargo, la fuente primaria que usan para producir energía suele estar a disposición en la naturaleza, siendo esa una de las características que tienen. Por ello, requieren de ingresos lo más fijos posibles, ya que los plazos de recuperación de capital son más prolongados, con las consiguientes consecuencias financieras.




Manifestó que para lograr esa estabilidad de ingresos deben suscribir contratos, ojala a un precio fijo, con clientes finales, sean empresas distribuidoras o clientes industriales.




Explicó que en nuestro país existen dos alternativas de venta de la energía; la primera, un contrato con un cliente final, que tiene la ventaja de tener un precio cierto, y, la segunda, el mercado de corto plazo, en el cual siempre se puede vender la energía, pero a un precio que fluctúa hora a hora. Afirmó que a cualquier inversionista que desarrolla una apuesta importante en términos de capital le gustaría tener ingresos fijos y no sometidos a la variabilidad que entrega nuestro mercado de corto plazo, que existe, básicamente, como mercado de ajuste.





Luego, señaló que otra razón que limita el desarrollo de las ERNC dice relación con que las empresas generadoras tradicionales encuentran menos interesantes dichos proyectos, considerando más los convencionales. Añadió que, generalmente, los proyectos en ERCN suelen ser pequeños.




Explicó que a una empresa tradicional le interesa un proyecto donde pueda rentabilizar su inversión y su tiempo, y, evidentemente, preferirá realizar una planta de 500 MW de carbón antes que gastar en un desarrollo mini hidráulico de 20 MW, que requiere documentos, tramitaciones, estudios. En definitiva, gasta menos esfuerzo en diseñar, hacer la ingeniería y tramitar un proyecto de 500 MW.





Agregó que, en consecuencia, los promotores de ERNC suelen ser agentes económicos que no participan habitualmente en el negocio eléctrico, por ejemplo, pequeños agricultores que tienen derechos de agua o gente que dispone de un sitio con un buen flujo de viento. Por eso, se dificulta la promoción, desarrollo, decisión, financiamiento y suscripción de algún acuerdo comercial para la venta de esa energía en un sistema grande. Añadió que es un trayecto muy largo, a pesar de que los precios pueden ser razonables como para cubrir los costos correspondientes.





El Honorable Senador señor Sabag afirmó que precisamente eso es lo que hay que estimular, que los pequeños empresarios puedan desarrollar proyectos.




El señor Iglesias respondió que el proyecto detecta y pretende corregir dicha falencia y estimular la participación de más actores, de manera de generar un desarrollo más masivo de estas energías.





A continuación, señaló que los objetivos del proyecto son crear las condiciones para materializar proyectos de energías renovables no convencionales y generar confianza en el mercado eléctrico respecto de estas tecnologías.





Expresó que los principios generales que informan esta iniciativa legal son: eficiencia y competitividad, a fin de estimular la concreción de los proyectos más económicos; eficacia, pues debe asegurar la incorporación de proyectos de ERNC en el mercado eléctrico; equidad, pues debe impactar tanto a clientes libres como regulados, y simplicidad legal, ya que debe ser compatible con la actual ley y el mercado eléctrico.





Indicó, en relación a las características del proyecto, que establece una exigencia de comercialización de energía renovable no convencional, por medio de la cual las comercializadoras de energía, tanto del SIC como del SING, deben acreditar que un porcentaje de la energía comercializada cada año fue inyectada con energía producida con ERNC.




El Honorable Senador señor Sabag reiteró su preocupación en orden a que no se produzca una diversificación efectiva de los productores de energía eléctrica. Añadió que se debe estimular la participación de los pequeños empresarios.




El señor Iglesias puntualizó, en relación a la materia planteada por el Honorable Senador señor Sabag, que el proyecto no tiene como objetivo promover el desarrollo de pequeños productores de ERNC. Es decir, no hace distinción entre pequeñas y grandes empresas, cualquiera de ellas puede producir ERNC. Añadió, por ejemplo, que el proyecto eólico Canela fue desarrollado por Endesa.





Sobre la materia en discusión, el Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que es un tema central. Recordó que ha venido planteando no sólo el tema de la mala distribución de la riqueza, sino que también el de la concentración económica. Por tanto, compartió la observación del Honorable Senador señor Sabag, con el objeto de estimular la participación del pequeño empresario.





Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis opinó que existe el riesgo de que las grandes empresas privilegien los proyectos propios o los de sus empresas relacionadas. Preguntó si se ha pensado en algún sistema de licitación que incluya a ambos tipos de productores, adjudicándose al que tenga un menor costo 





El Honorable Senador señor Sabag advirtió que algunas grandes empresas han hecho lo imposible para que no entren los pequeños productores.





A su vez, el Honorable Senador señor Núñez señaló que en España existen incentivos tributarios para que pequeños empresarios, por ejemplo, agricultores, utilicen para su propia actividad productiva los insumos que produce su propia empresa. Añadió que en nuestro país existe la experiencia de empresas forestales que aprovechan sus desechos para producir energía, mediante el proceso de biomasa. Sin embargo, no existen los incentivos para un desarrollo mayor.





El señor Iglesias respondió que hoy en día no existen incentivos tributarios para que alguien genere su propia energía. No obstante, explicó que en Chile se desarrollan procesos de autogeneración de energía, con subsidios estatales a la inversión, mediante recursos provenientes del Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Al respecto, afirmó que la mayoría de los proyectos que prosperan en el país son subsidiados.




Respecto a los temas planteados por los Honorables señores Senadores, señaló que han tomado debida nota de las observaciones presentadas.




Asimismo, respondió que no se ha previsto ningún mecanismo de licitación. Sin embargo, indicó que el Ejecutivo está abierto a mantener la discusión sobre el asunto.





Sobre otro tema, el Honorable Senador señor Horvath planteó que existen otros problemas que afectan el desarrollo de los proyectos del sector, por ejemplo, las demoras para lograr los derechos de aguas, que bordean los cuatro años; los retrasos para obtener los permisos ambientales, que rondan los 2 a 3 años, y la implementación del proyecto, que puede tardar 1 ó 2 años más. Explicó que dichos plazos pueden ser mejor manejados por las grandes empresas que por las pequeñas, ya que disponen de mayores recursos financieros.





El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que la aplicación ortodoxa del modelo de desarrollo del país terminará produciendo efectos perversos en los planos económico y social.




El señor Iglesias señaló que han tomado debida nota de los conceptos expresados por los Honorables señores Senadores.





Seguidamente, retomó la explicación de las características del proyecto.





Expresó que se debe acreditar que la energía comercializada fue producida con ERNC, exigencia que se inicia a partir del año 2010 y que tiene el carácter de permanente. Añadió que la exigencia recae sobre la energía asociada a los contratos de suministro para clientes libres y distribuidores suscritos a partir del 31 de agosto del presente año.





El Honorable Senador señor Núñez consultó cómo funciona dicho mecanismo.





El señor Iglesias contestó que, básicamente, la idea del proyecto consiste en que el impacto en los costos fuera equitativo para todos los clientes del sistema. Añadió que, según nuestro ordenamiento eléctrico, todos los costos que sufre el segmento comercializador son traspasados a los clientes finales,




Agregó que se buscó esa fecha porque no se podía exigir la obligación a los contratos ya existentes, ya que el comercializador no tuvo la oportunidad de traspasar los costos correspondientes, o una parte de ellos. Por tanto, ellos deben ser asumidos por los nuevos contratos.





Luego, se refirió a quiénes son los comercializadores de energía. Explicó que son aquellos actores del mercado eléctrico que han suscrito un contrato con un cliente final, sea una distribuidora o un cliente industrial grande. Añadió que hace esta diferencia, porque no todos los agentes del mercado eléctrico funcionan con esa modalidad. Señaló que hay empresas que no comercializan energía, por ejemplo, una compañía que instala una turbina diesel de 50 MW que se conecta al sistema sin tener un contrato, y que sólo busca tener una retribución desde el mercado spot, asumiendo los riesgos correspondientes.





Expresó que los comercializadores, por el contrario, son aquellos que tienen un contrato que les asegura un precio por muchos años. Afirmó que a ellos se encuentra dirigida la obligación, no al productor, por eso se tiene que establecer una fecha de entrada en vigencia, para saber los contratos que quedarán afectos.




El Honorable Senador señor Orpis preguntó si el 31 de agosto, corresponde a la fecha de las licitaciones.





El señor Iglesias respondió afirmativamente..





Luego, el Honorable Senador señor Orpis indicó que hoy día el 5% debe corresponder a alrededor de 500 ó 600 MW.




El Encargado de Energías Renovables de la Comisión Nacional de Energía, señor Cristián Santana, declaró que para el primer año, el 2010, se estima en 200 MW. Aclaró que se toman en cuenta, para el cálculo del porcentaje, los contratos afectos, los que se suscriben de ahora en adelante. Reiteró que no toda la energía comercializada en el sistema está obligada, sólo aquélla que está asociada a contratos suscritos a partir de agosto del presenta año.




Por tanto, manifestó que el 5% que se necesita el año 2010 se refiere a los contratos afectos, no al total de la energía vendida.





El Honorable Senador Núñez advirtió que en términos reales el porcentaje es mucho menor, ya que sólo se refiere al 5% de los nuevos contratos. Al respecto, consultó acerca de la proyección de incremento.




El señor Santana respondió que la estimación bordea los 200 MW instalados el año 2010, los que para el 2020 serán del orden de los 1400 MW. Añadió que para el año 2024 todos los contratos estarán afectos a cumplir la ley, entonces se habrá llegado al porcentaje del 8%.





A continuación, el señor Iglesias indicó los medios de generación permitidos para acreditar el cumplimiento de ERNC, a saber: pequeñas centrales hidroeléctricas, biomasa y biogás, geotermia, solar, eólica, de los mares y otros, que sean definidos fundadamente.




El Honorable Senador señor Zaldívar consultó qué se entendía por pequeñas centrales.





El señor Iglesias respondió que también es una definición convencional. Explicó que el proyecto entiende como pequeñas centrales las que generan hasta 20 MW, sobre eso, ya se considera una central hidroeléctrica tradicional.




Agregó que estudiaron la situación internacional, y pudieron apreciar que cada país define de distinta forma a las pequeñas centrales hidráulicas. Por eso, el Ejecutivo propone que se entienda como pequeña energía hidráulica entre 0 y 20 MW.





Sobre lo anterior, el Honorable Senador señor Sabag planteó que si se trata de una ERNC de pasada de 30 ó 40 MW, se perdería un porcentaje al limitarse por la ley a 20 MW. Al respecto, consultó porqué formular dichos límites si posee las características de fondo: es renovable y no convencional, en su opinión, cumpliría con todos las requisitos.





El señor Iglesias reiteró que se trata de un tema de definición, de convención. Añadió que, en el caso chileno, hablar de energía hidráulica como no convencional puede ser un poco complicado, ya que tenemos un fuerte desarrollo en esa área. Sin embargo, añadió que se quiere fomentar el desarrollo de los pequeños proyectos hidroeléctricos.





Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis preguntó si se colocaban límites en geotermia.




El señor Santana contestó que no, que al único medio que se le fijaban límites era a la mini hidro.




El señor Iglesias señaló que el único caso en el cual existe un límite es el hidráulico, porque los pequeños requieren de ayuda especial. Además, reconoció que los grandes proyectos hidráulicos no requieren de apoyos, pues las compañías que los desarrollan tienen un respaldo financiero importante.




El Honorable Senador señor Orpis manifestó que los proyectos geotérmicos y eólicos pueden ser grandes, de más de 100 MW. Por ello, consultó si la iniciativa legal contempla que puedan quedar topados, de manera que se pueda usar el beneficio en un porcentaje del proyecto y el saldo someterlo al sistema general, todo ello en una misma unidad.





El señor Santana contestó que, probablemente, el tope legal será cubierto.





A su vez, el Honorable Senador señor Núñez preguntó si se ha considerado la posibilidad de sectorializar las pequeñas centrales hidroeléctricas, en atención a que son diferentes los caudales en el norte, en el centro y en el sur, de manera de establecer porcentajes de incremento distintos.




El señor Santana respondió que los proyectos en el norte serán pocos, pero que tienen las mismas barreras de entrada que el Ejecutivo ha identificado.





Manifestó que han colocado ese límite por dos razones: la primera, para ayudar a romper las barreras de aquellos proyectos que tienen problemas para desarrollarse, y, la segunda, para asistir a quienes tienen problemas para emprenderlos. Agregó que estudiaron dónde se concentraban las carteras de planes que tenían obstáculos, el resultado fue, en el caso hidráulico, que tenían dificultades los proyectos de entre 9 y 15 MW.





Agregó que uno de los beneficios del proyecto legal radica en que es muy simple de implementar, ya que no requiere de una reglamentación complementaria. Se efectúa directamente a través del balance de inversiones y retiros.





Luego, el señor Iglesias detalló otras características particulares de la iniciativa en estudio. 





Señaló que el proyecto es muy flexible, pues permite que se acredite en un sistema de energía que se desarrolla en otro sistema; pueden usarse las inyecciones de ERNC del año anterior al del requerimiento para acreditar el cumplimiento; se permite postergar un año la acreditación del cumplimiento de una parte de la obligación, y se permiten transferencias de excedentes de cumplimiento entre empresas.




Respecto a las sanciones por incumplimiento, expresó que el proyecto establece una obligación, un cargo que se aplica por cada MW hora de energía no convencional no producida.




Indicó que el cargo proporcional a la ERNC no suministrada es de 0,4 UTM por cada MW hora, que equivale a aproximadamente 25 dólares. Agregó que si dentro de los tres años siguientes al incumplimiento una empresa reincide, se le aplicará un cargo de 0,6 UTM por cada MW hora, alrededor de 40 dólares. Destacó que esto último fue una modificación que se realizó en la discusión en la Cámara de Diputados. Añadió que la idea de la multa dice relación con generar un costo de oportunidad al incumplidor, que sea lo suficientemente fuerte como para que desarrolle las energías no convencionales más eficientes, pero, asimismo, que no sea lo suficientemente alta como para que permita incumplirla, o sea, que la empresa prefiera pagar la sanción antes que cumplir.





Manifestó que los montos recaudados por estas multas se traspasarán a los clientes de aquellas comercializadoras que sí cumplieron con la exigencia, en forma proporcional a la energía consumida por cada usuario.




A continuación, el Honorable Senador señor Horvath preguntó, en primer lugar, por el impacto que esto puede tener en el precio de los clientes, y, en segundo término, por la política que han seguido otros países, que se han ido por la vía del subsidio para implementar estos sistemas, de manera de absorber los costos comerciales que significan extraer las energías renovables. En particular, teniendo presente algunos informes que reconocen que los costos iniciales los debe absorber, de alguna manera, el interés público del Estado, ya que a los pocos años esta energía es altamente competitiva. Precisó que ya hay experiencias al respecto.




Por último, el Honorable Senador señor Sabag planteó que debe apoyarse a los pequeños productores, por ejemplo, en el tema de la transmisión. Además, hizo presente que existen nuevas tecnologías como la geomagmática, que también deberían ser consideradas.




En la siguiente sesión se recibió a representantes de distintas empresas y organizaciones, a fin de que expresaran su parecer respecto del proyecto de ley en comento.





En primer lugar, hizo uso de la palabra el Vicepresidente Ejecutivo de la  Asociación Chilena de Energías Renovables Alternativas A.G. (ACERA), señor Mario Manríquez, quien estimó que la meta de ERNC a fijar debería ser del 20%. Añadió que dicho porcentaje sería similar a las cifras establecidas por la Unión Europea y otros países.




Manifestó que, para cumplir dicha cifra, proponen que la obligación sea de un 5% para el año 2010, y que se aumente en un 1% anual a partir del año 2011, hasta alcanzar el año 2025 el 20% que sugiere.




En relación al cargo que la empresa eléctrica deberá pagar por la no acreditación de la obligación, señaló que una cantidad adecuada sería 1 UTM por cada MW hora de déficit respecto de su obligación, de manera de evitar que dichas empresas prefieran pagar la multa en vez comprar energía proveniente de ERNC. Agregó que el pago de la multa no debería eximir a las empresas de la obligación, ya que de no ser así se pierde el objetivo de diversificación de nuestra matriz energética.




Advirtió que con el cargo de 0,4 UTM sólo se viabilizan los proyectos minihidráulicos, por lo que se dejan fuera otras tecnologías como la eólica, geotérmica, solar y oceánica, recursos que nuestro país dispone en forma abundante.




A su vez, el Director de ACERA, señor Rodrigo García, expresó que las proyecciones de la Comisión Nacional de Energía (CNE) esperan una tarifa eléctrica del orden de los US$ 60 MW hora (MWh) a partir de fines de 2010, cuando entren las nuevas generadoras actualmente en fase de proyecto. Afirmó que, si se agrega un 10%, equivalente a ingreso por potencia, y un 15%, de retribución por bonos de carbono, teniendo presente el riesgo de que el Protocolo de Kyoto termina el 2012, el ingreso total podría llegar a US$ 75 MWh.





Opinó que esa tarifa es casi suficiente para los proyectos mini-hidráulicos, pero no para los proyectos eólicos, que requieren de un precio mínimo garantizado (sin inseguridades de mercado) de alrededor de US$ 100 MWh, sin perjuicio de otras tecnologías ERNC que requieren de mayores tarifas aún. Por ello, sugirió que el cargo suba de 0,4 UTM a 1,0 UTM, por MWh, a fin de disminuir el riesgo del inversionista eólico, que descartaría Chile pues en otros países recibe al menos esa tarifa y además garantizada, y también para permitir el acceso de otras tecnologías que permitan diversificar la matriz.




Advirtió que debido a la estructura del proyecto de ley, que en un mercado muy concentrado, entrega a los generadores convencionales la obligación de generar o contratar la generación con ERNC, so pena de pagar un cargo, se generan algunos peligros.





El primero, que por razones comerciales, exista la tentación de pagar un cargo no muy significativo y no contratar o generar la cuota ERNC que corresponde. Añadió que esto es perfectamente factible si se piensa que el costo del cargo puede ser transferido a los clientes finales incluyéndolo en los precios licitados.




Un segundo riesgo, dice relación con que el generador convencional negocie con el generador ERNC un precio inferior al cargo establecido, amenazando con pagar la multa si no obtiene la rebaja. Indicó que de esta forma se perjudicaría al inversionista ERNC, que no recibiría la tarifa proyectada cuando decidió la inversión, desincentivando así nuevas inversiones.





Por ultimo, señaló que el pago del cargo tenga el concepto de pago por atraso en el cumplimiento de la cuota de ERNC, cuota que igualmente deberá ser cumplida, con atraso, y que debe ser sumada a la cuota correspondiente al período siguiente. Explicó que ello evitaría que las empresas de generación convencional, pagando los cargos, dejaran de cumplir durante muchos años con el objetivo de la ley, dado que el proyecto actual contempla solamente el pago de 0,6 UTM para los reincidentes, pago que podría prolongarse indefinidamente sin generar ni un solo MWh con ERNC. Aclaró que si la obligación permanece, la ley aseguraría que la cuota planificada se cumpla, y no se corre el riesgo de que los clientes terminen pagando más por energía convencional.




A continuación, el Gerente General de la Asociación de Empresas Eléctricas A.G., señor Rodrigo Castillo, señaló que su Asociación opina que, si bien el proyecto de ley en análisis resulta mejor enfocado que la legislación actualmente vigente y tiene la aptitud potencial de generar un mayor incentivo a la generación de energía a través de fuentes renovables no convencionales, le asisten dudas acerca de la oportunidad de la modificación legal. Afirmó que podría influir negativamente en el precio y la disponibilidad de la energía en los procesos de licitación actualmente en curso. Añadió que, si bien es cierto, esta eventual alza estaría acotada a un máximo dado por el valor de las multas por incumplimiento de las obligaciones de acreditación, introduce una componente adicional de incertidumbre al proceso de licitaciones de suministro de las distribuidoras.




Expresó que el actual proyecto de ley podría tener consecuencias tanto a nivel de precios como a nivel de agentes que participan en el mercado, ya que, en primer término, impone un subsidio directo desde las tecnologías convencionales a las ERNC, lo cual producirá un aumento en las tarifas finales, ya que los generadores traspasarán a los clientes libres y regulados los mayores costos derivados por la obligación de acreditar que el 5% (8%) de sus retiros provienen de fuentes de ERNC, y, en segundo lugar, crea barreras de entrada a nuevos agentes al mercado, ya que los actuales generadores no tienen ninguna restricción para obtener la ERNC que deben acreditar y tienen los mismos incentivos para desarrollar fuentes de ERNC.





No obstante las dudas planteadas, enfatizó que su Asociación formalmente apoya la promulgación de este proyecto de ley, con las siguientes indicaciones: mantener en 5% la exigencia de acreditación de energía ERNC para los retiros que hacen los generadores, y establecer un mecanismo que elimine las barreras de entrada al mercado ERNC, de manera de que no sólo participen filiales de las actuales empresas de generación.





Destacó que en los países europeos, por ejemplo, en Alemania, se establecieron cuotas y tarifas especiales para fomentar el desarrollo de estas nuevas tecnologías, básicamente por los problemas de contaminación que tenían. Agregó, a vía ejemplar, que nuestro país sólo representa el 0,3% de las emisiones de gases invernadero.




Por último, reiteró los eventuales efectos en los costos que tendrían los usuarios, de aplicarse estas fuentes de ERNC.





Luego, el Gerente General de Pacific Hydro, señor José Antonio Valdés, manifestó que el límite impuesto a las centrales hidroeléctricas (20 MW) para ser elegibles como centrales ERNC, produce distorsiones económicas en el mercado de generación. Explicó que dicho porcentaje produce un importante estímulo para desarrollar proyectos de centrales hidroeléctricas de hasta 20 MW, desincentivando el desarrollo de proyectos que podrían aportar un mayor nivel de energía limpia, desperdiciándose el potencial energético de importantes recursos hídricos disponibles.





Indicó que, para determinar las consecuencias económicas de la imposición de este límite en el desarrollo de proyectos hidroeléctricos de pasada, realizaron un análisis de evaluación financiera para proyectos hidroeléctricos de pasada de distintos tamaños, entre 10 y 106 MW de capacidad
.





Explico que, para tal efecto, calcularon los valores de tasa interna de retorno (TIR) y Valor Actual Neto (VAN) para proyectos de distinto tamaño en una misma cuenca hidrográfica, utilizando los datos de hidrología, inversiones y precios reales obtenidos de los estudios y licitaciones efectuadas directamente por Pacific Hydro durante los últimos años. Además, indicó que estimaron el valor actual de la multa que comprende la ley en US$ 27 MWh, teniendo presente que la multa asciende a 0,4 UTM a una tasa de cambio de $ 500 por dólar.




Con respecto a los valores de inversión, manifestó que aplicaron un factor de economías de escala, para reflejar el aumento en la inversión unitaria de los proyectos de menor tamaño. Añadió que dicha economía de escala corresponde a un 17% de menor inversión en un proyecto de mayor escala, por ejemplo, un proyecto de más de 80 MW de potencia instalada, resulta más económico en términos de la inversión unitaria que un proyecto de menor escala, proyectos de hasta 40 MW de potencia instalada.





Señaló que, en términos de la TIR, el proyecto más rentable es el de 20 MW, gracias a que puede acogerse al beneficio de la ley de incentivo a las ERNC. Añadió que, sin embargo, los proyectos de 30 y 40 MW, presentan menores valores de TIR y de VAN que el proyecto de 20 MW. Por lo tanto, todos aquellos proyectos con un potencial de entre 21 y 40 MW, dadas las actuales condiciones de la nueva ley, no serán realizados de acuerdo a su tamaño potencial, sino que serán construidos de 20 MW para poder capturar el incentivo ERNC. Por tanto, opinó que se desaprovechará parte importante del potencial hidroeléctrico de dichos proyectos. Respecto de los proyectos de entre 41 y 70 MW, ellos están en una “zona de revisión”, debido a que el aumento en el VAN es considerablemente menor al aumento en el valor de la inversión requerida para el proyecto. Por ende, ciertos inversionistas podrían decidir desaprovechar el potencial total de la cuenca, disminuyendo el tamaño del proyecto hasta 20 MW, con una enorme pérdida de recursos energéticos renovables para el país. Finalmente, los proyectos de más de 70 MW probablemente terminarán siendo ejecutados porque permiten capturar un mayor valor presente para el inversionista al aprovechar las economías de escala que les proporciona su tamaño.




Planteó que analizaron una alternativa para solucionar la citada distorsión económica. Ella consiste en que los proyectos mayores de 20 MW y que correspondan a centrales hidroeléctricas de pasada, sólo podrán reconocer los primeros 20 MW de capacidad de la central como ERNC. De esa forma la distorsión ya no se verifica, pues a mayor tamaño cada proyecto entrega mayor VAN que el anteriormente más pequeño, lo que permite que los proyectos superiores a 20 MW sean realizados de acuerdo a su tamaño óptimo de diseño y, por ende, no ser diseñados a un tamaño menor, lo que permite aprovechar el real potencial hídrico de las cuencas.





Explicó que, como consecuencia de lo anterior, debe definirse lo que se entiende por centrales de pasada. Agregó que, para tal fin, proponen utilizar la definición internacional más aceptada, cual es la del Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL) para proyectos de pasada, que les permite transar bonos de carbono en el mercado europeo.




Indicó que, según dicha definición, una central es de pasada, y por lo que es elegible para proyectos MDL, cuando tiene un volumen de embalse menor a 3 millones de m3.y posee una altura de muro en bocatoma o embalse menor a 15 metros.





Luego, manifestó que un segundo problema dice relación con la duración del incentivo a las ERNC.





Señaló que el actual proyecto en trámite no considera un límite de años durante los cuales una central generadora ERNC percibe el incentivo de la ley. Añadió que, de esta forma, al recibir un incentivo por un tiempo indefinido, se producen a futuro ciertas distorsiones al mercado, ya que se impide que nuevos proyectos puedan utilizar este beneficio, ya que los primeros proyectos, ya rentabilizados por el beneficio, mantendrán para sí una cuota permanente del mercado de ERNC, desincentivando la entrada de nuevos proyectos con esas características.





Por ello, formuló una propuesta para evitar la distorsión de mercado anteriormente señalada, que consiste en que el derecho a percibir el incentivo, por ser un proyecto de ERNC, tenga un plazo acotado de 15 años una vez puesto en servicio el proyecto. Explicó que la idea es utilizar la misma cantidad de recursos para apoyar a las ERNC, pero distribuido en un mayor número de proyectos en el tiempo. Agregó que, de esta forma, cada proyecto utiliza el incentivo durante el tiempo que lo requiere para ser rentable y después de ello el beneficio queda liberado para nuevos proyectos, estimulándose de esta forma el desarrollo de éstos.




Seguidamente, el Gerente de Planificación y Desarrollo de Metrogas, señor Gonzalo Palacios, señaló que el proyecto de ley considera como ERNC, entre otras, al biogás, al estar incluido en la definición de biomasa.




Explicó que el proyecto obliga a las distribuidoras a acreditar que han retirado entre un 5% a 8% de ERNC de las generadoras, situación que incentiva al uso del biogás en la generación eléctrica, en desmedro de otros usos.





Agregó que, sin embargo, el biogás tiene usos energéticos alternativos al eléctrico, tales como: empleo directo en industrias y sustituto del gas natural una vez purificado, biometano.




Por su parte, el Gerente de Grandes Clientes de Metrogas, señor Ian Nelson, manifestó que, actualmente, el biogás que se produce en rellenos sanitarios y plantas de tratamiento de agua es venteado, es decir, se libera al ambiente, o captado y quemado a la atmósfera.




Advirtió que esa energía primaria, producida íntegramente en territorio nacional, hoy es desaprovechada, no obstante, el potencial que existe en proyectos cercanos a Santiago, los cuales tienen importantes volúmenes de biogás que equivalen al 35% de la demanda residencial de la Región Metropolitana. Agregó que también hay un potencial significativo en regiones.





Explicó que, como consecuencia de la crisis del gas, desde mediados del año 2005, Metrogas ha firmado acuerdos de entendimiento con rellenos sanitarios y plantas de tratamiento para el uso de biogás, invirtiendo importantes recursos en estudios y desarrollo de tecnologías. Añadió que existen distintos grados de avance en las conversaciones con cada uno de los productores de biogás.





Destacó que, para tal efecto, su empresa gestionó exitosamente la generación y aprobación de la nueva metodología para el Mecanismo de Desarrollo Limpio del Protocolo de Kyoto, que permite vender créditos de carbono por el hecho de purificar el biogás para inyectarlo a la red.





Sin embargo, indicó que la iniciativa legal en trámite retrasó los cierres de las negociaciones de dichos proyectos, con la excepción de la planta de La Farfana de Aguas Andinas.





Explicó que el proyecto La Farfana reportará grandes beneficios a la comunidad, pues el biogás desplazará principalmente propano o gas natural de Argentina (2008-2009) y a futuro Gas Natural Licuado (GNL), por un volumen anual equivalente a gas natural de 14 millones de m3, lo que representa el 4,4% de la demanda residencial- comercial de Metrogas, y que permitirá abastecer a cerca de 35.000 clientes de gas de ciudad.





Agregó que el proyecto involucra inversiones de unos 5 millones de dólares y estará operativo en julio 2008.





Luego, se refirió a las ventajas del biogás para uso térmico, entre ellas mencionó: la eficiencia energética, ya que la eficiencia de los motores para generación eléctrica son menores a los que se pueden obtener con el uso del biometano; uso de energía local renovable, pues al dejar de ventear el biogás, y utilizarlo para fines térmicos, se está desplazando combustibles fósiles; reducción de gases de efecto invernadero (CO2), por efecto de desplazar combustibles fósiles como diesel, fuel oil y gas natural; menor contaminación local respecto a quemar biogás, pues el biogás purificado a calidad gas natural reduce en 30% las emisiones NOx (óxido de nitrógeno) y en 70% el material particulado (MP) de las fuentes fijas, en contraposición a su uso en generación eléctrica, en motores con biogás, donde aumentan los NOx en 160% y el MP en 130%. Por último, explicó que es muy relevante en zonas saturadas, como la Región Metroplitana, donde existen pocas medidas concretas y efectivas para disminuir las emisiones.





En cuanto a los efectos de la iniciativa legal en trámite respecto al uso de biogás, manifestó que desincentiva proyectos de uso de biogás para usos térmico, pues favorece a proyectos de generación eléctrica. Además, en el caso puntual del biogás, beneficiará a unos pocos, en desmedro de los eventuales mayores precios que pagarán los consumidores eléctricos.




Asimismo, indicó que retrasa la ejecución de proyectos de biogás en negociación que permitirían sustituir gas natural argentino y a futuro GNL. Añadió que los proyectos de generación eléctrica en rellenos con captación de biogás son rentables sin necesidad de incentivos adicionales como los que establece el proyecto de ley.




Advirtió que el proyecto en estudio no toma en cuenta las externalidades ambientales negativas de las alternativas de uso del biogás.





Por ello, con el fin de generar igualdad de condiciones para los diferentes usos del biogás como ERNC, propuso dos opciones: la primera, exceptuar el biogás de rellenos sanitarios y plantas de tratamiento de agua del proyecto ley de ERNC actualmente en trámite, o, la segunda, crear un incentivo para el uso del biogás como energía térmica equivalente al que generaría el proyecto de ERNC por el uso de biogás en generación eléctrica.




El Honorable Senador señor Horvath señaló que, según expresó la Comisión Nacional de Energía, el efecto en los precios sería poco relevante.




Con respecto a las centrales de pasada, expresó que un aspecto para construir la definición de ellas dice relación con el caudal que tiene el río.




Finalmente, resaltó que las mayores dificultades que enfrentan las centrales medianas o pequeñas en su construcción, tienen que ver con problemas de carácter administrativo, por ejemplo, los atrasos que se producen en la Dirección General de Aguas.




Por su parte, el señor Castillo cuestionó el porqué sólo se incentiva el biogás para electricidad, en desmedro de otras alternativas.





A su vez, el señor Santana no compartió la argumentación del señor Castillo, en orden a que las ERNC necesitan de incentivos. Enfatizó que el diagnóstico de la CNE es que existen barreras que dificultan la entrada de estas nuevas tecnologías, las cuales el proyecto persigue remover.





En la sesión posterior, la Directora del Programa Chile Sustentable, señora Sara Larraín, señaló que nuestro país enfrenta grandes desafíos energéticos, por lo que requiere urgentemente diversificar las fuentes y aumentar la seguridad de suministro del sistema eléctrico. Añadió que si no se realizan acciones concretas para mejorar la seguridad del abastecimiento, se enfrentará una mayor estrechez del sistema eléctrico, con un fuerte impacto en la economía nacional.




Afirmó que una de las respuestas es actuar a la brevedad, dando un impulso a la diversificación energética en base a recursos nacionales y limpios en los próximos 5 a 10 años, de manera de consolidar una matriz orientada hacia la seguridad y sustentabilidad del sistema, a más tardar hacia el año 2020.




Expresó que, si bien el Gobierno avanzó en remover barreras regulatorias para el desarrollo de las ERNC, es necesario generar mecanismos de incentivo para promover un ingreso sostenido de las ERNC al sistema eléctrico, tal como lo ha hecho el Estado en el desarrollo minero, energético, forestal y agro-exportador en el pasado.





Indicó que dado que las ERNC tienen un bajo costo de operación pero un alto costo de inversión, cualquier apoyo al financiamiento resulta eficaz. Agregó que, entre estos apoyos, los prioritarios son: introducir metas de inserción de ERNC en la matriz y establecer incentivos a la inversión o tarifarios que reduzcan el riesgo de las inversiones en estas nuevas tecnologías.




Agregó que en ese espíritu se presentaron dos mociones parlamentarias en julio de 2006, razón por la cual el Ejecutivo envió el proyecto en estudio.





Explicó que el proyecto no es una respuesta al contenido de las mociones parlamentarias del año 2006, pues ellas incluían mecanismos de apoyo a las ERNC a través de la opción tarifaria, ya que proponían elevar el precio promedio de licitación para estas energías. Aclaró que el proyecto del Ejecutivo no incluye apoyo a la inversión ni pago adicional para las ERNC, además, no incluye mecanismos de promoción, sino que perfecciona la ley corta II en lo referido al suministro obligatorio de 5% de ERNC, vinculando su incumplimiento al pago de una multa y acotando dicha obligación a 20 años.




En cuanto a los beneficios del proyecto en estudio, manifestó que mejora las definiciones sobre las ERNC establecidas en la ley corta I, ampliando la potencia de los proyectos geotérmicos y eólicos. Además, extiende la obligación de suministrar 5% de ERNC, para las empresas generadoras que suministran a clientes libres, pues antes era obligatorio únicamente para los clientes regulados.




Asimismo, indicó que establece una multa de 0,6 UTM por MWh a las empresas que no suministren dicho porcentaje a partir del año 2010. Al respecto, opinó que dicha multa es baja, y no genera el incentivo de cumplir el 5% de suministro de ERNC, por lo que las empresas podrían preferir pagar las multas.




Sin embargo, manifestó que no premia, vía precio, la ERNC inyectada al sistema y que el monto de las multas no va a un fondo especial para apoyar las ERNC, sino que se prorratea entre los clientes.




Finalmente, en cuanto a las recomendaciones que presenta al proyecto, estimó necesario aumentar la multa de 0,6 UTM a 1 UTM, de modo de estimular que se suministre verdaderamente el 5% de ERNC, y destinar los recursos recaudados a un fondo especial para promover las ERNC.





Consideró que la meta estática de 5%, para 5 años, es muy restringida. Por ello, recomendó introducir en el artículo transitorio un aumento gradual de 1% anual a partir del año 2011, hasta llegar a un 10% obligatorio en 2015 y a un 18% en 2024.





También solicitó establecer un fondo concursable de apoyo a la inversión, para generadores pequeños, en un monto equivalente a los precios de generación de cada ERNC. Añadió que el referido fondo ayudaría a concretar la cartera de proyectos y apoyaría las líneas de conexión a la red.




Señaló que una posible fórmula de incentivo a la inversión consiste en la postulación de los proyectos en base a ERNC a un fondo que se asigna a proyectos específicos. Aclaró que una vez agotado el monto del fondo establecido para cada año, no se asignan incentivos a nuevos proyectos. Destacó que este sistema tiene la ventaja de que el monto de recursos comprometidos es conocido a priori, y es semejante a otros incentivos actualmente vigentes en Chile, como los fondos existentes en la ley de riego; en el decreto con fuerza de ley N° 235, sobre recuperación de suelos degradados, y en el decreto con fuerza de ley, relativo a forestación.




Explicó que este fondo de apoyo a la inversión debería disponer de 150 millones de dólares, para incentivar proyectos de generación eólica e hidráulica. A vía ejemplar, mencionó que si se distribuyeran 100 millones para eólica y 50 millones para mini-hidráulica, se lograría instalar una potencia de 166,7 MW eólicos y 166,7 MW hidráulicos, lo que da un total de alrededor de 333 MW anuales. En su opinión, en ese escenario se empezaría a diversificar la matriz.





Advirtió que los mecanismos de apoyo a la inversión deben quedar establecidos en la ley, a fin de que no dependan de la política fiscal de los gobiernos de turno, pues esto último dificulta la planificación de una diversificación y descontaminación de la matriz eléctrica en el mediano y largo plazo.





Por último, en cuanto a los costos del citado mecanismo de apoyo, expresó que se puede financiar creando sinergias entre los mecanismos existentes: fondo concurso preinversión CORFO-CNE; convenio cooperación alemana, 8 millones de euros no reembolsables para  implementar proyectos ERNC y 45 millones euros reembolsables; créditos blandos, vía tasas preferentes de CORFO; convenio con la Comisión Nacional de Riego, para fomentar proyectos ERNC; programa de atracción de inversiones en ERNC de CORFO; fondo para desarrollo de geotermia, y acuerdos de producción limpia.





El Honorable Senador señor Núñez preguntó a cuánto ascienden los recursos destinados al fondo para desarrollo de geotermia.




El señor Santana contestó que alcanza a 1 millón de dólares, para tres años.





Seguidamente, el Analista del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Rodrigo Delaveau, indicó que actualmente el 2,4% del sistema eléctrico chileno se abastece con energía generada con ERNC, lo que supone un total de 285,7 MW.





Expresó que el programa del actual Gobierno tiene como meta incentivar la generación en base a energías renovables no convencionales, de tal manera que el 15% del nuevo suministro provenga de estas fuentes.





Indicó que el actual mecanismo de fomento de ERNC exime del pago del peaje troncal a las fuentes de ERNC, total para centrales menores de 9 MW y parcial para centrales de entre 9 y 20 MW. Además, los distribuidores tienen la obligación de conectar las centrales de cualquier tipo de menos de 9 MW, quienes, a su vez, tienen derecho a vender al CDEC a precio estabilizado, lo que disminuye el riesgo de volatilidad en los precios de estas energías.





También refirió que la ley corta II reservó un 5% de la demanda licitada por las distribuidoras para clientes regulados a las ERNC, al precio que resulte de la licitación respectiva. Añadió que existe un programa CORFO-CNE para subsidiar la investigación y los estudios de proyectos en esta categoría.




Destacó que lo anterior ha posibilitado el desarrollo de varios proyectos generados con mini hidráulica, biomasa y eólica.





En cuanto a si son competitivas las ERNC, señaló que pueden serlo, pues hay anunciados proyectos por más de 400 MW. Añadió que la promoción, en su justa medida de las ERNC, es positiva, ya que producen una baja contaminación; una menor emisión de CO2, que en el caso de Chile es pequeño, porque representa menos de un 0,5% del consumo mundial de energía, y permite desarrollos a pequeña escala. Sin embargo, indicó que a pesar de las ventajas enunciadas de las ERNC, ellas no lograrán diversificar nuestra matriz energética en gran escala. Al respecto, estimó que sólo alrededor de 500 MW de ERNC entrarían a futuro.





Luego, se refirió al proyecto de ley en estudio. Señaló que es discutible el límite que se impone a lo que se considera como ERNC dentro de las centrales mini hidráulicas.




También manifestó que la obligación que se impone a los generadores de demostrar que un 5% de su generación proviene de fuentes renovables, ya sea porque la han comprado a terceros, o porque la han generado ellos mismos, no obliga a que ellos liciten esa compra en el primer caso.





Advirtió, además, que siempre que se imponen obligaciones en la ley por un tiempo determinado, ese plazo termina ampliándose por presión de los grupos de interés.





Asimismo, observó que la obligación establecida en el proyecto de ley es, a su juicio, errónea, por cuanto se subsidia la generación de ERNC a través de la obligación de compra de este tipo de energía. Añadió que esta medida, en principio inofensiva, genera un mayor costo, el cual pagaran todos los consumidores. Evocó que la ley corta II le da espacio a este tipo de generación para entrar al sistema, pero al precio que resulte de las licitaciones. Sobre lo anterior, recordó las declaraciones del ex Ministro Rodríguez Grossi, quien señaló que el impacto en las cuentas de luz podría ser del orden de entre 1 y 2%.





Señaló que la obligación de componer la oferta de generación con un porcentaje de ERNC interfiere el desarrollo competitivo de dicho mercado y que podría transformarse en un ejemplo negativo para otros sectores de la economía.




Reiteró que nada asegura que el 5% u 8% se mantendrá, pues discrecionalmente se puede subir a 10% o más aún. 





Reconoció que la ley actual genera una incertidumbre: si lograrán las distribuidoras completar el 5% de ERNC al precio que resulta de la licitación. Al respecto, afirmó que dicha inseguridad desaparece con este proyecto de ley.





A continuación, se explayó sobre los principales problemas que advierte en el proyecto.





El primero, dice relación con el límite de generación ya mencionado. Sobre este tema, señaló que no es bueno establecer un límite para definir lo que se entiende por ERNC hidráulica, ya que ello incentivará la construcción de centrales de un tamaño de 20 MW y desincentiva la construcción de centrales hidroeléctricas de 30, 40, y hasta 100 MW.





Informó que, además, esto beneficia a los inversionistas más grandes, los que estarán dispuestos a construir centrales de más de 100 ó 150 MW, y desincentivará a los pequeños y medianos que, pudiendo construir centrales de más de 20 MW, no lo van a hacer por el efecto negativo que genera el límite en la decisión de inversión.





Para corregir la mencionada falencia propuso tres posibles soluciones: la primera, que se otorgue el beneficio a los primeros 20 MW de una central hidroeléctrica de pasada, siempre que cumpla con los requisitos para ser definida como tal; la segunda, definir central hidroeléctrica de pasada como ERNC considerando los requisitos que se exigen para obtener bonos de carbono, esto es, que el volumen del embalse sea menor a 3 millones de m3 y que la altura de muro en bocatoma o en el embalse sea menor a 15 metros; la tercera, es que el incentivo se dé por los primeros 15 años de un proyecto, que es el tiempo necesario para amortizarlo, ello permitiría disponer de esos recursos para nuevos proyectos de ERNC.





Luego, señaló que el segundo problema se encuentra en el anteriormente citado límite de 5 a 8% que se establece. Al respecto, reiteró que la obligación de componer la oferta de generación con un porcentaje de ERNC interfiere el desarrollo competitivo del mercado de generación. Añadió que es un límite enteramente discrecional y no tiene necesariamente una base científica. Agregó que en realidad se trata de un subsidio encubierto, ya que no se internalizan, o peor aún, simplemente no se sabe cuanto le cuesta a los chilenos tener este tipo de energías, tema particularmente sensible para las familias mas modestas.




Sobre este punto, formuló dos propuestas de solución: la primera, que los generadores estén obligados a licitar el 5% (u 8%) de ERNC siempre que no lo generen con recursos propios, ello permite y asegura un menor precio de compra, la segunda, es una opción alternativa a la del porcentaje, consiste en crear un fondo concursable, destinado a incentivar el desarrollo de las ERNC.




Planteó que como alternativa de solución es mejor, pues logra los mismos objetivos: diversificación y seguridad de suministro y, adicionalmente, como se trata de un subsidio directo del Estado, no distorsiona las señales de precio ni encarece el bien artificialmente a los consumidores. Añadió que este fondo es más transparente, ya que todo el país podrá saber y conocer cuánto se gasta en incentivar este tipo de energía.




Finalmente, destacó que la clave está en que sea concursable y que se asigne a quien pida menos subsidio, de manera de no malgastar recursos públicos. Agregó que, para garantizar el compromiso de ejecución del proyecto, los fondos deberán asignarse sujetos al cumplimiento de ciertas etapas de desarrollo del proyecto.




Enseguida, el Gerente General de Acciona Energía Chile S.A., señor Alfredo Solar, estimó que la obligación de las empresas eléctricas de acreditar que un 5% de la energía que comercialicen se haya generado con ERNC para el año 2010, llegando a 8% en 2024, es adecuada para empezar. Sin embargo, consideró que es poco ambiciosa, si se tiene en cuenta el inmenso potencial que tiene Chile en recursos para generar ERNC. Por tanto, pidió partir con una obligación para el año 2010 de 5%, la cual debería incrementarse progresivamente a razón de 1% anual, para llegar a un tope de 20% el año 2025.





En relación a las multas de 0,4 UTM por MWh de incumplimiento y 0,6 UTM, por incumplimiento reiterado, opinó que ellas son insuficientes para crear un estímulo real a la generación de ERNC. Al respecto, solicitó que ellas suban a 0,8 UTM, en el caso de incumplimiento, y 1,0 UTM, para reincidentes.





Además, señaló que las empresas que paguen multa por incumplimiento deben ser obligadas a acumular para el periodo siguiente el suministro de ERNC no aportado. Es decir, el pago de la multa no debiera eximir a la generadora de la obligación de cumplir con el suministro de ERNC establecido en la ley.





Indicó que la ley define como medio de generación renovable no convencional aquellos cuya fuente de energía sea hidráulica y cuya potencia máxima sea de 20 MW. Sobre lo anterior, expresó que esta definición debe obedecer a la naturaleza de la central y no a su tamaño, y que se deben considerar como renovables todas aquellas centrales de pasada aún cuando superen la potencia máxima de 20 MW.





No obstante, manifestó que, para efectos de acreditar el cumplimiento exigido en la ley, se puede limitar arbitrariamente la potencia. Añadió que, de esta forma, se consigue aprovechar al máximo el potencial de generación hídrico, no limitando el tamaño de un proyecto por restricciones administrativas.





El Honorable Senador señor Orpis adelantó que propondrá, para efectos de estimular la generación con ERNC, que se establezca un porcentaje asegurado y un fondo concursable. Además, solicitó a los representantes de la CNE un estudio sobre el costo del kilowatt hora cuando se llegue al porcentaje que establece la ley.





En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Horvath pidió a las autoridades de la CNE una simulación del impacto en los precios, teniendo como parámetros topes de 8% y 20%, el año 2025.





Por su parte, el Honorable Senador señor Núñez insistió en proponer, en relación al límite de las mini hidráulicas, que existan diferentes normas según regiones. También exigió, a los funcionarios de la CNE, mayores antecedentes e informes sobre los costos del kilowatt hora para cada una de las fuentes de generación que establece la ley.





En la siguiente sesión, el Gerente General de ASELEC, señor Pedro Cornejo, manifestó que el power tube es una tecnología galardonada internacionalmente, que consiste en un conversor seco de alta presión que utiliza como fuente calórica la energía geomagmática. Aclaró que el tubo de potencia genera electricidad geomagmáticamente con el calor de la tierra.





Comentó que esta tecnología posee varias ventajas sobre las actuales fuentes de energía. Desde un punto de vista medioambiental, expresó que genera electricidad sin polución alguna; no causa lluvia ácida; utiliza recursos renovables; no consume recursos naturales, y su impacto visual es mínimo.





Desde una perspectiva económica, afirmó que tiene un mantenimiento mínimo; produce energía eléctrica a bajo costo; es de rápida instalación, y no requiere de ningún hidrocarburo como insumo.





Detalló que el power tube se compone de cinco módulos principales, tiene más de 60 metros de largo, pero sólo 116 centímetros de diámetro y, además, es modular, lo que permite un fácil ensamblaje.





A continuación, explicó el funcionamiento del proceso de conversión del calor geomagmático a electricidad. Al respecto, indicó que el calor de la tierra calienta el material en los tubos de la caldera convirtiéndolos en gas a presión, el cual pone en rotación a una turbina que esta acoplada a un generador que produce electricidad. Una vez que sale de la turbina, el gas pasa por un sistema de condensación volviéndose líquido. Luego, se envía de nuevo a la caldera y sigue el ciclo.





A manera de ejemplo de la virtudes de este sistema en relación al medioambiente, señaló que un power tube de 10 MW contribuye en un año, en promedio comparado a los métodos actuales de producción de energía, con la eliminación de: la producción de 400 toneladas de contaminantes a la atmósfera; la utilización de 36.000 toneladas de carbón; la utilización de 650 millones BTU de gas natural; el uso de 26.000 m3 de combustibles líquidos. Agregó que produce un mayor estándar de vida proveyendo energía limpia que no contamina el paisaje; no utiliza ningún combustible atómico, no contamina las aguas subterráneas, y no aumenta el calentamiento global ni contribuye a la lluvia ácida.





Afirmó que existiría un gran potencial en nuestro país ya que no encontramos sobre el denominado “Anillo de Fuego”, es decir una de las zonas más calientes del planeta.




Por lo anterior, solicitó incluir el concepto geomagmático dentro de las energías geotérmicas y que las solicitudes de concesiones sean no excluyentes, para tecnologías que no interfieran entre ellas, por ejemplo, la geotérmica con la geomagmática, pues, en su opinión, perfectamente pueden coexistir.




El Honorable Senador señor Horvath preguntó si esta tecnología se encuentra operativa.





El señor Cornejo respondió que existe en bases militares norteamericanas. Agregó que se está construyendo el prototipo comercial. Añadió que les interesaría realizar un proyecto en Isla de Pascua.




A continuación, el Gerente de Desarrollo de la empresa B.Bosch S.A., señor Fernando Araya, señaló que en todo proyecto, a lo menos, se pueden distinguir dos desafíos importantes: el primero, dice relación con la producción del bien o servicio, en este caso, el tipo de generación y la tecnología a utilizar, por ejemplo, para generación mini hidráulica, eólica, biomasa, geotermia, entre otras.




Afirmó que el segundo aspecto, se refiere a los costos de comercialización de ese bien o servicio. Advirtió que sobre este último punto pretende llamar la atención.




Explicó que un proyecto de generación a través de ERNC requiere superar una serie de barreras propias de la tecnología de generación, según su tipo, obtener las autorizaciones medioambientales, acordar los pagos de servidumbres y la autorización de concesiones, y lograr condiciones y oportunidades preferentes para comercializar la energía, entre otros. A pesar de todo lo anterior, señaló que un proyecto de generación a través de ERNC corre un alto riesgo de no materializarse, por los costos de inversión y de operación que implica la conectividad de ese medio de generación al sistema eléctrico existente.





Expresó, sobre lo anterior, que se deben negociar y establecer acuerdos con las empresas propietarias de los sistemas eléctricos existentes -transmisoras y distribuidoras-, realizar estudios de flujo de cargas, cortocircuitos, requerimientos de transporte, estabilidad transitoria, transientes electromagnéticos, pequeñas perturbaciones, instalación de partida autónoma, estudios y ajustes de protecciones y controles, y estudios de pago de peajes en los sistemas de transmisión troncal, sub-transmisión y distribución.





Enfatizó que, de los análisis detallados anteriormente, el estudio de peajes tiene una singular particularidad en la ley y la normativa vigente, ya que de dichas normas se desprende que los peajes que deben ser remunerados por estos medios de generación son dos: sub-transmisión y transmisión adicional. Este último, sólo en el caso que el medio de generación utilice, para evacuar su generación, una instalación existente, pues en caso contrario, construirá su propia línea para la interconexión al sistema eléctrico respectivo.





Especificó que el problema radica en el pago de peaje en el sistema de sub-transmisión, pues sus altos valores harían inviable la rentabilidad de un proyecto. Aclaró que lo anterior se produce por la inversión en el sentido del flujo eléctrico en el sistema existente.




Manifestó que la probabilidad de que un proyecto tenga que pagar peaje de sub-transmisión es alta, ya que el Sistema Interconectado Central (SIC), tiene más de 19 sub-estaciones de poder cuya capacidad de transformación instalada es inferior a 9 MW y 28 sub-estaciones inferiores a 20 MW. Expresó que si la generadora ERNC tiene una capacidad mayor que la de la sub-estación de transformación, el flujo se invierte.





Indicó que una baja rentabilidad de un proyecto puede ser asimilada por las grandes empresas de generación, que descontarán los flujos del proyecto a tasas significativamente inferiores a los que lo haría un nuevo inversionista que desea entrar al negocio de la generación a través de ERNC, creando el consiguiente desincentivo para el nuevo actor.





Por todo lo expuesto, planteó, como una manera de solucionar el problema, dar al pago de peaje en sub-transmisión, el mismo tratamiento que se da al pago de peaje en el sistema de transmisión troncal. Es decir, excepción total del pago de peaje en sub-transmisión, para medios de generación inferiores a 9 MW, y pago de peaje proporcional, para medios de generación mayores a 9 MW y menores a 20 MW.





Aclaró que la empresa dueña de las instalaciones de sub-transmisión seguirá percibiendo remuneración por sus instalaciones, la que será pagado por quienes hacen retiros desde el respectivo sistema.





Enseguida, hizo uso de la palabra el Gerente de Regulación y Negocios de AES Gener, señor Juan Inostroza, quien expresó que la opinión de la empresa que representa tiene como objetivo contribuir a que un proyecto de este tipo promueva eficientemente el desarrollo de energía eléctrica con fuentes renovables no convencionales, en un marco acorde con la actual legislación y realidad chilena.





Manifestó que a partir de la denominada ley corta I, del año 2004, se han venido otorgando importantes incentivos al desarrollo de las ERNC. En efecto, añadió que dicha ley otorgó exenciones totales o parciales en el pago por uso del sistema de transmisión de alta tensión para este tipo de energías. Explicó que, si se considera la existencia de fuentes de ERNC que abastezcan un 8% de la demanda, este beneficio representa un valor presente de hasta 91 millones de dólares, teniendo presente que el 8% se completara sólo con centrales de tamaño inferior a 9 MW. Añadió que la ley corta II, de 2005, contempló reservar un 5% de la demanda licitada por las distribuidoras para clientes regulados, para ser abastecidos por ERNC al precio que resulte de la licitación respectiva.




Agregó que dentro de las ayudas hay que tener en cuenta el programa CORFO-CNE, que tiene como objetivo la entrega de subsidios directos para promover la investigación y desarrollo de las ERNC.





Señaló que el actual mapa de ERNC ha variado desde la promulgación de la ley corta II y que existen diversos proyectos ingresados al sistema de impacto ambienta.





Asimismo, detalló que el programa de apoyo a ERNC de CORFO tiene 6 proyectos de biomasa por 6 MW; 11 eólicos por 317 MW; 1 de geotermia por 10 MW, y 25 hidráulicos por 261 MW.




Destacó que esas cifras muestran el auge de este tipo de proyectos en los últimos años. Añadió que ellos representan un 1% de la demanda total actualmente en operación o en construcción y 6% de la demanda total en calificación o aprobados ambientalmente, lo que revela que los proyectos de ERNC que realmente contribuyen al país y que no requieren de nuevos subsidios para su desarrollo, ya están en operación o en vías de construirse. Por ello, agregó que sólo una tecnología requiere de nuevos incentivos, pero no sólo por su costo de inversión sino que también por la volatilidad del recurso, como es el caso de la energía eólica, la cual, en su opinión, tiene sobrecostos que superan a los beneficios.





Por tanto, concluyó que los beneficios actuales ya están empezando a operar y, por ende, no se requieren nuevos incentivos para las ERNC. En todo caso, precisó que si promueven incentivos adicionales, ellos debieran ser dirigidos hacia las ERNC menos volátiles.





Luego, afirmó que un segundo tema a tratar es si el proyecto de ley para ERNC genera los incentivos adecuados. Es decir, si los dirige en forma correcta.




Explicó que lo anterior se origina por el implícito que subyace en el proyecto: en todos los casos la ERNC es capaz de reemplazar la energía convencional, supuesto que es incorrecto cuando la ERNC proviene de fuentes volátiles, dado que requiere respaldo en energía convencional o bien en otras ERNC provenientes de fuentes no volátiles, solución que es extremadamente costosa.





Advirtió que son dos los problemas asociados a la volatilidad: la seguridad y la confiabilidad de suministro.




En relación al problema de la disponibilidad y el respaldo que requiere la ERNC proveniente de fuentes volátiles, señaló que el proyecto de ley, al exigir que un 8% de los retiros deba ser cubierto por ERNC, supone que dicho porcentaje de energía reemplazará completamente a la energía convencional con que se hubiera abastecido dicha demanda. Al respecto, aclaró que cuando las fuentes de energía primaria provienen de un recurso volátil, por ejemplo, una central eólica, en la cual no se conoce cuándo y en qué cantidad se tendrá el viento en cada instante, no es posible cumplir con lo anterior y la ERNC necesitará de un respaldo de tecnologías convencionales en una relación casi de uno a uno, es decir, por cada MW instalado de ERNC se requeriría instalar adicionalmente otro MW de respaldo en energía convencional. Observó que un ejemplo es el parque eólico “Parque Colorado”, que está construyendo la minera Barrick en la región de Coquimbo, el cual será de 20 MW y formará parte de un complejo que incluye como respaldo a una central termoeléctrica de 32 MW, que funcionará en base a diesel.





Expresó que algunos argumentan que las ERNC no requieren de dicho respaldo, pues, éste ya se encontraría presente en la actual capacidad de reserva del sistema. A este respecto, indicó que la actual capacidad de resguardo adicional ya ha sido incorporada por los propios generadores para así respaldar los contratos que mantienen con sus clientes libres y regulados, para cubrirse en casos de sequías, fallas de centrales o restricciones en el suministro de diesel, de modo que no puede ser considerado para respaldar futuras instalaciones, ello implicaría disminuir la suficiencia del sistema.




Enfatizó que si se quiere mantener inalterada la probabilidad de falla, esto es mantener la suficiencia del sistema, la fuente de energía volátil requiere de respaldo y ello implica un sobrecosto de producción de electricidad.




Opinó que el segundo aspecto a considerar es el de la confiabilidad y los problemas operacionales que podría acarrear la volatilidad de la ERNC. Al respecto, señaló que el carácter volátil de la ERNC hace que su disponibilidad sea muy impredecible y, por tanto, difícil de programar por los Centros de Despacho Económico de Carga (CDEC), lo que pondría en serios aprietos al SIC.




En consecuencia, afirmó que la ERNC no es un sustituto del resto de las energías y más bien es un complemento, que puede ser usado para reducir el uso de combustible en las centrales convencionales ya existentes, cuando el recurso renovable está disponible, con los consiguientes beneficios de reducción de costos variables y menor emisión a la atmósfera. 




Manifestó que un proyecto de ERNC con alta disponibilidad del recurso sería hoy ya rentable y no requiere de subsidios para su construcción. Por ello, si se implementa el proyecto de ley, lo que ocurrirá es que mediante subsidios pagados principalmente por los consumidores, se estará incentivando la instalación de tecnologías que no aportarán ni a la seguridad de suministro del sistema, ni tampoco a la confiabilidad y lo que es peor, no aumentarán el porcentaje de generación renovable, ya que la mayor parte del tiempo estarán operando los respaldos y no la ERNC que supuestamente se vio incentivada con el proyecto de ley. 





Mencionó que, además, existen otros incentivos incorrectos presentes en el proyecto. El primero, que al imponer que un porcentaje de la demanda sea abastecida por ERNC, está haciendo dificultoso por no decir imposible, la obtención de créditos por reducción de emisión de CO2 para este tipo de proyectos, ya que para obtener dichos créditos los proyectos candidatos deben cumplir con un concepto de “adicionalidad”, esto es, a los proyectos candidatos sólo se les otorga los créditos si demuestran que sin ellos el proyecto no se realizaría.





Subrayó que otro problema es el límite para las minihidráulicas. Consideró que el límite de 20 MW es muy bajo, lo que genera el incentivo perverso a reducir el tamaño de los proyectos hidráulicos, de modo de calificar como ERNC. Indicó que se tendría la paradoja de que pudiendo aprovechar los recursos naturales para producir, por ejemplo, 30 MW, este proyecto incentivaría a reducir ese tamaño de 30 a 20 MW. Por ello, pidió que ese límite fuera de 50 MW.





Seguidamente, planteó que para generar incentivos adicionales a las ERNC, sin distorsionar las señales de mercado y minimizando el sobrecosto a los usuarios, no se debe alterar la eficiencia económica, es decir, que los generadores continúen respaldando sus contratos con la tecnología más eficiente para abastecer el suministro. En segundo lugar, que el Estado destine fondos concursables que permitan que los mejores proyectos de ERNC, es decir, los más eficientes y de energía más confiable, sean los que finalmente se instalen en el sistema. Añadió que ello permitirá determinar qué tipo de ERNC es más conveniente que el país promueva, sin comprometer la seguridad de suministro del sistema y sin involucrar costos innecesarios en la producción de electricidad. Adicionalmente, expresó que permitiría que los propietarios de las centrales renovables puedan acceder a créditos de carbono por las emisiones de CO2 que desplazarán, los cuales podrían servir para financiar parte del fondo concursable.





Concluyó que la incorporación de ERNC no es un elemento indispensable para asegurar el suministro del sistema. Por el contrario, aseveró que, dependiendo de la disponibilidad y volatilidad del recurso primario, de no contar con los respaldos adecuados podría deteriorar de forma significativa la seguridad de abastecimiento del SIC, además de ocasionar importantes sobrecostos al sistema.





Sin embargo, manifestó que si se decide incentivar las ERNC, es mejor considerar que el Estado destine fondos concursables al desarrollo de proyectos con estas energías, de modo de permitir que sean las mejores opciones las que sean promovidas.




Finalmente hizo uso de la palabra en representación de SN Power Chile, el señor Jaime García, quien señaló que nuestro país ha dado un paso importante en instalar la discusión respecto de la necesidad de disponer de fuentes alternativas de energía que permitan diversificar la matriz energética, a fin de mitigar el riesgo de suministro del sistema.




En su opinión, existe un consenso general entre los diversos actores de la sociedad, respecto de la necesidad de un marco legal que otorgue señales económicas adecuadas para acelerar el desarrollo de fuentes de energía renovable no convencional, por cuanto éstas tecnologías tienen barreras de entrada al mercado eléctrico, en atención a sus altos costos de inversión y a su variabilidad en la producción de energía, aspectos que limitan su competitividad respecto de tecnologías convencionales de generación eléctrica y que, además, dificultan la adopción de estrategias comerciales orientadas a estabilizar sus ingresos conforme el marco legal vigente.




En consecuencia, reafirmó la necesidad de contar con un instrumento legal que otorgue condiciones adecuadas para el desarrollo de las tecnologías que el proyecto de ley define, no sólo porque se ha visto incrementado el fomento de este tipo de iniciativas en el último tiempo en sistemas eléctricos de países con economías desarrolladas, sino principalmente porque existe el convencimiento que nuestro país tiene aún mucho potencial por desarrollar en este ámbito.





Manifestó que, desde el punto de vista medioambiental y de emisiones, no hay duda de sus beneficios. Bajo esta perspectiva, declaró su apoyo a todo tipo de iniciativas que permitan el desarrollo de este tipo de tecnologías, como el proyecto de ley en estudio.




No obstante, declaró que le preocupan algunos aspectos definidos en el proyecto de ley, por cuanto pueden comprometer el propósito final de esta iniciativa, cual es fomentar el desarrollo de la inversión en ERNC dentro de un contexto de acotada intervención del mercado de la generación eléctrica, que estimule la participación de nuevos generadores y a un costo razonable.




En relación al cargo por incumplimiento y condiciones de mercado, expresó que el proyecto de ley norma la obligación de los generadores, en su rol de comercializadores, de acreditar que una proporción de sus retiros con clientes libres y clientes regulados provenga de fuentes de ERNC, de no cumplir se establece un mecanismo de cargo por un incumplimiento.




Agregó que, bajo dichas reglas del juego, el generador que enfrenta la obligación tiene tres opciones, pudiendo eventualmente darse las tres simultáneamente: desarrollar sus propios proyectos de energía renovable no convencional; establecer una relación comercial con otro generador que disponga de esta energía, por ejemplo un generador nuevo que quiera desarrollar este tipo de proyectos, definiendo precio por cada MWh inyectado de energía ERNC, y pagar el cargo por incumplimiento con beneficio a los clientes finales.




Explicó que la elección de alguna de estas alternativas dependerá directamente del monto del cargo por incumplimiento y cómo este monto se compara con el costo de desarrollo de las tecnologías de energía renovable no convencional. Añadió que si el cargo por incumplimiento es muy bajo entonces el generador que enfrenta la obligación optará por pagar el cargo y, por lo tanto, no se desarrollarán proyectos ERNC. Por otra parte, si el cargo por incumplimiento es muy alto entonces el generador que enfrenta la obligación optará por desarrollar sus propios proyectos ERNC, no permitiendo la participación de nuevos generadores con proyectos renovables eventualmente más eficientes.




En consecuencia, con el propósito de ampliar la gama de tecnologías factibles de desarrollar y de dar señales de eficiencia económica, propuso aumentar el monto del cargo por incumplimiento de 0,4 UTM a 0,6 UTM, y, adicionalmente, establecer que la acreditación de la obligación de un generador resulte de un proceso de licitación público, abierto y competitivo.




Por último, planteó revisar el límite de 20 MW para las centrales mini hidráulicas, sobre la base de análisis que incorporen criterios de rentabilidad económica de proyectos hidroeléctricos genéricos para distintos tamaños, incorporando además el costo asociado a una línea de conexión propia.




A continuación, la Comisión acordó votar en general el proyecto por estimarlo de importancia para el país, dado el actual escenario de crisis energética y de demanda futura.




Puesto en votación el proyecto, fue aprobado en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Núñez y Orpis.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO





A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados y que vuestra Comisión de Minería y Energía os propone aprobar, en general:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, las siguientes modificaciones:




1) Intercálanse el inciso primero del artículo 79°, entre las expresiones “generación” y “conectados”, las siguientes oraciones: “renovable no convencionales y de las instalaciones de cogeneración eficiente, definidos en las letras aa) y ac) del artículo 225° de esta ley, que se encuentren”, y sustitúyense las oraciones “cuya fuente sea no convencional, tales como geotérmica, eólica, solar, biomasa, mareomotriz, pequeñas centrales hidroeléctricas, cogeneración y otras similares determinadas fundadamente por la Comisión,” por la conjunción “y”.




2) Agrégase, a continuación del artículo 150°, el siguiente artículo 150° bis:




“Artículo 150° bis.- Cada empresa eléctrica que efectúe retiros de energía desde los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales, deberá acreditar ante la Dirección de Peajes del CDEC respectivo, que una cantidad de energía equivalente al 8% de sus retiros en cada año calendario haya sido inyectada a cualquiera de dichos sistemas, por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados.




La empresa eléctrica podrá también acreditar el cumplimiento de la obligación señalada en el inciso primero, mediante inyecciones de energía renovable no convencional realizadas a los sistemas eléctricos durante el año calendario inmediatamente anterior, en la medida que dichas inyecciones no hayan sido acreditadas para el cumplimiento de la obligación que correspondió a ese año.





Cualquier empresa eléctrica que exceda el porcentaje señalado en el inciso primero de inyecciones de energía renovable no convencional dentro del año en que se debe cumplir la obligación, con energía propia o contratada y aunque no hubiese efectuado retiros, podrá convenir el traspaso de sus excedentes a otra empresa eléctrica, los que podrán realizarse incluso entre empresas de diferentes sistemas eléctricos.  Una copia autorizada del respectivo convenio deberá entregarse a la Dirección de Peajes del CDEC respectivo para que se imputen tales excedentes en la acreditación que corresponda.




La empresa eléctrica que no acredite el cumplimiento de la obligación a que se refiere este artículo al 1 de marzo siguiente al año calendario correspondiente, deberá pagar un cargo, cuyo monto será de 0,4 UTM por cada megawatt/hora de déficit respecto de su obligación. Si dentro de los tres años siguientes incurriese nuevamente en incumplimiento de su obligación, el cargo será de 0,6 UTM por cada megawatt/hora de déficit.




Sin perjuicio de lo anterior, cualquier empresa eléctrica deficitaria podrá, con un límite de 50%, postergar hasta en un año la acreditación de la obligación que le corresponda al término de un año calendario, siempre que lo haya comunicado a la Superintendencia antes del 1 de marzo siguiente al año calendario referido.





Las Direcciones de Peajes de los CDEC de los sistemas eléctricos mayores a 200 megawatts deberán coordinarse y llevar un registro público único de las obligaciones, inyecciones y traspasos de energía renovable no convencional de cada empresa eléctrica, así como de toda la información necesaria que permita acreditar el cumplimiento de las obligaciones y la aplicación de las disposiciones contenidas en este artículo.





Los cargos señalados en el inciso cuarto se destinarán a los clientes finales y a los clientes de las distribuidoras cuyos suministros hubieren cumplido la obligación prevista en el inciso primero de este artículo.




Las sumas de dinero que se recauden por estos cargos, se distribuirán a prorrata de la energía consumida por los clientes indicados en el inciso anterior durante el año calendario en que se incumplió la obligación del inciso primero.




La Dirección de Peajes del CDEC respectivo calculará y dispondrá tanto el pago de los cargos que cada empresa deberá abonar para que se destinen a los clientes aludidos en base a los montos recaudados de las empresas que no hubiesen cumplido la obligación, así como las transferencias de dinero a que haya lugar entre ellas. La Superintendencia deberá requerir a la Dirección de Peajes y a las empresas concernidas la información necesaria para fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones que se les impone en este inciso.





Toda controversia que surja en la aplicación del inciso anterior con la Dirección de Peajes del CDEC respectivo promovida por las empresas eléctricas sujetas a la obligación prevista en el inciso primero o por las distribuidoras y clientes finales, será dictaminada por el panel de expertos, organismo que deberá optar por uno de los valores propuestos por quien promueve la discrepancia o por la referida Dirección, entendiéndose que ésta se formaliza en las presentaciones que deberán realizar al panel, en sobre cerrado, dentro de los quince días siguientes al cálculo efectuado por la Dirección de Peajes. Para expedir el dictamen respectivo, el aludido Panel deberá ceñirse al procedimiento aplicable a las discrepancias previstas en el número 11 del artículo 208°.”.





3) Suprímese el inciso quinto del artículo 157°, y 





4) Agréganse, en el artículo 225°, a continuación de la letra z), las siguientes letras aa), ab) y ac):





“aa) Medios de generación renovables no convencionales: los que presentan cualquiera de las siguientes características:





1) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía de la biomasa, correspondiente a la obtenida de materia orgánica y biodegradable de origen vegetal o animal, y que cumplan los requisitos establecidos en el reglamento.





2) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía hidráulica y cuya potencia máxima sea inferior a 20.000 kilowatts.




3) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía geotérmica, entendiéndose por tal, la que se obtiene del calor natural de la tierra, que puede ser extraída del vapor, agua, gases, excluidos los hidrocarburos, o a través de fluidos inyectados artificialmente para este fin.





4) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía solar, obtenida en forma directa de la radiación solar.





5) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía eólica, correspondiente a la energía cinética del viento.





6) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía de los mares, correspondiente a toda forma de energía mecánica producida por el movimiento de las mareas, de las olas y de las corrientes, y





7) Otros medios de generación determinados fundadamente por la Comisión, que utilicen energías renovables para la generación de electricidad, contribuyan a diversificar las fuentes de abastecimiento de energía en los sistemas eléctricos y causen un bajo impacto ambiental, conforme a los procedimientos que establezca el reglamento.





ab) Energía renovable no convencional: aquella energía eléctrica generada por medios de generación renovables no convencionales.




ac) Instalación de cogeneración eficiente: instalación en la que se genera energía eléctrica y calor en un solo proceso de elevado rendimiento energético cuya potencia máxima suministrada al sistema sea inferior a 20.000 kilowatts y que cumpla los requisitos establecidos en el reglamento.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo 1° transitorio.- La obligación contemplada en el artículo 150° bis que esta ley incorpora a la Ley General de Servicios Eléctricos, regirá a contar del 1 de enero del año 2010, y se aplicará a todos los retiros de energía para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales cuyos contratos se suscriban a partir del 31 de agosto de 2007.




El cumplimiento de la obligación referida deberá efectuarse con medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados, que se hayan interconectado a los sistemas eléctricos con posterioridad al 31 de mayo de 2007.





Con todo, la obligación aludida en el inciso primero será de un 5% para los años 2010 a 2014, aumentándose en un 0,3% anual a partir del año 2015. Este aumento progresivo se aplicará de tal manera que los retiros afectos a la obligación el año 2015 deberán cumplir con un 5,3%, los del año 2016 con un 5,6% y así sucesivamente, hasta alcanzar el año 2024 el 8% previsto en el artículo 150º bis.





El aumento progresivo dispuesto en el inciso anterior, no será exigible respecto de los retiros de energía asociados al suministro de empresas concesionarias de servicio público de distribución eléctrica, para satisfacer consumos de clientes regulados, que hubieren iniciado el proceso de licitación que dispone el artículo 131° de la Ley General de Servicios Eléctricos, con anterioridad a la publicación de esta ley.




Artículo 2° transitorio.- La Comisión Nacional de Energía, mediante resolución exenta, establecerá las disposiciones de carácter técnico que sean necesarias para la adecuada implementación de las normas que esta ley introduce a la Ley General de Servicios Eléctricos y para la aplicación de la disposición transitoria precedente.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 17 y 31 de octubre y 7, 14 y 21 de noviembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Núñez Muñoz (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia, Antonio Horvath Kiss, Jaime Orpis Bouchon y Adolfo Zaldívar Larraín.




Sala de la Comisión, a 23 de noviembre de 2007.
(Fdo.). Julio Cámara Oyarzo

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ROMERO, COLOMA, MUÑOZ BARRA Y SABAG, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN QUE EL SENADO MANIFIESTE SU RECHAZO A LAS EXPRESIONES Y ACTUACIONES QUE EL SEÑOR PRESIDENTE DE VENEZUELA REALIZÓ CON OCASIÓN DE LAS SESIONES DE LA ÚLTIMA CUMBRE IBEROAMERICANA DE JEFES DE ESTADO Y DE GOBIERNO Y, ASIMISMO, REITERE LA ADHESIÓN DEL PAÍS A LAS LIBERTADES CIVILES Y POLÍTICAS EN EL CONTINENTE

(S 1020-12)

Honorable Senado:


En sesión del día de hoy, la Comisión de Relaciones Exteriores, trató el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Romero, Coloma, Muñoz Barra y Sabag, mediante el cual proponen que el Senado manifieste su rechazo a las expresiones y actuaciones que el señor Presidente de Venezuela realizó con ocasión de las sesiones de la última Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno y, asimismo, reitere la adhesión del país a las libertades civiles y políticas en el continente (Boletín Nº S 1.020-12).

Al respecto, cabe hacer presente que a la Comisión no le mereció observaciones. Lo que se acordó por la unanimidad de sus miembros presentes.


Remito adjunto el expediente del Boletín citado.


Dios guarde a V.E.


ROBERTO MUÑOZ BARRA


Presidente


Comisión de Relaciones Exteriores

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES HORVATH Y PROKURICA, SEÑORAS ALVEAR Y MATTHEI, Y LOS SEÑORES ALLAMAND, ARANCIBIA, ÁVILA, BIANCHI, CHADWICK, COLOMA, GIRARDI, KUSCHEL, LARRAÍN, LONGUEIRA, MUÑOZ ABURTO, MUÑOZ BARRA, NAVARRO, ORPIS, PÉREZ VARELA, ROMERO, RUIZ-ESQUIDE, SABAG Y ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA NOTA DE PROTESTA DIPLOMÁTICA CON EL PROGRAMA JAPONÉS DE CAZA CIENTÍFICA DE BALLENAS E INFORMAR DE ESTA MEDIDA A TODOS LOS PAÍSES MIEMBROS DE LA COMISIÓN BALLENERA INTERNACIONAL

(S 1027-12)

Honorable Senado:


En sesión del día de hoy, la Comisión de Relaciones Exteriores, teniendo a la vista la Convención Internacional para la Regulación de la Caza de Ballenas y su anexo, suscrita por nuestro país en el año 1946 y promulgada por el decreto supremo N° 489 de 1979, el Convenio sobre la conservación de Especies Migratorias de la Fauna Salvaje, promulgada por decreto supremo N° 868, del año 1981, estudió el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Girardi, Kuschel, Larraín, Longueira Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Orpis, Pérez, Romero, Ruiz.Esquide, Sabag y Zaldívar, por el cual solicitan a S.E. la señora Presidenta de la República el envío de una nota de protesta diplomática contra el programa japonés de caza científica de ballenas e informar de esta medida a todos los países miembros de la Comisión Ballenera Internacional (Boletín N° 1.027-12).


Al respecto, cabe hacer presente que el proyecto no mereció objeciones. Lo que se acordó por la unanimidad de sus miembros presentes.


Dios guarde a V.E.


ROBERTO MUÑOZ BARRA


Presidente


Comisión de Relaciones Exteriores

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, PROKURICA Y SABAG, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL DFL. Nº 458, DE 1976, LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES, PARA REGULAR LA CONSULTA A LOS CIUDADANOS EN RELACIÓN CON LA APROBACIÓN DE PLANES REGULADORES COMUNALES

(5525-14)

Honorable Senado:


En una sociedad cuya tendencia es organizarse territorialmente a partir de conformación de grandes centros urbanos, todo lo relativo a la forma en que se organiza la ciudad y manera en que sus habitantes se insertan materialmente en ella adquiere una especial importancia. 


Lo anterior exige que los ciudadanos sean parte activa en la definición de las orientaciones y regulaciones que sirvan de base al desarrollo de los centros urbanos, todo ello en concordancia con una política nacional, regional y comunal de desarrollo socio – económico.


Sin embargo nuestra legislación no recoge suficientemente este principio, estableciendo mecanismos para la elaboración y aprobación de proyectos de planificación urbana que no incorporan suficientes instancias de participación efectivas. 


La Ley General de Urbanismo y Construcciones define la Planificación Urbana Comunal, como aquella que promueve el desarrollo armónico del territorio comunal, en especial de sus centros poblados, en concordancia con las metas regionales de desarrollo económico – social. Tal planificación se realiza por medio de un Plan Regulador Comunal, el cual es concebido como un instrumento constituido por un conjunto de normas sobre adecuadas condiciones de higiene y seguridad en los edificios y espacios urbanos, y de comodidad en la relación funcional entre las zonas habitacionales, de trabajo, equipamiento y esparcimiento. Sus disposiciones se refieren al uso del suelo o zonificación, localización del equipamiento comunitario, estacionamiento, jerarquización de la estructura vial, fijación de límites urbanos, densidades y determinación de   prioridades en la urbanización de terrenos para la expansión de la ciudad, en función de la factibilidad de ampliar o dotar de redes sanitarias y energéticas, y  demás aspectos urbanísticos.


Es del caso que no obstante el altísimo impacto que producen en los habitantes de la ciudad las disposiciones contenidas en los planos reguladores comunales, en su proceso de discusión y aprobación no existe una participación ciudadana suficiente ni eficaz. En efecto, el articulo 41 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones establece para tal efecto un procedimiento dividido en varios “trámites” (como los califica la propia ley en comento), todos los cuales tienen en común que la expresión de la voluntad de los habitantes de la comuna es limitada y sólo referencial. Es así como podemos distinguir para tales efectos  los siguientes “trámites”:

Primer Trámite. Preparación del Proyecto del plan regulador comunal. Aquí sólo interviene el Municipio, quién es el encargado de su elaboración sin que se encuentre contemplada participación alguna de los habitantes de la comuna, ya  sea organizados o en forma directa. 

Segundo Trámite. 
Información a los vecinos.
Se establece que esta obligación la deben cumplir los Municipios, especialmente respecto a los afectados por el respectivo proyecto, debiendo explicarles las principales características del instrumento de planificación propuesto y de sus efectos. Esta etapa no involucra  ninguna interacción efectiva de los vecinos respecto del plan que se les informa. 

Tercer Trámite.
Audiencias Públicas. El Municipio debe realizar una o más audiencias públicas en los barrios o sectores más afectados para exponer el proyecto a la comunidad. Como se puede apreciar, la finalidad de estas audiencias es sólo “exponer” el proyecto, no estableciéndose como una instancia a partir de la cual la autoridad comunal deba recibir y considerar efectivamente los planteamientos que realicen los vecinos a fin de modificar el proyecto ya elaborado. 

Cuarto Trámite.
Consulta al Consejo Económico Social Comunal. El artículo 94 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades establece que tal Consejo es un órgano asesor de la municipalidad, el cual tiene por objeto asegurar la participación de las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional, y de actividades relevantes en el progreso económico, social y cultural de la comuna. El gran problema de esta instancia de participación es que su integración, organización, competencias y funcionamiento, son determinados por cada municipalidad, en un reglamento que el alcalde somete a la aprobación del Concejo, de manera que tales aspectos dependerán de una decisión de índole eminentemente política, la que no garantizará necesariamente que el referido consejo pueda entregar una opinión que represente el interés general de los vecinos cuando ella sea contraria a la que tenga el alcalde y los concejales. 

Quinto Trámite.
Exposición del proyecto a la comunidad  con posterioridad a la o las audiencias públicas. Nuevamente sólo se le expone a los vecinos el proyecto preparado por la Municipalidad por un plazo de treinta días, sin contemplar una participación efectiva y eficaz de la comunidad.
Sexto Trámite.
Nueva audiencia pública y consulta al Concejo Económico Social Comunal. Concluido el plazo de treinta días señalado para la etapa anterior se debe realizar la referida consulta, la cual no es vinculante. En cuanto a la nueva consulta al consejo económico y social comunal, en sesión convocada especialmente para este efecto, los problemas de representatividad son los mismos que aquellos  indicados respecto a la primera consulta que se realiza a tal órgano, más allá de hacer presente que su opinión tampoco es vinculante. 

Séptimo Trámite. Observaciones escritas. Se establece que los interesados podrán formular, por escrito, las observaciones fundadas que estimen convenientes acerca del proyecto hasta quince días después de la audiencia pública a que se refiere el número anterior.

Cumplidos los “trámites” anteriores, el alcalde deberá presentar el proyecto para la aprobación del Concejo comunal, junto con las observaciones que hayan hecho llegar los interesados, en un plazo no inferior a quince ni superior a treinta días, contado desde la última audiencia pública señalada, debiendo el Concejo  pronunciarse sobre las proposiciones que contenga el proyecto de plan regulador, analizando las observaciones recibidas y adoptando acuerdos respecto de cada una de las materias impugnadas. Cabe destacar que no es vinculante para el Concejo ninguna de las opiniones que haya entregado la comunidad sobre estas materias.

El proyecto aprobado será remitido, con todos susantecedentes, a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, debiendo  revisar el proyecto y emitir un informe sobre sus aspectos técnicos dentro del plazo de sesenta días, contado desde su recepción.
En caso que la comuna está normada por un plan regulador metropolitano o intercomunal, el informe de la Secretaría Regional Ministerial será remitido directamente al Municipio, junto con el proyecto y sus antecedentes, con copia al Gobierno Regional. Si el informe es favorable, el proyecto de plan regulador o de plan seccional será promulgado por decreto alcaldicio. Si el proyecto no se ajusta al plan regulador metropolitano o intercomunal, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá emitir un informe negativo y lo remitirá, conjuntamente con el proyecto y sus antecedentes, al Municipio, el cual podrá modificar el proyecto para concordarlo con el plan regulador metropolitano o intercomunal o insistir en su proyecto. En este último caso remitirá el proyecto, con

todos los antecedentes, incluido el informe negativo de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, al Gobierno Regional para que éste se pronuncie sobre los aspectos objetados. 
Si no existiera un plan regulador metropolitano o intercomunal que incluya el territorio comunal, el informe de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo será remitido, junto con el proyecto y sus antecedentes, al Gobierno Regional para su aprobación por el Consejo Regional, con copia al Municipio.

El pronunciamiento del Consejo Regional se hará sobre la base del informe técnico de la Secretaría Regional Ministerial respectivo. Si el informe fuere desfavorable, el Consejo sólo podrá aprobar el proyecto mediante acuerdo fundado.

Aprobado el proyecto de plan regulador en la forma señalada, será promulgado por resolución del Intendente. 
Como se puede apreciar no existe una instancia de participación ciudadana directa ni efectiva, la cual permita a las personas que viven en la ciudad hacer valer aquellas observaciones y aportes que estimen pertinentes a partir de su propia experiencia, lo que en definitiva ayudaría a perfeccionar y legitimar el proyecto diseñado por la autoridad.  Esto resulta particularmente relevante si se consideran los negativos efectos que en la práctica se han observado cuando en la elaboración e implementación de planes que afectan a la ciudad no se escuchan a sus destinatarios ni menos se consideran debidamente sus opiniones, como ocurrió en el caso de Transantiago. 


A fin corregir esta situación, propongo permitir a la autoridad recurrir a una instancia de participación ciudadana directa como lo es el plebiscito, a fin de que la comunidad pueda pronunciarse en forma vinculante sobre aquellas condiciones urbanísticas incluidas en el plano regulador que son de inmediato impacto para cada uno de los habitantes de comuna, entre las que se identifican el tamaño mínimo de subdivisión predial; coeficiente de contructibilidad; porcentaje de ocupación del suelo, y sistemas de agrupamiento.


De esta forma se garantizará una participación real de los habitantes de nuestras ciudades en la planificación urbana, a fin de que no sigan siendo simples destinatarios de decisiones que muchas veces se toman sin considerar debidamente sus intereses. 

En atención a todo lo señalado, es que tengo el honor de presentar la siguiente


MOCIÓN

MODIFICA LEY DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES INCLUYENDO LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA DIRECTA Y VINCULANTE EN LOS PROCESOS DE PLANIFICACIÓN URBANA COMUNAL.

Articulo Único.
En el inciso segundo del artículo 43 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, reemplácese su actual número 5 por el siguiente: 

“5.
Vencido dicho plazo se podrá consultar a la comunidad a través de un plebiscito vinculante convocado para tal efecto, en el cual se solicitará su pronunciamiento sobre las  condiciones urbanísticas incluidas en el plano regulador, a lo menos en las siguientes materias: 

a) Tamaño mínimo de subdivisión predial;

b) Coeficiente de contructibilidad;

c) Porcentaje de ocupación del suelo;

d) Sistemas de agrupamiento.”
 (Fdo.): ANTONIO HORVATH KISS,                 Baldo Prokurica Prokurica,



Senador.-





Senador.-

Hosaíng Sabag Castillo,



Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, PROKURICA Y SABAG, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL DFL. Nº 458, DE 1976, LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES, EN LO RELATIVO A PARTICIPACIÓN DE LA CIUDADANÍA EN LA ELABORACIÓN DE PLANES REGULADORES COMUNALES

(5526-14)

Honorable Senado:


En una sociedad cuya tendencia es organizarse territorialmente a partir de conformación de grandes centros urbanos, todo lo relativo a la forma en que se organiza la ciudad y manera en que sus habitantes se insertan materialmente en ella adquiere una especial importancia. 


Lo anterior exige que los ciudadanos sean parte activa en la definición de las orientaciones y regulaciones que sirvan de base al desarrollo de los centros urbanos, todo ello en concordancia con una política nacional, regional y comunal de desarrollo socio – económico.


Sin embargo nuestra legislación no recoge suficientemente este principio, estableciendo mecanismos para la elaboración y aprobación de proyectos de planificación urbana que no incorporan suficientes instancias de participación efectivas. 


La Ley General de Urbanismo y Construcciones define como  “Planificación Urbana Intercomunal” aquella que regula el desarrollo físico de las áreas urbanas y rurales de diversas comunas que, por sus relaciones, se integran en una unidad urbana. 
Dicha planificación se realiza por medio del Plan Regulador Intercomunal o del Plan Regulador Metropolitano, en su caso, instrumentos constituidos por un conjunto de normas y acciones destinadas a orientar y regular el desarrollo físico del área correspondiente. 

En  cuanto a su elaboración y aprobación, el artículo 36 de la ley citada establece que el Plan Regulador Intercomunal será confeccionado por la Secretaría Regional de Vivienda y Urbanismo, con consulta a las Municipalidades correspondientes e Instituciones Fiscales que se estime necesario, sin perjuicio de las normas especiales que se establezcan para el Área Metropolitana.
Asimismo la norma en comento prescribe que, elaborado un Plan Regulador Intercomunal, las Municipalidades respectivas deberán pronunciarse sobre aquel dentro de un plazo de 60 días, contados desde su conocimiento oficial, vencido el cual la falta de pronunciamiento será considerada como aprobación.

Una vez finalizado dicho proceso de consulta, el proyecto de Plan Regulador Intercomunal respectivo queda en condiciones de ser aprobado, mediante decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo dictado por orden del Presidente de la República, todo esto previa autorización del Intendente respectivo.

Cabe destacar el importante impacto que tienen estos Planes Intercomunales a nivel local, ya que sus disposiciones son obligatorias en la elaboración de los Planes Reguladores Comunales. Además, en caso que sus disposiciones constituyan alteraciones a las disposiciones de los Planes Reguladores Comunales existentes, se entenderán automáticamente incorporadas a éstos como modificaciones.

Es más, en aquellas comunas que carezcan de Plan Regulador Comunal harán los efectos de tal las disposiciones del Plan Regulador Intercomunal, sin perjuicio de la exigencia establecida en la letra a) del artículo 47 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el cual obliga a contar con un Plan Regulador Comunal a aquellas comunas que estén sujetas a Planificación Urbana - Regional o Urbana – Intercomunal.

Como se puede apreciar, tanto en la elaboración como en la aprobación de un Plan Regulador Intercomunal, no existe una instancia de participación ciudadana abierta la cual permita a las personas que viven en la ciudad hacer aquellas observaciones y aportes que estimen pertinentes a partir de su propia experiencia, lo que en definitiva ayudaría a contar con valiosa información que permita perfeccionar el proyecto diseñado por la autoridad.  Esto resulta particularmente relevante si se consideran los negativos efectos que en la práctica se han observado cuando en la elaboración e implementación de planes que afectan a la ciudad no se escuchan a sus destinatarios, como ocurrió en el caso de Transantiago. 


Asimismo, la opinión de las Municipalidades no tiene valor real alguno, ya que no obstante la mayoría de ellas responda negativamente a la consulta establecida por nuestra legislación vigente, el Plan Regulador Intercomunal podría ser aprobado de igual forma sin ningún tipo de modificación. 


A fin de corregir esta situación, propongo dos cosas, abrir un espacio para que los miembros de la comunidad puedan efectuar directamente observaciones al proyecto de Plan Regulador Intercomunal dentro del mismo plazo establecido por nuestra legislación vigente para que las Municipalidades se pronuncien sobre aquel;


En definitiva, se debe abrir la discusión sobre la participación real de los habitantes de nuestras ciudades en los procesos de planificación urbana, a fin de que no sigan siendo simples destinatarios de decisiones que muchas veces se toman sin considerar debidamente sus intereses. 

En atención a todo lo señalado, es que tengo el honor de presentar la siguiente

MOCIÓN

MODIFICA LEY DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES INCLUYENDO NORMAS SOBRE PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LOS PROCESOS DE PLANIFICACIÓN URBANA INTERCOMUNAL.

Articulo Único.
Modifíquese el artículo 36 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones en los siguientes términos:

1º
Intercálese como nuevo inciso tercero, el siguiente: “Dentro del mismo plazo establecido en el inciso anterior, la autoridad recibirá aquellas observaciones que efectuadas por cualquier persona interesada, para lo cual pondrá a disposición de la ciudadanía el proyecto de Plan Regional de Desarrollo Urbano a través de medios que aseguren su debido acceso. Tales observaciones deberán ser consideradas por la autoridad al momento de decidir sobre la aprobación, modificación o rechazo al respectivo proyecto.”

2º
En su inciso final, intercálese entre la palabra “consulta” y la frase “a los organismos fiscales” la siguiente expresión: “a la ciudadanía y”.- 

(Fdo.): ANTONIO HORVATH KISS,                 Baldo Prokurica Prokurica,



Senador.-





Senador.-

Hosaíng Sabag Castillo,



Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.856, QUE CREO UN SISTEMA DE REINSERCIÓN SOCIAL DE CONDENADOS QUE OBSERVEN BUENA CONDUCTA, A FIN DE ESTABLECER UNA NUEVA CAUSAL PARA LIMITAR BENEFICIOS A PERSONAS QUE INDICA

(5533-07)

Honorable Senado:

Considerando:
La Ley  19.856, publicada el día cuatro de febrero de 2003  ha creado un sistema de reinserción social de los condenados en base a la observación de la  buena conducta de éstos.

Esta ley en su art. 2° establece que  una persona que durante el cumplimiento efectivo de una condena privativa de libertad hubiere demostrado un comportamiento sobresaliente, tendrá derecho a una reducción del tiempo de su condena equivalente a dos meses por cada año de cumplimiento.

Sin embargo existen crímenes  que la comunidad internacional, debido a su gravedad a través de diversos tratados y convenios internacionales de Derechos Humanos  a catalogado de “lesa humanidad”, como son la desaparición forzada de personas, actos inhumanos que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad físico o la salud mental o física de las personas, o la encarcelación o privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales del derecho internacional y otros..

Del mismo modo  es necesario enfrentar con fuerza la acción del terrorismo expresada en crímenes de sangre, cometidos supuestamente por  motivaciones políticas.

Nuestro país,  ya ha sufrido  de sobremanera y en carne propia los efectos de los delitos ya señalados, por lo que es necesario enviar una señal poderosa a quienes cometen este tipo de actos, de tal forma de asegurar el Nunca Más en Chile.

La actual ley, solo excluye de sus beneficios aquellas personas que hayan sido condenadas a presidio perpetuo o calificado, o quienes habiendo accedido a algún beneficio lo hayan quebrantado.

Esto ha permitido que quienes se encuentran cumpliendo actualmente en nuestro país condenas por Crímenes de Lesa Humanidad, puedan acceder a este beneficio, incluso sin haber demostrado el más mínimo  arrepentimiento.

Es por tanto necesario hacer una modificación a la Ley N° 18.856 de tal forma de excluir expresamente de sus beneficios a quienes hayan cometido o cometan delitos considerados de “Lesa Humanidad” o de carácter terrorista.
Por tal motivo vengo en presentar el siguiente proyecto que modifica el artículo  17 de la  Ley N° 19.856: 

PROYECTO DE LEY 

Artículo Unico: Agregase una letra h al artículo 17 de la ley 19.856 del siguiente tenor “ El condenado que hubiere cometido algún delito de sangre por motivos políticos o de aquellos considerados de lesa humanidad, que  se encuentran establecidos en las normas constitucionales y legales, en los tratados y convenciones internacionales que hubieran sido suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes así como los emanados del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Humanitario Internacional.

(Fdo.) :Jaime Naranjo Ortiz,m Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador:-
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORAS ALVEAR Y MATTHEI, Y SEÑORES CHADWICK, ESCALONA, ESPINA, FLORES, GARCÍA, GAZMURI, GIRARDI, HORVATH, LARRAÍN, NAVARRO, NOVOA, NÚÑEZ, OMINAMI, ORPIS, PÉREZ VARELA, PROKURICA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG Y ZALDÍVAR, MEDIANTE LA CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE TRASMITA A SU MAJESTAD EL REY DE ARABIA SAUDITA LA PROTESTA DEL SENADO POR LA INJUSTIFICADA CONDENA QUE SUFRE UNA MUJER QUE FUE VÍCTIMA DE UNA VIOLACIÓN EN DICHO PAÍS

(S 1029-12)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS:

1.-Con verdadero estupor el  mundo ha sido testigo de la insólita decisión de un tribunal saudí de sentenciar a una joven violada por varios hombres, a seis meses de cárcel y 200 latigazos, por estar en un automóvil con un hombre que no era pariente suyo y haber hecho público el caso.

2.-La violación es un crimen gravísimo que afecta principalmente a las mujeres y las víctimas de él requieren de toda la protección y amparo del Estado y la sociedad.

3.-Resulta un contrasentido que por denunciar y hacer público estos hechos la víctima recibida con sanción tan atroz e inhumana como la que se le ha impuesto. 

4.-Dicha sanción implica una violación de los derechos humanos de la víctima que debería encontrara amparo, refugio y protección y no castigos como el descrito.

5.- Tal como lo consigna la Declaración y Programa de Acción de Viena aprobada por la Asamblea General de las naciones Unidas. Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso y si bien la Declaración reconoce que  debe tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, agrega categóricamente que los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales.

EL SENADO ACUERDA:

Manifestar su máxima protesta a este brutal castigo que constituye una violación flagrante de los derechos humanos de la víctima. Asimismo, acuerda a la Presidenta de la República transmitir esta protesta a Su Majestad el Rey de Abdullah de Arabia Saudita.

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Evelyn Matthei Fornet, Senadora.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Fernando Flores Labra, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Jaime Gazmuri Mujica.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jovino Novoa Vásquez, Senador .-  Ricardo Núñez Muñoz, Senador.- Carlos Ominami Pascaul, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Victor Pérez Varela, Senador.-Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y MUÑOZ ABURTO CON EL QUE PROPONEN QUE EL SENADO ADHIERA A LA CAMPAÑA DENOMINADA “OPERACIÓN ÚLTIMA OPORTUNIDAD”, DESTINADA A CAPTURAR A CRIMINALES NAZIS AÚN PRÓFUGOS Y, ASIMISMO, QUE MANIFIESTE AL ESTADO DE ISRAEL SUS DISCULPAS POR LA NEGATIVA DE LA CORTE SUPREMA A CONCEDER LA EXTRADICIÓN DEL SEÑOR WALTER RAUFF

(S 1031-12)

Honorable Senado:

1.— Que el Centro de Estudios Simón Wiesenthal ha dado inicio a una campaña a nivel mundial denominada “Operación Última Oportunidad”, que, entre otros objetivos tiene encontrar criminales nazis que aún puedan quedar escondidos en Chile y en América Latina. 

2.— Que no es posible obviar que nuestro país tiene una deuda moral con quienes sufrieron el holocausto, ya que en 1963, en una de las páginas más negras de su historia, la Corte Suprema se negó a extraditar a Israel al criminal Nazi Walter Rauff, creador del sistema de exterminio de personas con camiones de gas y acusado de la muerte de medio millón de personas en Auschwitz. aduciendo que los delitos de los cuales era acusado habían prescrito en 1959.

3.— Que por tal motivo, Walter Rauff vivió tranquilamente en nuestro país, hasta 1984 en que falleció, hecho que constituye una vergüenza y una afrenta para las miles de sus víctimas y sus familiares. 

4.- Que diversas informaciones han señalado que otros altos jerarcas y criminales nazis estuvieron y pueden aún estar refugiados en nuestro país. 

5.— Que aún una parte importante de la verdad de lo que fue la ex Colonia Dignidad no ha sido descubierta, principalmente lo que dice relación con que este lugar fue un centro de refugio de criminales nazis. Hecho que tarde o temprano quedará confirmado ya que todas las anteriores acusaciones que se hacían a esta secta criminal -trabajo de esclavo, centro de exterminio durante el régimen militar, adquisición de armas y explosivos de guerra, etc.- han ido siendo comprobadas por los Tribunales de Justicia.

6.— Que como pueblo, comprometido con la causa de los Derechos Humanos a nivel mundial, no podemos quedar al margen de esta campaña denominada “Operación Última Oportunidad”.

7.— Por los motivos anteriormente expuestos, venimos en proponer se apruebe el siguiente Proyecto de Acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO

El Senado de la República:

1.— Adhiere a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad” y hace un llamado a los chilenos a entregar la información que puedan poseer, la cual permita la captura de criminales nazis, si estos aún viven en nuestro país.

2.— Hace llegar al gobierno de Israel, a su parlamento y al pueblo israelí, su más sinceras disculpas por la inaceptable conducta de la Corte Suprema, la cual hace 44 años negó la extradición de uno de los mayores criminales nazis, como fue Walter Rauff, permitiendo que sus Crímenes de Lesa Humanidad quedaran en la impunidad.

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y MUÑOZ ABURTO, MEDIANTE EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE HAGA LLEGAR AL GOBIERNO DE ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMÉRICA UNA PROTESTA POR SU DECISIÓN DE SEGUIR CONSTRUYENDO UN MURO EN LA FRONTERA DE DICHO PAÍS CON LA REPÚBLICA MEXICANA, Y QUE RESPALDE LAS RECLAMACIONES QUE SOBRE ESTA MATERIA EFECTÚEN OTROS PAÍSES ANTE LA ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS

(S 1032-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.- Que la historia de la humanidad, nos demuestra que siempre han existido  migraciones de pueblos, motivadas por causas económicas, religiosas, políticas, militares, etc.

2.- Que en las últimas décadas, por motivos políticos y económicas  millones de latinoamericanos han emigrado en búsqueda de mejores expectativas de vida para ellos y sus familias. 

3.- Que uno de sus principales destinos ha sido los Estados Unidos de Norteamérica, país que justamente se conformó en los siglos pasados a través de la migración.

4.- Que producto de esta situación, Estados Unidos unilateralmente inició  en octubre de 1994, como parte de la denominada  “Operación Guardián” la construcción de un muro en su frontera con México. Decisión  que fue recientemente confirmada mediante la Resolución 6061 aprobada por la Cámara de Representantes, y el Senado de los Estados Unidas y firmada por el Presidente George Busch  con fecha 26 de octubre de 2007.

5.- Que se tiene  contemplado construir este muro a lo largo de 1.125 kilómetros, existiendo ya tramos, en ciudades como Tijuana, San Diego y en estados como Arizona, Nuevo México y Texas. 

6.- Que la construcción de este muro debe ser entendida no sólo como un agravio para los inmigrantes mexicanos, sino para los de toda América Latina, siendo además una ofensa para la humanidad, que en su conjunto  celebró la caída del muro de Berlín. 

7.- Que en pleno siglo XXI, cuando los países   avanzan a pasos crecientes hacia integración  económica, política  y cultural producto del fenómeno de la globalización, la construcción de este muro en la frontera de los Estados Unidos y México - el cual afecta principalmente a personas de origen latino - sólo puede entenderse como una medida racista, que vulnera diversos convenios y tratados   suscritos en materia de Derechos Humanos por la comunidad internacional. 

8.- Por los motivos anteriormente expuestos, venimos en solicitar a este Honorable Senado que apruebe el siguiente Proyecto de Acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO.

“ Solicitar a su Excelencia la Presidenta de la República señora Michelle Bachelet, si lo tiene a bien,  instruya al Ministro de Relaciones Exteriores señor Alejandro Foxley para que en representación del Senado de la República:
A) Haga llegar nuestra más enérgica protesta, al gobierno de los Estados Unidos, al Senado y a la Cámara de Representantes por su reciente decisión de continuar la construcción de un muro en la frontera de dicho país con México.

B) Solicite se  suspendan las obras de  construcción, ya que implica un agravio para todos los latinoamericanos.

C) Respalde todas las reclamaciones que las autoridades mexicanas  o de otros países de América Central  realicen ante la ONU y sus organismos de Derechos Humanos.

(Fdo.):JAIME NARANJO ORTIZ, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 17.235,  SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL, AL DL. N° 3.063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES Y OTROS CUERPOS LEGALES

(4813-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que esta Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: la Subsecretaria, señora Claudia Serrano; el Jefe de la División Jurídico Legislativa, señor Rodrigo Cabello; el Jefe del Departamento de Finanzas, señor Víctor Hugo Miranda; el Jefe de la División Municipalidades, señor Samuel Garrido; el Jefe de Gabinete, señor Axel Callis, la Jefa del Departamento de Comunicaciones, señora Marcia Pineda, y los asesores, señores Juan Carlos Anabalón y Alvaro Villanueva; del Servicio de Impuestos Internos: el Subdirector de Avaluaciones, señor Ernesto Terán; la asesora jurídica, señora Paula Monserrat, y la abogado, señora Paula Gutiérrez; de la I. Municipalidad de Cartagena: el Alcalde, señor Osvaldo Cartagena y la Administradora Municipal, señora María Susana Núñez; del Instituto Libertad y Desarrollo: la investigadora del Programa Económico, señora Bettina Horst Von Thadden; de la Cámara Chilena de la Construcción: el abogado, señor René Lardinoir, y el ingeniero civil, señor Jaime Pilesi; de la organización Ciudad Empresarial: el Presidente, señor Jorge Labra, y el Director, señor Patricio Labra, y de la Asociación Chilena de Municipalidades: el Director Jurídico, señor Claudio Radonich.
I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Esta iniciativa de ley tiene por finalidad corregir algunos efectos no previstos que ha traído consigo la aplicación de la ley Nº 20.033, denominada “Ley de Rentas II”, para lo cual propone enmiendas a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial; incluyendo nuevos inmuebles en la exención de contribuciones; y precisando el marco de aplicación de sobretasas sobre determinados bienes raíces; al D.L. Nº 3.063, sobre Rentas Municipales, fijando nuevos criterios para el cobro de permisos de extracción de residuos sólidos y otras regulaciones en materia de derechos de aseo y de publicidad en la vía pública; procedimientos para enterar y distribuir los recursos del Fondo Común Municipal; establecer nuevas modalidades para autorizar labores en horas extraordinarias, y facilitar convenios de pago por deudas de los municipios respecto de su aporte al Fondo Común Municipal.

II. CUESTIÓN PREVIA


Uno) Prevenimos que el Nº 2 del artículo 2º, el artículo 3º y el artículo segundo transitorio, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional, pues versan sobre materias que la Constitución Política, en su artículo 119, dispone que tengan esa jerarquía.


Dos) Hacemos presente que por acuerdo de la Sala de fecha 2 de octubre de 2007, se autorizó a esta Comisión para informar en general y en particular este proyecto de ley.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Constitución Política, artículos 118 a 122.


2. Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


3. Ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial.


4. Decreto ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales.


5. Ley Nº 20.033, sobre modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y a la Ley sobre Rentas Municipales.


6. Ley Nº 19.104, sobre reajuste de remuneraciones del Sector Público.

3.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. la señora Presidenta de la República inició la tramitación de este proyecto, señala que la entrada en vigencia de la ley Nº 20.033, denominada Ley de Rentas Municipales II, cumplió mayoritariamente con los objetivos trazados en dicho cuerpo normativo, pero generó algunos efectos que deben ser enmendados.


Agrega que la mencionada ley Nº 20.033 introdujo modificaciones a diversos cuerpos legales como, por ejemplo, la ley sobre impuesto territorial; rentas municipales y Orgánica Constitucional de Municipalidades. Los objetivos perseguidos consistieron, principalmente, en lo siguiente:


a) Fijar criterios de racionalización del beneficio de la exención al impuesto territorial;


b) Ordenar que los bienes raíces de propiedad del Fisco o de otros órganos públicos queden afectos al pago de contribuciones, cuyos montos se destinarán al Fondo Común Municipal;


c) Introducir enmiendas en el proceso de reavalúo de los bienes raíces, de acuerdo a criterios de gradualidad para la aplicación del reavalúo de bienes raíces urbanos y agrícolas;


d) Establecer un aporte directo al Fondo Común Municipal.


e) Elevar la sobretasa para el pago por los sitios eriazos, fijando una multa a los propietarios de los inmuebles abandonados;


f) Traspasar el importe resultante de las multas cursadas por los jueces de policía local a los respectivos municipios; 


g) Mejorar las remuneraciones de alcaldes y concejales, y 


h) Introducir criterios que apunten a una gestión moderna y transparente en los municipios.


En el contexto descrito, el mensaje indica que se han cumplido gran parte de los objetivos enunciados, salvo los que dicen relación con el incremento de los recursos propios de las municipalidades.


En razón de ello, el proyecto en informe persigue la corrección del problema enunciado, como también introducir enmiendas para el adecuado ajuste en la aplicación de ciertos derechos de beneficio municipal, con el objeto de mejorar su operación, aplicación y transparencia. Del mismo modo, sugiere cambios en la gestión de la carga burocrática de los contribuyentes de patentes municipales, como también un mayor control de los aportes de las municipalidades al Fondo Común Municipal.


Las reformas enunciadas se traducen en modificaciones a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial; el decreto ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales; y la ley Nº 19.104, que reajusta las remuneraciones de los trabajadores del sector público. Finalmente, el proyecto contiene normas que autorizan al Servicio de Tesorerías para celebrar nuevos convenios de pago para la solución de deudas por aportes al Fondo Común Municipal.


En cuanto a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial, el mensaje propone una enmienda de forma y otra de fondo. La primera suprime la referencia a los “Cuadros Anexos Nº 1 y Nº 2”, que fueron sustituidos por un Cuadro Anexo Único. Respecto de la enmienda de fondo, señala el mensaje que se incluyen algunas propiedades, prescribiendo que estas adecuaciones tendrán similar vigencia a la que introdujo la ley Nº 20.033 sobre la materia (artículo 1º transitorio del proyecto).


Las modificaciones al decreto ley Nº 3.063, sobre rentas municipales, dicen relación con las siguientes materias:


1) Con el fin de lograr un mayor equilibrio en los montos pagados por los usuarios y los costos en la extracción de residuos sólidos domiciliarios, se introduce el criterio de la frecuencia en su retiro para su cálculo.


2) Para beneficiar a los segmentos más pobres, se disminuye de 225 unidades tributarias mensuales a 100 unidades tributarias mensuales el avalúo de las propiedades de quienes quedan exentos del pago de extracción de basuras.


3) Se sustituye la obligación de presentar una declaración anual de capital propio -que pesa sobre los contribuyentes de patentes comerciales-, por otra que impone al Servicio de Impuestos Internos la obligación de remitir a las municipalidades, por medios electrónicos y dentro del mes de mayo de cada año, la información sobre el capital propio de los contribuyentes, su cédula de identidad y el código de su actividad tributaria.


4) Se autoriza a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para que, con el fin de evitar futuros endeudamientos por aportes al Fondo Común Municipal, solicite al Servicio de Tesorerías que descuente las sumas adeudadas con cargo a las remesas de anticipos de dicho Fondo.


Para el ejercicio de la facultad descrita, las municipalidades deberán informar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, trimestralmente, acerca de la recaudación de los ingresos que deben aportar al Fondo Común Municipal. En caso de incumplimiento, la misma Subsecretaría podrá solicitar al Servicio de Tesorerías la retención de las remesas por concepto de anticipos del Fondo.


Del mismo modo, se fijan sanciones ante la eventualidad de que en el futuro los municipios no cumplan con la obligación de aportar al Fondo Común Municipal. En este sentido, se autoriza a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para remitir al Servicio de Tesorerías la información referente a los aportes que debieron haber transferido los municipios por concepto de aporte al Fondo Común, con el objeto de que se comparen con los montos efectivamente enterados. En el caso de que existan diferencias, se comunicará a la Contraloría General de la República para que, una vez verificado el hecho, denuncie al alcalde de la municipalidad morosa por notable abandono de deberes. 


5) Se modifica el sistema vigente para el pago de los derechos por la extracción de materiales de pozos lastreros, asimilándolo a los derechos de extracción de materiales en bienes nacionales de uso público (actualmente se paga un derecho anual equivalente al 5% del avalúo fiscal del inmueble respectivo).


6) Explica, enseguida, que en la ley Nº 20.033, se limitó el cobro de derechos de publicidad sólo a las empresas que hacen de la publicidad su actividad principal, afectando de manera significativa el cobro que realizan los municipios.


Por la razón indicada, el proyecto propone la asimilación en el cobro por publicidad instalada en terrenos privados por particulares o empresas (que no sean de publicidad), a aquél aplicable por publicidad efectuada en la vía pública.


Respecto de la ley Nº 19.104, que reajusta remuneraciones de los trabajadores del sector público, el mensaje señala que de acuerdo con el artículo 9° de dicho cuerpo normativo, las municipalidades podrán excepcionarse -previa autorización del Ministerio de Hacienda- del límite máximo de 40 horas extraordinarias diurnas por funcionario. A continuación, expresa que dicha situación no es acorde con la autonomía financiera de los municipios, por lo que sugiere una modificación de dicho artículo para que la facultad de autorizar horas extraordinarias quede radicada en la municipalidad respectiva.  


Finalmente, el mensaje permite al Servicio de Tesorerías celebrar nuevos convenios de pago con los municipios para la solución de las deudas por aporte al Fondo Común Municipal. 


Sobre este asunto, el mensaje agrega que por una petición de la Asociación Chilena de Municipalidades, se autoriza al Servicio de Tesorerías para celebrar convenios de pago con las municipalidades por deudas anteriores a la entrada en vigencia de esta ley. Esta facultad favorece a los municipios deudores con o sin convenio anterior a esta ley, que pueden acceder a esta modalidad previa autorización del concejo y la presentación de una propuesta de pago que incluya plazos y condiciones de servicio de la deuda y un análisis financiero que justifique la propuesta.


Finalmente, se faculta a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para establecer los plazos y condiciones del pago de la deuda, con condonación de intereses, previo análisis de la capacidad financiera del municipio deudor.

IV. DISCUSIÓN GENERAL


En sesión de 2 de octubre de 2007, la Comisión escuchó a la señora Claudia Serrano, Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, quien expresó que la aplicación de la ley Nº 20.033, conocida como “Ley de Rentas II”, ha provocado efectos no previstos en lo relativo a impulsar un incremento de los recursos propios de las municipalidades, el cual ha sido menor al esperado y, en algunos casos, ha significado una disminución de los mismos. En razón de ello, señaló que la Asociación Chilena de Municipalidades sugirió la revisión de este asunto contrario a los objetivos centrales de la ley Nº 20.033, lo que ha motivado la presentación de este proyecto de ley. 


Junto con lo señalado, agregó que esta iniciativa también persigue ajustes y adecuaciones a la aplicación de determinados derechos de beneficio municipal, con el objeto de mejorar su operación y transparencia.

Asimismo, continuó, es conveniente introducir otros cambios que implican rebajar la carga burocrática de los contribuyentes de patentes municipales y entregar a las autoridades mayores facultades para un efectivo control de los aportes al Fondo Común Municipal, evitando futuros endeudamientos por este concepto. 


A propósito del contenido del proyecto, manifestó que se introducen modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial; al decreto ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales; a la ley Nº 19.104, que reajusta remuneraciones de los trabajadores del sector público y, finalmente, repone las modificaciones de derechos municipales que no fueron aprobados por la Honorable Cámara. 


En cuanto a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, indicó que las modificaciones más sustantivas se refieren a la reposición de algunas entidades que de la exención del impuesto territorial, no habían quedado incluidas en la ley Nº 20.033.


Respecto del decreto ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales, la señora Subsecretaria explicó que las enmiendas dicen relación con lo siguiente:


a) Derechos de aseo. Se introducen diversos criterios con el objeto de fijar tarifas diferenciadas del servicio de extracción de residuos sólidos domiciliarios, tales como la frecuencia, volúmenes de extracción y condiciones de accesibilidad, con el fin de vincular de forma más adecuada el monto a pagar por el usuario y el costo del servicio para los municipios. 


Explicó también, sobre esta materia, que se confiere a las municipalidades la potestad de regular, vía ordenanza local, el cálculo y valor de los derechos de aseo, como una medida tendiente a reforzar la autonomía local. 


b) Patentes municipales. Se elimina la obligación de los contribuyentes de patentes comerciales de presentar anualmente ante la municipalidad una declaración de capital propio y, en su reemplazo, se establece que el Servicio de Impuestos Internos deberá remitir, dentro del mes de mayo de cada año, un informe a la respectiva municipalidad sobre el capital propio declarado por el contribuyente, el rol único tributario de los mismos y, por último, el respectivo código de la actividad tributaria. 


Con el fin de facilitar el cálculo que deben efectuar las municipalidades del monto del capital que se pague en otro municipio, se reemplaza el actual sistema de contabilidad fidedigna por un certificado que debe otorgar el municipio en que le empresa interesada obtuvo la patente correspondiente. 


c) Propiedades abandonadas. Se simplifican las condiciones de publicación del decreto municipal que declara abandonadas las propiedades. 


En el caso de los pozos lastreros, se establece que deben entenderse abandonados cuando no cumplen con un plan de manejo y cierre, o teniéndolo, no sea cumplido, casos en los cuales se incrementa la multa que las municipalidades pueden aplicar en un 10% del avalúo fiscal, con el fin de incentivar a los propietarios a regularizar el funcionamiento de estos pozos y a su cierre paulatino. 


d) Mecanismos de recaudación del Fondo Común Municipal. Se establece la obligación de las municipalidades de informar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo sobre las recaudaciones obtenidas de los componentes del Fondo Común Municipal, facultándose al Servicio de Tesorerías para retener el traspaso de remesas en el caso de incumplimiento de la obligación descrita. 


Se elimina la posibilidad de celebrar nuevos convenios por aportes al Fondo Común Municipal, con el fin de evitar el endeudamiento municipal por este concepto. 


Se fija también un nuevo mecanismo para que, en caso de que el municipio incurra en mora en el pago del aporte al Fondo Común Municipal, el Servicio de Tesorerías efectúe el descuento correspondiente en un plazo máximo de 6 meses, informando del incumplimiento al concejo municipal respectivo y a la Contraloría General.


Por último, y acogiendo una solicitud de la Asociación Chilena de Municipalidades, se crea un mecanismo -vía convenio- de condonación de intereses por deudas de aportes al Fondo Común Municipal devengadas hasta la fecha de publicación de la ley. 


En cuanto a la ley Nº 19.104, que reajusta remuneraciones de los trabajadores del sector público, la señora Subsecretaria señaló que con el fin de fortalecer la autonomía de las municipalidades, se radica en las propias entidades locales la facultad de exceder el límite de 40 horas extraordinarias diurnas por cada funcionario, potestad que, hasta ahora, es privativa del Ministerio de Hacienda. 


Finalmente, se refirió a la reposición de las modificaciones de derechos municipales que no fueron aprobados por la Honorable Cámara. 


Al respecto, expresó que en la discusión de este proyecto en su primer trámite constitucional, la Honorable Cámara no aprobó dos temas que, a su juicio, son relevantes para las finanzas municipales, de modo que el Ejecutivo los repondrá, vía indicación, durante su tramitación en el Senado. Estos temas son la extracción de áridos desde pozos listeros y el cobro de derechos por publicidad que pueda ser vista u oída desde la vía pública.


Sobre la extracción de áridos desde pozos lastreros, manifestó que se modifica el actual sistema que establece un derecho anual por un monto equivalente al 5% del avalúo fiscal del inmueble respectivo, facultando al municipio para que este derecho sea fijado por una ordenanza local.


A propósito de los cobros por derecho de publicidad, explicó que se propone reponer el cobro de éstos por los avisos que puedan ser vistos u oídos desde la vía pública a todo tipo de usuarios, y no sólo a las empresas de publicidad, por cuanto la norma vigente constituye, a su juicio, una discriminación arbitraria carente de fundamento.
- - -


Enseguida, expuso la representante del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Bettina Horst, quien expresó que este proyecto de ley, tal como lo plantea el mensaje, busca corregir efectos no previstos por la entrada en vigencia de la ley Nº 20.033, que generó un incremento de recursos propios para los municipios en un monto inferior a lo esperado y, en algunos casos, incluso una disminución de éstos. 

Señaló que las modificaciones propuestas que implican aumentar la recaudación municipal provienen de tres fuentes: derechos de aseo, derechos por extracción de áridos y derechos de publicidad. Agregó que el proyecto aprobado por la Honorable Cámara no contiene ninguno de estos tres elementos, por lo cual, en términos de recursos para el sector municipal, no genera efectos ni implica mayor autonomía para los municipios y, en consecuencia, no avanza en materia de descentralización.


A propósito del artículo 1º del proyecto, indicó que las modificaciones que se plantean sólo perfeccionan la actual normativa, ya que en algunos casos se entregan nuevas exenciones como es el caso de, por ejemplo, las sedes sociales de instituciones de socorros mutuos. Más allá de pronunciarse sobre la necesidad o no de entregar las nuevas exenciones que se vienen proponiendo, precisó que no existen criterios establecidos que las justifiquen. La ausencia de estos criterios puede llevar, según su opinión, a que se otorguen sobre la base del lobby.


Hizo presente que, en definitiva, debieran ser los municipios los que declaren exentas de pago de contribuciones ciertas actividades o propiedades en su comuna, ya que son ellos los que deben prestarles servicios municipales independientemente de si aportan o no financiamiento.


Respecto de las patentes municipales, manifestó que el proyecto simplifica la operatoria en cuanto elimina la obligación para el contribuyente de presentar el capital propio ante el municipio, reemplazándola por la obligación del Servicio de Impuestos Internos de enviar dicha información a los respectivos municipios. 


Agregó que el proyecto reemplaza la actual obligación del contribuyente de acreditar, mediante contabilidad fidedigna, la parte del capital propio que se puede deducir por estar invertido en otros negocios o empresas afectas al pago de patente municipal, por un certificado extendido por la o las municipalidades correspondientes a las comunas en que dichos negocios o empresas se encuentran ubicadas. Señaló que este trámite puede generar una fuerte carga administrativa para los municipios que deban emitir este certificado. A su vez, para los contribuyentes también implica un carga adicional.

Por ello sugirió que el Servicio de Impuestos Internos -por la información con que cuenta-, efectúe las deducciones correspondientes e informe a los municipios del capital propio ya con las deducciones correspondientes. Con ello se simplifica la operación desde el punto de vista del contribuyente y de los municipios, según explicó.


Enseguida, expresó que el proyecto de ley busca entregar al municipio la facultad de fijar el número de horas extraordinarias que pueden ser autorizadas. En la actualidad, la ley las fija en un máximo de 40 horas al mes, y no se presenta fundamento para aumentarlas por sobre ese tope. Las actuales 40 horas implican, aproximadamente, un máximo de 2 horas diarias, que es el mismo tope establecido también para el sector privado. Este límite máximo se refiere sólo a un máximo de horas diurnas, y no incluye las horas que puedan ser trabajadas por necesidades de carácter imprevisto motivadas por fenómenos naturales o calamidades públicas.


Manifestó que en los municipios las horas extraordinarias, en muchas ocasiones, son pagadas para incrementar los sueldos de los funcionarios municipales, pero sin que sea necesario desde el punto de vista de las labores y la gestión que realiza el municipio, por lo que, a su juicio, no pareciera adecuado introducir modificaciones al respecto.


En relación con la renegociación de deudas por aporte al Fondo Común Municipal que se propone, señaló que para evaluar su pertinencia es preciso conocer cuáles son los municipios involucrados y los montos adeudados. Asimismo, afirmó que se debe saber el comportamiento de pago observado en el pasado, ya que esta renegociación en ningún caso puede transformarse en un perdonazo, al diluir la obligación de pago en un plazo no definido de tiempo. 


Junto con ello, explicó que tampoco resulta recomendable perdonar el pago de intereses devengados por la deuda, pues eso reduce el costo para un municipio de no cumplir con sus obligaciones de aporte al Fondo Común Municipal.


Acerca de las modificaciones rechazadas por la Honorable Cámara, la representante del Instituto Libertad y Desarrollo indicó que el proyecto de ley que originalmente envió el Ejecutivo al Parlamento proponía reducir el valor del avalúo fiscal de las viviendas exentas en forma automática de los derechos de aseo, desde las actuales 225 unidades tributarias mensuales (aprox. unos $ 813.000) a 100 unidades tributarias mensuales UTM (aprox. unos $ 3.253.000).


Recordó que con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley Nº 20.033, las viviendas cuyo avalúo fiscal era de hasta 25 unidades tributarias mensuales, los municipios no podían cobrar derechos de aseo. Después de “rentas II” se aumentó a 225 unidades tributarias mensuales (aprox. $ 7.320.000), el valor del avalúo de las viviendas a las cuales el municipio no puede cobrar derechos de aseo. Ello implicó, según dijo, menores ingresos municipales del orden de los $ 1.930 millones.


Para revertir en parte este efecto el Ejecutivo planteó reducir desde 225 unidades tributarias mensuales a 100 unidades tributarias mensuales el avalúo a fiscal de las propiedades exentas del cobro de contribuciones por parte de los municipios, ya que los municipios habían hecho presente los problemas de financiamiento que enfrentaban para cubrir los costos de retiro de desechos domiciliarios sin el correspondiente pago por el servicio. 


Explicó que, en términos generales, los municipios deben contar con mayor autonomía para la determinación y cobro de derechos municipales. Si no tienen las facultades para fijar sus propios derechos, entonces el Gobierno Central debe compensarlos por los menores ingresos recibidos a partir del no cobro de los derechos de aseo, ya que es un subsidio que por ley el Gobierno Central entrega a un grupo determinado de la población, pero cuyo costo debe ser asumido por los municipios. Los municipios independientemente de si la población paga o no derechos de aseo, debe retirar los desechos domiciliarios. Estos subsidios cruzados debilitan las fuentes de financiamiento municipal, y llevan a que en definitiva los vecinos reciban un mal servicio. 


Continuó expresando que con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.033, los municipios podían fijar libremente los derechos por extracción de áridos a pozos lastreros ubicados en propiedad particular. La mencionada ley fijó el monto del derecho que los municipios podían cobrar por este concepto en un 5% del avalúo fiscal de la propiedad. Ello implicó menores ingresos municipales del orden de los $ 1.500 millones.


Lo que hace el proyecto de ley, continuó, es volver a la redacción original, es decir, eliminar el monto a cobrar fijado en la ley y dejar a los municipios libremente determinarlo. Esta autonomía en la determinación de los cobros locales sólo se encuentra consagrada en la ley cuando se habla de un derecho municipal, es decir, un cobro asociado directamente a una contraprestación municipal.


Manifestó que en el caso de la extracción de áridos en propiedad particular no existe una contraprestación municipal, ya que el árido se obtiene desde una propiedad particular, por lo que esto constituye, más bien, un impuesto, de modo que el hecho gravado, la base imponible y su tasa deben estar fijados por ley.

A propósito de los derechos de publicidad, señaló que con las modificaciones introducidas por la ley Nº 20.033, se faculta a los municipios sólo a cobrar derechos de publicidad por propaganda instalada en propiedad particular en la medida que se desarrolle por una empresa de publicidad. Con anterioridad a ello, los municipios podían cobrar derechos de publicidad a toda propaganda instalada en propiedad particular en la medida que sea vista u oída desde la vía pública. Precisó que esta modificación implicó una reducción de $ 7.500 millones en los ingresos municipales.


Hizo presente que diversos fallos de los tribunales han establecido que los municipios no están facultados a cobrar derechos de publicidad, ya que no existe una contraprestación municipal. Incluso se ha dado la situación que el fallo obliga a un municipio a restituir los fondos cobrados con anterioridad.


El proyecto de ley en debate busca volver a la redacción original relativa al cobro de derechos de propaganda, en cuanto a que los municipios puedan cobrar por tales permisos por toda publicidad vista u oída desde la vía pública, sin diferenciar si se encuentra en propiedad pública o privada. Con todo, y al igual como se ha planteado en el caso de la extracción de áridos, no queda clara la contraprestación municipal que avala el cobro de un permiso municipal por publicidad ubicada en recintos privados, y, tal como se ha dictado para algunos casos en tribunales, se ha resuelto en contra de estos cobros.


Por último, expresó que la crisis de financiamiento municipal debe resolverse a través de modificaciones de fondo y no generando cobros que no se condicen con las facultades que le ha dado la ley a los municipios, esto es, la de cobrar por los servicios que presta.

- - -


En la sesión del día 30 de octubre de 2007, la Comisión escuchó al Presidente de la organización denominada “Ciudad Empresarial, señor Jorge Labra, quien expresó que el impuesto que contiene el proyecto de ley es un castigo para quienes han invertido en proyectos de desarrollo inmobiliario, constituyendo, a su juicio, una discriminación para este sector en comparación con otras actividades económicas.


Precisó que la discriminación a la que se refiere se da, principalmente, respecto de aquellos que han impulsado proyectos inmobiliarios en sitios eriazos, generando empleo y asumiendo riesgos que, según dijo, aumentan el valor de dichos terrenos.


Explicó que, hasta hace pocos años, las contribuciones se podían descontar del impuesto a la renta de las empresas del giro inmobiliario, opción que hoy no es posible, aumentando, además, la sobretasa por la no venta de un sitio, a pesar de haber realizado las gestiones necesarias para la operación de compraventa. Indicó que la sobretasa puede llevar a las empresas, incluso, a la quiebra.


A mayor abundamiento, manifestó que la sobretasa puede elevar las dificultades para vender sitios, puesto que los cambios de suelo no operan, según su opinión, con la celeridad que necesita el mercado inmobiliario.


Enseguida, señaló que en Europa no se castiga el desarrollo de loteos. Además, se incentivan por medio del no cobro de ningún tipo de impuesto por un período de años más o menos prolongado, en razón de que el sector inmobiliario constituye, según dijo, un impulso relevante en la economía.


Por último, insistió en que el proyecto genera una discriminación negativa para los inversionistas en proyectos de desarrollo inmobiliario a largo plazo, razón por la cual instó a tener particular cuidado al impulsar legislaciones de este tipo.

- - -


Finalmente, expuso el señor Jaime Muñoz, Presidente en ejercicio de la Cámara Chilena de la Construcción, cuya exposición trascribimos a continuación.

“CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY. OBSERVACIONES Y COMENTARIOS DE LA CÁMARA CHILENA DE LA CONSTRUCCIÓN.

A) Modificaciones en el Decreto Ley Nº 3.063, sobre Ley de Rentas Municipales.


El proyecto de ley, como se desprende de lo señalado en el Mensaje de la Presidenta de la República, persigue dos objetivos principales:


Corregir aquellas disposiciones introducidas por la Ley de Rentas Municipales II que habrían provocado que no se cumpliera el objetivo de dicha ley de obtener mayores ingresos para los municipios. 


Incorporar algunas adecuaciones para la aplicación de las patentes municipales y conferir mayores facultades a las autoridades pertinentes para un mejor control de los aportes que los Municipios deben hacer al Fondo Común Municipal.


Dentro del Primer Grupo de modificaciones destacan las siguientes:

1) Derechos de aseo y extracción de basura.


Originalmente, el proyecto disminuía de 225 UTM a 100 UTM el valor tope del avalúo fiscal de las viviendas cuyos usuarios quedan exentos automáticamente del pago de los servicios domiciliarios de aseo. 


Sobre el particular, cabe recordar que la Ley de Rentas Municipales II aumentó dicho tope de 25 UTM a 225 UTM, situación que significó una merma en la recaudación de ingresos municipales por concepto de derechos de aseo. 


Estimamos que esta modificación estaba en la línea correcta, de manera que sólo sean las personas del segmento más pobre de la población las que estén exentas del cobro de los derechos de aseo. Sin embargo, durante la tramitación del proyecto en la Comisión de Gobierno, el Ejecutivo presentó una indicación que eliminó esta modificación. 


Además, respecto del servicio de extracción de residuos sólidos domiciliarios (basura), se establece la posibilidad de un cobro diferenciado para aquellos usuarios que lo requieran con mayor frecuencia.

2) Derechos por publicidad.


En el proyecto original enviado por el Ejecutivo, se restablecía el cobro de derechos por la publicidad que pueda ser vista u oída desde la vía pública, eliminándose así la disposición que estableció la Ley de Rentas Municipales II de hacer procedente dicho cobro sólo a las empresas cuyo giro sea la actividad económica de publicidad. 


Además, se suprimía la disposición que fija en tres años la vigencia del valor que las municipalidades pueden cobrar a las empresas de publicidad por los permisos para la instalación de propaganda que pueda ser vista u oída desde la vía pública, estableciéndose que el valor se pagaría por anualidades según el valor fijado en la Ordenanza Local. 


Sobre el particular, resulta importante recordar que hasta antes de la Ley de Rentas Municipales II, el artículo 41 Nº 5 del Decreto Ley Nº 3.063, facultaba a las Municipalidades para cobrar derechos por la propaganda que se realiza en la vía pública o que fuera oída o vista desde la misma. 


La Ley de Rentas Municipales II, por su parte, modificó la norma anteriormente señalada, disponiendo la procedencia del cobro de derechos municipales para los permisos que se otorguen para la instalación de publicidad en la vía pública, y precisando que el cobro de derechos, tratándose de permisos para la publicidad que sea vista u oída desde la vía pública, sólo será procedente respecto de las empresas cuyo giro sea la actividad publicitaria. 


En el Mensaje del proyecto de ley se señala que “la norma aprobada por la Ley Nº 20.033 -Ley de Rentas Municipales II- ha afectado de manera significativa los recursos que los municipios percibían por concepto de este derecho, ya que sin haber sido un objetivo del legislador, ha derivado en el “no pago” de derechos de publicidad en algunos casos, fundamentalmente cuando la publicidad emplazada en terrenos privados de manera directa por particulares  o empresas (no de publicidad)”.
Comentarios:


Estimamos que la modificación que proponía el proyecto original y aprobado por las Comisiones de Gobierno y Hacienda de la Cámara de Diputados, adolecía de serios defectos. Lo anterior, por cuanto en el pago de los derechos municipales se encuentra implícita la idea de una contraprestación por las concesiones o permisos que obtienen, o por los servicios que reciben, las personas de parte de los Municipios. En efecto, el artículo 40 del Decreto Ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales, define los derechos municipales de la siguiente forma: “las prestaciones que están obligadas a pagar a las municipalidades las personas naturales o jurídicas de derecho público o de derecho privado, que obtengan de la administración local una concesión o permiso o que reciban un servicio de las mismas, salvo exención contemplada en un texto legal expreso.” 


Por consiguiente, conforme a la definición antes citada, si una persona obtiene alguna prestación de parte del Municipio, corresponde que efectúe a su favor una contraprestación que es el pago de los derechos municipales, situación que se da, por ejemplo, en aquellos casos en los cuales la publicidad se encuentra emplazada en la vía pública o en bienes de propiedad municipal o nacionales de uso público, cuya administración le corresponde a las Municipalidades. 


Sin embargo, si la publicidad está emplazada en terrenos particulares, no es posible afirmar que ha habido una prestación por parte del Municipio, ya que éste no ha otorgado una concesión o permiso, así como tampoco ha prestado un servicio. Por lo tanto, en este último caso, no corresponde exigir la contraprestación consistente en el pago de los derechos municipales, de lo contrario estaríamos en presencia de un cobro que no tiene asidero legal. 


A mayor abundamiento, la Corte Suprema ha señalado expresamente en fallos dictados durante la vigencia de la Ley de Rentas Municipales antes de su última modificación, que no es procedente el cobro de derechos por la propaganda emplazada en letreros ubicados en propiedad privada que son vistos desde la vía pública, señalando que los municipios sólo pueden cobrar cuando la propaganda pueda ser vista u oída desde la vía pública en la medida que los letreros se encuentren emplazados en bienes de propiedad fiscal, municipal o nacionales de uso público, de lo contrario no tiene asidero legal el cobro, por cuanto si los letreros están ubicados en propiedades particulares, la municipalidad no ha tenido intervención alguna ni ha prestado ningún servicio en relación a dicha publicidad 
. Asimismo, la Contraloría General de la República en Dictamen Nº 20.082 de fecha 8 de mayo de 2007 acaba de ratificar este mismo criterio
.


En suma, estamos conformes con que esta disposición se haya rechazado en su Primer Trámite Constitucional por las razones antes expuestas, por lo que sería inexcusable se repusiera en la discusión del proyecto lo propuesto originalmente en el Mensaje del Ejecutivo, ya que, las Municipalidades carecen de la facultad de cobrar derechos por los permisos para la instalación de publicidad que pueda ser vista u oída desde la vía pública si dicha publicidad se encuentra emplazada en propiedades de particulares, siendo sólo procedente el cobro si los avisos o letreros están ubicados en bienes de propiedad fiscal, municipal o nacionales de uso público.

3) Derechos por extracción de arena, ripio u otros materiales desde pozos lastreros.


Estimamos que la modificación que proponía el proyecto original y aprobado por las Comisiones de Gobierno y Hacienda de la Cámara de Diputados, adolecía de serios defectos  al suprimir la norma actual del número 3 del artículo 41 de la Ley de Rentas Municipales que establece un derecho anual, equivalente al 5% del avalúo fiscal del predio, por la extracción de arena, ripio u otros materiales desde pozos lastreros volviéndose a la redacción original. Lo anterior, debido a que, de acuerdo a lo señalado en el Mensaje, esta norma estaría afectado de manera importante los recursos que los municipios percibían por este concepto.


Es del caso recordar que, antes de la modificación  de la Ley de Rentas Municipales II, el número 3 del artículo 41 del Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, hacía exigible el cobro de derechos por la extracción de arena, ripio u otros materiales, de bienes nacionales de uso público, o desde pozos lastreros de propiedad particular. 


Al discutirse el proyecto, hoy Ley de Rentas Municipales II, en la Comisión de Hacienda del Senado
, el Ejecutivo presentó una indicación que modificó el citado número 3 del artículo 41 del Decreto Ley Nº 3.063, estableciendo respecto de la extracción de arena, ripio u otros materiales desde pozos lastreros de propiedad particular, un derecho anual equivalente al 5% del avalúo fiscal del predio. Asimismo, la Comisión de Hacienda del Senado, eliminó la referencia a la propiedad particular de los pozos lastreros, la que, de acuerdo a la señalado en el respectivo informe
, “se estimó innecesaria por cuanto dichos pozos sólo son de propiedad de particulares”. 


Es así como, finalmente, la norma del artículo 41 número 3 del Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, hace procedente el cobro de derechos por la extracción de arena, ripio u otros materiales, de bienes nacionales de uso público, o desde pozos lastreros. Y en el caso de estos últimos, se establece un derecho anual equivalente al 5% del avalúo fiscal del predio.


Como se señaló con anterioridad, en el Mensaje se afirma que este cobro anual equivalente al 5% del avalúo fiscal del predio, estaría afectando de manera importante los recursos que los municipios percibían por este concepto, razón por la cual el proyecto original lo suprimía y, además, restablecía la referencia a pozos lastreros de propiedad particular.

Comentarios:


Basándonos en los mismos fundamentos expresados en el número anterior, no es procedente cobrar derechos cuando los áridos son extraídos desde un pozo lastrero de propiedad particular, ya que no existe una prestación o servicio por parte del Municipio.


Segundo Grupo de modificaciones a la Ley de Rentas Municipales que plantea el proyecto de ley:

1) Patentes Municipales. 


- Información sobre el capital propio.

El proyecto de ley suprime la obligación de los contribuyentes de patentes comerciales de presentar anualmente ante la Municipalidad una declaración de capital propio. En su reemplazo, se establece que corresponderá al Servicio de Impuestos Internos entregar a las respectivas Municipalidades, en el mes de mayo de cada año y por medios electrónicos, la información del capital propio declarado por el contribuyente, el RUT y el código de la actividad económica.

Comentarios:


De acuerdo al Mensaje, esta modificación tiene por finalidad aliviar la carga burocrática de los contribuyentes de patentes. Sin embargo, estimamos que no se justifica modificar un procedimiento que hoy se realiza con agilidad.


Es por ello que proponemos que se mantenga la norma que deja de cargo del contribuyente presentar directamente a la municipalidad respectiva, su declaración de capital propio, y en la misma fecha actualmente existente, y sólo en el evento que se omita aquella presentación, la municipalidad se basará en la información proporcionada por el Servicio de Impuestos Internos. Por otra parte, si el contribuyente presenta la información y ésta es distinta a la recibida del Servicio de Impuestos Internos, la municipalidad debiera informar al primero para que aclare las diferencias dentro de un plazo determinado. 


- Deducciones al capital propio para evitar doble tributación. 


El proyecto modifica la norma del inciso final del artículo 24, relativa a la facultad que tiene el contribuyente de deducir del capital propio aquella parte de dicho capital que se encuentre invertida en otros negocios o empresas afectos al pago de patente municipal, para evitar una doble tributación.


Actualmente, la acreditación de las inversiones en otros negocios o empresas afectas al pago de patente la realiza el contribuyente mediante contabilidad fidedigna. El proyecto establece que deberá acreditarse mediante certificado extendido por la o las municipalidades correspondientes a las comunas en que dichos negocios o empresas se encuentran ubicados.

Comentarios:


Estimamos que esta modificación generará una carga administrativa importante para los Municipios y un entrabamiento al legítimo ejercicio del derecho que tiene el contribuyente a rebajar su capital propio, sin perjuicio del costo adicional que significará realizar este trámite, que implicará una burocratización del sistema.


Para solucionar lo anterior, sería conveniente reemplazar el certificado de la municipalidad por una copia del comprobante de pago de la patente municipal de la empresa donde se tiene participación y un certificado emitido por la misma que dé cuenta de ello. 

2) Fondo Común Municipal. 


Con el objeto de tener un mejor control de los aportes que las municipalidades deben hacer al Fondo Común Municipal, se elimina la facultad del Servicio de Tesorerías de celebrar convenios con aquéllas para el servicio de la deuda (convenios de renegociación de deudas). En reemplazo de lo anterior, se faculta a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE) para solicitar al Servicio de Tesorerías que proceda a descontar las deudas de las respectivas remesas por anticipos del Fondo Común Municipal. Para estos efectos, las municipalidades deberán informar trimestralmente a la SUBDERE respecto de la recaudación de los recursos que deben aportar al Fondo Común Municipal. En caso de incumplimiento de la obligación antes mencionada, el Servicio de Tesorerías, a solicitud de la SUBDERE, se abstendrá de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal a la respectiva municipalidad. 


Además, se establecen sanciones para el caso de futuros incumplimientos a la obligación de efectuar aportes a la Fondo Común Municipal. De esta forma, en caso de detectarse diferencias entre los montos informados y los recursos que efectivamente se percibieron, el Servicio de Tesorerías deberá informar de esta situación a la Contraloría General de la República y si no se corrigen dichas diferencias el Alcalde de la respectiva municipalidad incurrirá en la causal de notable abandono de deberes. En caso de reincidencia, se tipifica como delito la falta de aporte al Fondo Común Municipal.


Finalmente, en el artículo segundo transitorio del proyecto, se establece la facultad del Servicio de Tesorerías para celebrar, por una sola vez, convenios de pago o reliquidar los ya vigentes, para el pago de la deuda por aportes al Fondo Común Municipal por parte de aquellas municipalidades que, a la fecha en que se publique la ley, tengan deudas pendientes por dicho concepto, en los plazos que fije la SUBDERE y previa evaluación de la capacidad financiera de aquéllas. En estos convenios de pago se procederá a condonar el total de los intereses acumulados y a la actualización de la deuda en Unidades Tributarias Mensuales. 

Comentarios:


Sería importante para la aplicación de esta facultad que se le entrega al Servicio de Tesorerías conocer cuáles serían los municipios beneficiados y los montos involucrados, así como su comportamiento de pago en el pasado. Asimismo, no debieran condonarse los intereses acumulados. 

B) Modificaciones en la Ley 17.235, sobre Impuesto Territorial.


Las modificaciones que introduce el proyecto en la Ley Nº 17.235 corresponden, fundamentalmente, a adecuaciones formales relativas al cuadro anexo único de exenciones que estableció la Ley de Rentas Municipales II. Asimismo, se repone en la nómina de exenciones del impuesto territorial algunas entidades que habían quedado excluídas, pero sin que se señalen los criterios que justifican estas exenciones. Estas adecuaciones, de acuerdo a una norma transitoria, tendrán la misma vigencia de las modificaciones que sobre tal materia introdujo la Ley de Rentas Municipales II.


EN CONCLUSIÓN, el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo, en virtud del cual se modifica la Ley 17.235, sobre Impuesto Territorial y, fundamentalmente, el Decreto Ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales, buscaba “enmendar” algunas de las disposiciones incorporadas por la Ley Nº 20.033 sobre Rentas Municipales II, que, de acuerdo a lo expresado en el Mensaje, habrían provocado que no se cumpliera el objetivo de dicha ley de generar mayores recursos para los municipios, así como también introducir algunas adecuaciones para la aplicación de las patentes municipales y otorgar mayores facultades a las autoridades pertinentes para un mejor control de los aportes que los municipios deben hacer al Fondo Común Municipal.


Dentro de este segundo grupo de medidas, para determinar el monto de la patente se entrega al Servicio de Impuestos Internos la obligación de entregar la información sobre el capital propio del contribuyente, además, para efectos de acreditar las inversiones del contribuyente en otros negocios afectos al pago de patente que se rebajan del capital propio, se reemplaza la contabilidad fidedigna por un certificado extendido por las respectivas municipalidades, lo que se estima generará una mayor carga administrativa para aquéllas y un costo adicional para el contribuyente, que implicará una burocratización del sistema. Por otra parte, para evitar mayores endeudamientos por aportes al Fondo Común Municipal por parte de las municipalidades y tener mayor control de los aportes que éstas deben hacer a este Fondo, se elimina la posibilidad del Servicio de Tesorerías de celebrar convenios para proceder al servicio de la deuda, estableciéndose la facultad de la Subdere para solicitar al Servicio de Tesorerías que descuente las sumas adeudadas de las remesas de anticipos del Fondo Común Municipal. Con todo, de manera excepcional se faculta al Servicio de Tesorerías para celebrar por una vez convenios de pago de las deudas que tengan los municipios por aportes al Fondo Común Municipal.  


En cuanto al cobro de derechos por publicidad, insistimos que sería inconstitucional plantear nuevamente la modificación de la norma actual y restablecer la norma anterior a la Ley de Rentas Municipales II que establecía el cobro de derechos por los permisos para la instalación de publicidad en la vía pública o que sea oída o vista desde la misma. En efecto, en el caso de publicidad emplazada en terrenos particulares que es vista desde la vía pública, la municipalidad no realiza ninguna prestación, que es el requisito sine qua non establecido en el artículo 40 del Decreto Ley Nº 3.063 para el pago de los derechos municipales. La municipalidad no ha otorgado una concesión o permiso, así como tampoco ha prestado un servicio, por consiguiente, no puede exigir la contraprestación consistente en el pago de los derechos municipales. La conclusión anterior ha sido ratificada por varios fallos de la Corte Suprema y también por un reciente Dictamen de la Contraloría General de la República. Por consiguiente, la municipalidad sólo puede exigir el pago de derechos, sea que ha otorgado un permiso para publicidad que se instala en la vía pública, o bien que pueda ser oída o vista desde la misma y esté emplazada en bienes de propiedad fiscal, municipal o nacionales de uso público.  Finalmente, basándonos en los mismos fundamentos expresados anteriormente, estimamos que no sería procedente cobrar derechos cuando los áridos son extraídos desde un pozo lastrero de propiedad particular, ya que no existe una prestación o servicio por parte del Municipio.”.

V. IDEA DE LEGISLAR


Oídas las explicaciones precedentes y atendidos los fundamentos del mensaje, especialmente los que dicen relación con el propósito de introducir mejoras en el financiamiento del municipio, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, prestó su aprobación a la idea de legislar en general respecto de este proyecto de ley.

VI. DISCUSIÓN PARTICULAR

La iniciativa en informe está estructurada con tres artículos permanentes y dos artículos transitorios. A su vez, los artículos 1º y 2º, permanentes, están conformados con cuatro numerales, el primero, y ocho, el segundo.


Consignamos, a continuación, una descripción de las disposiciones de este proyecto, las indicaciones que originó su análisis y los acuerdos adoptados.

Artículo 1º


Este precepto, en los cuatro números que lo conforman, propone enmiendas a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial, contenida en el D.F.L. Nº 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda.

Nºs. 1 y 2


Suprimen, respectivamente, en los artículos 2º y 18, incisos primero de cada uno, las expresiones “Nº 1” que siguen a las palabras “Cuadro Anexo”, y tienen su justificación en que los cuadros anexos de este cuerpo normativo se fusionaron en uno solo, de modo que no tiene sentido la numeración que se sugiere suprimir.


Ambos numerales fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, con la sola enmienda de signar como número 3) el número dos, en razón de lo que se explicará enseguida.

- - -


A continuación, S.E. la señora Presidenta de la República formuló indicación para intercalar un numeral 2), nuevo, en este artículo 1º del proyecto, con el fin de reemplazar el inciso primero del artículo 8º de la ley Nº 17.235, por otros dos que prescriben:


El primero, que los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas y que corresponden a predios no edificados con urbanización, propiedades abandonadas y pozos lastreros, pagarán una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente de la contribución, pero esta sobretasa no se aplicará en áreas de extensión urbana o urbanizables determinadas en la planificación territorial.


El segundo, que en el caso de sitios no edificados, la sobretasa regirá desde el año subsiguiente de recibidas total o parcialmente las obras de urbanización, pero en el caso de proyectos de subdivisión o loteo con superficies superiores a cincuenta hectáreas, la mencionada sobretasa se aplicará a los sitios resultantes de la subdivisión o loteo transcurridos diez años desde la fecha de recepción total o parcial de las obras de urbanización.


(El texto vigente -inciso primero, artículo 8º- prescribe que la tasa se aplica a los inmuebles mencionados en la indicación, con o sin urbanización, pero no contiene normas respecto de la aplicación de la sobretasa para los inmuebles de que trata el inciso segundo propuesto en la indicación).


Este nuevo numeral contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Pérez Varela y Sabag, quienes se la prestaron en los mismos términos consignados en la indicación.

- - -

Nº 3


Pasa a ser Nº 4.


Reemplaza en el inciso tercero del artículo 27 la frase “que se señalan en el Cuadro Anexo Nº 2”, por “fiscales y municipales en los cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos o municipales, en la forma que se señala en la letra A) del Párrafo I del Cuadro Anexo”.


El artículo 27 establece que los ocupantes o concesionarios de inmuebles fiscales, municipales o nacionales de uso público pagarán los impuestos correspondientes al bien raíz ocupado, y los arrendatarios de inmuebles fiscales, las contribuciones territoriales mientras persista el arrendamiento.


El referido inciso tercero, a su vez, preceptúa que lo dispuesto en este artículo “no se aplicará con respecto de los predios que se señalan en le Cuadro Anexo Nº 2 de la presente ley”.


Con la misma votación que los numerales precedentes, este número 3) fue aprobado por la Comisión, sin enmiendas.

Nº 4


Pasa a ser Nº 5.


Este numeral del artículo 1º del proyecto en informe, constituido por los literales a) al ñ), introduce enmiendas al Cuadro Anexo que contiene la nómina de exenciones del impuesto territorial:


El Párrafo I, “Exención del 100%”, letra A), Personas Jurídicas, número 1), exime al Fisco, con excepción de las sedes matrices de los Poderes del Estado, Ministerios, servicios públicos, intendencias y gobernaciones, y los casos en que cabe aplicar el artículo 27 de la presente ley. 


El literal a) del Nº 4 (Nº 5) del proyecto incorpora a continuación de la frase subrayada la oración “En todo caso, dicho artículo no será aplicable a las propiedades fiscales en las cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos.”.


De este modo, y al igual que en el caso del numeral precedente, los empleados públicos ocupantes de inmuebles fiscales en razón del cargo que desempeñan, quedan exentos del pago de contribuciones territoriales respecto del bien ocupado.


El número 2) de la letra A), exención del 100%, beneficia a los municipios, “excepto los casos señalados en el artículo 27 de la presente ley.”.


El literal b) del Nº 4 (Nº 5) del artículo 1º del proyecto propone agregar la misma exención que la señalada precedentemente, respecto de los funcionarios municipales que por razón de sus cargos deben residir en inmuebles del municipio.


El número 10) de la letra B), exención del 100% del Cuadro Anexo, exime de este impuesto a los bienes raíces de la Organización Europea para la Investigación Astronómica del Hemisferio Austral del Carnegie Institution of Washington, del National Optical Astronomy Observatory y la Assosiated Universities (AUI).


La letra c) del Nº 4 (Nº 5) del artículo 1º del proyecto sugiere reemplazar el vocablo “Assosiated” por “Associated”, que es la forma correcta de escribirlo, e intercalar a continuación de la palabra “Universities” la expresión “Inc.”.


El número 13 de la letra B), exención del 100%, consigna como beneficiarios de esta exención, a los “Bienes raíces que cumplan con las disposiciones del Decreto Ley Nº 701, de 1974, sobre Fomento Forestal.”.


La letra d) del Nº 4 (Nº 5) del artículo 1º del proyecto propone sustituir las expresiones “Bienes raíces” por el vocablo “Terrenos” y agregar a continuación del punto final que sigue a las palabras “Fomento Forestal”, que pasa a ser coma (,), la frase “en la forma y plazos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


El número 14) de la letra B), exención del 100%, del Cuadro Anexo, favorece a los bienes raíces de propiedad de los Cuerpos de Bomberos, Voluntarios de los Botes Salvavidas y Cuerpo de Socorro Andino, que cuenten con personalidad jurídica.


La letra e) del Nº 4 (Nº 5) del artículo 1º del proyecto intercala la preposición “de” antes de la frase “Voluntarios de los Botes Salvavidas” y suprime la palabra “Cuerpo” que antecede a las palabras “de Socorro Andino”.


El número 16 de la letra B) exención del 100% del Cuadro Anexo, consigna como exentos de toda contribución a los bienes raíces situados en la Isla de Pascua.


La letra f) del número 4) (Nº 5) del artículo 1º del proyecto intercala las expresiones “comuna de” entre las palabras “la” e “Isla”.


La letra C) del Párrafo I del Anexo, exención del 100%, alude a los bienes raíces de determinadas agrupaciones, siempre que tengan personalidad jurídica, que estén destinados al servicio de sus miembros y no produzcan renta por actividades distintas a ese objeto.


El literal g) del Nº 4 (Nº 5) del artículo 1º del proyecto incorpora en la mencionada letra C) un número 8, nuevo, que incluye entre los bienes inmuebles amparados por esta letra a las “sedes de instituciones de socorros mutuos y de las federaciones y confederaciones de las mismas.


La letra D) del Párrafo I del Anexo, exención del 100%, se refiere a los bienes raíces de propiedad de agrupaciones con personalidad jurídica destinados a la beneficencia que no produzcan renta por actividades distintas a ese objeto.


El literal h) del Nº 4 (Nº 5) del artículo 1º del proyecto reemplaza el encabezamiento de la letra D), descrita, introduciéndole adecuaciones formales de redacción.


Enseguida, la referida letra D), en su número 3), incluye como beneficiarios a los establecimientos destinados a proporcionar auxilio o habitación gratuita a los indigentes desvalidos.


El literal i) del Nº 4 (Nº 5), del artículo 1º del proyecto intercala la conjunción “o” a continuación del vocablo “indigentes”.


El número 5) de la letra D) del Párrafo I del Anexo consigna como beneficiario de la exención del 100% a la Clínica Veterinaria y Asilo de Animales Abandonados de la Sociedad Protectora de Animales.


El literal j) del Nº 4 (Nº 5) del artículo 1º del proyecto, reemplaza el Nº 5) descrito por: “5) Sociedad Protectora de Animales Benjamín Vicuña Mackenna”.


A continuación, el literal k) del Nº 4 (Nº 5) agrega un número 6), nuevo, a la letra D) del Párrafo I del Anexo, que incluye como beneficiario de la exención del 100% a la “Sociedad Protectora de Estudiantes Pobres de San Carlos, respecto de su propiedad de la calle Maipú Nº 702, comuna de San Carlos.”.


El Párrafo II del Anexo consigna las exenciones del 75% acordadas para los inmuebles consignados en él.


La letra A) de este párrafo se refiere a las propiedades de las agrupaciones que indica, que cuenten con personalidad jurídica y estén destinadas a la beneficencia, siempre que no produzcan rentas por actividades distintas a ese objeto.


Al igual que en un caso precedente, el literal l) del Nº 4 del artículo 4º del proyecto reemplaza el encabezamiento de la letra A) descrita, por otro que propone cambios formales de redacción y agrega, enseguida, en un literal m), un nuevo número 5) para la letra D), que incluye como beneficiaria de la exención a la institución denominada “Protectora de la Infancia”.


La letra C) del Párrafo II del Anexo considera en la exención del 75% a las industrias mineras del Lago General Carrera de la comuna de Puerto Cisnes y de la Isla Puerto Aguirre de la provincia de Aysén.


El literal n) del Nº 4 (Nº 5) del artículo 1º del proyecto introduce perfeccionamientos y precisiones formales en dicho enunciado.


Finalmente, en lo tocante a este Nº 4 del artículo 1º del proyecto, el Párrafo III del Anexo incluye en su letra A), Nº 2) a las viviendas económicas acogidas al D.F.L. Nº 2, de 1959, con una exención del 50%.


El literal ñ) del número 4) (Nº 5) del artículo 1º del proyecto propone agregar, a continuación del punto final de ese literal A) -que pasa a ser coma (,)- la frase “en la forma y plazo establecidos en dicho cuerpo legal.”.


Este número 4) del artículo 1º del proyecto (que ha pasado a ser Nº 5) y los literales que lo conforman fueron aprobados unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, en los mismos términos propuestos, sin enmiendas.

Artículo 2º


Este precepto del proyecto en informe introduce enmiendas al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.


El inciso primero del artículo 6º de dicho cuerpo legal prescribe que el servicio de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobra a todos los usuarios de la comuna, pudiendo diferenciarlos según programas ambientales que incluyan el reciclaje.


El Nº 1) de esta disposición del proyecto reemplaza el inciso primero del artículo 6º por uno que agrega, además, otros criterios para diferenciar el cobro, tales como la frecuencia de los volúmenes de extracción o las condiciones de accesibilidad a los residuos. Declara, también, el texto sustitutivo, que tales criterios serán de carácter general y establecerse por cada municipalidad en ordenanzas locales.


El texto sustitutivo precedentemente descrito fue aprobado en la forma propuesta, sin enmiendas, con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.


El Nº 2 del artículo 2º del proyecto sustituye enteramente el artículo 7º de la Ley de Rentas Municipales.


El texto vigente faculta a los municipios para cobrar una tarifa anual por el servicio de aseo domiciliario por vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco o sitio eriazo, pudiendo el alcalde, con acuerdo del concejo, establecer el número de cuotas y fechas de vencimiento en que se divide el cobro.


Agrega, a continuación, la fórmula para fijar la tarifa y la facultad que asigna a los municipios para rebajar o eximir de su pago, por vivienda o unidades territoriales, a los usuarios que lo ameriten según sus condiciones socioeconómicas. Este beneficio requiere del acuerdo de la mayoría absoluta de los concejales.


Enseguida, exime del pago de este servicio a los usuarios cuya vivienda o unidad habitacional tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales.


Finalmente, declara que el monto de la tarifa, calculada en unidades tributarias mensuales al 30 de junio del año anterior al de su vigencia, regirá por tres años, pero puede ser recalculada conforme a las variaciones de los ítem de costos antes del término, por una sola vez, en un espacio de doce meses.


El texto de reemplazo consignado en el Nº 2 del artículo 2º del proyecto prevé, en su inciso primero, que los municipios cobrarán una tarifa anual por el servicio de aseo, pudiendo incorporar en ella el costo de limpieza de los bienes nacionales de uso público de la comuna.


Consigna también normas que permiten diferenciar la tarifa (según los criterios establecidos en el precepto anterior) y declara que son sujetos de cobro los mismos usuarios mencionados en el texto sustituido: vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco y sitio eriazo. La base de cálculo de la tarifa considerará exclusivamente los costos fijos y variables del servicio.


En un segundo inciso dispone que en las ordenanzas locales se consignarán las condiciones para fijar las tarifas, su monto, el número de cuotas en que éstas se dividen y las fechas de vencimiento de cada una, todo lo cual requerirá del acuerdo del concejo. (Mayoría absoluta de concejales en ejercicio).


El inciso tercero del precepto sustitutivo se refiere a la misma facultad que reconocía a los municipios el precepto que se reemplaza, de rebajar una proporción o la totalidad de la tarifa. La nueva norma difiere de la anterior en que tanto la rebaja como las condiciones socio económicas que aumenten la rebaja o exención se basarán en indicadores establecidos en ordenanzas locales. El texto reemplazado exigía que dicho indicadores estuvieren consignados en un reglamento.


Además, la autorización que el antiguo texto otorgaba al municipio para rebajar o eximir del pago de la tarifa requería del acuerdo de la mayoría absoluta de los concejales en ejercicio, exigencia no considerada en el texto sustitutivo.


Enseguida, el nuevo precepto reproduce en sus mismos términos la exención automática que reconocía el texto sustituido, respecto de la exención del pago de la tarifa, en el caso de viviendas con un avalúo fiscal igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales.


Por lo que hace al inciso final de la disposición anterior que establecía que el monto de la tarifa se determina sobre la base de la unidad tributaria mensual calculada al 30 de junio del año anterior a su vigencia, el texto sustitutivo innova remitiendo el valor de la unidad tributaria mensual al que tenga al 31 de octubre del año anterior a su vigencia.


Además, este precepto reemplaza el reglamento por la ordenanza local, para establecer las variaciones de ítem de costos que permiten recalcular la tarifa.


En los términos descritos precedentemente, y por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, la Comisión prestó su aprobación a esta enmienda.


El Nº 3 del artículo 2º del proyecto modifica el artículo 24 de la Ley de Rentas Municipales, que declara que la patente municipal grava la actividad de un mismo contribuyente en su local, establecimiento, kiosco o lugar determinado, con prescindencia de los giros o rubros que comprenda.


El inciso primero de esta disposición establece que para el efecto del pago de la patente de sociedades de inversiones o de profesionales que no tengan registrado domicilio comercial, en el mes de junio de cada año el Servicio de Impuestos Internos informará a los municipios el domicilio que estas sociedades tengan registrado en el Servicio.


En lo que interesa a este informe, el referido precepto agrega, en su inciso segundo, que el valor de la patente se determina en función del capital propio del contribuyente (entre el dos y medio por mil y el cinco por mil del capital).


También en lo pertinente a este informe, su inciso tercero, define el capital propio como el capital inicial declarado por el contribuyente, si se tratare de actividades nuevas, o el registrado en el balance del 31 de diciembre anterior a la fecha en que debe prestarse la declaración, considerándose los reajustes, aumentos y disminuciones que deben practicarse de acuerdo con el artículo 41 y siguientes de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El inciso cuarto del precepto en análisis -artículo 24- prescribe que para lo anterior el contribuyente ingresará en el municipio una declaración de su capital propio con copia del balance del año anterior, presentado dentro del plazo que indica en el Servicio de Impuestos Internos. Concluye con una disposición que señala que en los casos en que el contribuyente no declare su capital propio en determinada fecha, el municipio hará una estimación de éste.


La letra a) del Nº 3 del artículo 2º del proyecto reemplaza, en el inciso primero de este artículo, la expresión “junio” por “mayo”.


La letra b) del Nº 3 del artículo 2º, reemplaza el inciso cuarto del precepto vigente por otro que preceptúa que sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo (esto es, el inciso primero del artículo 24 que, cual se dijo, señala los sujetos obligados al pago de la patente municipal y la obligación del Servicio de Impuestos Internos, de informar al municipio el domicilio que ante él tienen registrado las sociedades de inversión y de profesionales que no tengan acreditado domicilio comercial en la comuna) el Servicio de Impuestos Internos aportará en mayo de cada año la información del capital propio declarado por el contribuyente, su rol único tributario y el código de su actividad económica.


Por último, la letra c) del Nº 3 del artículo 2º del proyecto propone el reemplazo del inciso final del artículo 24 de la Ley de Rentas Municipales.


El texto vigente faculta a los contribuyentes para que, en la determinación del capital propio, deduzcan la parte invertida en otros negocios afectos al pago de la patente, todo lo cual habrá de acreditarse mediante contabilidad fidedigna.


El texto sustitutivo reproduce el anterior, pero reemplaza la contabilidad fidedigna como medio parar acreditar la inversión por un certificado extendido por la o las municipalidades correspondientes a las comunas en que esos negocios estén ubicados.


Este Nº 3 del artículo 2º del proyecto y sus letras a), b) y c) precedentemente descritas, fue aprobado unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, en los mismos términos propuestos, sin enmiendas.

Nº 4


El artículo 25 de la Ley de Rentas Municipales prescribe que los contribuyentes que tengan sucursales, oficinas u otros unidades de gestión empresarial, cualquiera sea su naturaleza o importancia económica, pagarán la patente municipal proporcionalmente por cada unidad, considerando el número de trabajadores sin distinción alguna (es decir, incluye también los trabajadores de temporada y los de empresas subcontratistas) y en esa proporción se considerarán otros factores que aseguren una distribución equitativa.


El inciso segundo de este artículo dispone que para el efecto precedente, el contribuyente acreditará ante el municipio en que se encuentre su casa matriz la declaración de que trata el artículo anterior (la del capital propio) y otra en que señale el número de trabajadores de cada una de las sucursales, locales u otras unidades de gestión empresarial.


El inciso tercero de este precepto previene que con las declaraciones mencionadas el municipio comunicará al contribuyente y a los otros municipios concernidos la proporción de capital propio que corresponda a cada local o unidad de gestión, y éstos (los municipios concernidos) aplicarán el monto de la patente que corresponda a esas unidades, según la tasa vigente en cada comuna.


El Nº 4 del artículo 2º del proyecto propone la sustitución de los incisos segundo y tercero del artículo 25 de la Ley de Rentas Municipales, ya descritos por otros que:


El primero, reproduce el texto del inciso segundo que viene a sustituir, en lo que respecta a la declaración que incluye el número total de trabajadores de cada unidad de gestión empresarial (se presenta en mayo de cada año), pero omite disponer la inclusión de la declaración de capital propio que dispone la norma vigente.


El segundo también recrea el texto vigente y sólo difiere en que éste emplea las expresiones “las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar a dichas unidades, según la tasa vigente en las respectivas comunas.”, en tanto que el sustitutivo expresa que “las municipalidades en donde funcionan las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar en cada caso, según la tasa o tasas vigentes en las respectivas comunas.”.


Ambos preceptos reemplazantes consignados en este número, contaron con la aprobación unánime de la Comisión, que se la prestó en los mismos términos propuestos, sin enmiendas, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.

Nº 5


Este número del artículo 2º del proyecto sustituye en el artículo 33 de la Ley de Rentas Municipales la referencia a “la ley Nº 17.105” por “ley Nº 19.925”. (El referido artículo 33, en lo pertinente, dispone que las patentes de establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas serán clasificadas y otorgadas en la forma que determine la ley Nº 17.105).


La unanimidad de los miembros de la Comisión constituida por los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, acordó aprobar este número en la forma propuesta.

Nº 6


El artículo 39 bis de la Ley de Rentas Municipales dispone que las deudas por los aportes de los municipios al Fondo Común Municipal, y sus intereses, se descontarán por el Servicio de Tesorerías de los montos que corresponda percibir a aquéllos por la recaudación del impuesto territorial o por su participación en el Fondo (inciso primero).


Agrega que no obstante lo anterior, el Servicio de Tesorerías podrá convenir con cada municipio deudor las cuotas de pago con un interés del 0,75% mensual y por el plazo máximo de cuatro años (inciso segundo).


Finalmente, prevé que el correspondiente convenio que el municipio celebre con el Servicio de Tesorerías será visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, cuando el plazo para servir la deuda sea superior a dos años.


El Nº 6 del artículo 2º del proyecto reemplaza el precepto descrito precedentemente por otro que:


Uno) Reproduce el inciso primero del texto sustituido, pero agrega que las deudas de los municipios a que se refiere este artículo serán descontadas en un plazo máximo de seis meses y en el número de cuotas que determine el Servicio de Tesorerías.


Dos) En un segundo inciso prevé que para efectuar el descuento a que se refiere el inciso anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo deberá calcular el monto del aporte no enterado comunicando el resultado al Servicio de Tesorerías.


Tres) El nuevo inciso tercero de este precepto sustitutivo dispone que una vez que el Servicio de Tesorerías quede informado del cálculo, deberá cotejar ese informe con los recursos efectivamente enterados por el municipio, y si advierte diferencias informará de ello a la Contraloría General de la República y al concejo que corresponda.


Este número 6 del artículo 2º fue aprobado en la forma descrita por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.

- - -


A continuación, S.E. la señora Presidenta de la República formuló una indicación para incorporar a este artículo 2º del proyecto dos numerales 7 y 8, nuevos, pasando los actuales numerales 7 y 8 a ser numerales 9 y 10, respectivamente.


El numeral 7, nuevo, propone sustituir el numeral 3 del artículo 41 de la Ley de Rentas Municipales, que faculta a los municipios para cobrar derechos por la extracción de arena, ripio u otros materiales, de bienes nacionales de uso público o desde pozos lastreros, estos últimos con un derecho anual equivalente al 5% del avalúo fiscal del predio.


La norma de reemplazo faculta a los municipios para cobrar derechos por la “extracción de arena, ripio u otros materiales, de bienes nacionales de uso público o desde pozos lastreros ubicados en inmuebles de propiedad particular.”.


A su turno, el numeral 8, nuevo, sugiere sustituir los incisos primero y segundo del numeral 5 del artículo 41 de la Ley de Rentas Municipales, preceptos que respectivamente disponen:


El primero, que el municipio puede cobrar derechos por los permisos que otorga para la instalación de publicidad en la vía pública. Estos permisos se pagarán por anualidades según el valor establecido en la Ordenanza Local.


El segundo, que tratándose de permisos otorgados a empresas de publicidad, vista u oída desde la vía pública, su valor corresponderá al que esté vigente al momento de otorgarse el permiso (se consigna en la Ordenanza Local de Derechos Municipales), y tendrá una duración de tres años contados desde esa fecha. Expirado el plazo, se aplicará el valor vigente a ese momento nuevamente por tres años, y así sucesivamente.


El texto sustitutivo de la indicación, de un solo inciso, consagra la facultad del municipio para cobrar derechos por los “permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, o que sea vista u oída desde la misma.”.


Ambos nuevos numerales que la indicación intercala en el artículo 2º del proyecto contaron con la aprobación unánime de la Comisión, integrada con sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, en los mismos términos en que fueron propuestos.

- - -

Nº 7


Este numeral, que en virtud de la indicación precedente ha pasado a ser numeral 9, introduce enmiendas al artículo 58 bis de la Ley de Rentas Municipales, precepto que grava a las propiedades abandonadas, con o sin edificaciones, ubicadas en áreas urbanas, con una multa de beneficio municipal del 5% anual sobre el avalúo fiscal del inmueble.


Su inciso tercero faculta a los municipios para formular la declaración de “propiedad abandonada” (este término está definido en el inciso segundo del artículo 58 bis, como el inmueble no habitado que se encuentra permanentemente desatendido, ya sea por falta de cierros, protecciones adecuadas, aseo o mantención, o por otras circunstancias manifiestas de abandono o deterioro que afecten negativamente su entorno inmediato), mediante decreto alcaldicio que se notifica al propietario para que éste pueda ejercer el reclamo de ilegalidad consignado en la Ley de Municipalidades. Además, el decreto se publica en un diario de circulación nacional, publicación que sirve de notificación al propietario cuando no es habido.


El inciso cuarto permite al municipio intervenir la propiedad abandonada con cierros, higiene o mantención. El costo de estas obras es de cargo del propietario, pudiendo el municipio repetir en su contra 


El inciso final declara que las prescripciones de este artículo podrán ser aplicadas por los municipios a los bienes raíces regulados en la ley Nº 17.235 (sobre impuesto territorial),en condiciones de abandono.


El proyecto de ley en informe, por lo que hace a este artículo 58 bis de la Ley de Rentas Municipales, propone las siguientes enmiendas:


Uno) Reemplaza la parte final del inciso tercero que ordena publicar el decreto que declara “propiedad abandonada” a un inmueble, en un diario de circulación nacional y que dispone que si el propietario no fuere habido la publicación hará las veces de notificación.


El texto de reemplazo establece que el referido decreto se publica en la página web del municipio o en el portal de Internet de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en caso de que el municipio no lo tenga.


Agrega que un extracto del decreto se publicará en un diario regional de circulación en la comuna o, en su defecto, en un diario de circulación nacional. Finalmente, reproduce la norma del texto sustituido que dispone que la publicación en el diario hará las veces de notificación cuando el propietario no es habido.


Dos) En el inciso cuarto, propone la intercalación de la frase “y las publicaciones referidas en el inciso anterior” a continuación del vocablo “obras”.


(Cual se advirtió en su oportunidad, el inciso cuarto dispone, en lo pertinente, que el costo de mantención de las obras de las propiedades abandonadas es de cargo de propietario, facultando al municipio para repetir en su contra).


Tres) Agrega en el inciso final una norma que presume abandonados los pozos lastreros cuando no cuenten con un plan de manejo y cierre autorizado o, teniéndolo, no lo cumplan en los términos de la autorización, en cuyo caso la multa a que se refiere el inciso primero será de un 10% anual. (También se señaló, a propósito de la descripción del inciso primero, que los titulares de las propiedades abandonadas pagan a título de multa de beneficio municipal, el 5% anual calculado sobre el avalúo fiscal del inmueble).


La Comisión prestó su aprobación a las enmiendas que este Nº 7 del artículo 2º del proyecto -que ha pasado a ser Nº 9- introduce al artículo 58 bis de la Ley de Rentas Municipales, precedentemente descritas, por la unanimidad de sus miembros presentes, en los términos propuestos.


Concurrieron a ese acuerdo los Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, respecto de las enmiendas recaídas en los incisos tercero y cuarto del artículo 58 bis, y los Honorables Senadores señores Núñez, Orpis y Sabag, en lo que corresponde al inciso final.

Nº 8


Este número del artículo 2º del proyecto de ley -que ha pasado a ser Nº 10- propone tres modificaciones al artículo 60 de la Ley de Rentas Municipales. (En general, este precepto regula el procedimiento para transferir desde el Servicio de Tesorerías a los municipios, los recursos del Fondo Común Municipal, el impuesto territorial, el que grava la transferencia de vehículos y los derechos de aseo, inclusos intereses penales, reajustes y demás prestaciones anexas).


La primera modificación recae en el inciso segundo del precepto, norma que dispone que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y la Tesorería General de la República determinarán, en diciembre de cada año, las fechas y montos por distribuir como anticipos del Fondo Común del ingreso que les corresponde directamente a los municipios por el impuesto territorial.


La enmienda consiste en reemplazar las expresiones “a la Tesorería General de la República” por “el Servicio de Tesorerías”, e intercalar la conjunción “y” entre la denominación “Fondo Común Municipal” y los vocablos “del ingreso”.


La segunda modificación sugiere la agregación de dos nuevos incisos tercero y cuarto a ese precepto (artículo 60).


El primero -inciso tercero- dispone que para dichos efectos (los consignados en el inciso segundo ya descrito) los municipios informarán a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, trimestralmente, la recaudación de los recursos a que se refieren los números 2, 3 y 6 del inciso tercero del artículo 14 de la Ley Orgánica Municipal (El 62,5% del derecho por permiso de circulación; el 55% de la recaudación de la Municipalidad de Santiago y el 65% de la recaudación de Providencia, Las Condes y Vitacura, por el pago de patentes profesionales, industriales, comercio y de actividades agrícolas, mineras y expendio de bebidas alcohólicas; y el 100% de las multas impuestas por los juzgados de policía local por contravenir las normas del tránsito detectadas por equipos de registro de infracciones). Esta información se enviará, a más tardar, el séptimo día hábil del mes siguiente de terminado el respectivo trimestre.


El segundo -inciso cuarto nuevo- señala que el incumplimiento de esta obligación (de informar), por parte de los municipios, obliga al Servicio de Tesorerías a abstenerse de remesar los anticipos del Fondo Común Municipal al municipio moroso.


Finalmente, este numeral del artículo 2º del proyecto introduce una enmienda formal en el inciso tercero del artículo 60 de la Ley de Rentas Municipales -que ha pasado a ser quinto- consistente en reemplazar la denominación “Tesorería General de la República” por “Servicio de Tesorerías”.


Las enmiendas consignadas en este acápite fueron aprobadas sin cambios o alteraciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Sabag.

Artículo 3º


Propone una enmienda a la ley Nº 19.104, sobre reajuste de remuneraciones del sector público.


El artículo 9º de este cuerpo legal establece un método para el cálculo de determinadas horas extraordinarias que corresponde pagar al personal de la Administración Pública.


Su inciso segundo prescribe que el máximo de horas extraordinarias diurnas cuyo pago podrá autorizarse será de cuarenta horas por funcionario al mes; y su inciso final dispone que mediante decreto de Hacienda podrá excepcionarse esta limitación para los servicios que por circunstancias especiales puedan necesitar que determinado personal trabaje un mayor número de horas extraordinarias.


El artículo 3º del proyecto agrega, a continuación de esta última disposición, una norma que señala que en el caso de los empleados municipales, la excepción a la limitación referida se ordenará mediante decreto alcaldicio fundado.


Puesto en votación el precepto en informe, resultó aprobado en los mismos términos propuestos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Sabag.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º


Esta primera norma transitoria del proyecto declara que las adecuaciones introducidas a la ley sobre impuesto territorial (ley Nº 17.235) por el artículo 1º de esta ley, tendrán la misma vigencia que las modificaciones introducidas a esa ley por la ley Nº 20.033.


(La ley Nº 20.033, publicada en el Diario Oficial de 1º de julio del año 2005, dispuso que las enmiendas que dicho texto introdujo a la ley sobre impuesto territorial entraban en vigor el 1º de enero del año 2006).


El precepto descrito fue objeto de una indicación de S.E. la señora Presidenta de la República que le incorpora un inciso segundo que prescribe, como excepción a la norma de vigencia del 1º de enero de 2006, que los incisos primero y segundo del nuevos del artículo 8º, incorporados por este proyecto, comenzarán a regir el 1º de enero del año 2008.


(Cual se señaló en su oportunidad estos nuevos preceptos, incorporados al proyecto por una indicación del Ejecutivo admiten una sobretasa del 100% respecto de los inmuebles no agrícolas que indica ubicados en áreas urbanas. En el caso de sitios no edificados, la sobretasa regirá desde el año subsiguiente al de la recepción de las obras de urbanización, y en el caso de proyectos de subdivisión o loteo con una superficie superior a las cincuenta hectáreas, la sobretasa se aplicará a los sitios resultantes luego de diez años de la recepción definitiva).


Este precepto contenido en la indicación del Ejecutivo ya reseñada, fue rechazado con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Pérez Varela y Sabag, pero advierte la Comisión su disposición a revertir este acuerdo en los posteriores trámites del proyecto, en el evento de que el Ejecutivo entregue mayor información en relación con el efecto y número de predios concernidos con esta norma, que aconseje otra vigencia.

Artículo 2º


Esta disposición transitoria del proyecto en informe faculta al Servicio de Tesorerías para celebrar nuevos convenios de pago o reliquidar los vigentes con las municipalidades, por una sola vez, para pagar sus deudas por aportes al Fondo Común Municipal.


Los convenios se ajustarán a los plazos y condiciones que determine la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, previa evaluación de la capacidad financiera del municipio, con la limitación de que en tales plazos el pago máximo anual no excederá del 5% del total que percibe por ingresos propios y la contribución del Fondo Común Municipal, ambos del año 2005, en moneda de igual valor.


Agrega que la reliquidación de los convenios no generará derecho a devolución de las cuotas pagadas; y que los municipios morosos presentarán, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley una propuesta de pago con los plazos y condiciones para extinguir su obligación, incluyendo un análisis financiero de su capacidad de pago. Esta propuesta debe ser aprobada por el concejo.


Reconoce, enseguida, que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo puede aprobar o solicitar la modificación de la propuesta, previa evaluación de la capacidad financiera del municipio moroso.


Declara, también, que en los convenios se condonará el total de los intereses devengados, y la deuda se reajustará de acuerdo a la variación del Indice de Precios al Consumidor entre la fecha de vencimiento de la obligación de pago y la de la presentación de la propuesta.


Finalmente, prescribe que las cuotas que se pacten se descontarán por el Servicio de Tesorerías de las remesas del Fondo y si no alcanzaren, con los ingresos por la recaudación del impuesto territorial, del de transferencia de vehículos con permiso de circulación o de los derechos de aseo.


Esta norma contó con la aprobación de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Núñez, Pérez Varela y Sabag, que se la prestaron con una enmienda propuesta por el Ejecutivo, que reemplaza el inciso cuarto de este artículo por otro que faculta a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para aprobar la propuesta o acordar con el municipio, previa evaluación de su capacidad de pago, una nueva propuesta que ha de ser, a su vez, previamente aprobada por el concejo. Agrega la indicación que tal facultad se podrá ejercer por una sola vez y dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la Subsecretaría comunique al municipio su intención de acordar la nueva propuesta.
- - -
VII. MODIFICACIONES AL PROYECTO

Habida consideración de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del proyecto de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º


Incorporar el siguiente numeral 2), nuevo, pasando los actuales numerales 2) y siguientes, a ser numerales 3) y siguientes respectivamente:


“2.- Sustitúyese, el inciso primero del artículo 8º, por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero.


“Artículo 8º.- Los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas, y que correspondan a sitios no edificados con urbanización, propiedades abandonadas o pozos lastreros, pagarán una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto. La referida sobretasa no se aplicará en áreas de extensión urbana o urbanizables, así determinadas por los respectivos instrumentos de planificación territorial.


Con todo, en el caso de sitios no edificados, esta sobretasa regirá a contar del año subsiguiente de recepcionadas en forma definitiva, total o parcialmente, las respectivas obras de urbanización. No obstante, tratándose de proyectos de subdivisión o loteo, cuya superficie sea superior a cincuenta hectáreas, la sobretasa referida se aplicará a los sitios resultantes de la subdivisión o loteo transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha de recepción definitiva, total o parcial, de dichas obras de urbanización.”.”.

(Unanimidad 3x0).
Artículo 2º


Intercalar los siguientes numerales 7.- y 8.-, nuevos, pasando los actuales numerales 7.- y 8.-, a ser numerales 9.- y 10.-, respectivamente:


“7.- Reemplázase el numeral 3.- del artículo 41 por el siguiente:


“3.- Extracción de arena, ripio u otros materiales, de bienes nacionales de uso publico, o desde pozos lastreros ubicados en inmuebles de propiedad particular.”.”.


“8.- Sustitúyense, en el numeral 5.- del artículo 41, sus incisos primero y segundo por el siguiente inciso primero, nuevo, pasando sus actuales incisos tercero y siguientes, a ser incisos segundo y siguientes, respectivamente:


“5.- Los permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, o que sea vista u oída desde la misma.”.”.

(Unanimidad 4x0).
Artículo 2º transitorio


Sustituir su inciso cuarto por el siguiente:


“La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo podrá aprobar la propuesta o acordar con la municipalidad morosa, previa evaluación de su capacidad financiera, una nueva propuesta que deberá ser ratificada por el concejo. Esta facultad se ejercerá por una sola vez y dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la Subsecretaría comunique a la municipalidad la voluntad de acordar dicha nueva propuesta.”.

(Unanimidad 3x0).
- - -


En consecuencia, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 1998, del Ministerio de Hacienda:


1.- Elimínase, en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “N° 1”.


2.- Sustitúyese, el inciso primero del artículo 8º, por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero.


“Artículo 8º.- Los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas, y que correspondan a sitios no edificados con urbanización, propiedades abandonadas o pozos lastreros, pagarán una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto. La referida sobretasa no se aplicará en áreas de extensión urbana o urbanizables, así determinadas por los respectivos instrumentos de planificación territorial.


Con todo, en el caso de sitios no edificados, esta sobretasa regirá a contar del año subsiguiente de recepcionadas en forma definitiva, total o parcialmente, las respectivas obras de urbanización. No obstante, tratándose de proyectos de subdivisión o loteo, cuya superficie sea superior a cincuenta hectáreas, la sobretasa referida se aplicará a los sitios resultantes de la subdivisión o loteo transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha de recepción definitiva, total o parcial, de dichas obras de urbanización.”.

3.- Suprímese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “N° 1”.


4.- Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 27, la expresión “que se señalan en el Cuadro Anexo N° 2”, por la frase “fiscales y municipales en los cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos o municipales, en la forma que se señala en la letra A) del Párrafo I. del Cuadro Anexo”.


5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Cuadro Anexo que contiene la Nómina de Exenciones al Impuesto Territorial:


a) Incorpórase en el número 1) de la letra A) del Párrafo I., a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, dicho artículo no será aplicable a las propiedades fiscales en las cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos.”.


b) Incorpórase en el número 2) de la letra A) del Párrafo I., a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, dicho artículo no será aplicable a las propiedades municipales en las cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios municipales.”.


c) Reemplázase en el número 10) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “Assosiated” por “Associated”, e intercálase, a continuación de la palabra “Universities”, la expresión “Inc.”.


d) Sustitúyese en el número 13) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “Bienes raíces” por la palabra “Terrenos”; e incorpórase, a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma y plazos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


e) Introdúcese en el número 14) de la letra B) del Párrafo I. la preposición “de” antes de la frase “Voluntarios de los Botes Salvavidas”, y suprímese la palabra “Cuerpo” que antecede a la expresión “de Socorro Andino”.


f) Intercálase en el número 16) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “comuna de” entre las palabras “la” e “Isla”.


g) Agrégase a la letra C) del Párrafo I. el siguiente N° 8):


“8) Sedes sociales de instituciones de Socorros Mutuos, y de las federaciones y confederaciones de las mismas.”.


h) Reemplázase el encabezado de la letra D) del Párrafo I. por el siguiente:


“D) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes instituciones, siempre que cuenten con personalidad jurídica, que estén destinados al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:”.


i) Intercálase en el número 3) de la letra D) del Párrafo I. la conjunción “o” después de la palabra “indigentes”.


j) Reemplázase el número 5) de la letra D) del Párrafo I. por el siguiente:


“5) Sociedad Protectora de Animales Benjamín Vicuña Mackenna.”.


k) Agrégase a la letra D) del Párrafo I. el siguiente N° 6):


“6) Sociedad Protectora de Estudiantes Pobres de San Carlos, respecto de su propiedad ubicada en la calle Maipú N°702, comuna de San Carlos.”.


l) Reemplázase el encabezado de la letra A) del Párrafo II. por el siguiente: 


“A) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes instituciones, siempre que cuenten con personalidad jurídica, que estén destinados al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:”.


m) Agrégase en la letra A) del Párrafo II. el siguiente N° 5):


“5) Protectora de la Infancia.”.


n) Reemplázase el número 1) de la letra C) del párrafo II. por el siguiente:


“1) Industrias mineras ubicadas en el Lago General Carrera, en la comuna de Puerto Cisnes y en la Isla Puerto Aguirre de la Provincia de Aysén.”.


ñ) Incorpórase en el número 2) de la letra A) del Párrafo III., a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma y plazos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado mediante decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior:


1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 6° por el siguiente:


“Artículo 6°.- El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna, pudiendo este cobro ser diferenciado, utilizando al efecto diversos criterios, tales como programas ambientales, que incluyan, entre otros, el reciclaje; la frecuencia o los volúmenes de extracción; o las condiciones de accesibilidad.  Los criterios utilizados para la determinación del cobro de estos servicios deberán ser de carácter general y objetivo, y establecerse por cada municipalidad a través de ordenanzas locales.”.


2.- Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:


“Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio de aseo, pudiendo incorporar en ella los costos de aseo y limpieza de los bienes nacionales de uso público de la comuna. Dicha tarifa, que podrá ser diferenciada según los criterios señalados en el artículo anterior, se cobrará por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco o sitio eriazo. Cada municipalidad fijará la tarifa del servicio señalado sobre la base de un cálculo que considere exclusivamente tanto los costos fijos como los costos variables de aquél.


Las condiciones generales mediante las cuales se fije la tarifa indicada, el monto de la misma, el número de cuotas en que se divida dicho costo, así como las respectivas fechas de vencimiento y los demás aspectos relativos al establecimiento de la tarifa, se consignarán en las ordenanzas locales correspondientes, cuya aprobación requerirá el acuerdo de la mayoría absoluta de los concejales en ejercicio.


Las municipalidades podrán, a su cargo, rebajar una proporción de la tarifa o eximir del pago de la totalidad de ella, sea individualmente o por unidades territoriales, a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas, lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores establecidos en las ordenanzas locales a que se refiere el inciso anterior. En todo caso, el alcalde, con acuerdo del concejo, deberá fijar una política comunal para la aplicación de las rebajas determinadas en virtud del presente inciso, la que, junto a las tarifas que así se definan, serán de carácter público, según lo dispongan las referidas ordenanzas.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio tenga un avalúo fiscal  igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales.


El monto real de la tarifa de aseo se calculará en unidades tributarias mensuales al 31 de octubre del año anterior a su entrada en vigencia y regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a las variaciones objetivas en los ítem de costos, y según se establezca en las ordenanzas a que se refiere el inciso segundo, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una  vez en el lapso de doce meses.”.


3.- Introdúcense en el artículo 24 las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “junio” por “mayo”.


b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, el Servicio de Impuestos Internos aportará por medios electrónicos a cada una de las municipalidades que corresponda, dentro del mes de mayo de cada año, la información del capital propio declarado, el rol único tributario y  el código de la actividad económica de cada uno de los contribuyentes.”.


c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“En la determinación del capital propio a que se refiere el inciso segundo de este artículo, los contribuyentes podrán deducir aquella parte del mismo que se encuentre invertida en otros negocios o empresas afectos al pago de patente municipal, lo que deberá acreditarse mediante certificado extendido por la o las municipalidades correspondientes a las comunas en que dichos negocios o empresas se encuentran ubicados. El Presidente de la República reglamentará la aplicación de este inciso.”.


4.- Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 25 por los siguientes:


“Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar, dentro del mes de mayo de cada año, en la municipalidad en que se encuentre ubicada su casa matriz, una declaración en que se incluya el número total de trabajadores que laboran en cada una de las sucursales, oficinas, establecimientos, locales u otras unidades de gestión empresarial. 


Sobre la base de la declaración antes referida y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar en cada caso, según la tasa o tasas vigentes en las respectivas comunas.”.


5.- Sustitúyese en el artículo 33 la referencia a la “ley N° 17.105” por “ley N° 19.925”.


6.- Reemplázase el artículo 39 bis por el siguiente:


“Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deban efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por el Servicio de Tesorerías, de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por la recaudación del impuesto territorial o por su participación en el señalado Fondo, en un plazo máximo de seis meses, y en el número de cuotas que dicho servicio determine.


Para los efectos indicados en el inciso anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo deberá determinar para cada municipalidad, a partir del informe trimestral a que se refiere el artículo 60, los recursos que le correspondería haber enterado al Fondo Común Municipal. Este cálculo deberá ser informado al Servicio de Tesorerías dentro del mes siguiente al del vencimiento del trimestre respectivo.


Una vez recibido el informe señalado en el inciso anterior, el Servicio de Tesorerías deberá cotejar dicha información con los recursos efectivamente enterados por cada municipalidad. En el caso de existir diferencias entre el monto informado por la referida Subsecretaría y el ingreso efectivo, y una vez verificadas tales diferencias con la respectiva municipalidad, el Servicio de Tesorerías, sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero, deberá informar de esta situación a la Contraloría General de la República y al correspondiente concejo.”.


7.- Reemplázase el numeral 3.- del artículo 41 por el siguiente:


“3.- Extracción de arena, ripio u otros materiales, de bienes nacionales de uso publico, o desde pozos lastreros ubicados en inmuebles de propiedad particular.”.

8.- Sustitúyense, en el numeral 5.- del artículo 41, sus incisos primero y segundo por el siguiente inciso primero, nuevo, pasando sus actuales incisos tercero y siguientes, a ser incisos segundo y siguientes, respectivamente:


“5.- Los permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, o que sea vista u oída desde la misma.”.

9.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 58 bis:


a) Reemplázase, en su inciso tercero, el texto que sigue a la palabra “publicado”, por el siguiente: “en la página web de la respectiva municipalidad y, en caso de no contar con ella, en el portal de internet de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Un extracto del decreto, con la individualización del propietario y la ubicación del inmueble, deberá publicarse en un diario regional de circulación en la respectiva comuna o, en su defecto, en uno de circulación nacional. Si el propietario no fuere habido, la publicación en el diario hará las veces de notificación”.


b) Agrégase en su inciso cuarto, a continuación de la palabra “obras”, la frase “y las publicaciones referidas en el inciso anterior”.


c) Introdúcese en el inciso final, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de pozos lastreros, se les considerará abandonados cuando no cuenten con un plan de manejo y cierre debidamente autorizado o, teniéndolo, no lo cumplan en los términos aprobados, en cuyo caso la multa a que se refiere el inciso primero será de un 10% anual.”.


10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “a la Tesorería General de la República” por “el Servicio de Tesorerías”; y agrégase entre las expresiones “Fondo Común Municipal” y “del ingreso” la conjunción “y”.


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Para dichos efectos, las municipalidades deberán informar trimestralmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en las condiciones, formatos y medios que ésta determine y, de ser necesario, proporcione, respecto de la recaudación de recursos a que se refieren los números 2, 3 y 6 del inciso tercero del artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. La información correspondiente deberá ser enviada, a más tardar, el séptimo día hábil del mes siguiente de terminado el respectivo trimestre.


En caso de incumplimiento de esta obligación, el Servicio de Tesorerías, a solicitud de la Subsecretaría, se abstendrá de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación establecida en el inciso anterior.”.


c) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto, la expresión “la Tesorería General de la República” por “el Servicio de Tesorerías”.


Artículo 3°.- Incorpórase, en el inciso final del artículo 9º de la ley N° 19.104, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“En el caso de los organismos cuyos funcionarios perciban la asignación establecida en el artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1980, la excepción a la limitación referida se dispondrá mediante un decreto alcaldicio fundado.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Las adecuaciones introducidas en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, por el artículo 1° de la presente ley, tendrán la misma vigencia que las modificaciones efectuadas a dicha ley por los artículos 1° y 2° de la ley N° 20.033.


Artículo segundo.- Facúltase al Servicio de Tesorerías para celebrar, por una sola vez, nuevos convenios de pago o reliquidar aquellos vigentes, conforme a lo dispuesto en el presente artículo, para el pago de la deuda por aportes al Fondo Común Municipal, respecto de las municipalidades que, a la fecha de publicación del presente cuerpo legal, tengan deudas pendientes por ese concepto, en los plazos y condiciones que determine la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, previa evaluación de la capacidad financiera de la municipalidad deudora. En todo caso, los plazos que se aprueben deberán considerar que el pago máximo anual de cada municipalidad no supere el 5% de la suma de los ingresos propios permanentes y de los ingresos percibidos por concepto del Fondo Común Municipal, ambos del año 2005, comparación que deberá hacerse en moneda de igual valor.


La reliquidación de los convenios anteriores en ningún caso  generará derecho a la devolución de las cuotas ya pagadas en virtud de los mismos.


Para los efectos indicados en el presente artículo, las municipalidades morosas deberán presentar, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley, una propuesta de pago que contenga los plazos y condiciones para el cumplimiento de su obligación, debiendo incluir un análisis financiero de su capacidad de pago. Esta propuesta deberá contar con la aprobación del respectivo concejo.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo podrá aprobar la propuesta o acordar con la municipalidad morosa, previa evaluación de su capacidad financiera, una nueva propuesta que deberá ser ratificada por el concejo. Esta facultad se ejercerá por una sola vez y dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la Subsecretaría comunique a la municipalidad la voluntad de acordar dicha nueva propuesta.

En los convenios de pago se condonará el total de intereses devengados, debiendo procederse a la liquidación de la deuda, reajustándola en conformidad a la variación que  haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha del vencimiento y la de la presentación de la propuesta a que se refiere el inciso tercero, y expresándola en unidades tributarias mensuales, o en la unidad de reajustabilidad que la reemplace, a la fecha de celebración del convenio.


Las cuotas que se pacten en los referidos convenios serán descontadas por el Servicio de Tesorerías de las respectivas remesas del Fondo Común Municipal y, de ser éstas insuficientes, de los ingresos correspondientes por concepto de impuesto territorial, de impuesto de transferencia de vehículos con permiso de circulación, o de derechos de aseo.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 2 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 9 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 16 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Antonio Horvath (señor Carlos Bianchi) y Jaime Orpis; 30 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 6 de noviembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez y Víctor Pérez Varela; 12 de noviembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela, y 19 de noviembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 3 de diciembre de 2007.

Mario Tapia Guerrero

Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE INTRODUCE DIVERSAS MODIFICACIONES A LA LEY Nº 17.235, SOBRE IMPUESTO TERRITORIAL, AL DECRETO LEY Nº 3.063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES Y A OTROS CUERPOS LEGALES
(BOLETÍN Nº 4.813-06)
I.
PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: 


Esta iniciativa de ley tiene por finalidad corregir algunos efectos no previstos que ha traído consigo la aplicación de la ley Nº 20.033, denominada “Ley de Rentas II”, para lo cual propone enmiendas a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial; incluyendo nuevos inmuebles en la exención de contribuciones; y precisando el marco de aplicación de sobretasas sobre determinados bienes raíces; al D.L. Nº 3.063, sobre Rentas Municipales, fijando nuevos criterios para el cobro de permisos de extracción de residuos sólidos y otras regulaciones en materia de derechos de aseo y de publicidad en la vía pública; procedimientos para enterar y distribuir los recursos del Fondo Común Municipal; establecer nuevas modalidades para autorizar labores en horas extraordinarias, y facilitar convenios de pago por deudas de los municipios respecto de su aporte al Fondo Común Municipal.

II.
ACUERDOS: Proponer a la Sala de la Corporación la aprobación en general y en particular de este proyecto de ley.

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: 

Consta de tres artículos permanentes y dos artículos transitorios.

IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL:


Prevenimos que el Nº 2 del artículo 2º, el artículo 3º y el artículo segundo transitorio, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional, pues versan sobre materias que la Constitución Política, en su artículo 119, dispone que tengan esa jerarquía.

V.
URGENCIA: Suma urgencia.
VI.
ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.

VII.
TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite.

VIII.
APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: 11 de septiembre de 2007.
IX.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 12 de septiembre de 2007.
X.
TRAMITE REGLAMENTARIO: Discusión en general y en particular.

XI. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 


1. Constitución Política, artículos 118 a 122.


2. Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


3. Ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial.


4. Decreto ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales.


5. Ley Nº 20.033, sobre modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y a la Ley sobre Rentas Municipales.


6. Ley Nº 19.104, sobre reajuste de remuneraciones del Sector Público.





Valparaíso, 3 de diciembre de 2007.
 (Fdo.): MARIO TAPIA GUERRERO

Secretario de Comisiones
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE PESCA RECREATIVA

(3424-21)

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:


Por acuerdo de 8 de agosto del presente año, la Honorable Cámara de Diputados rechazó la intercalación del artículo 19, nuevo, que el Honorable Senado introdujo en el segundo trámite constitucional al proyecto de ley señalado en el epígrafe, por lo que de conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política se formó una Comisión Mixta encargada de dirimir la divergencia producida.


De conformidad con el artículo 46 del Reglamento de esta Corporación, la Comisión Mixta quedó conformada, por el Senado, con los miembros de esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Gazmuri y Horvath. Según consta en el oficio Nº 6940, de 8 de agosto de 2007, la Honorable Cámara designó como sus representantes en la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Alinco, De Urresti, Galilea, Recondo y Vallespín.


Integrada con los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi y Gazmuri, y los Honorables Diputados señores Alinco, De Urresti, Galilea, Recondo y Vallespín, y citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 4 de septiembre de 2007 para elegir Presidente, cargo que recayó en el Honorable Senador señor Gazmuri, fijar el procedimiento y debatir el asunto en controversia.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que el artículo 19 del proyecto despachado por el Honorable Senado y las enmiendas que le introdujo la Comisión Mixta, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional pues regula atribuciones de las municipalidades.

- - -


A continuación, consignamos una descripción de la norma en controversia, el debate que suscitó la diferencia entre ambas Corporaciones y las proposiciones acordadas por la Comisión Mixta. Hacemos presente que el acuerdo que se incluirá en este informe constituye una proposición única, y fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de esta Comisión.


El nuevo artículo 19 incluido por el Senado propone como condición previa a cualquiera actuación respecto de la administración de las áreas preferenciales, la aprobación del plan de manejo aplicable al área.


Enseguida, estatuye que el o los municipios en cuyo territorio se ubique toda o parte del área podrán asumir dicha administración directamente o en asociación con otros municipios, “cuando corresponda.”. (Esta última expresión debe entenderse en el sentido de que la administración en asociación con otros municipios procede sólo en el caso de que esos municipios compartan territorialmente el área preferencial.).


También reconoce a los municipios la facultad de optar por la entrega de la administración a terceros en la siguiente forma:


a) En pública subasta.


b) A personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro, inclusas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.

- - -


El Título IV del proyecto en informe, “Aguas especialmente reguladas para el ejercicio de la pesca recreativa”, consagra una figura especial relativa al ejercicio de la pesca recreativa, la protección y conservación de las especies hidrobiológicas y del ecosistema y el aprovechamiento turístico y económico asociado a esta actividad, denominada “área preferencial para la pesca recreativa o área preferencial”, que consiste en el establecimiento de un espacio geográfico o sección de cursos o cuerpos de agua de una cuenca, con un manejo integrado para la conservación de la fauna íctica, apta para el desarrollo de la pesca recreativa.


La Honorable Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional de este proyecto, aprobó una norma -artículo 19- que faculta a la autoridad (Administración del Estado) para licitar el área preferencial.


A su turno y cual se señaló, el Honorable Senado, en el segundo trámite, incorporó al proyecto un nuevo artículo 19 que preceptúa que después de aprobado el plan de manejo (por la autoridad administrativa) la municipalidad o municipalidades en cuyos territorios se ubique toda o parte del área preferencial, podrán asumir directamente o en asociación con otros municipios la administración del área preferencial, o entregarla mediante licitación a terceros.


De la descripción de la norma precedente se concluye:


1. Que es privativo de la o las municipalidades, en primera opción, administrar el área preferencial;


2. Que esta última puede ser administrada por terceros, y


3. Que dicha opción de autorizar la administración del área por personas particulares es una facultad discrecional del municipio o municipios.


La Honorable Cámara de Diputados rechazó este precepto del Senado.


Trabada la divergencia entre ambas Corporaciones, en sesión de 4 de septiembre pasado la Comisión Mixta se abocó a su resolución.


En el debate de este asunto se definieron dos posturas: la primera, partidaria de enmendar el precepto aprobado por el Senado, estimó que dada la especificidad de esta actividad, que requiere de personal especializado y recursos materiales también especiales, diferentes de las competencias naturales de los municipios, sería inconveniente comprometer a estos últimos como entidades encargadas de la gestión de las áreas preferenciales. Antes bien, resulta aconsejable invertir el orden de prioridades para determinar al administrador del área: en lugar de reconocerle al municipio tal facultad discrecional, preferir, primero, la opción del sector privado que conozca este rubro y se interese por gestionarlo. En su defecto, ya sea por ausencia de terceros o falta de interés para emprender la administración del área, radicar la gestión de ésta en el municipio.


La posición contraria fue de parecer de mantener la norma aprobada por el Senado que respalda la gestión del municipio como ente de gobierno local más cercano a la actividad deportiva, turística y económica involucrada, y que está en mejor condición para evaluar y proteger el entorno medio ambiental donde se practica la pesca recreativa.


Definidas del modo dicho ambas posiciones, la Comisión Mixta discurrió una alternativa intermedia para solucionar la divergencia, cual es mantener la norma aprobada por el Honorable Senado que entrega la primera opción para administrar el área preferencial al municipio y, enseguida, al sector privado previa licitación del área; pero agrega, como una tercera opción, la posibilidad de que las municipalidades estén obligadas a licitar las áreas preferenciales en el evento de que cualquier interesado particular que reúna determinados requisitos, pueda acceder a la administración de las áreas preferenciales, rindiendo caución de que participará en la licitación.


Acogiendo la proposición precedente, el Ejecutivo, por ser de su iniciativa la inclusión en el proyecto de una norma como la descrita, formuló una indicación que recoge las ideas planteadas; esto es, a la norma que mantiene el precepto aprobado por el Honorable Senado agregarle un inciso segundo que reconoce la preferencia de cualquier interesado que cumpla los requisitos que señala, para acceder a la administración del área preferencial siempre que, mediante boleta bancaria, caucione su participación en la respectiva licitación. Establece, además, que el valor de la garantía (boleta bancaria) será fijado por el municipio y no excederá el monto señalado en el inciso segundo del artículo 24 del proyecto (el que resulta al determinar los gastos de la licitación y un porcentaje del permiso especial de pesca).


La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi y Gazmuri y Honorables Diputados señores Alinco, De Urresti, Galilea, Recondo y Vallespín, prestó su aprobación a la norma descrita, en los mismos términos planteados por el Ejecutivo.

- - -

ACUERDO


Con el mérito de la relación precedente, esta Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la divergencia recaída en el nuevo artículo 19 del proyecto incorporado por el Honorable Senado, formula a ambas Corporaciones la siguiente proposición:


Agregar al artículo 19 del proyecto despachado por el Honorable Senado, el siguiente inciso segundo:


“Con todo, la o las municipalidades licitarán las áreas preferenciales en el evento que exista cualquier interesado que cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 21, y que garantice mediante boleta bancaria de garantía su participación en la respectiva licitación. Para estos efectos la o las municipalidades determinarán el valor de la garantía, cuyo monto no podrá superar el indicado en el inciso segundo del artículo 24.”.

- - -


En consecuencia, el proyecto de ley, incluida la proposición de la Comisión Mixta, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1º.- Ámbito de aplicación de la ley. A las disposiciones de la presente ley quedarán sometidas las actividades de pesca recreativa que se realicen en las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva de la República. 


Se entenderá por pesca recreativa la actividad pesquera realizada por personas naturales que tiene por objeto la captura de especies hidrobiológicas con aparejos de pesca de uso personal, sin fines de lucro para el pescador y con propósito de deporte, turismo o entretención.


Quedará también sometida a las disposiciones de esta ley la pesca submarina, sólo en cuanto dicha actividad sea realizada sin fines de lucro y con los propósitos señalados en el inciso anterior.


Artículo 2º.- Principios y objetivos de la ley. El objetivo de la presente ley será fomentar la actividad de pesca recreativa, conservar las especies hidrobiológicas y proteger su ecosistema, fomentar las actividades económicas y turísticas asociadas a la pesca recreativa y fortalecer la participación regional.


Artículo 3º.- Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Área preferencial para la pesca recreativa o área preferencial: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que comprende sectores interdependientes que requieren de un manejo integrado para la conservación de la fauna íctica y el desarrollo de actividades de pesca recreativa.


Podrán declararse áreas preferenciales las áreas degradadas.


b) Área degradada: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que ha sido alterada por acción antrópica o natural, produciendo la disminución significativa de la abundancia de las especies de importancia para la pesca recreativa o de la fauna íctica nativa.


El manejo de estas áreas se orientará hacia la recuperación del hábitat de dichas especies, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población.


c) Aparejo de pesca de uso personal: todo sistema o artificio preparado para la captura de especies hidrobiológicas, asociado a una modalidad de pesca recreativa, formado por una línea, lastrada o no, dotada de anzuelo o anzuelos, manipulada directamente o a través de una estructura que facilite su operación.


d) Caudal mínimo para efectos de pesca recreativa, en adelante “caudal mínimo”: cantidad de agua que asegura la adecuada disponibilidad de hábitat para los distintos estadios vitales de las especies hidrobiológicas presentes en un área preferencial y el adecuado ejercicio de las actividades de pesca recreativa.


e) Coto de pesca: curso de aguas superficiales que escurren por cauces artificiales o cuerpo de agua que se acumula en un depósito artificial, destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa, con fines de lucro para su dueño.


Se entiende asimismo por coto de pesca el curso o cuerpo de agua que se encuentra en la situación prevista en el artículo 20, inciso segundo, del Código de Aguas y destinado al mismo fin. Si durante la vigencia de un área preferencial se produjera la situación antes aludida, continuará el régimen de administración hasta el vencimiento de su plazo, a partir del cual el curso o cuerpo de agua será considerado un coto de pesca.


f) Director Zonal: el de la Subsecretaría de Pesca.


g) Guía de pesca: persona natural con conocimiento o experiencia en pesca recreativa que desarrolla actividades de turismo por cuenta propia o ajena, dirigiendo personalmente expediciones de pesca recreativa.


h) Ministerio: el de Economía, Fomento y Reconstrucción.


i) Operador de pesca: persona natural o jurídica que organiza expediciones turísticas para realizar actividades de pesca recreativa, con fines de lucro.


j) Pesca submarina: captura de fauna íctica marina, mediante buceo deportivo apnea y el empleo de uno o más arpones de elástico o de aire comprimido.


k) Repoblación: acción que tiene por objeto introducir especies hidrobiológicas a un cuerpo de agua, en el cual se encuentren o se hayan encontrado anteriormente, con la finalidad de aumentar o reestablecer poblaciones originales. 


l) Servicio: el Servicio Nacional de Pesca.


m) Siembra: acción que tiene por objeto introducir, en un área determinada, especies hidrobiológicas sin presencia natural en esa área.


n) Subsecretaría: la de Pesca.


ñ) Consejo o Consejos: el o los de Pesca Recreativa.


o) Plan de manejo del área preferencial o plan de manejo: conjunto de medidas que regulan las actividades de pesca recreativa y otras actividades compatibles en un área preferencial.


p) Medidas de garantía reproductiva de las especies de interés recreativo: Es el conjunto de medidas que garantizan la viabilidad y continuidad de los procesos reproductivos de las especies recreativas.

TÍTULO II

CONDICIONES GENERALES PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA


Artículo 4º.- Los aparejos de pesca. Las actividades de pesca recreativa deberán realizarse exclusivamente con aparejos de pesca de uso personal. Por decreto del Ministerio, previo informe técnico de la Subsecretaría, se establecerán los aparejos de pesca de uso personal que calificarán a estos efectos como propios de la pesca recreativa, considerándose a los demás como de pesca artesanal o industrial. Las actividades que se realicen con artes o aparejos de pesca no definidos en el reglamento respectivo, se regirán por las disposiciones de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Se prohíbe la realización de actividades de pesca recreativa mediante el uso de sistemas o elementos tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas, electricidad.


Artículo 5º.- Prohibición de comercialización. Se prohíbe la comercialización de las especies capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Artículo 6º.- Licencia de pesca recreativa. Toda persona natural, nacional o extranjera, que realice actividades de pesca recreativa o pesca submarina en aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial o zona económica exclusiva, deberá estar en posesión de una licencia otorgada por el Servicio.


La licencia de pesca recreativa será personal e intransferible, deberá portarse durante la práctica de la actividad y el transporte de especies capturadas, y exhibirse junto con la cédula de identidad o pasaporte, según corresponda, a los fiscalizadores de la presente ley, cuando lo requieran.


La licencia habilitará para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, y tendrá una vigencia anual. El monto de los derechos para la licencia de pesca recreativa será de 0,7 unidades de fomento para nacionales y extranjeros residentes y 1,5 unidades de fomento para turistas extranjeros.


Quedarán exentos del pago de derechos, pero no del porte de la licencia, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 12 de la ley Nº 19.284, los mayores de 65 años y los menores de 12 años.


El Servicio deberá proporcionar al interesado, junto con la licencia de pesca recreativa, información sobre las medidas de administración vigentes que regulan la actividad. Deberá también mantener una base de datos de las licencias que ha entregado, la que será de acceso público.

TÍTULO III

DE LAS MEDIDAS GENERALES DE ADMINISTRACIÓN


Artículo 7º.- Medidas de conservación para la pesca recreativa. En la regulación de las actividades de pesca recreativa que se realicen en aguas marítimas y terrestres, podrán adoptarse las medidas de administración contempladas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las medidas especiales de conservación que se regulan en el presente artículo.


En las aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva, dichas medidas serán adoptadas por resolución fundada de la Subsecretaría. En las aguas terrestres, las medidas serán adoptadas por resolución fundada del Director Zonal, respecto de las regiones comprendidas en la zona respectiva.


Las medidas especiales de conservación para la pesca recreativa son las siguientes:


a) Límites diarios de captura por pescador, expresados en número de ejemplares o peso total de ejemplares, los que podrán ser fijados por área y por especie;


b) Talla o peso máximo o rango de tallas o pesos permitido en la captura, de una especie en un área determinada;


c) Prohibición de captura en áreas vulnerables;


d) Prohibición de pesca embarcada en un área determinada;


e) Establecimiento de horarios para el ejercicio de la pesca recreativa;


f) Establecimiento del método de pesca con devolución en un área determinada o para una especie en un área determinada, y


g) Regulación de las dimensiones y características de los aparejos de pesca de uso personal, incluyendo sus elementos complementarios y carnadas.


Con el objeto de asegurar una protección eficaz a las especies cuyo ciclo vital se desarrolle tanto en aguas terrestres como marítimas, las medidas de administración que se adopten a su respecto deberán establecerse con la debida coordinación de las autoridades correspondientes. Si en el sector de aguas terrestres han sido declaradas una o más áreas preferenciales, de conformidad con lo dispuesto en el Título IV de esta ley, las autoridades correspondientes deberán dictar para las demás áreas, en el más breve plazo, las medidas de administración que complementen las contempladas en el plan de manejo respectivo.


Artículo 8º.- Medidas de conservación de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en el ejercicio de la pesca recreativa deberán respetarse las prohibiciones y medidas de administración aplicables a la pesca extractiva, adoptadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 9º.- Medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes. El Ministerio, mediante decreto supremo, previa consulta al Ministerio de Relaciones Exteriores, podrá, en conjunto con los organismos que corresponda de los países limítrofes, establecer medidas de administración en áreas fronterizas sobre especies hidrobiológicas compartidas.


Artículo 10.- De los campeonatos de pesca. Los campeonatos de pesca, incluida la pesca submarina, se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser comunicadas previamente al Director Regional del Servicio que corresponda y en ningún caso podrán contravenir las medidas de administración vigentes.


En todo caso, los participantes en campeonatos de pesca deberán dar cumplimiento a las condiciones generales establecidas en el Título II de la presente ley y sin perjuicio de las demás autorizaciones que corresponda otorgar a otros organismos en el ámbito de su competencia.


Artículo 11.- La repoblación y la siembra. Un reglamento del Ministerio regulará la forma y condiciones en que se podrán efectuar la siembra y repoblación de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa, de modo de asegurar la debida protección del patrimonio sanitario y ambiental, en especial la biodiversidad.


Las personas naturales o jurídicas interesadas en realizar actividades de siembra o repoblación, deberán solicitar autorización a la Subsecretaría o al Director Zonal, según corresponda, acompañando los antecedentes que establezca el reglamento.


La Subsecretaría o el Director Zonal se pronunciará sobre la solicitud mediante resolución fundada y documentada, la que deberá ser publicada en extracto en el Diario Oficial por cuenta del interesado, dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde su fecha.

TÍTULO IV

AGUAS ESPECIALMENTE REGULADAS PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA

Párrafo 1º

De las áreas preferenciales


Artículo 12.- Autoridad competente para declarar un área preferencial. Las áreas preferenciales serán declaradas por resolución del gobierno regional en cuya jurisdicción se encuentre el respectivo curso o cuerpo de agua terrestre.


Artículo 13.- Procedimiento previo a la declaración de área preferencial. El intendente, previa elaboración de uno o más estudios técnicos a que se refiere el artículo siguiente y previa consulta al consejo de pesca recreativa de la región, a las autoridades públicas que, de acuerdo a sus competencias, deban emitir un pronunciamiento, y a la municipalidad de la o las comunas en que se ubique el área, identificará una o más secciones de curso o cuerpos de aguas terrestre susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales.


Los pronunciamientos solicitados por el intendente deberán ser emitidos en el plazo de sesenta días corridos. Transcurrido dicho plazo se prescindirá del pronunciamiento respectivo.


En ningún caso podrán ser propuestas como áreas preferenciales las que no sean aprobadas como tales por la Subsecretaría de Marina, en el caso de ríos o lagos navegables por buques de más de cien toneladas, o en los que no siéndolo, siempre que se trate de bienes fiscales, en la extensión en que estén afectados por las mareas.


Las áreas preferenciales propuestas conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores deberán ser publicadas en el Diario Oficial y en un diario de circulación local. Las personas jurídicas de derecho privado y las personas naturales podrán formular observaciones a la iniciativa dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde la última publicación.


Una vez transcurrido el plazo indicado en el inciso precedente, dentro de los treinta días corridos siguientes a él, el intendente deberá emitir un informe que considere los pronunciamientos y observaciones a la iniciativa y convocar a sesión extraordinaria al consejo regional, adjuntando el informe respectivo. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria.


Artículo 14.- Estudios técnicos para la declaración de áreas preferenciales. Los estudios técnicos que sirvan de fundamento para la declaración de áreas preferenciales serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que deberán ser adjudicados previa licitación pública. No obstante, también se podrá acceder a financiamiento a través de otros fondos.


Los participantes en la licitación deberán ser consultores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 55 de esta ley.


Artículo 15.- Declaración del área preferencial. Con los antecedentes indicados en los artículos precedentes, el consejo regional aprobará la declaración del área preferencial para la pesca recreativa por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes.


Una vez aprobada por el consejo, el intendente dictará una resolución que declare una o más áreas preferenciales para la pesca recreativa, por un período de veinte años o un máximo de treinta en el caso de las áreas degradadas, indicando su ubicación geográfica y deslindes. Además, deberá indicar el caudal mínimo del respectivo cuerpo o curso de agua y las medidas de garantía, según corresponda.


La resolución que declara el área deberá ser publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.


Publicada la resolución que declara el área preferencial se producirán de pleno derecho lo siguientes efectos:


a) En el área preferencial sólo podrá realizarse pesca con devolución hasta la aprobación del respectivo plan de manejo;


b) La alteración del lecho del curso o cuerpo de agua y de su ribera deberá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental y, cuando corresponda, deberá certificarse por la Autoridad Marítima que no afecta la libre navegación. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación; 


c) Se limitará el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas en los términos establecidos en el artículo 16;


d) El área preferencial quedará bajo la tuición de la municipalidad o municipalidades en que se encontrare, y 


e) El Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, cuando corresponda, deberá abstenerse de otorgar su uso particular o de afectarla de cualquier forma, quedando sometida dicha área exclusivamente al régimen previsto en la presente ley.


La declaración del área preferencial no afectará las concesiones, cualquiera sea su naturaleza, destinaciones o los derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos en conformidad con la ley a la fecha de la declaración.


Artículo 16.- Caudal mínimo pesquero. En las áreas preferenciales existirá un caudal mínimo pesquero, que será fijado por la Dirección General de Aguas y establecido en la resolución que declara el área preferencial.


La Dirección General de Aguas deberá determinar dicho caudal de acuerdo a la metodología que para estos efectos se establezca por resolución de dicho organismo, previo informe técnico de la Subsecretaría.


Los derechos de aprovechamiento de aguas que se otorguen en el área preferencial no podrán afectar el caudal mínimo fijado de conformidad con los incisos anteriores, ni las medidas de garantía, según corresponda.


Artículo 17.- Elaboración y aprobación del plan de manejo. En cada área preferencial existirá un plan de manejo elaborado por un consultor inscrito en el Registro a que se refiere el artículo 55, el que deberá ser aprobado por el Director Zonal correspondiente, dentro del plazo de noventa días corridos, contado desde su presentación, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Los planes de manejo serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que serán adjudicados previa licitación pública, sin perjuicio del financiamiento al que se pueda acceder a través de otros fondos. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique toda o parte del área preferencial presentar el proyecto al Fondo de Investigación Pesquera. Para estos efectos, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. 


El plan de manejo deberá ser elaborado y aprobado en el plazo máximo de dos años contados desde la publicación de la resolución que declara el área como preferencial.


Este plan se someterá al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en conformidad con lo dispuesto en la letra p) del artículo 10 de la ley Nº 19.300.


Artículo 18.- Contenido del plan de manejo. El plan de manejo contendrá, como mínimo, los siguientes aspectos:


a) Antecedentes generales del ecosistema, incluyendo zonas vulnerables, potenciales áreas de pesca y otras actividades desarrolladas en el área;


b) Identificación de las especies hidrobiológicas principales y secundarias presentes en el área, con indicación de su composición y abundancia;


c) Antecedentes o estudios previos realizados en el área, si los hubiere, acompañando copia de los informes o publicaciones;


d) Objetivos principales y secundarios del plan que incluyan una descripción de la metodología de intervención y mecanismos de verificación de indicadores de eficiencia;


e) Descripción y justificación de las acciones, prohibiciones y medidas de administración necesarias para el cumplimiento de los objetivos del plan;


f) Programa de seguimiento del estado de las especies hidrobiológicas; 


g) Acciones de repoblación, si corresponde, las que deberán dar cumplimiento a las disposiciones del reglamento a que se refiere el artículo 11;


h) Actividades compatibles con el ejercicio de la pesca recreativa;


i) En el caso de áreas degradadas, el plan de manejo deberá comprender un plan de restauración, que tendrá por objeto la recuperación del hábitat de las especies hidrobiológicas de dicho lugar, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población, y


j) Acciones de formación y educación relacionadas con la pesca recreativa y el medio ambiente.


Además, el plan de manejo podrá limitar el número de pescadores que podrán desarrollar la actividad cada día y contemplar la prohibición o limitación de otras actividades deportivas que puedan realizarse en el área. La no afectación de la libre navegación deberá ser certificada por la Autoridad Marítima. 


En el caso que se considere la alteración del lecho o las riberas para el manejo de las especies hidrobiológicas presentes en el área, se requerirá la autorización que para estos efectos exige el Código de Aguas. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo, bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación.


El plan de manejo y las modificaciones que surjan a partir de los resultados del programa de seguimiento, serán aprobados por el Director Zonal, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Un extracto del plan de manejo y sus modificaciones será publicado en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. Dicho extracto deberá contener las medidas de administración, limitaciones y prohibiciones establecidas para el ejercicio de las actividades de pesca recreativa y otras actividades deportivas. La publicación será complementada mediante mensaje radial de un extracto de ésta, en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.


En las áreas preferenciales no se aplicarán las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con el Título III de la presente ley, rigiendo exclusivamente las consideradas en el respectivo plan de manejo.


Artículo 19.- Administración del área preferencial. Aprobado el plan de manejo en la forma indicada en los artículos anteriores, la municipalidad o municipalidades en cuyos territorios se ubique toda o parte del área podrá asumir directamente o en asociación con otros municipios su administración, cuando corresponda, o entregarla, mediante licitación, a personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Con todo, la o las municipalidades licitarán las áreas preferenciales en el evento que exista cualquier interesado que cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 21, y que garantice mediante boleta bancaria de garantía su participación en la respectiva licitación. Para estos efectos la o las municipalidades determinarán el valor de la garantía, cuyo monto no podrá superar el indicado en el inciso segundo del artículo 24.


Artículo 20.- Licitación para la administración del área preferencial. La municipalidad podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:


a) Duración del convenio.


b) Requisitos que deberán cumplir los participantes.


c) El monto fijo que el adjudicatario deberá pagar a la municipalidad con el objeto de compensar los gastos en que se haya incurrido para efectuar la licitación, y el porcentaje del permiso especial de pesca que se entregará a la municipalidad.


d) Criterio de evaluación de las ofertas técnicas y económicas.


e) Identificación de los sectores liberados de pago del permiso especial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27.


f) Beneficios que deberán otorgarse a los residentes ribereños al área preferencial.


g) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.


h) Lugar, fecha y hora de cierre de la recepción de las ofertas técnicas y económicas y apertura de ambas.


Las multas señaladas en la letra g) se duplicarán en caso que el incumplimiento se produzca dentro de los dos últimos años del contrato.


Un extracto del decreto alcaldicio se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y será complementado mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.


Artículo 21.- Participación en la licitación. Podrán participar en la licitación las personas naturales chilenas o extranjeras y las personas jurídicas de derecho privado constituidas en Chile, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Si en una misma región se declararen dos o más áreas preferenciales la administración no podrá entregarse a una misma persona natural o jurídica o a personas vinculadas a ella, entendiéndose por tales las personas naturales que tengan entre si la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive; los socios de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona natural vinculada o persona jurídica; las sociedades de las personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente y las sociedades de capitales filiales o coligadas a que se refiere el título VIII de la ley Nº18.046 sobre Sociedades Anónimas, más del 50% de las áreas preferenciales declaradas en la región.


Los participantes deberán presentar, en el lugar, fecha y hora que indiquen las bases, los siguientes antecedentes:


1. La oferta económica deberá contener el monto de los derechos para la obtención del permiso especial a que se refiere el artículo 27 y su modalidad de reajuste, el sistema de oferta pública de permisos;


2. Indicar y acreditar la vía de acceso al área preferencial, y


3. Los demás antecedentes que señalen las bases.


Artículo 22.- Adjudicación. El día y hora fijados en las bases de la licitación y con la asistencia de un notario público, se levantará acta de las ofertas que se hubieren recibido.


Las ofertas técnicas serán entregadas al Director Zonal de la región correspondiente quien deberá calificarlas técnicamente previa consulta al Director Regional de Turismo, en el plazo de veinte días corridos, conforme a los criterios objetivos señalados en las bases. Las ofertas económicas no serán abiertas y serán entregadas en custodia al notario público.


El día y hora fijados en las bases, el notario público procederá sólo a la apertura de las ofertas económicas cuyas ofertas técnicas hayan sido aprobadas por el Director Zonal.


Se adjudicará la administración del área al licitante cuyo permiso especial tenga el menor precio diario. Para estos efectos, no se considerará el monto de los derechos establecidos para la adquisición de permisos por extranjeros no residentes. En todo caso, no se aceptarán ofertas que excedan el precio diario máximo fijado por la municipalidad en un acto anterior a la apertura de las ofertas.


Artículo 23.- Convenio de administración. El convenio de administración deberá considerar a lo menos los siguientes aspectos:


a) Individualización del administrador;


b) Duración del convenio;


c) Monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca, el que no podrá ser aumentado durante la vigencia del convenio, sin perjuicio de su reajustabilidad de acuerdo al sistema que se designe en el mismo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 27;


d) Sistema de oferta pública del permiso especial de pesca;


e) Obligación de dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área; 


f) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato, y


g) Otros que las partes acuerden.


Artículo 24.- Licitación de la administración del área preferencial por el gobierno regional. El gobierno regional deberá licitar la administración del área preferencial cuando ésta se ubique dentro del territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y concurra alguna de las siguientes circunstancias:


a) Si transcurrido un año desde la declaración del área preferencial ninguna de las municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique el área hubiere encargado la elaboración del plan de manejo, o


b) Si transcurridos dos años desde la declaración del área preferencial no se hubiere aprobado el plan de manejo.


La atribución indicada en el inciso anterior podrá ser ejercida de oficio o a petición de uno o más concejales de la comuna o comunas respectivas o de cualquier interesado en la administración del área preferencial. En este último caso, el interesado deberá entregar una boleta bancaria de garantía para asegurar su participación en la licitación. La boleta de garantía deberá ser equivalente al monto que sea fijado para estos efectos por el gobierno regional y no podrá ser superior al monto fijo que deba establecerse para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20.


La licitación de la administración del área preferencial se realizará de conformidad con los artículos 20 y siguientes, con las modificaciones que se indican:


i. El gobierno regional deberá, previamente, encargar la elaboración del plan de manejo, cuando corresponda;


ii. El proceso de licitación será realizado por el intendente y la adjudicación será aprobada por el consejo regional;


iii. El convenio de administración será aprobado por resolución del intendente, y


iv. El monto fijo para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20, será de beneficio del gobierno regional.


En estos casos, el porcentaje de permisos especiales de pesca que el adjudicatario debe entregar de conformidad con el artículo 20 letra c), será distribuido entre las municipalidades en que se ubique el área preferencial en forma proporcional a los ingresos generados en el territorio jurisdiccional de cada una de ellas.


Las multas que se apliquen por incumplimiento de las obligaciones del convenio de administración del plan de manejo y supervigilancia del área serán impuestas por el municipio en donde se ubique el área preferencial de pesca recreativa y serán de beneficio de la comuna.


Artículo 25.- Obligaciones del administrador del área preferencial. El administrador del área preferencial, o el adjudicatario, deberá cumplir las siguientes obligaciones:


a) Mantener debidamente señalizada el área;


b) Mantener el orden y limpieza del área;


c) Dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área;


d) Informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar su cumplimiento;


e) Supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen en el área preferencial, de acuerdo al plan de manejo; 


f) Informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial para realizar la actividad de pesca recreativa en el área;


g) Ejecutar el programa de seguimiento establecido en el plan de manejo a través de un consultor inscrito en el registro a que se refiere el artículo 55. El administrador no podrá estar vinculado con el consultor encargado del programa de seguimiento en alguna de las formas establecidas en el artículo 21;


h) Entregar los permisos especiales de pesca a que se refiere el artículo 27 y cobrar los derechos para su obtención, debiendo asegurar un sistema de oferta pública que asegure el acceso de los interesados, e


i) Adoptar todas las medidas que aseguren la debida protección del área.


La municipalidad tendrá la responsabilidad de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el convenio.


El administrador deberá fiscalizar las medidas de administración previstas en el plan de manejo a través de personas que revistan la calidad de inspectores ad honorem designados en conformidad con la ley Nº 18.465 o inspectores municipales, en la forma en que se determine en el convenio de administración. 


Cuando la administración recaiga en el adjudicatario, éste deberá informar a la municipalidad acerca del o los inspectores ad honorem habilitados para ejercer la función de fiscalización en el área preferencial.


El adjudicatario responderá, en la forma que prescribe el artículo 28 de la presente ley, de los delitos e infracciones cometidos por el inspector ad honorem habilitado de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad de este último y de las facultades de fiscalización que corresponden a los funcionarios del Servicio y al personal de Armada y Carabineros.


En los casos en que los organismos fiscalizadores constaten infracciones graves a la ejecución del plan de manejo o a otras obligaciones establecidas en el convenio de ejecución, deberán comunicarlo a la o las municipalidades que corresponda a fin de que se adopten las sanciones contempladas en el convenio, cuando así proceda.


Artículo 26.- Condiciones para desarrollar pesca recreativa en áreas preferenciales. Para realizar actividades de pesca recreativa en un área preferencial, el pescador deberá cumplir los requisitos generales establecidos en el Título II de esta ley, respetar las medidas de administración establecidas en el plan de manejo correspondiente, y estar en posesión del permiso especial otorgado por el administrador del área.


Artículo 27.- Permiso especial de pesca en el área preferencial. El administrador deberá exigir un permiso especial personal e intransferible para el ejercicio de actividades de pesca recreativa en el área preferencial.


El administrador tendrá derecho a cobrar por los permisos especiales. Sin embargo, deberá siempre permitir el acceso liberado de pago en un tramo previamente determinado en las bases de la licitación, que corresponderá al menos al 20% del área en que sea posible el ejercicio de la pesca recreativa dentro del área preferencial; para estos efectos otorgará diariamente un número determinado de permisos especiales incluidos en el respectivo plan de manejo.


Deberá establecerse un sistema de oferta pública de los permisos especiales que garantice el acceso igualitario al área correspondiente. Para estos efectos, el administrador podrá celebrar convenios para la venta de los permisos especiales. Asimismo, el administrador deberá reservar el 10% de los permisos especiales para ser vendidos el mismo día de su vigencia. Tratándose de los permisos especiales liberados de pago, éstos serán entregados por orden de prelación, de acuerdo a la fecha de solicitud del permiso. 


Podrán fijarse montos diferenciados de derechos para turistas extranjeros, salvo que, aplicando el principio de reciprocidad internacional, deba otorgarse a los nacionales de un país extranjero el mismo tratamiento que a los chilenos. Además, podrán establecerse beneficios para la adquisición de permisos especiales por parte de los chilenos residentes en la comuna en que se ubique el área preferencial, guías de pesca certificados en la región respectiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40, y pescadores que ejerzan la actividad frecuentemente en el área. 


El monto de los derechos podrá ser modificado para una o más temporadas de pesca, con el acuerdo del concejo municipal, respetando en todo caso la sección liberada de pago y el precio máximo fijado en el proceso de licitación.


No podrá exigirse la posesión de un permiso especial para el ejercicio de la pesca recreativa en el área preferencial mientras no se hubiere aprobado el plan de manejo.


Artículo 28.- Término del convenio de administración. Son causales de término del convenio:


a) La quiebra o fallecimiento del administrador o disolución de la persona jurídica;


b) El incumplimiento del plan de manejo aprobado por el Director Zonal. En este caso, contra la resolución del Director Zonal que declare el incumplimiento procederá el recurso de reclamación ante el Subsecretario de Pesca;


c) Establecer cualquier obligación o requisito para el acceso al área con objeto de realizar pesca recreativa u otras actividades, con excepción de las expresamente previstas en esta ley o en el convenio de administración, cuando corresponda, o no dar cumplimiento al sistema de oferta pública de permisos especiales establecido en el convenio;


d) El incumplimiento negligente de la obligación de supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se realicen en el área preferencial. Para estos efectos, se considerará que ha existido incumplimiento negligente si han sido sancionadas cinco infracciones graves cometidas en el área en un año calendario, denunciadas por funcionarios del Servicio, inspectores municipales o por el personal de la Armada o Carabineros;


e) Haber sido sancionadas tres infracciones o delitos cometidos por uno o más de los inspectores ad honorem en el ejercicio de la fiscalización del área preferencial en un período de tres años;


f) El cumplimiento del plazo;


g) El acuerdo mutuo de la municipalidad o el gobierno regional, según corresponda, y el administrador; y


h) El incumplimiento grave de cualquier obligación establecida en el convenio.


Asimismo, el administrador podrá solicitar el término del convenio de administración por el acaecimiento de una fuerza mayor debidamente acreditada que haya modificado significativamente las condiciones naturales del área que se tuvieron en consideración al momento de elaborar el plan de manejo.


Un Reglamento del Ministerio de Interior determinará el procedimiento para poner término al convenio en los casos indicados en el inciso primero.


Si se pone término a un convenio por un hecho imputable al administrador, éste no podrá adjudicarse la administración de ningún área preferencial por el término de cinco años, contado desde la resolución respectiva.


En el caso que la administración hubiere sido licitada por el gobierno regional, previo al término del convenio deberá efectuar el correspondiente proceso de licitación para el nuevo período de administración, sin perjuicio de entregar la administración directa a las municipalidades correspondientes, previo acuerdo de todas ellas.


Artículo 29.- Cesión del convenio de administración. El convenio de administración podrá ser cedido a terceros que cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley para la adjudicación del área preferencial, previa aprobación del concejo municipal respectivo. El cesionario deberá someterse a las condiciones y cumplir las obligaciones establecidas en el convenio original.


Con todo, no podrá cederse el convenio durante los tres primeros años ni el último año de su vigencia.


Artículo 30.- Término del área preferencial. Si en el plazo de 5 años, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que declaró el área preferencial, la municipalidad no hubiere llamado a licitación o ejercido la administración del área ni el gobierno regional hubiere entregado dicha administración a un tercero, quedará sin efecto por el sólo ministerio de la ley dicha afectación. Asimismo, si el área preferencial pierde las condiciones que determinaron su establecimiento, circunstancia que deberá ser certificada por el Director Zonal, su afectación quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley. 


La desafectación del área será declarada, de oficio o a petición de parte, por resolución del intendente, la que deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y cuando corresponda, notificarse al Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Marina.


El área desafectada quedará sometida al régimen general previsto en el ordenamiento jurídico.


Artículo 31.- Renovación del área preferencial. Dos años antes del vencimiento de la declaración de un área preferencial, el intendente deberá iniciar el procedimiento de renovación del área. Para estos efectos, deberá consultar a los demás organismos públicos que participaron en el proceso de declaración del área y al Consejo de Pesca Recreativa. Con los antecedentes reunidos elaborará un informe y convocará al consejo regional a sesión extraordinaria, adjuntando el informe respectivo. La renovación del área preferencial deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria. La resolución del intendente que declare la renovación del área será publicada en el Diario Oficial y un diario de circulación regional.

Párrafo 2º

De los cotos de pesca


Artículo 32.- Construcción de un coto de pesca artificial. El Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe técnico de la Subsecretaría, dictará un reglamento donde se establecerán las medidas de protección del medio ambiente que deberán observarse en la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca. Corresponderá al Director Regional de Pesca verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el mencionado reglamento, previo a su inscripción en el registro a que se refiere el artículo 35.


Artículo 33.- Condiciones de ejercicio de la pesca recreativa en cotos de pesca. Las personas que desarrollen actividades de pesca recreativa en los cotos de pesca estarán exentas del cumplimiento de  las condiciones generales establecidas en el Título II y de las medidas de administración adoptadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título III de esta ley.


Artículo 34.- Siembra y repoblación en cotos de pesca. La siembra o repoblación de especies hidrobiológicas en los cotos de pesca será autorizada por el Director Zonal, en la forma establecida en el artículo 11 de la presente ley.


Artículo 35.- Registro de cotos de pesca. Los titulares de cotos de pesca deberán inscribirlos en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca, por regiones. La inscripción constituirá una solemnidad habilitante para la explotación comercial del coto.

Párrafo 3º

De la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial


Artículo 36.- Áreas de manejo. En las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos decretadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán realizarse actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine el reglamento que se dictará por decreto del Ministerio.


Artículo 37.- Reservas marinas. En las reservas marinas declaradas en conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura que se encuentren bajo la tuición del Servicio Nacional de Pesca, se podrán realizar actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que se determine en el plan de administración respectivo.


Artículo 38.- Parques Nacionales. En los cursos de agua situados en los Parques Nacionales, cuya declaración de área preferencial de pesca no se haya decretado, no podrá realizarse pesca embarcada y sólo podrá realizarse pesca con devolución en lugares especialmente habilitados con dichos fines.


Artículo 39.- Otras aguas bajo protección oficial. Los planes de manejo que se elaboren para las áreas que se encuentran bajo protección oficial del Estado, deberán ser aprobados por la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, en lo que se refiera a las actividades de pesca recreativa autorizadas en el área.


Para el financiamiento de la elaboración del plan de manejo de un área bajo protección oficial que comprenda actividades de pesca recreativa, el organismo encargado de su administración podrá presentar proyectos al Fondo de Investigación Pesquera, sin perjuicio del financiamiento que pueda obtener a través de otros fondos.


Asimismo, y sin perjuicio de las facultades que le otorgue la normativa que rige la administración del área bajo protección oficial, el organismo encargado de su administración podrá exigir la posesión de un permiso especial de pesca recreativa, establecer el monto de los derechos para su obtención y celebrar convenios para su entrega y cobro de los derechos correspondientes.


En el caso de Parques Nacionales los planes de manejo deberán privilegiar el estricto mantenimiento de los equilibrios ecológicos y la preservación de los ecosistemas naturales.

TÍTULO V

DE LOS GUÍAS DE PESCA


Artículo 40.- Certificación de guías de pesca. Los guías de pesca podrán solicitar voluntariamente al Servicio Nacional de Turismo su certificación para el ejercicio de la actividad en una determinada región. Para estos efectos deberán acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva. Los extranjeros que no reúnan el requisito de residencia definitiva podrán solicitar la certificación bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo reconocimiento a los chilenos;


b) Ser mayor de edad;


c) Acreditar, en la forma que determine el reglamento, conocimientos sobre naturaleza, geografía e historia local, regulación de la pesca recreativa, seguridad y primeros auxilios, así como conocimientos y experiencia en la actividad.


Cumplidos los requisitos anteriores, el Servicio Nacional de Turismo otorgará una credencial personal e intransferible. El reglamento a que se refiere la letra c) de este artículo establecerá el monto de los derechos para la obtención de dicha credencial.


Artículo 41.- Cancelación de la certificación. La certificación de guía de pesca quedará sin efecto en los siguientes casos:


a) Por fallecimiento;


b) Por haber sido sancionado por infracción a las normas de la presente ley, y


c) Por sentencia judicial firme o ejecutoriada que hubiere establecido la responsabilidad penal o civil en el ejercicio de la actividad.

TÍTULO VI

DE LOS CONSEJOS DE PESCA RECREATIVA


Artículo 42.- Creación e integración de los Consejos. El Director Zonal creará, cuando proceda, en cada región de la zona correspondiente, un Consejo de Pesca Recreativa como organismo asesor para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa que se realicen según lo establecido en el artículo 1º.


Los Consejos estarán integrados de la siguiente manera:


a) Por el Director Zonal de Pesca, quien lo presidirá;


b) Por el Director Regional de Turismo;


c) Por el Director Regional de Pesca;


d) Por un representante del gobierno regional designado por el intendente;


e) Por cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entendiendo por tales las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y las organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente. Los representantes designados en esta letra serán elegidos directamente por las organizaciones legalmente constituidas que tengan domicilio en la región, en conformidad con el procedimiento de elección que establezca un reglamento del Ministerio, y


f) Por un representante de universidades de la zona, reconocidas por el Estado, vinculado a una unidad académica directamente relacionada con las ciencias del mar o limnología, el que será designado conforme lo dispuesto en el reglamento de esta ley.


Podrán ser invitados a participar en el Consejo el Secretario Regional Ministerial de Economía, cuando no lo integre, así como un representante de Carabineros de Chile, de la Armada de Chile, de las asociaciones municipales de la región y de las cámaras de turismo que tengan su domicilio en la región.


Los integrantes del Consejo no percibirán remuneración.


Artículo 43.- Funciones de los Consejos de Pesca Recreativa. Los Consejos deberán ser consultados sobre las materias que someta a su conocimiento el Director Zonal y, en particular, sobre las siguientes materias:


a) el decreto que establece los aparejos de pesca de uso personal.


b) el reglamento de siembra y repoblación a que se refiere el Título III.


c) las medidas de administración para la pesca recreativa.


d) el informe técnico para la declaración de las áreas preferenciales.


e) los planes de manejo de las áreas preferenciales de la región y de los resultados de sus programas de seguimiento.


Los Consejos podrán proponer al Fondo de Administración Pesquera prioridades de inversión para la pesca recreativa y presentar proyectos específicos para su financiamiento. Asimismo, los Consejos podrán presentar propuestas para la declaración de áreas preferenciales según lo establece la ley.


Los Consejos deberán emitir sus pronunciamientos en el plazo de treinta días corridos contados desde el requerimiento respectivo. Se podrá prescindir de dicho pronunciamiento si no es emitido en el plazo señalado.

TÍTULO VII

DE LA EDUCACIÓN Y DIFUSIÓN


Artículo 44.- Planes de estudio. Los textos didácticos de enseñanza de educación básica y media aprobados por el Ministerio de Educación, que sean atinentes a la materia, procurarán incluir guías para la identificación del mayor número posible de especies de la fauna íctica silvestre del país; resaltarán la trascendencia ecológica de su preservación, orientarán sobre las medidas concretas que deben adoptarse para la salvaguarda de su supervivencia y para el ejercicio responsable de la pesca recreativa.


Asimismo, los programas de educación de nivel básico y medio propenderán al contacto de los educandos con el medio natural que les permita conocer e identificar directamente la fauna íctica silvestre del país.


Artículo 45.- Manual de pesca recreativa. El Ministerio, dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de la presente ley, deberá elaborar, directamente o mediante la contratación de servicios, un manual para el ejercicio responsable de la pesca recreativa, cuyo objetivo será incentivar la práctica de la actividad y difundir normas para su ejercicio responsable y seguro.

TÍTULO VIII

DE LA FISCALIZACIÓN, INFRACCIONES Y SANCIONES


Artículo 46.- Fiscalizadores de la presente ley. La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, y de las medidas de administración adoptadas conforme a ellas, será ejercida por los funcionarios del Servicio y personal de la Armada y Carabineros, según corresponda, dentro del ámbito de sus respectivas competencias.


Las calidades, atribuciones y facultades para el ejercicio de su función fiscalizadora se regirán por sus respectivas leyes orgánicas y por las disposiciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Tendrán también la calidad de fiscalizadores de las actividades de pesca recreativa, los inspectores ad honorem designados por el Director Nacional de Pesca en conformidad con la ley Nº 18.465, así como los inspectores municipales y los guardaparques señalados en el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado (SNASPE), en la forma y condiciones que se establecen en el presente Título.


Artículo 47.- Inspectores municipales y guardaparques. Los inspectores municipales y guardaparques señalados en el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado (SNASPE) deberán rendir y aprobar un examen ante el Servicio Nacional de Pesca para acreditar conocimientos especializados o experiencia en materias de pesca recreativa. Deberán ejercer labores de fiscalización en la jurisdicción de la municipalidad respectiva o en las áreas silvestres protegidas, según corresponda, y tendrán en el ejercicio de sus funciones las facultades y obligaciones establecidas en el artículo 3º letras a), b), c), d), h) e i) de la ley Nº 18.465.


Artículo 48.- Infracciones menos graves. Son infracciones menos graves los siguientes hechos:


a) No inscribir el coto de pesca en el registro a que se refiere el artículo 35, y


b) Contravenir las prohibiciones o limitaciones establecidas para actividades distintas de la pesca recreativa en el plan de manejo de un área preferencial.


Artículo 49.- Infracciones graves. Son infracciones graves los siguientes hechos:


a) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin la licencia a que se refiere el artículo 6º;


b) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina con infracción a las medidas de administración establecidas en el Título III de esta ley;


c) Realizar actividades de pesca recreativa en aguas protegidas en contravención a la regulación que en cada caso se establece en el párrafo 3º del Título IV de esta ley; 


d) Cometer cualquier vejación injusta en contra de las personas, usar apremios innecesarios o exceder las atribuciones otorgadas por la ley Nº 18.465, en el ejercicio de las funciones de los inspectores ad honorem, en los casos en que dichas acciones no constituyan delito, y


e) Comercializar especies hidrobiológicas capturadas con aparejos de pesca de uso personal. En este caso, la sanción se aplicará por cada ejemplar capturado.


Artículo 50.- Infracciones gravísimas. Son infracciones gravísimas los siguientes hechos:


a) Realizar siembra o repoblación sin la autorización a que se refiere el artículo 11;


b) Realizar actividades de pesca recreativa en contravención a las medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes.


c) Realizar actividades de pesca recreativa con sistemas o elementos de pesca tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas o electricidad, en los casos en que no constituyan el delito tipificado en el artículo 136 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


d) Construir un coto de pesca sin cumplir con las medidas de protección al medio ambiente establecidas en el reglamento a que se refiere el artículo 32.


e) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales, sin el permiso especial a que se refiere el artículo 27.


f) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales en contravención al plan de manejo vigente.


Artículo 51.- Sanciones. Las infracciones menos graves serán sancionadas con multa de una a tres unidades tributarias mensuales.


Las infracciones graves serán sancionadas con multa de cuatro a diez unidades tributarias mensuales.


Las infracciones gravísimas serán sancionadas con multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


A las infracciones de esta ley que no tuvieren prevista una sanción especial se les aplicará una multa de una a treinta unidades tributarias mensuales.


Tratándose de las infracciones a que se refieren los artículos 49 y 50 el juez podrá imponer, como sanción accesoria, la prestación de servicios no remunerados en favor de la comuna. Dicha prestación no podrá exceder de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el infractor realice.


La sanción tendrá una extensión máxima de 120 horas.


Artículo 52.- Tribunales competentes y procedimiento. Las infracciones a las normas establecidas en la presente ley se conocerán y sancionarán de acuerdo al procedimiento establecido en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Asimismo, en lo no regulado en este título, se aplicarán las normas contenidas en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 53.- Destino de las multas. Las multas aplicadas en conformidad con la presente ley se destinarán en beneficio municipal de la comuna en la que o frente a cuyas costas o riberas se hubiere cometido la infracción.

TÍTULO IX

DISPOSICIONES VARIAS


Artículo 54.- Registros. Corresponderá al Servicio Nacional de Pesca llevar los siguientes registros:


a) Registro de cotos de pesca, y


b) Registro de consultores.


Asimismo corresponderá al Servicio Nacional de Turismo llevar un registro de operadores de pesca, por región.


Un reglamento del Ministerio determinará los antecedentes que deberán acompañarse para solicitar la inscripción en alguno de los registros antes indicados, así como los casos en que podrá dejarse sin efecto la inscripción.


Artículo 55.- Registro de consultores. En el registro de consultores se inscribirán las personas naturales o jurídicas habilitadas para elaborar los planes de manejo de áreas preferenciales y realizar los seguimientos de dichos planes y proyectos.


Podrán inscribirse las personas naturales que cumplan los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva. Los extranjeros que no reúnan el requisito de residencia definitiva podrán solicitar la inscripción bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo reconocimiento a los chilenos.


b) Estar en posesión de un título profesional en el área de las ciencias marinas o limnología con especialización o experiencia en biología pesquera.


c) Asimismo, podrán inscribirse las personas jurídicas que contemplen dentro de su objeto social la realización de investigaciones o estudios en algunas de las materias indicadas en la letra b) y que tengan uno o más socios o trabajadores que cumplan con los requisitos establecidos en las letras precedentes.


El reglamento determinará la forma en que deberán acreditarse los requisitos para solicitar la inscripción en el Registro de Consultores.


Artículo 56.- Convenios para entrega de licencias. El Servicio podrá celebrar convenios con personas naturales o jurídicas para la entrega de las licencias de pesca recreativa y el cobro de los derechos correspondientes.


Artículo 57.- Financiamiento. El presupuesto del Servicio deberá consultar anualmente recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa, del manual de pesca recreativa y de los documentos informativos a que se refiere el artículo 6°.


Artículo 58.- Modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura en la forma que se indica:


1.- En el artículo 1º, sustitúyese la coma (,) que sigue a la palabra “acuicultura” por la conjunción “y”, y elimínase la expresión “y deportiva”.


2.- Derógase el título VIII.


3.- Derógase el artículo 121.


4.- Agrégase la siguiente oración final en el inciso primero del artículo 173:


“Asimismo, el Fondo tendrá por objeto financiar proyectos de investigación sobre especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, restauración de hábitat y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de las actividades de pesca recreativa.”.


Artículo 59.- Modificaciones en materia de inspectores ad honorem. Modifícase la ley Nº 18.465 en la forma que se indica:


1.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1º por el siguiente:


“Las denuncias efectuadas por los inspectores ad honorem constituirán presunción de la existencia de los hechos denunciados.”.


2.- Modifícase el artículo 2º en la forma que se señala a continuación:


a) Intercálase en el inciso primero la siguiente letra b) pasando las actuales b) a d) a ser c) a e), respectivamente:


“b) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“La postulación para inspector ad honorem se abrirá en los plazos que establezca el Servicio mediante resolución, la que determinará, además,  los antecedentes que deben proporcionarse en la solicitud de postulación.”. 


3.- Modifícase el artículo 3º en la forma que se indica:


a) Sustitúyese en la letra c), la expresión “juzgado de policía local” por la expresión “tribunal competente”.


b) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


“d) Incautar las especies hidrobiológicas y los elementos con los que se cometió la infracción, con el solo objeto de ponerlos de inmediato a disposición del tribunal competente.”.


c) Agrégase las siguientes letras h) e i):


“h) Registrar embarcaciones y vehículos utilizados por pescadores, e


i) Citar al infractor a la audiencia del siguiente día hábil, bajo apercibimiento de arresto.”.


4.- Agrégase al artículo 4º las siguientes letras c), d), e) y f):


“c) Vencimiento del período de nombramiento establecido en la resolución correspondiente, si el interesado no manifiesta por escrito, su deseo de continuar ejerciendo dicho nombramiento;


d) No realizar actividades de fiscalización en dos períodos cuatrimestrales consecutivos;


e) Incumplimiento grave de las obligaciones señaladas en la presente ley o en el reglamento, y


f) Por haber sido condenado por delito o infracción cometido en el ejercicio de su función.”.


Artículo 60.- Créanse, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, cinco cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, que para el solo efecto del artículo 7° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerarán equivalentes a los de Jefe de División.


Traspásase a la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, mediante nombramientos, sin solución de continuidad, a los cargos creados en el inciso precedente, los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley ocupen en calidad de titulares los cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, de la Planta de Directivos del Servicio Nacional de Pesca.


Los cargos de planta que queden vacantes en razón del traspaso dispuesto en el inciso anterior, se suprimirán de pleno derecho en la planta del Servicio Nacional de Pesca. Los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho, deberán ser traspasados desde el presupuesto del Servicio Nacional de Pesca al presupuesto de la Subsecretaría de Pesca.


Los traspasos de personal que se dispongan en conformidad a este artículo no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


La aplicación de lo dispuesto en el presente artículo no podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad que la de las remuneraciones contempladas en ella.


Los funcionarios traspasados conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo. Para efectos del incremento por desempeño individual del artículo 7° de la Ley N° 19.553 que les corresponda percibir en la Subsecretaría de Pesca durante el año en que tenga lugar el traslado, conservarán el porcentaje que determinaron las últimas calificaciones ejecutoriadas a que estuvieron afectos en el Servicio Nacional de Pesca.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- Las medidas de administración que a la fecha de vigencia de la presente ley hubieren sido dictadas por la autoridad para el ejercicio de la pesca recreativa mantendrán su vigencia, mientras no sean modificadas, para una especie o área determinada, de acuerdo a los procedimientos que en cada caso establece la presente ley.


Artículo 2º.- El Ministerio, dentro del plazo de ciento ochenta días corridos contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, deberá dictar el reglamento de los registros a que se refiere el artículo 54.


Artículo 3º.- Dentro del plazo de noventa días corridos contado desde la publicación del reglamento a que se refiere el artículo anterior, los titulares de cotos de pesca que se encuentren en funcionamiento deberán solicitar la inscripción correspondiente.


Artículo 4º.- Redúcese en cinco cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio Nacional de Pesca y auméntase en cinco cupos la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Pesca.


Artículo 5°.- Mientras no se establezca el Registro de Consultores a que se refiere el artículo 55 de la presente ley, los términos técnicos de referencia de los proyectos que se liciten para la declaración de un área preferencial o para la elaboración de los planes de manejo de áreas preferenciales declaradas, deberán establecer los requisitos y condiciones que deberán cumplir los consultores.”.


Artículo 6º.- Mientras no exista un Director Zonal de Pesca exclusivo para la XI Región, corresponderá al Director Zonal de la XII Región ejercer en la XI Región las competencias en materia de pesca recreativa a que se refiere la presente ley.”.

- - -

Acordado en sesión de 4 de septiembre del año 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gazmuri (Presidente), Arancibia y Bianchi, y de los Honorables Diputados señores Alinco, De Urresti, Galilea, Recondo y Vallespín.


Sala de la Comisión Mixta, a 10 de septiembre de 2007.

(Fdo.):MARIO TAPIA GUERRERO,
Secretario de la Comisión Mixta
� 


�
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�





� Fallo recaído en la causa seguida por la Asociación de Avisadores Camineros en contra de la Municipalidad de Maipú, de fecha 22 de julio de 2003. 


Fallo Hoteles de Chile S.A. con Municipalidad de Las Condes Rec. 4891/2003


Fallo Servicios Publicitarios Publivía S.A. con Municipalidad de Huechuraba Rec. 5538/2003


� Dictamen Nº 20.082 de fecha 8.05.07 ratifica Dictamen Nº 19.243 de fecha 27.04.06 que declara la ilegalidad del cobro de derechos municipales por publicidad emplazada en terrenos particulares.


� Informe de la Comisión de Hacienda del Senado, de fecha 13 de abril de 2005.


� Informe de la Comisión de Hacienda del Senado, de fecha 13 de abril de 2005.
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